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El presente trabajo de investigación que pongo a disposición del Jurado Evaluador se intitula “control de 
hechos en casacion: ataque frontal a los dogmas que rigen en la casación civil”, el tema central en la 
misma está vinculado a la casación civil, pero, apuntando a un tema de mucha polémica en la doctrina y en la 
jurisprudencia: el control de hechos en sede casatoria. 
La dogmatica en esta materia - como sabemos- se encuentra dividida y aunque en nuestro medio se tiene la 
idea más generalizada de una prohibición expresa y sacrosanta de no hacer control de hechos en casacion.  
Teniendo adicionalmente como dato que en nuestro medio el contenido mayoritario de las decisiones que 
toma nuestra Corte Suprema en esta materia apunta a la tesis de la imposibilidad de hacer control de hechos 
en casación,  pues se cree a prori  que bajo ninguna circunstancia es posible hablar de control de hechos en 
la tramitación de los recursos de casación, posición o afirmación que el autor considera un dogma en el 
derecho, pues, en realidad no se ajusta a la totalidad de situaciones que pueden permitir acceder a casación. 
La idea fundante del presente trabajo de investigación es que si es admisible aunque de manera excepcional, 
sin que ello desnaturalice el recurso y no convierta a la Corte Suprema –que conoce en nuestro medio el 
recurso de casación – en una tercera instancia. 
Creemos en la posibilidad de hacer control de hechos en casación, si levantamos la mirada a dos elementos 
importantes del proceso: los hechos y el derecho, ello porque se ha perdido de vista la fusión indisoluble que 
aparece entre el hecho y el derecho, se olvidan muchos que estos dos elementos perviven juntos durante el 
desarrollo de todo el proceso, incluyendo la casación.  
Hemos asumido diversas posturas sobre la materia en ciernes, postulando la posibilidad de hacer control de 
hechos en situaciones en las que la Sala de Casación debe verificar si la norma aplicada o inaplicada para 
resolver el caso es la correcta, pues para ello el juez de casación no le queda otra alternativa que conocer los 
hechos a través de la prueba. 
En este trabajo también proponemos la posibilidad de hacer control de hechos ante la existencia de 
sentencias  arbitrarias o absurdas y en todas aquellas situaciones en las que aparezca manifiesto que el juez  
haya realizado un trabajo probatorio inaceptable, con lo cual se afecta ostensiblemente el derecho a un 
debido proceso que se puede presentar en diversas vertientes: motivación, valoración de la prueba, quiebre 
de las reglas de la prueba, atentando al derecho a probar, entre otros 
Se ha efectuado trabajo de campo no sólo analizando las sentencias de nuestra Corte Suprema y la de otros 
países en las que se ha resuelto recursos de casación; sino que también se han tomado datos de diversas 
unidades de análisis que han ayudado a la tarea asumida, por lo cual se han formulado cuestionarios a 
docentes universitarios, a magistrados, a alumnos de maestría en derecho procesal y abogados.  
Lo cual, le brinda al presente trabajo la condición de investigación jurídico-social, pues contiene un indudable 
aporte teórico para nuestra doctrina nacional, sino que tomando en cuenta los datos tomados de la realidad 
hace que la misma se aproxime a la realidad en el que se desarrolla la institución materia de estudio, por lo 
cual consideramos que el presente trabajo no sólo puede constituir un aporte teórico, sino también una 
aproximación a nuestra realidad, aunque admitimos que los resultados –en este aspecto-  no se puedan 
generalizar y solo tengan el alcance que se precisa en el proyecto de investigación. 
 
Hoy se hace finalmente realidad la idea de investigación con la que empezamos nuestro trabajo, este  informe 
de investigación toma cuerpo con las teorías y posiciones encontradas en la Doctrina especializada respecto 
del tema de investigación, y las posiciones jurisprudenciales sobre el particular. Aportando el investigador las 
posiciones propias que la investigación requiere, las cuales se podrán encontrar resumidas en las 
conclusiones y recomendaciones.  
 Considero que este trabajo puede aportar decididamente en un cambio de mentalidad en la resolución de los 
recursos de casación, ya que en este campo se ha nutrido de ideas incompletas, confusas y de posiciones 
incontrovertibles. Lo cual, en nuestro medio pueda que responsada a lo novel de nuestro recurso de casación 
y su inoperancia en la realidad. 
 

































“EL CONTROL DE LOS HECHOS EN CASACION: ATAQUE FRONTAL A LOS DOGMAS QUE RIGEN EN 
LA CASACIÓN CIVIL”  
 
1. Título del Proyecto: 
 
Hemos considerado como título tentativo de nuestra investigación “el control de los hechos en casación: 
ataque frontal a los dogmas que rigen en la casación civil”. 
 
 
2. Nombre del Investigador: 
 
El nombre del investigador es Martín Alejandro Hurtado Reyes. 
 
3. Área del Conocimiento a la que corresponde la investigación: 
 
El área del conocimiento a la que corresponde la presente investigación es la de Derecho Procesal Civil. 
 
 
4.  PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA: 
 
4.1. Diagnostico situacional: 
 
Como observador de nuestra realidad y como operador del Derecho, he podido comprobar que en el léxico 
común de los abogados, magistrados, profesores universitarios, entre otros sujetos vinculados a la temática 
se sostiene sin lugar a discusión que los hechos no son susceptibles de control casacional. 
 
Si bien los Sistemas Casatorios han perfilado el recurso de casación como un instrumento de impugnación 
extraordinario (categoría cuestionada actualmente), para diferenciarlo de las impugnaciones ordinarias, como 
la apelación y otros, por lo cual se admite que la casación no es una instancia más por la cual transcurre el 
proceso, sino que sus finalidades ya definidas apuntan fundamentalmente a la correcta aplicación del derecho 
(función nomofiláctica), lo cual de antemano al parecer elimina cualquier análisis de los hechos del proceso en 
la Corte de Casación. 
 
Sin embargo, considero que la premisa postulada inicialmente resulta inexacta o en todo caso incompleta. La 
regla general (tesis tradicional) en casación es que se excluye el control fáctico, porque está pensada sólo 
para un control jurídico, control de la norma, de la questio iuris. No obstante, como regla especial (tesis 
actual), los hechos sí son susceptibles de control casacional, pero no en todo tipo de situaciones, sino en 
algunas en las que la corte de casación para resolver el recurso tiene que necesariamente ingresar al análisis 
de los hechos del proceso. 
 
Debemos tomar en cuenta que la tarea de separar al hecho (questio factum) y el derecho (questio iuris) sólo 
es con fines académicos y metodológicos, pues ambos en el proceso resultan inescindibles. Es difícil fracturar 
–sostiene Morello- en dos compartimentos estancos el “hecho” y el “derecho”. Por su parte Bielsa expresó 
que “para aplicar bien el derecho es necesario casi siempre conocer los hechos”. El haber separado el hecho 
del derecho en el proceso (cuando son elementos inseparables) permitió el anquilosamiento del recurso de 
casación, ya que se quedó sólo al servicio de la questio iuris, no dejando lugar al control fáctico. Por lo cual, 
Guasch afirmó que “ninguno afecta tanto a la naturaleza jurídica del recurso como el de la distinción entre el 
hecho y el derecho en una antigua tradición que, tanto en la teoría como en la práctica, se ha configurado 
como uno de los problemas más difundidos desde el nacimiento de la casación”. El hecho del proceso nunca 
es puro, no está aislado o vale por sí mismo, no es autónomo, requiere del derecho para darle vida. Lo mismo 
ocurre con la norma jurídica, no es pura ni autónoma, porque para su aplicación requiere del hecho. Por lo 
cual, el hecho y el derecho no son separables, sino que enfrentan una situación de correlación y dependencia. 
 
Se sostiene normalmente que el juez fija, aprecia e interpreta y califica jurídicamente los hechos aportados en 
el proceso. Los hechos fijados y dados por probados por el juez de fallo y juez de grado no son susceptibles 
de revisión en casación, pues ello implicaría una reevaluación de la prueba y en ello creo hay posiciones 
mayoritarias en la doctrina y en nuestra jurisprudencia. Se sostiene igualmente que si el juez incurre en error 
en la fijación de hechos, este error no es casable, pues se trata de un error de hecho.  
 
Sostenemos en cambio, que, es susceptible de casación cuando en la valoración de los hechos contrastados 
con el material probatorio el juez incurre en arbitrariedad, llegando a conclusiones erradas por no considerar 
algunas pruebas aportadas o por valorarlas de forma equivoca  o cuando en la sentencia formula premisas 
absurdas, es decir, cuando se llega a conclusiones que afectan el raciocinio, por carecer de lógica.  
 
Si bien la Sala de Casación debe respetar los hechos fijados por el juez de fallo, esta invariabilidad no es una 
regla fija, puede tener excepciones, por ello se sostiene que  “el órgano supremo debe tener por certeros sólo 
aquellos que han sido anunciados en la sentencia y descriptos en juicios asertivos que expresan conclusiones 
derivadas de la valoración de la prueba” (Hitters). Esto quiere decir que el juez de casación no debe respetar 
los hechos fijados o dados por probados por los jueces de mérito que no sean un derivado de una adecuada 
actividad probatoria. 
 
En tal sentido los hechos se amarran con la valoración jurídica porque la “valoración jurídica no se sostiene en 
el aire ni se expresa en solitario. Está montada en un juicio de hecho que debe salir airoso en sus atributos de 
sentencia no desvirtuada  por errores o vicios que la desorientan como tal y la descalifica a la luz del proceso 
justo y de la lógica del razonamiento que se ha desviado del sentido de la prueba y del respeto por los 
hechos” (Morello). Ello es así porque lo que se prueba (valora) en el proceso son hechos. 
 
Entonces, tendremos que el error de hecho per se no es casable, pero si el juez no le otorga un correcto 
tratamiento a los hechos del proceso e incurre en sentencia arbitraria o emite premisas absurdas en ella (pues 
el juez está obligado a emitir sentencia sustentadas en la lógica y la razonabilidad), o en situaciones que 
quiebran las reglas de actividad probatoria (porque detrás de la prueba hay hechos, la prueba se refiere a 
hechos), es posible acceder a la casación. Tenemos entonces que si el juez yerra en la parte fáctica, la parte 
jurídica tendrá la misma consecuencia, en tanto que la subsunción (adecuar los hechos del proceso al 
supuesto genérico de la norma jurídica para resolver el conflicto) es un tema jurídico y no un tema fáctico, 
entonces, el acceso a la casación se hace posible.  
 
Consideramos que  la vía para denunciar estos aspectos (con la estructura de nuestro Código Procesal) lo 
constituye la causal de errores in procedendo y concretamente por afectación a un debido proceso y tutela 
judicial efectiva, pues este tipo de sentencias generan afectación a este derecho. En este estado de cosas la 
función de la casación es fundamentalmente dikelógica, la cual se refiere a la justicia al caso concreto y en 
protección al ius litigatoris. 
 
En virtud a este control se impide no sólo la admisión de sentencias absurdas y  arbitrariedad en la motivación 
de los hechos; también sirve para evitar sentencias que quiebren las reglas de la prueba. La deficiencias en la 
motivación de los hechos puede presentarse, entre otras como: contradictoria (no se puede determinar con 
certeza el fundamento de la decisión), hipotética (sustentada en hechos no probado) y dubitativa (los motivos 
se expresan de forma inexacta o incierta), insuficiente (cuando no tiene fundamento).  
 
La decisión arbitraria puede ser el resultado de un irrespeto al principio de congruencia o de soslayar el deber 
de motivación (insuficiente, aparente y ausente, entre otros). El absurdo se propicia cuando el juez en el 
proceso lógico incurre en un error que lo lleva a una conclusión errada. 
 
En fin, de lo que se trata en el caso concreto es realizar una investigación que refleje el estudio de la doctrina 
y la jurisprudencia acerca de cómo se deben tratar los hechos en casación.  
 
En este estudio partimos de la idea que ya existe una concepción generalizada (en la jurisprudencia y la 
doctrina) de que el error susceptible de casación es el error de derecho (control nomofiláctico)  nunca el error 
de hecho. Igualmente que no es admisible en casación una revaluación de la prueba de los jueces de mérito. 
 
Nosotros entendemos que los hechos se pueden controlar en casación cuando están vinculados a las 
siguientes situaciones: a) en la fijación de los hechos, sólo cuando hay arbitrariedad o absurdo; b) en la 
interpretación de hechos, plegándonos a la idea de que para calificar un hecho es necesario interpretarlo; c) 
calificación de los hechos, cuando se trata de una defectuosa calificación de los hechos y se produce un 
defecto en la subsunción; y, d) por error en la apreciación de la prueba, ya que ésta tiene ver con lo que se 
probó en el proceso, lo que se prueba es un elemento fáctico. 
 
Postulamos entonces que uno de los elementos importantes del proceso: los hechos, si pueden ser objeto de 
control en sede casacional, por lo cual  se busca con esta investigación es encontrar una fórmula para 
flexibilizar la regla que sostiene que la casación sólo hace control normativo, para hacerla más permeable a 
distintas situaciones que se presentan en la realidad y que podrían decisiones atentatorias al derecho a 
obtener una tutela judicial efectiva, si el juez de casación rechaza su control con el vetusto argumento de que 
la questio facti no es casable.   
 
Sostenemos a priori que la tesis del destierro del control de hechos en casación constituye una posición 
tradicional que no resiste los embates de los estudios actuales sobre el particular, la cual debe ser remozada, 
la tesis actual sobre este tema apunta a la posibilidad de control fáctico (con limitaciones), por lo cual 
considero que  no debemos cerrar filas con una arma sustentada en el formalismo para denegar su 
posibilidad, en tal sentido proponemos un mecanismo de casación menos formal y que brinde garantías, 
siendo más importante el fin del proceso y no los ritualismos y dogmas superados, porque en determinadas 
circunstancias puede afectar el derecho a la tutela judicial efectiva y al debido proceso.    
 
En ese sentido, en la casación civil nunca se debe perder de vista la imposibilidad de separar el hecho del  
derecho, ambos son elementos inseparables en el proceso judicial, por lo cual, un recurso de casación podría 
estar sustentado en ambos: control jurídico y fáctico, apuntando a lo que la Corte Interamericana de Derecho 
Humanos ha llamado un “análisis o examen comprensivo e integral de todas las cuestiones debatidas y 
analizadas en el tribunal inferior“ (Ver caso “Herrera Ulloa vs. Costa Rica”). Ello debe ser así, porque se 
configura como decisión atentatoria a los derechos fundamentales de naturaleza procesal de las partes tanto 
la sentencia que contiene  error jurídico como la que expresa error fáctico, teniendo ambos una influencia 
reciproca y correlativa.  
 
Igualmente no se puede perder de vista que el juez de casación se convierte en un actor principal para 
fiscalizar los razonamientos que hizo el juez sobre la prueba y verificar ante la denuncia del recurrente la 
posibilidad a alguna afectación a las reglas en la valoración de la prueba, ya que la actividad probatoria se 
sustenta naturalmente en hechos, sin que ello importe una revaloración de la prueba. 
 
Siendo ello así,  el juez de casación no está autorizado para valorar lo ya valorado, sino para controlar que 
esta valoración sea la correcta, la idónea. Esta fiscalización o control de la actividad probatoria de los jueces 
de mérito no implica per se una revaloración del material probatorio. 
 
 





¿Se puede recurrir en recurso de casación por afectación al debido proceso si la sentencia emitida 
por los jueces de mérito resulta arbitraria, contiene premisas absurdas o afecta las reglas de la 





1. ¿Es admisible que la Sala de Casación controles los hechos cuando se formula recurso de casación, 
sin que ello genere una tercera instancia? 
 
2. ¿El control de hechos por la Corte de Casación deber ser considerada como atribución excepcional y 
con límites establecidos o procede en cualquier situación? 
 
3. ¿Qué tendencia y tratamiento recibe el control de hechos en casación en las decisiones emitida por 
nuestra Corte Suprema? 
 
 
4.3. Objetivos de la Investigación 
  
 4.3.1. Objetivo General: 
 
• Establecer los lineamientos teóricos respecto a la posibilidad de la revisión de hechos en la casación 
y sus limitaciones 
 
 
 4.3.2. Objetivos Específicos: 
 
• Determinar de qué forma se produce la afectación del derecho al debido proceso o tutela judicial 
efectiva por tratamiento inadecuado de los hechos. 
 
• Analizar la posibilidad de un control de hechos en casación y sus limitaciones. 
 
• Establecer una aproximación a nuestra realidad para determinar el tratamiento que le viene dando 
nuestra doctrina y la jurisprudencia nacional al control de hechos en la casación. 
.  






4.4.  Justificación de la Investigación: 
 
 4.4.1. Conveniencia: En cuanto a la conveniencia de la presente investigación, consideró que es 
conveniente realizar una investigación sobre temas de Casación, los cuales no son objeto de estudio profundo 
por nuestra doctrina, existiendo serias confusiones por nuestros operadores jurídicos. 
 
  4.4.2. Relevancia Social: Este investigación tiene una evidente relevancia social, pues su contenido 
y resultado redundará en una mejor administración de justicia por nuestra Corte de Casación, el estudio 
puede perfilar un mejor tratamiento de los hechos en el proceso. 
 
 4.4.3. Aporte Teórico: El aporte teórico de la presente investigación será de suma importancia, pues 
perfilaremos una serie de instituciones teóricas vinculadas al derecho procesal en concreto con el recurso de 




4.5.  Viabilidad de la Investigación: 
 
 4.5.1. Recursos Humanos: La presente investigación resulta viable desde el punto de vista de los 
recursos humanos, en razón de que el investigador en este caso se convierte el eje fundamental para llevar a 
cabo la presente investigación. 
 
 4.5.2. Recursos Financieros: El investigador en este caso se encuentra totalmente en capacidad 
económica de cubrir todos los costos que pudiera ocasionar la presente investigación, no sólo para cubrir los 
aspectos administrativos necesarios para sustentar la tesis sino también para solventar todos los gastos 
conexos con una investigación: adquisición de textos especializados, consultas de revistas especializadas, 
Internet, fichaje, etc. 
  
 4.5.3. Recursos Materiales: Resulta también viable la investigación, pues para llevar a cabo la 
presente investigación es necesario el uso de todos elementos de escritorio, computadora, impresora, 
escáner, video, grabadora, hojas, textos y revistas especializadas, fichas, entre otros. 
 
 4.5.4. Limitaciones: La investigación tendría una limitación superable, en este caso es que en 
nuestro medio el material bibliográfico es limitado, por el contrario la base teórica de nuestro trabajo se ha 
producido más bien en el Derecho Comprada, especialmente en Argentina, Italia, España, etc. Por lo cual se 
hará necesario el uso de Internet para obtener datos que incrementen el marco teórico. 
 
 
4.6. Delimitación del Problema de Investigación: 
 
 4.6.1. Delimitación Territorial: Siendo un tema vinculado al recurso de casación, tenemos que 
nuestra Corte de Casación tiene competencia nacional, entonces nuestra investigación tendrá igualmente 
este perfil, pues se hará un análisis de la decisiones que se emitan por las Salas Supremas en materia Civil 
de nuestra Corte Suprema, concretamente las publicadas en el Diario Oficial El Peruano. 
 
 4.6.2. Delimitación Temporal: Se hará un análisis de las casaciones resueltas desde el año 2000 al 
año 2010 que fueron publicada en el Diario Oficial El Peruano. 
 
 4.6.3. Delimitación Conceptual: Fundamentalmente la delimitación conceptual está versada en 
determinar los alcances teórico de los siguientes temas: Casación, Sistemas Casatorios, funciones del 
recurso de casación, el ius constitutionis y ius litigatoris, el hecho y el derecho, la tipología del error: error in 
indicando, error in procedendo, error in cogitando, el error de hecho, error de derecho, la prueba, la valoración 
de la prueba, los sistemas de valoración de la prueba, sentencia, sentencia arbitraria, supuestos de la 
comisión del absurdo,  el debido proceso y su afectación, principios lógicos (identidad, de no contradicción, de 
tercio excluido, de la razón suficiente, de coherencia), el principio de congruencia procesal, entre otros. 
 
4.6.4  Delimitación Social: Se tomaran datos de la realidad de entidades como el Poder Judicial, se 
harán cuestionarios a estudiantes de maestrías, abogados, magistrados, profesores de la especialidad, 
personas vinculadas al Sistema de Justicia, etc. 
 
 
5.    FORMULACION DE HIPOTESIS, VARIABLES E INDICADORES: 
 
5.1. Hipótesis de Trabajo: 
 
 
H1:   Son susceptibles de control casacional las sentencias absurdas, arbitrarias o que quiebren las reglas 
de la actividad probatoria que afecten el debido proceso sin que ello implique una revaluación de la 
prueba. 
 
H2: Es posible el control de hechos en casación sin que ello desnaturalice su esencia de recurso 
extraordinario y genere una tercera instancia 
 
H3 El Control de hechos en casación constituye una actividad excepcional y sujeta a limitaciones que no 
permiten su uso en cualquier situación 
 
H4: Las decisiones de nuestra Corte Suprema en mayoría no admiten el control de hechos ni la 










H1:   Son susceptibles de control casacional las sentencias absurdas,  arbitrarias o  que quiebren las 
reglas de la prueba que afecten el debido proceso sin que ello implique una revaluación de la prueba. 
 
Variable X  X1: Sentencia absurda 
   X2: Sentencia arbitraria 
   X3: Reglas de la prueba 
 
Variable Y  Y1: Control casacional   
Y2: Afectación al debido proceso 
 






H2: Es posible el control de hechos en casación sin que ello desnaturalice su esencia de recurso 
extraordinario y genere una tercera instancia 
 
Variable X  X1 Control de hechos 
 
Variable Y  Y1 Tercera instancia 






H3 El control de hechos en casación constituye una actividad excepcional y sujeta a limitaciones que no 
permiten su uso en cualquier situación 
 
Variable X  X1 Control de hechos 
 
Variable Y  Y1 Excepcionalidad 





H4: Las decisiones de nuestra Corte Suprema en mayoría no admiten el control de hechos ni la 
revaloración de la prueba. 
 
Variable X  X1 Ejecutorias Supremas 
 
Variable Y  Y1 Inadmisión de control de hechos 




6.     OPERACIONALIZACIÓN DE VARIABLES: 
 
6.1. Definición Conceptual: Para evitar cualquier tipo de interpretación de las variables determinadas se hace 





- Sentencia absurda: Sentencia con graves errores de logicidad o atentado a máximas de experiencia. 
 
- Sentencia arbitraria: Sentencia que vulnera el principio de interdicción de arbitrariedad. 
 
- Reglas de la prueba: Son las reglas que el juez debe respetar al momento de tratar la prueba. 
 
- Control casacional: Control que ejerce la Corte Suprema vía recurso de casación. 
 
- Afectación al debido proceso: Afectación a este derecho fundamental. 
 






- Control de hechos: Permitir en casación hacer control de hechos.  
 
- Tercera Instancia: Es la instancia en que la que no existe ningún tipo de restricción para resolver, se 
pueden controlar hechos y es posible revalorar la prueba. 
 






- Control de hechos: Permitir en casación hacer control de hechos.  
 
- Excepcionalidad: El control de hechos en casación es excepcional 
 






- Ejecutorias Supremas: Decisiones emitidas por la Corte Suprema al resolver los recursos de Casación. 
 
- Inadmisión de control de hechos: No admitir el control de hechos en casación.  
 
- Inadmisión de revaloración de la prueba: No admitir ningún tipo de revaloración de la prueba. 
 
 
6.2. Definición Operacional: 
 
Para medir las variables propuestas se utilizaran las técnicas para obtener los datos, las cuales son las 
siguientes:   
 
- Cuestionario de preguntas con respuestas mixtas para magistrados, también para abogados, 
maestristas y profesores universitarios  
 
- Análisis Documental con a cual se hará un exhaustivo análisis documental de las resoluciones 
judiciales publicadas en el Diario Oficial El Peruano referidas a la Corte Suprema de la República en 
materia Civil, material bibliográfico, revistas, datos de Internet y de los cuestionarios aplicados a jueces, 
abogados, maestristas y profesores universitarios. 
 
 
7. DESCRIPCIÓN DEL MÉTODO Y TIPO DE INVESTIGACIÓN: 
 
7.1. Método: 
En la presente investigación se ha emplearan los métodos de análisis - síntesis, descriptivo - explicativo, 
inductivo - deductivo y el comparativo. 
 
7.2 Tipo de Investigación: 
La presente investigación será de carácter exploratoria, descriptiva, correlacional y explicativa, es una 
investigación exploratoria debido a que el objetivo es examinar un problema de investigación poco estudiado 
en nuestro medio; descriptiva toda vez que busca describir el fenómeno en estudio (cómo es y cómo se 
presenta el fenómeno); correlacional para determinar el grado de relación entre las variables definidas (para 
saber qué información explicativa se obtiene cuando dos variables están relacionadas) ; explicativo pues se 





7.3.1. Universo Físico:  
Esta investigación tiene una envergadura de carácter nacional tomando en cuenta que las decisiones de nuestra 
Corte Suprema en materia civil tienen ese efecto. 
 
7.3.2. Universo Social: 
La población objeto de estudio está conformada por personas involucradas con el tema de investigación por 
su tarea cotidiana y por reunir características que constituyen elementos de estudio: jueces, abogados, 
profesores universitarios, alumnos de maestría, institucionalmente el Poder Judicial. 
 
7.3.3.  Muestra: Se utilizará el muestreo no probabilística. 
 
Tipo: aleatorio simple o al azar y estratificado 
 
Unidad Muestral: 20 abogados, 10 magistrados, 40 estudiantes Post Grado y 10 docentes. Sentencias 
publicadas en el Diario Oficial El Peruano durante los años 2000 a 2010.  
 
 
8. TECNICAS DE INVESTIGACIÓN: 
  
8.1. Técnicas de Recolección de Datos: 
 
En la presente investigación se utilizará básicamente la Técnica del Registro Documental. Se recopilará 
información de las sentencias judiciales publicadas en el Diario Oficial El Peruano de donde se tomaron las 
datos necesarios para nuestra investigación. 
 
Para recolección de los datos contenidos en las sentencias judiciales publicadas en el Diario Oficial El Peruano 
se utilizará una hoja denominada “Hoja de Recolección de Documental”, en esta hoja se recogen los datos más 
importantes de dichas documentales relacionados con la investigación. 
 
Se utilizará asimismo la técnica del fichaje para recoger los datos para estructurar el marco teórico, en este 
caso de textos especializados, nacionales y extranjeros; revistas vinculadas a la especialidad, etc. 
 
8.2. Cuestionario: 
Se preparará cuidadosamente un cuestionario de preguntas con respuestas mixtas para jueces, abogados, 
maestristas y profesores universitarios.  
 
Este cuestionario se titulará “Control de hechos en casación” y contiene un máximo de 10 preguntas, las 
cuales conforme a los parámetros de la investigación están vinculadas a las variables e indicadores 
señalados en el presente proyecto, cada una de ellas con respuesta mixtas. 
 
8.3. Análisis Documental: 
Se hará un exhaustivo análisis documental de la sentencia judicial publicada en el Diario Oficial El Peruano, 
material bibliográfico, revistas, datos de Internet y de los cuestionarios aplicados a jueces, abogados, 
maestristas y profesores universitarios. 
 
 
9. TÉCNICAS DE PROCESAMIENTO Y ANÁLISIS DE DATOS RECOLECTADOS: 
 
9.1 Selección y Representación por Variables: 
Culminado la revisión de las sentencias judiciales publicadas en el Diario Oficial El Peruano y los 
cuestionarios, se han seleccionado las respuestas de acuerdo a las variables formuladas. 
 
9.2. Matriz Tripartita de Datos: 
Aquí se almacenan provisionalmente la información obtenida y que previamente ha sido seleccionada o 
representada por el investigador. 
 
9.3. Utilización de Procesador Sistematizado: 
La información clasificada y almacenadas en la matriz de datos, la hemos trasladado a un procesador de 
sistema computarizado que nos ha permitido realizar las técnicas estadísticas apropiadas, teniendo en cuenta 
el Diseño formulado para la contratación de las hipótesis; en este caso hemos trabajado con el Programa 
Microsoft Word y Excel de Officce. 
 
9.4 Pruebas Estadísticas: 
Se determinan las técnicas estadísticas de acuerdo al seguimiento del Diseño respectivo: de ser necesario se 
contará con el apoyo de un especialista en el tema de estadística. 
 
 
10. APORTES DE LA INVESTIGACION: 
 
El tema de investigación no fue estudiado a profundidad por la doctrina nacional, por lo cual, el aporte del 
presente trabajo estará centrado en establecer las bases teóricas que permitan determinar los alcances de la 
institución jurídica referida al control de hechos y a la revaloración del material probatorio en casación. 
 
Evidentemente el aporte teórico que se brinde con la presente investigación servirá para mejorar los criterios 
jurisprudenciales sobre la materia, fundamentalmente para aclarar los temas conflictivos referidos a los 
hechos en el proceso y se repercusión en el recurso de casación y al tratamiento de los hechos del proceso a 









Nos ocuparemos en este capítulo inicial sobre la evolución del recurso de casación, aunque lo haremos 
de forma breve, pretendemos realizar una adecuada aproximación de sus antecedentes, ello sin dejar de 
mencionar que la obra más emblemática sobre casación escrita por Piero Calamandrei contiene un 
análisis más preciso y prolijo sobre la historia de la casación.1 
 
Nos ocuparemos de resaltar lo que nos dicen las fuentes respecto de su regulación en los ordenamientos 
legales de los países europeos donde tuvo su origen y mayor desarrollo. Haciendo un estudio más prolijo 
de la sistema de casación en España. 
 
 
1. La Casación en el Derecho Francés: 
 
Existe consenso en la Doctrina Procesal al señalar que la Casación es de origen francés, 2 teniendo como 
antecedente al llamado conseil des parties3 del Ansíen Régime (creado en 1578 como una sección del 
Consejo del Rey) encargado de lo asuntos judicial, respondía al enfrentamiento entre los actos del Rey y 
los Parlamentos (Parlaments), pues, había una división feudal en Parlamentos, considerados como 
órganos jurisdiccionales que resolvían en última instancia, buscando cimentar con este Sistema la 
autoridad del Rey (modelo de justicia retenida propio del absolutismo, sostiene la doctrina).  
 
El conseil des parties era en realidad un Tribunal real que tenía competencia para anular las decisiones 
de los Parlamentes contrarias a las disposiciones del Rey y de las formas procedimentales, para lo cual 
conoció un recurso con afinidades al moderno recurso de casación, teniendo competencia para asuntos 
privados vía recurso contra las decisiones de un Parlamento contrarias a alguna ordenanza real, por ello 
se considera como el antecedente de este instituto antes de la revolución francesa. Inclusive la Asamblea 
Constituyente en 1789 lo mantuvo vigente de forma provisional. 
 
Es en la Francia revolucionaria en la que el factor político llevó a la llamada “división de poderes”, en el 
que se resaltaron las funciones separadas de la Asamblea (para legislar) y la del Poder Judicial (de 
aplicar las normas sin desnaturalizarlas). 
 
De esta situación dependía la validez o invalidez de las decisiones de los jueces, por lo cual, las 
sentencias para ser válidas deben respetar este división. Destacando en esta etapa del Derecho francés 
una prohibición que sólo era entendida en el contexto histórico: no era permitido al juez interpretar la ley, 
sólo de aplicarla.  
 
Ello llevó a un personaje importante de la revolución francesa (Montesquieu) a sostener que el “el juez no 
es más que la boca por la que se aplican las palabras de la ley”. 
 
                                                           
1  Calamandrei, Piero. La casación civil. Editorial Bibliográfica Argentina. Buenos Aires 1961. También de la Editorial 
Oxford University Press. México 2001. 
2  Aunque conviene señalar que “la casación no nace ex lege de una vez por todas; tampoco puede ser considerada 
como resultado de una elaboración puramente doctrinal; muy por el contrario, trae causa de un desarrollo histórico (…)”. Morón 
Palomino, Manuel. La nueva casación civil. Editorial Colex. Madrid 2001. Pág. 29. 
3  A finales del siglo XVI el conseil du Roi se dividió en dos secciones, el Conseil d’Etat para los asuntos políticos y el 
Conseil des parties para los judiciales. Los consejos reales sufrieron muchas modificaciones a lo largo de los siglos XVII y XIVIII, 
pero el Conseil des parties siguió siendo la sección destinada a los asuntos relativos a la administración de justicia, quedando 
regulado su procedimiento definitivamente en el Reglamento de 28 de junio de 1738. Montero Aroca, Juan y Flors Matíes, José. 




Entonces, la creación de un Tribunal de Casación  debía responder a la estructura política de la época, 
con una función eminentemente negativa para controlar las sentencias, lo cual llevaba a la nulidad de las 
mismas, sin posibilidad de emitir pronunciamiento de fondo, teniendo como elemento esencial para esta 
tarea el uso del reenvío. 
 
Para lo cual se creó el Tribunal de Casación (el cual reemplazó al Conseil des Parties) por Decreto 
emitido por la Asamblea Nacional francesa el 27 de noviembre de 1790, siendo la llamada a anular las 
sentencias de los jueces que contengan contravención al texto expreso de la ley o su solemnidad (une 
contravention expresse au texte de la loi), conforme al artículo 3 del Decreto), la base de este tribunal 
presupone la supremacía del Legislativo, porque el juez no tenia posibilidad de interpretar la ley, además 
este tribunal no era un órgano jurisdiccional sino político. 4  
 
Se trató entonces de un Tribunal eminentemente político, no pertenecía al Poder Judicial, por tanto no era 
un órgano jurisdiccional, casaba sentencia (anulándolas). Esta situación se explica en un sistema donde 
se buscaba proteger la ley de los embates de un Poder Judicial del cual se desconfiaba mucho, por lo 
cual el control de la misma no podía dárselo a los jueces. En ese contexto, ello llevó a considerar que el 
único llamado para proteger la ley era el Poder Legislativo. 
 
Este Tribunal ejercía funciones casatorias eminentemente negativas, es decir, no emitía 
pronunciamientos de fondo (sans aucun prétexte et en aucun cas, le Tribunal ne pourra connaître du 
fonds des affaires), para lo cual reenviaba o devolvía al tribunal jurisdiccional el asunto para un nuevo 
pronunciamiento, el cual debía ser el mismo; pero, con nueva composición. 
 
Si el nuevo tribunal jurisdiccional (después de dos casaciones) resolvía en el mismo sentido con relación 
al fondo se debía recurrir al référé obligatoire a cargo del Legislativo (référé législatif), quien se encargaba 
de interpretar la norma sustantiva, con efectos vinculantes, con lo cual el Poder Legislativo ejercía de 
forma exclusiva la interpretación de la ley, haciendo la llamada interpretación auténtica.  Según los datos 
históricos este Tribunal ejercicio sus funciones desde 1790 hasta 1804. 
 
En el devenir histórico, el recurso de casación fue evolucionando hasta la creación de la Cour de 
Cassattion a la cual le precedió la promulgación el Code Civil de 1804 y con la vigencia del Code de 
procédura civile de 1808, el cual según las fuente nació en virtud al contenido del artículo 136 del 
Senado-consulta de 28 floral año XII, del 18 de mayo de 1804. 
 
Con la Ley del 1 de abril de 1837 el recurso de casación pasó a ser considerado como un verdadero 
recurso jurisdiccional con las finalidades nomofilácticas conocidas y el deber de uniformizar las 
decisiones. Teniendo el recurso de casación naturaleza jurisdiccional (con la Cour de Cassattion) 
desapareció el référé obligatoire. 
 
La Cour de Cassattion amplió el ámbito de su competencia y además de conocer la contravención a la 
ley, ve temas de interpretación errónea y falta aplicación de la ley, dando lugar la variedad de errores que 
se controlan por la función nomofiláctica. 
 
Con el Nouveau Code de Procédure Civile (NCPC) se ha regulado el Recurso de Casación, recours en 
revisión, tierce opposition. Se le considera como un recurso extraordinario, con efecto suspensivo. Se 
debate sobre el derecho a través del recurso, incluyendo vicios in procedendo (protege interés público y 
privado).  El recurso se limita a los agravios del recurrente. Se excluyen las medidas cautelares. 
 
 
                                                           
4  Debemos dejar constancia que sobre este punto no hay pleno consenso en la doctrina, Piero Calamandrei señala que 
el Tribunal de Casación era un órgano político; en tanto que otros destacados estudiosos han señalado que el Tribunal de 
Casación ejercía una función puramente jurisdiccional, aquí encontramos a Halperin, Satta, Mazzarella y Taruffo. 
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Se regula la intervención de terceros ante la Cour (Art. 611). El coadyuvante se podrá adherir a los 
motivos expuestos por el recurrente principal (Art. 327.2). Se ha previsto única causal: vulneración de la 
norma. Se permite mantener la decisión por ser correcta pero está autorizada para modificar el 
razonamiento.  
 
El reenvío es norma general, enviando al mismo Colegiado pero con nueva composición o a otro. El 
reenvío no es automático, sino que deben promoverlo las partes, sino se hace la resolución queda 
casada y la sentencia de primera instancia genera cosa juzgada, si se casó la de 1ra. Instancia nunca 
existió la sentencia. 
 
Hay pronunciamiento también de la Cour sin reenvío: a) cuando los hechos fijados por el juez, permitan 
sin ulteriores valoraciones probatorios, la simple aplicación de los mismos de la norma jurídica; y b) 




2. La casación en el Derecho Español:  
El origen del recurso de casación en España dista mucho de lo ocurrido en Francia, precisamente porque 
en este último la casación nace como elemento político, producto del contexto histórico en el que se vivía 
en este país previo a la revolución francesa, a diferencia de lo que ocurrió en España, donde el citado 
recurso siempre tuvo naturaleza jurisdiccional. 
El primer antecedente en el Derecho español sobre casación lo encontramos en el Real Decreto del 4 de 
noviembre de 1838, aunque propiamente se llamaba recurso de nulidad (eliminando los recursos de 
injusticia notoria y segunda suplicación) estaba vinculado a motivos relacionados a errores in iudicando e 
in procedendo, con el auxilio del reenvío. 5 
 
Es con el Real Decreto del 20 de junio de 1852 que se utiliza el nuevo término de "casación", con éste 
igualmente se suprimió el sistema de reenvío de los autos a la Audiencia Provincial. 
 
Con la Ley de Enjuiciamientos Civiles de España de 05 de octubre de 1855 inspirado en la Ley de 
Bases del 13 de mayo de 1855 se estableció un régimen legal de casación basado en la unidad de 
jurisprudencia con participación del más alto Tribunal con cuya actividad se le daba un carácter de 
defensa de un interés general e igualmente la protección de un interés particular, reparando el agravio 
generado con la decisión controlada y postulado por la parte recurrente, aunque al decir de la doctrina el 
interés privado quedaba relegado a un segundo plano.  
La LEC 1855 resulta emblemática debido a que con ella se abandona el reenvío, facultando al Tribunal 
Supremo a resolver el tema de fondo sin devolver los actuados,6 este rasgo hace que la doctrina  
considere a la casación española como un “sistema de casación bastarda” para oponerla al sistema 
clásico implantado por la casación francesa (con reenvío).  
El recurso de casación estaba sustentado en la infracción de las normas del ordenamiento jurídico            
o en la infracción de la jurisprudencia vinculada a la cuestión objeto del debate, es decir, que las 
                                                           
5  Desde que la casación civil nace en España – a mi modo de ver con el Real Decreto de 04 de noviembre de 1838, y 
no con la Constitución de Cádiz, como sostienen otros autores- y a lo largo del Siglo XIX hasta la vigente Ley de enjuiciamiento 
civil, las sucesivas regulaciones del instituto tienen un denominador común: la casación por vicios in iudicando, o casación de 
fondo, procede siempre por un solo motivo enunciado con carácter general: la infracción de la ley o de doctrina jurisprudencial 
emanada del Tribunal Supremo (conocida como doctrina legal). Jiménez Conde, Fernando. “La reforma procesal urgente y la 
desaparición del error en la apreciación de la prueba como motivo de casación”. En El recurso de casación. Consejo General del 
Poder Judicial. Diciembre de 1994. Pág. 73 a 82. 
6  Artículo 1060 señalaba “si el recurso se hubiera fundado en infracción de la ley o doctrina admitida por la 
jurisprudencia, dictará el Tribunal a continuación, pero  separadamente, sobre la cuestión objeto del pleito, la sentencia que crea 
conforme a los méritos de los autos y a lo que se exigieran la ley o la doctrina quebrantadas en la ejecutoria”. 
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decisiones controladas podían estar afectadas de ir contra la ley (llámese ley procesal o ley sustantiva) 7 o 
resolver en contra de la doctrina establecida como jurisprudencia. 
La competencia para conocer los recursos de casación en el Tribunal Supremo se definía por el objeto de 
la casación, si se sustentaba el recurso en infracción de la ley o en la doctrina admitida por la 
jurisprudencia le tocaba conocer el recurso a Sala Primera; en cambio, si el recurso de casación era 
formal, es decir, por infracción a normas del procedimiento lo conocía la Sala Segunda. 
Luego vendría la Ley Provisional de Reforma de la Casación Civil de 1870 que trajo como novedad 
que los autos no eran remitidos al Tribunal Supremo, sólo se admite la presentación por el recurrente de 
un testimonio de la sentencia en cuestión y el desglose de alguno que otro documento.  
La competencia del Tribunal Supremo fue modificada, para darle a la Sala Primera de este alto Tribunal la 
competencia para conocer el recurso de casación sea por infracción a ley o quebrantamiento a la forma y 
por infracción a la doctrina establecida en la jurisprudencia.  
Se implementa la preparación del recurso de casación por infracción a la ley o de la doctrina se prepara 
ante la Audiencia Provincial y se formaliza ante el Tribunal Supremo. 
Con la Ley de Casación Civil del 22 de abril de 1878 se establece la llamada “Sala de Admisión” 
encargada de hacer el examen previo del recurso de casación para determinar el incumplimiento de los 
requisitos exigidos para la admisión del recurso, una especie de filtro para evitar se cuelen los recursos 
indebidamente propuestos y aligerar la carga que soportaba la Sala Primera del Tribunal Supremo. 
Se exige mayor precisión y claridad en la propuesta del recurso, sobre todo en el extremo referido a la 
infracción de la ley o la jurisprudencia, el incumplimiento de esta exigencia generaba la inadmisión del 
recurso.  
Se estableció la posibilidad de rechazo del recurso cuando éste se refería a la apreciación de las pruebas 
sin alegar la ley o doctrina que al hacerla se haya infringido, con lo cual se abre el paso para acceder al 
recurso de casación por apreciación de la prueba, dando la posibilidad del tratamiento de hechos a través 
de la infracción jurídica (ley o doctrina sobre la apreciación de la prueba). 
Viene luego la Ley de Enjuiciamientos civiles del 03 de febrero de 1881 con el que se establecen 7 
motivos de casación por error in iudicando (artículo 1692), el primero de ellos se refiere a la “violación, 
interpretación errónea o aplicación indebida de las leyes o doctrinas legales aplicables al caso del pleito” 
(vicio in iudicando) y los otros 6 incisos más bien tienen relación a infracciones que hoy sería calificada 
como de forma, aunque se implementaron 8 motivos por infracción a normas de procedimiento que 
afectan al juicio (vicios in procedendo).  
El inciso 7 del artículo 1692 se constituyó en la implementación de mayor polémica de la LEC al 
establecer “cuando en la apreciación de las pruebas haya habido error de derecho o error de hecho, si 
este último resulta de documentados o actos auténticos que demuestran la equivocación evidente del 
juzgador”. Aunque se sostiene que el error de derecho establecido en la LEC tenía concordancia con la 
prueba tasada para la prueba de confesión y documentos y el de sana crítica que se encontraban 
regulados en los artículos 609, 632 y 659 de la misma. 
 
 
                                                           
7  Artículo 1013 señalaba los defectos de forma que podían ser controlados en casación “1. Falta de emplazamiento en 
cualquiera de las instancias de los que debieran haber sido citados para el juicio.  2. Falta de personalidad en el litigante ó en el 
Procurador que lo haya representado. 3. Falta de citación para sentencia en cualquiera de las instancias. 4. Falta de recibimiento 
a prueba en cualquiera de las instancias cuando proceda con arreglo a derecho. 5. Falta de citación para alguna diligencia de 
prueba que haya podido producir indefensión (…)”. 
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Este inciso generó posiciones discrepantes en la doctrina española, sobre todo por el contenido 
lingüístico usado en el enunciado normativo, no había acuerdo sobre todo en el término “acto auténtico”, 
existiendo reiterada jurisprudencia que limitaba el acceso al recurso por esta causal que involucraba 
tratamiento de hechos. 
La Ley 34/1984 del 06 de agosto, llamada de Reforma Urgente de la Ley de Enjuiciamiento Civil 
unifica el procedimiento para el tratamiento de los recursos de casación, sean por vicio in iudicando o por 
vicio in procedendo. 
El artículo 1962 contiene como motivos: “1. Abuso, exceso o defecto en el ejerció de la jurisdicción. 2. 
Incompetencia o inadecuación del procedimiento. 3. Quebrantamiento de las formas esenciales del juicio 
por infracción de las normas reguladoras de la sentencia o de las que rigen los actos o garantías 
procesales, siempre que, en este último caso, se haya producido indefensión para la parte. 4. Error en la 
apreciación de la prueba basado en documentos que obren en autos y que demuestren la equivocación 
del juzgador sin resultar contradichos por otros elementos probatorios. 5. Infracción de las normas del 
ordenamiento jurídico o de la jurisprudencia, que fueran aplicables para resolver las cuestiones objeto de 
debate”. Como vemos se ratifican entonces con en el inciso 4 la posibilidad de la denuncia del error de 
hecho con relación a documentos, aunque ya no se menciona la autenticidad. 
Se introduce la llamada casación por salto (per saltum) en el artículo 1688, inspirado en el artículo 360 del 
Código procesal italiano y numeral 556 de la ZPO alemana8 Se establecen posibilidades subsanatorias 
del recurso para contrarrestar el exacerbado formalismo que imperaba. 
 La Ley 10/1992 de 30 de abril sobre Medidas Urgentes de Reforma Procesal desaparece el inciso 4 
del artículo 1962 referido al error de hecho en la apreciación de la prueba, los motivos de casación 
quedan reducidos a cuatro. 
El cambio en el recurso de casación civil español se dio con la dación de la Ley No. 01/2000, con la 
nueva normatividad procesal el antiguo recurso de casación toma una forma diferente, antes era de 
competencia del Tribunal Supremo, sea por la forma o por la infracción de la ley y de la jurisprudencia. 
Con la nueva LEC se establecen como recursos: el de casación y el extraordinario por infracción 
procesal, para lo cual se varían  las competencias: el recurso de casación lo debe resolver el Tribunal 
Supremo (salvo los de derecho foral como lo veremos más adelante) y el recurso extraordinario por 
infracción procesal es de competencia de los Tribunales Superiores de Justicia. 
Sobre el sistema actual que rige en España respecto de la casación civil, volveremos en la parte final de 
este capítulo. 
 
3.  El recurso de casación en el Derecho Italiano: 
 
El Derecho común nace como respuesta a la dispersión de los diversos ordenamientos jurídicos 
generados por el feudalismo, el que posteriormente diera lugar al derecho estatutario italiano. 
 
Según las fuentes es en este momento en el que nace la emblemática figura de la querella nullitatis, para 
muchos autores el germen de la casación que se gestaría posteriormente en Francia.  
 
                                                           
8  Nuestra legislación procesal implementó con el texto originario del Código Procesal Civil de 1993 la casación por salto, 
pero este mecanismo que debía provenir de un negocio jurídico procesal celebrado por las partes para recurrir directamente a la 
Corte de Casación saltando la competencia de la Sala Superior no tuvo acogida en los procesos civiles, en una sociedad litigiosa 
como la nuestra no tuvo aceptación, menos cuando la defensa tiene como meta principal la dilación del procedimiento. Es por 
ello que en el año 2009 fue eliminada del recurso de casación civil. 
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La querella nullitatis suponía la complementación del sistema de impugnación, pues, sólo se conocía 
como remedio para atacar los errores in iudicando (de fondo) de la sentencia a la apellatio; 9 en cambio, 
con este otro mecanismo se buscaba atacar los errores in procedendo (de forma o de procedimiento). 
 
Haciéndose inclusive una diferenciación por la finalidad de cada uno de estos recursos:  
 
a) Se atacaban las sentencias injustas o afectadas por la aplicación de la ley sustantiva con la 
apellatio, lo que hacía suponer –como sucede en la actualidad- un examen en integrum de la 
litis; y, 
 
b) Se enfrentaban a las decisiones nulas por la forma con la querella nullitatis, lo cual suponía la 
revisión sólo del error que habría producido la nulidad de la sentencia y servía para la rescisión 
del acto procesal viciado. 
 
Se sostiene que en 1796 se instituyó el sistema judicial que contaba con la participación de un Tribunal 
de Casación con sede en Milán, teniendo como función principal anular las decisiones que contengan 
contravención expresa a la ley o la forma o procedimiento, prohibición se juzgar el tema de fondo, lo que 
hace posible el uso del reenvío. 
 
Un giro radical se dio con la ley del II Pluvioso del año X, el 04 de febrero de 1801 al establecer la 
existencia de “tres instancias regulares” para la justicia civil, lo cual fue ratificado por la Constitución del 
26 de enero de 1802, asumiendo el Tribunal de Casación las funciones de tercera instancia, sin perder su 
esencia. 
 
El sistema de tercera instancia fue dejado de lado por el Reglamento Orgánico de la Justicia Civil y 
Criminal de 1803, prevaleciendo el principio de doble instancia y con la decisión de la Corte de Casación. 
 
Destacaron en el Codice di Procedura Civile del 06 de junio de 1820 los motivos para recurrir al Tribunal 
Supremo y los procedimientos de revisión y la restitutio in integrum. Por su parte el Codice de Procedura 
Civile per gli Stati Estensi del 14 de junio de 1852 admite un sistema de justicia con tres instancias, en el 
que destacan el recurso de apelación y el de revisión. 
 
Hace su aparición la figura de la casación con el Decreto de la Asamblea Constituyente del 3 de marzo de 
1849 con funciones determinadas para el Tribunal Supremo en el cual culminaba el sistema judicial. Las 
reglas para acudir a la Corte de Casación parecen establecidas en el Código Procesal Revisado de 1859. 
 
Posteriormente, el recurso de casación en Italia es recogido por el Código Procesal de 1865 y repetido en 
el Código de 1940. 
 
El perfil actual de la casación italiana se puede resumir a que se limita a juicios de derecho, no entra a 
hechos declarados probados en instancia, por lo cual se dice que atiende a la defensa del ius 
constitutionis. Se hace viable el recurso de casación por causales in iudicando e in procedendo. 
 
El recurso de casación carece de efecto suspensivo, salvo excepciones, es decir, que la interposición del 





                                                           
9  Al no existir otro mecanismo que la apellatio, se consideraba que la sentencia con defectos de forma o procedimiento, 
era simplemente inexistente (nec nulla sententia), aunque contra ella no procediera la apelación, simplemente no era capaz de 
lograr la cosa juzgada. 
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pedido de parte la suspensión de los efectos de lo decidido, cuando se pueda advertir que la ejecución 
perjudicará a una de las partes.10 
 
Se le reconoce la calidad de recurso extraordinario, se establece la posibilidad de casación per saltum (se 
recurre directamente la decisión a la Corte de Casación sin pasar por la apelación). Teniendo las partes el 
derecho de hacer uso de la adhesión.  
 
Procede contra “normas de derecho” (principios generales de Derecho, normas reglamentarias, derecho 
extranjero, se excluyen máximas de experiencia. Sólo hay reenvío, cuando no hay necesidad de 
averiguaciones sobre hechos. 
 
 
4.   El recurso de casación en el Derecho Alemán: 
 
El sistema alemán presenta algunas variantes con relación al modelo francés y español, en el cual la 
denominación que se maneja no es la de casación sino de revisión. 
 
Como antecedente de la revisión, debemos indicar que el derecho germano tuvo grandes aportes para el 
derecho procesal, así en el proceso germánico destaca la figura llamada Urteilsschelte, que no era 
propiamente una impugnación, sino un mecanismo que buscaba encontrar una sentencia correcta, se 
proponía antes de la emisión de la sentencia, cuando existía una propuesta de sentencia. 
 
El origen del sistema casatorio alemán se encuentra en el Reglamento sobre el recurso de Revisión y la 
Nichtigkeitsbeschwerde del 14 de diciembre de 1833, esta última una mezcla de casación francesa y 
querella nullitatis. 11 
 
En la ZPO (Zivilprocessordung) de 1877 la Nichtigkeitsbeschwerde cambia de nombre por el de Revisión, 
que es el que actualmente impera en Alemania. 
 
Entonces, desde 1877 en Alemania rige el  Recurso de Revisión, el cual actualmente tiene las siguientes 
directrices: 
 
Respecto a la naturaleza jurídica del recurso de revisión, algunos autores han señalado que se trata de 
una tercera instancia, puesto que se presenta en él una nueva valoración jurídica del caso concreto.12  
 
                                                           
10  Desde ya proponemos que el efecto suspensivo que impera en nuestro sistema tanto para la apelación como para la 
casación merecen una revisión. Una adecuada implementación de los recursos en el Código Procesal Civil debe pasar por 
repensar si es conveniente mantener para todos los casos el efecto suspensivo de la impugnación. Consideramos –a priori- que 
no debe mantenerse este efecto, que éste  debe ser morigerado, que no sea constituya como la regla general, sino más bien la 
excepción en el sistema. La posibilidad de no hacer tan rígido el efecto suspensivo de la impugnación pasa también por 
implementar mecanismos de tutela anticipatoria y de ejecución provisional o ejecución de sentencia impugnada, ello hace más 
coherente el sistema de impugnación. En un capitulo posterior analizaremos este tema con mayor profundidad. 
11  Aquella (nichtigkeithlage) sostiene Hitters tiene origen en la querella nullitatis insanabilis, en tanto ésta 
(restitutionklage) clava sus cimientos en la restitutio in integrum del derecho común. La primera presupone el quebrantamiento de 
preceptos fundamentales referentes al procedimiento, mientras que la última se motiva en vicios in iudicando en los casos en que 
el material del proceso ha sido inadecuado, sea por actos punibles de los sujetos intervinientes, o por variación de las 
circunstancias que sustentaron la sentencia. Hitters, Juan Carlos. Técnica de los recursos extraordinarios y de la casación. 
Editorial Librería Editora Platense SRL. La Plata 1994. Pág.56.  
12  Lo primero que sorprende –sostiene Nieva Fenol- es la naturaleza jurídica que unánimemente otorga la doctrina 
alemanda a la Revisión, se le califica como una tercera instancia, que despliega sus efectos solamente a la vertiente jurídica del 
proceso (tercera instancia plena en lo jurídico agrega en líneas posteriores). Se habla en este sentido, sin más, de una nueva 
valoración jurídica del caso concreto. Aunque más adelante este autor define a la Revisión alemana como un recurso de 
naturaleza casacional. Extraordinario, pero, descontado, teniendo en cuenta que la cognición del órgano jurisdiccional está 
limitada al derecho, así como a las pretensiones anulatorias del recurrente. Nieva Fenol, Jorge. El recurso de casación civil. 
Editorial Ariel. Barcelona 2003. Pág.50. 
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El recurso no se encuentra limitado a las pretensiones anulatorias postuladas por las partes, el Tribunal 
puede localizar otros errores jurídicos no alegados.13  
 
No resulta admisible modificar los hechos dados por probados en las instancias inferiores, tampoco es 
admisible alegar nuevos hechos ni formular nuevas pretensiones.14 
 
Los procesos no llegan normalmente al recurso de revisión, pues se admite la revisión sólo cuando “la 
cuestión jurídica planteada tiene carácter fundamental” o cuando se requiere de una sentencia del tribunal 
de casación para “conseguir el perfeccionamiento del derecho”.15 
 
En tal sentido, es el propio tribunal de apelación quien declara en la sentencia si la resolución será 
recurrible o no, no depende del recurso de parte. Quedándole a la parte vencida la posibilidad del recurso 
de queja, el cual genera la suspensión de los efectos de la sentencia.  
 
La resolución que resuelve la queja puede ser breve con posibilidad inclusive de ser inmotivada, lo cual 
en nuestro sistema sería inconstitucional, pero, es admitida en este sistema que apunta a una especie de 
certiorari o con rasgos del sistema anglosajón. Por tanto, quien finalmente decide si el asunto llega al 
máximo tribunal es el mismo Tribunal de Revisión (BGH) a través del resultado del recurso de queja. 
 
De otro lado, si el tribunal de apelación admite la posibilidad del recurso de revisión, corresponde a la 
parte vencida presentar el citado recurso, teniendo un mes para su presentación. 
 
El recurso de revisión procede contra normas jurídicas (normas materiales, procesales, máximas de 
experiencia, etc.). 
 
Hay reenvío, sólo no procede cuando hay infracción de la norma y el Tribunal debe aplicar dicha norma 
correctamente al supuesto de hecho ya determinado.  
 
 
5.   La evolución en el Derecho Peruano: 
 
La fase histórica del recurso de casación en sede nacional no es muy frondosa, puesto que éste fue 
instaurado –con esa denominación- en el ámbito civil recién por el Código Procesal Civil de 1993. 
 
Antes del recurso de casación en el sistema judicial peruano se conoció al llamado “recurso de nulidad” 
reconocido por el Código Procesal Civil de 1911,  reconocido como un mecanismo de verdadera tercera 
instancia, en el cual se revisaba integralmente la sentencia, tanto en la parte fáctica y jurídica, el 
pronunciamiento no tenía ninguna restricción. 
 
Con este mecanismo de tercera y última instancia, se decidían los conflictos sin la mayor motivación, 
simplemente recurriendo a la frase final contenida en lacónicas resoluciones “haber nulidad” o “no haber 
nulidad” en la sentencia recurrida. Con lo cual la tarea de la Corte Suprema  
 
 
                                                           
13  Artículo 559: “(…) el examen del tribunal de casación están sujetas únicamente las peticiones presentar por las partes. 
El tribunal de casación no está subordinado a los motivos de casación alegados. La sentencia impugnada puede ser examinada 
por defectos de procedimiento que no tiene que considerados de oficio sólo si los defectos han sido denunciados conforme a los 
§§ 554 y 556”. 
14  Artículo 560: “(…) a la valoración del tribunal de casación están sujetas sólo aquellas alegaciones de las partes que se 
desprenden de los hechos de la sentencia de apelación o del acta de sesión. Si el tribunal de apelación ha constatado que una 
afirmación de hechos es verdadera o falsa, esta constatación es vinculante para el tribunal de casación a menos que, con 
relación a la constatación, se haya acometido un recuso de casación admisible y fundada”. 
15  Artículo 546: “(…) la audiencia territorial admite el recurso de casación si: 1. El asunto judicial tiene una importancia 
fundamental, o 2. La sentencia difiere de una fallo del Tribunal Federal o de la cámara conjunta de los Tribunales Federales y se 
basa en esta divergencia”. 
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era telegráfica al resolver el recurso, que normalmente no ocupaba siquiera la mitad de una página. 
 
Aunque debemos recordar que la figura que más se le acercó al recurso de casación en sede nacional 
fue el llamado “recurso extraordinario de nulidad” recogido en el Código Procesal de 1852 (Código de 
Enjuiciamientos en Materia Civil), con facultades a la Corte Suprema para resolver el fondo sin hacer 
reenvío, con causales que atacan los vicios in procedendo “si la nulidad consiste en procedimiento”.  
 
Nuestro sistema no está forjado en el ámbito procesal a partir de un tradicional uso del recurso de 
casación, por el contrario nos hemos formado con la idea siempre del recurso de nulidad en el que no 
había límites impugnatorio, a diferencia de lo ocurrido en Europa que desde 1804 conoce el recurso de 
casación, teniendo una tradición jurídica procesal cimentada en este recurso. 
 
Considero que éste es uno de los aspectos más importantes que se convirtió en un gran escollo  para la 
aplicación el Código Procesal de 1993, los abogados y jueces tenían una mentalidad judicial formada en 
el viejo recurso de nulidad. Costó mucho y cuesta aun en la actualidad meter al operador jurídico a un 
adecuado manejo del mismo, este fenómeno se ve reflejado en el rechazo de una gran cantidad de 
recursos de casación presentados en la Corte Suprema. La tradición jurídica pesa mucho en la aplicación 
de las nuevas figuras incorporadas en materia jurídica, la adecuación del operador jurídico toma su 
tiempo. 
 
Sobre el momento actual de nuestro recurso de casación en nuestro sistema y las propuestas de mejora, 
volveremos más adelante. 
 
 
6.    Evolución histórica del control de hechos en la casación civil: 
 
Según datos históricos la Casación Civil Española apareció a principios del Siglo XIX, teniendo como 
antecedente a las llamadas segunda suplicación y el pedido de injusticia notoria (contenidos en el Libro XI 
de la Novisima Recopilación de 1805), con los cuales se decidía en última instancia los asuntos, tratando 
el tema de fondo, conociendo los hechos y revalorando la prueba. 
 
Se estableció con la Constitución de 1812 el recurso de nulidad, dándole la competencia para conocer del 
mismo al Tribunal Supremo de Justicia, estableciendo facultades para ejercer un control del error in 
procedendo. Con la Ley de 09 del octubre de 1812, se dieron reglas procesales para el manejo de este 
recurso. 
 
Fue con el  Reglamento Provisional para la administración de justicia del 26 de septiembre de 1835 
(artículo 90) que el Tribunal Supremo de Justicia tuvo competencia para el recurso de nulidad, pues, la 
disposición legal anterior no tuvo vigencia en la práctica  por la derogación efectuada por Fernando VII en 
1814. Las limitaciones del Tribunal Supremo para conocer el recurso sólo se limitaba al tópico procesal. 
 
Con la influencia ejercida por el Derecho Francés es que se crea recién en su forma embrionaria lo que 
más adelante se llamaría en España el recurso de casación, esto fue a partir del Real Decreto del 04 de 
noviembre de 1838 (aunque se mantuvo el nomen iuris anterior de recurso de nulidad). Las funciones de 
este recurso eran obviamente más amplias con relación al recurso de nulidad, ya que el Tribunal 
Supremo de Justicia podía conocer sentencias dictadas por las Audiencias y las emitidas por el Tribunal 
Supremo de Guerra y Marina cuando la decisión fuera contraria a ley o se vulneraba trámite que 
resultaban esenciales para el procedimiento. En este momento se exigía ya que el Tribunal Supremo de 
Justicia motivara sus decisiones. 
 
La regulación del recurso de casación –con ese nombre precisamente- tuvo lugar con la promulgación de 




prohibición de reenvío a la Audiencia Provincial, obligando al Tribunal Supremo a resolver el tema de 
fondo sin devolver los actuados judiciales. Destacan los estudiosos del tema que esta facultad 
correspondía solamente al tratamiento de los recursos de casación derivados de los litigios de la 
Península, Baleares y Canarias. 
 
Con la Real Cédula del 30 de enero de 1855 que regia para el recurso de casación de Ultramar se 
establecieron algunos parámetros para el tratamiento de los hechos, en tal entendido la Sala de Indias 
debía atenerse a los que se haya fundado el tribunal a-quo.  
 
Ninguna precisión sobre los hechos estuvo señalada en la Ley de Enjuiciamientos Civiles de 1855, pero, 
como lo sostiene Silguero “esto no significa que los hechos no estuvieran presentes en la casacón, al 
menos a los efectos de determinar si en la aplicación del derecho se había infringido o no la ley. La 
especificidad de la casación no impedía que el Tribunal Supremo examinara y apreciara los hechos, pero 
en caso de no ser infringida la ley en la calificación de los mismos”. 16 
 
En la Ley del 22 de abril de 1878 (que modificó la Ley del 18 de junio de 1870) se prescribía el rechazo 
de la casación cuando se basare en la apreciación de la prueba si esta no estaba referida a la ley o 
doctrina que al hacerla se haya infringido. Con lo cual encontramos la primera posibilidad de sustentar 
el recurso de casación en la valoración de la prueba, esto constituye una forma indirecta de que el 
Tribunal Supremo se ocupe de un tema sensible: la valoración de la prueba en casación, siempre que se 
hay alejando de la ley o de doctrina vigente. 
 
Momento emblemático del tema en ciernes lo constituye la dación de la Ley de Enjuiciamientos Civiles de 
1881, en ella encontramos contenido el inciso 7 del artículo 1692 en el que se precisa como motivo de 
casación “cuando en la apreciación de las pruebas haya habido error de derecho o error de hecho, si éste 
último resulta de documentos o actos auténticos que demuestren la equivocación evidente del 
juzgador”.17 La aplicación de esta norma no cambió en lo mínimo el panorama respecto de la 
expectoración de los hechos en casación, pues, aun con la vigencia de esta norma –según los 
entendidos- se mantuvo alejado al recurso de casación de la apreciación de los hechos,  
correspondiéndole al juez de fallo, no siendo por tanto considerado como un verdadero error de hecho 
sino más bien como un error de derecho en la apreciación de la prueba. 18 
 
Fue con la dación de la Ley 34/1984 del 06 de agosto del citado año que se dio una Reforma Urgente de 
la Ley de Enjuiciamientos Civiles reduciendo a cinco las causales de casación, 
                                                           
16  Silguero Estagnan, Joaquín. El control de los hechos por el Tribunal Supremo (su aplicación en el recurso de 
casación civil). Editorial Dykinson. Madrid 1997. Pág. 35. 
17  Sobre esta norma Chamorro hacia saber sus discrepancias indicando que la L.E. Civil de 1881 comprendió como uno 
de los motivos por infracción de la ley –art. 1692 n° 7- “cuando en la apreciación de las pruebas haya habido error de derecho, o 
error de hecho, si este último resulta de documentos o actos auténticos que demuestren la equivocación evidente del juzgador”. 
Con ello la casación perdía la pureza de los principios, al permitir que pudiera alcanzar a los hechos, si bien resolvía a favor de la 
justicia cuando hubiera una contradicción evidente entre los afirmados por la sentencia y los acreditados por documento o acto 
auténtico. El legislador optaba por la Justicia para dar satisfacción al interés concreto del recurrente y al respeto que habían de 
merecer los tribunales. Pero  la fórmula del n° 7 del art. 1692 significaba al propio tiempo la exclusión de la casación como una 
nueva instancia. Los límites impuestos al examen de los hechos en cuanto a la calidad del documento o acto y en cuanto a la 
evidencia del error, y después su interposición rigurosa por la jurisprudencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo, hicieron 
del motivo un supuesto excepcional contra la pretensión reiterada de los recurrentes. Chamorro, Jesús Vicente. Del recurso de 
casación en materia civil. Editorial Aranzadi. Pamplona 1991. Pág. 165. 
18  Comentando esta innovación Jiménez Conde expresó su disconformidad con la modificatoria señalando que la 
principal innovación venía representada por el número 7 de ese artículo 1692. En este punto nuestro legislador, olvidando 
nuestra propia tradición jurídica y el Derecho comparado de sistemas de nuestro entorno –como Alemania, Italia o Francia, en 
ninguno de cuyos ordenamientos se contempla un motivo semejante a éste – introduce como apertura de casación el error en la 
apreciación de las pruebas. Así –y a pesar de no lograrse de manera efectiva por la forma en que el precepto quedó redactado- 
el instituto de la casación se aproximaba peligrosamente  a una tercera instancia. El portillo –más aparente que real- estaba 
abierto, y los recurrentes intentarían una y otra vez –aunque inútilmente- que a través del mismo Tribunal Supremo procediere de 
modo directo a la revisión de los hechos. Jiménez Conde, Fernando. Op. Citada.  
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 fijándose en el inciso 4 la posibilidad de llegar a casación por error en la apreciación de la prueba 
basada en documentos: “error en la apreciación de la prueba basado en documentos que obren en autos 
que demuestren la equivocación del juzgador, sin resultar contradichos por otros elementos probatorios”.  
 
Sobre esta modificatoria Jiménez Conde establece las diferencias con el inciso 7 mencionado en el 
párrafo precedente: i) ante todo, no se distingue entre error de hecho y de derecho; sólo se habla de 
“error en la apreciación de la prueba”. No obstante, por la redacción de la norma y las alusiones que a la 
misma se hacen en la Exposición de motivos de la ley de 1984, parecía haberse querido reflejar en el 
motivo, aunque sea con notables diferencias, el segundo inciso del antiguo número 7 (el que era 
denominado error “de hecho”); ii) el error había de estar referido exclusivamente a la apreciación de la 
prueba documental; iii) se suprimía la exigencia de “autenticidad” del documento para que el motivo 
prosperara, lo cual mereció general aprobación –sobre todo por parte de los letrados-; iv) tampoco se 
requería que el documento demostrara que la equivocación del juzgador fuese “evidente”. Bastaba que se 
hubiera producido el error y que éste, naturalmente, tuviese la suficiente trascendencia para influir en el 
fallo; v) en cambio, no son precisamente aplausos lo que merece el último inciso incorporado al motivo 4, 
tal vez su más importante novedad: “sin resultar contradichos (los documentos) por otros elementos 
probatorios”. 19  
 
Con la Ley No. 10/1992 del 30 de abril del mismo año se dictaron Medidas Urgentes de la Reforma 
Procesal (LMURP) ratificando la función nomofiláctica de la casación, de control normativo, dejando de 
lado el texto originario del artículo 1692 inciso 4 de la Ley de Enjuiciamientos Civiles para 
cambiarlo por un motivo de casación por “infracción de las normas del ordenamiento jurídico o de la 
jurisprudencia que fueren aplicables para resolver las cuestiones objeto de debate”.   
 
En la exposición de motivos de la Ley –señalan Garberí y Gonzales-Cuellar- afirma que el objetivo de las 
modificaciones efectuadas por dicha Ley, entre las que se incluye la reforma de la casación civil, 
responde a la necesidad de dotar de “mayor eficacia el funcionamiento de la Administración de Justicia”, 
para lo  cual se ha tratado de “aprovechar” los recursos puestos a su disposición y se ha procurado “que 
esta última imparta de la forma más rápida y eficaz posible, de acuerdo  con las exigencias del art. 24 de 
la CE”. En concreto, respecto al recurso de casación civil, se advierte que la Ley ha intentado adecuar el 
recurso de “casación a las tendencias actuales, que consideran que sirve mejor a su función si se 
refuerza su carácter de protector de la norma, alejándose de cualquier semejanza con una tercera 
instancia”. También con objeto de “permitir que el Tribunal pueda concentrar su atención en velar por la 
recta aplicación de la ley y en la creación de una doctrina uniforme”, y con aprovechamiento –Añade la 
Exposición de Motivos- de la experiencia obtenida en el recurso de casación penal. 20 
 
En el año 2000 entra en vigencia la Ley de Enjuiciamientos Civiles con la Ley 1/2000 en la cual ya no se 
hace mención a ningún tipo de causal basada en el control de hechos. 
 
 
7.   Evolución Normativa del control de hechos en casación civil:  
 
El origen legislativo del control de hechos en casación fue asumido por la legislación de España al 
integrar en la Ley de Enjuiciamientos Civiles, artículo 1692 inciso 7 una causal que se separaba del 
control de los errores clásicos de la casación, esto es de los errores in iudicando e in procedendo, para 




                                                           
19  Jiménez Conde, Fernando. Op. Citada.  
20  Garberí Llobregat, José y González-Cuellar Serrano, Nicolás. Apelación y casación en el proceso civil. Editorial 
Colex. Madrid 1994. Pág. 163. 
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“habrá lugar al recurso de casación por infracción a la ley o doctrina legal: 7) 
cuando de las pruebas haya habido error de derecho o  error de hecho, si éste 




Aparece en el Código General del Proceso de Uruguay una disposición legal vinculada a nuestra 
investigación, se trata del artículo 270:  
 
“El recurso sólo podrá fundarse en la existencia de una infracción o errónea 
aplicación de la norma de derecho, sea en el fondo o en la forma. Se entenderá 
por tal, inclusive, la infracción a las reglas legales de admisibilidad o de 
valoración de la prueba”. 
 
 
En la normatividad procesal colombiana (artículo 368) se regula como causal de casación dos 
situaciones relacionadas con nuestro tema de investigación:  
 
“La violación de normas de derecho sustancial, puede ocurrir también como 
consecuencia de error de derecho por violación de una norma probatoria, o por 
error de hecho manifiesto21 en la apreciación de la demanda, de su 
contestación o determinación de la prueba”. 
 
“No estar en consonancia con los hechos, con las pretensiones de la demanda, 
o con las excepciones propuestas por el demandado o que el juez ha debido 
reconocer de oficio”. 
 
 
La Ley de Casación del Ecuador en el artículo 3 párrafo tercero regula como causal de casación lo 
siguiente:  
 
“Aplicación indebida, falta de aplicación o errónea interpretación de los 
preceptos jurídicos aplicables a la valoración de la prueba, siempre que 
hayan conducido a una equivocada aplicación o a la no aplicación de normas de 
derecho en la sentencia”. 
 
El artículo 621 inciso 2 del Código Procesal Civil y Comercial de Guatemala regula igualmente la 
posibilidad de control de hechos: 
 
“Habrá lugar a la casación de fondo: 2º. Cuando en la apreciación de las 
pruebas haya habido un error de derecho o error de hecho, si este último 
resulta de documentos o actos auténticos, que demuestren de modo evidente la 
equivocación del juzgador”. 
 
 
Otro antecedente importante lo encontramos en el artículo 422 del Código de Procedimientos Civiles de 
Venezuela de 1897 con el cual se estableció un límite para los poderes de los jueces de casación “en el 
fallo del recurso, la Corte de Casación se limitará a considerar las infracciones alegadas en el escrito de 
formalización y decidirá sobre ellas sin extenderse al fondo de la controversia ni al establecimiento o 
apreciaciones de los hechos por parte de los jueces                                   
                                                           
21  El término “manifiesto” de este artículo fue cuestionado ante la Corte Constitucional de Colombia en el expediente No. 
D-2799 sobre acción de inconstitucionalidad de fecha 16 de agosto de 2000. Ver desarrollo de este punto cuando no avoquemos 
al estudio de los hechos y el error de hecho. 
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sentenciadores, a menos que se alegare infracción de regla expresa para valorar el mérito de la 
prueba, pues entonces deberá decidir sobre la infracción alegada” (resaltado nuestro). 
 
Así en el artículo 435 del Código de Procedimientos Civiles de 1916 se estableció: “en el fallo del 
recurso, la Corte Federal y de Casación se limitará a considerar las infracciones alegadas en el escrito de 
formalización y decidirá sobre ellas sin extenderse al fondo de la controversia, ni al establecimiento o 
apreciación de los hechos por parte de los jueces sentenciadores; a menos que se alegare 
infracción a las reglas expresas para valorar el mérito de la prueba. Esta excepción procede: i) cuando 
los jueces hayan dado por probado un hecho con pruebas que por la ley sean improcedentes 
demostrarlo; ii) cuando una prueba que no reúna los requisitos exigidos por la ley, le hayan dado sin 
embargo los efectos que ésta le atribuye, como si estuviera debidamente hecho; y iii) cuando basen sus 
apreciaciones en un falso supuesto, atribuyendo a un expediente o acta del expediente que no contenga, 
o dando por demostrado un hecho con pruebas que no aparezcan de autos o cuya inexactitud resulte de 
actas del expediente mismo no mencionados en la sentencia”. 
 
 
En el sistema Alemán donde rige el recurso de revisión (no el de casación), si bien el control de hecho no 
es admisible legislativamente, los estudiosos del tema han señalado que jurisprudencialmente se admite 
que la interpretación es un error de derecho, la violación a las máximas de experiencia es admisible como 
causal de casación (cuando fueron consideradas como elemento para la subsunción de un hecho bajo la 
ley, para interpretar la voluntad, cuando sea premisa mayor para la apreciación de la prueba)  pudiéndose 
controlar la apreciación de la prueba. 
 
Lo mismo ocurre en Italia donde el control de los hechos –según la doctrina- se hace viable, no de forma 
directa, sino de manera indirecta apelando a la existencia de una decisión que carece de motivación 
idónea, o cuando ésta es insuficiente o contradictoria. Por ello Liebman sostiene que “a través del 
contralor del inter de la sentencia que lleva a cabo la Corte de Casación, se cumple –indirectamente- un 
penetrante examen de la situación fáctica de la causa”. 
 
El sistema casatorio en el Perú es novel, pues con la vigencia del Código de Procedimientos Civiles de 
1912 nuestra Corte Suprema conocía los procesos a través del mecanismo del “recurso de nulidad”, es 
recién con el Código Procesal Civil a partir del 2003 que se implanta el Recurso de Casación en nuestro 
País (artículos 384 a 400), con finalidades nomofilácticas (control de norma material y procesal) y 
actualmente dikelógicas (justicia al caso concreto) admitidas por la doctrina y desarrolladas por la 
jurisprudencia nacional 
 
En el año 2009 se hizo una reforma del recurso de casación civil, pero, los cambios no fueron 
sustanciales en lo que respecta a la materia de investigación. 
 
El Código Procesal Civil al normar el recurso de casación no ha regulado ni ha prohibido expresamente el 
control de hechos. 
8.   Antecedente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos: 
 
Es necesario mencionar que la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso “Herrera Ulloa vs. 
Costa Rica” (sentencia del 02 de julio de 2004) emitió una decisión en la que cuestionaba la regulación 
del recurso de casación penal en Costa Rica al no permitir un análisis integral de la impugnación 
afectando el Artículo 8.2.h de la Convención Americana. 
 
“167. En el presente caso, los recursos de casación presentados contra la 
sentencia condenatoria de 12 de noviembre de 1999 no satisficieron el requisito 
de ser un recurso amplio de manera tal que permitiera que el tribunal 




integral de todas las cuestiones debatidas y analizadas en el tribunal 
inferior. Esta situación conlleva a que los recursos de casación interpuestos por 
los señores Fernán Vargas Rohrmoser y Mauricio Herrera Ulloa, y por el defensor 
de éste último y apoderado especial del periódico “La Nación”, respectivamente 
(supra párr. 95. w), contra la sentencia condenatoria, no satisficieron los requisitos 
del artículo 8.2 h. de la Convención Americana en cuanto no permitieron un 
examen integral sino limitado. 168. Por todo lo expuesto, la Corte declara que el 
Estado violó el artículo 8.2.h. de la Convención Americana en relación con los 
artículos 1.1 y 2 de dicho tratado, en perjuicio del señor Mauricio Herrera Ulloa”. 
 
 
En esta sentencia la Corte Interamericana de Derechos Humanos dispuso: 
  
“5. Que dentro de un plazo razonable, el Estado debe adecuar su ordenamiento 
jurídico interno a lo establecido en el artículo 8.2.h de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 2 de la misma, en los 
términos señalados en el párrafo 198 de la presente Sentencia”. 
 
 
9. El Actual Sistema de Casación Civil español: 
 
 
La idea de esta acápite es hacer una breve reseña del recurso de casación en España a partir de la Ley 
de Enjuiciamientos Civiles de España (Ley No. 01/2000), incluyendo el sistema transitorio impuesto por la 
falta de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial, haciendo un breve repaso descriptivo de la 
casación antes de la nueva Ley de Enjuiciamientos Civiles de España vigente a la fecha. 
 
9.1.  Sistema judicial Español: 
No se puede entender la casación española sino hacemos una breve referencia (apretadísimo resumen 
con las disculpas del caso a nuestros colegas españoles si se yerra en el intento) del sistema de justicia 
español, puesto que nos podemos encontrar con la posibilidad de competencias diversas para el 
conocimiento del recurso de casación. 
Así diremos que la cabeza del sistema judicial españolo se encuentra encumbrado por el Tribunal 
Supremo  con sede en Madrid, con competencia en toda España, este Tribunal Supremo está integrado 
por cinco Salas: la primera Sala de lo civil, la segunda Sala de lo penal, la tercera Sala de lo contencioso 
administrativo, la cuarta Sala de lo social, la quinta Sala de lo Militar. La justicia constitucional se 
encuentra separada del Poder Judicial a partir de la existencia del Tribunal Constitucional. 
La Sala en lo civil del Tribunal Supremo conoce de los recursos de casación que provienen de las 
Audiencias Provinciales, además conocen de los recursos de revisión y extraordinarios en materia civil. 
En segundo lugar encontramos a la Audiencia Nacional que igualmente se integra por Salas: de 
apelación, de lo penal, de lo contencioso, de lo social. Se podría decir que la competencia de la Audiencia 
nacional está basada en el conocimiento de asuntos de importancia central en el ordenamiento jurídico 
español, por ejemplo en los delitos la Sala en lo penal conoce del enjuiciamiento de los delitos 




cometidos por bandas o grupos organizados y produzcan efectos en lugares pertenecientes a distintas 
audiencias. La Sala en lo contencioso conoce en única instancia, de los recursos contencioso-
administrativos contra disposiciones y actos de los Ministros y Secretarios de Estado que la ley no 
atribuya a los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo. La Sala de lo contenciosos 
administrativa conoce de los procesos especiales de impugnación de convenios colectivos cuyo ámbito 
territorial de aplicación sea superior al territorio de una Comunidades Autónomas22  
En cada Comunidad Autónoma se encuentran ubicados los llamados Tribunales Superiores de Justicia 
con competencia para conocer con decisión última de los asuntos judiciales vinculados con la legislación 
aplicable a su territorialidad, sin posibilidad de conocer los procesos judiciales de exclusiva competencia 
del Tribunal Suprema. Se puede decir que los Tribunales Superiores de Justicia son algo así como el 
“Tribunal Supremo” de cada Comunidad Autonómica, tanto que conoce los recursos de casación “contra 
resoluciones de órganos jurisdiccionales del orden civil con sede en la comunidad autónoma, siempre que 
el recurso se funde en infracción de normas del derecho civil, foral o especial, propio de la comunidad, y 
cuando el correspondiente Estatuto de Autonomía haya previsto esta atribución”.  Los recursos de 
casación por derecho español general lo conoce el Tribunal Supremo de Justicia (damos aquí un dato 
importante la Comunidad Autónoma de Cataluña tiene su propio Código Civil, pero hay un Código Civil 
para toda España) .El Tribunal Superior de Justicia tiene competencia para conocer el recurso de 
casación para la unificación de doctrina y el recurso de casación en interés de la Ley en los casos 
previstos en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa. Aunque tiene otras 
competencias especiales (ver asuntos en apelación, por ejemplo en “segunda instancia conoce de las 
apelaciones promovidas contra sentencias y autos dictados por los Juzgados de lo Contencioso-
administrativo y de los correspondientes recursos de queja”). Los Tribunales Superiores de Justicia están 
integrados por Salas: de lo Civil y Penal, de lo Contencioso-Administratívo y de lo Social. 
Luego encontraremos las Audiencias Provinciales con sede en la capital de cada provincia, integradas 
por Secciones con competencia en asuntos determinados (en nuestro sistema judicial podremos 
encontrar su símil en las Salas Superiores)  formadas por Colegiados (integrados por un Presidente y dos 
o más magistrados23 o estar integradas por varias Secciones). Normalmente son competentes para 
conocer los recursos de las resoluciones emitidas por los jueces de primera instancia. En el ámbito penal 
los “recursos contra las resoluciones dictadas por los Juzgados de Instrucción y de lo Penal de la 
provincia”, en algunos casos en la audiencia provincial se realizan juicios penales con Jurado. En el 
ámbito civil conoce de los recursos contra resoluciones dictadas en primera instancia por los Juzgados de 
Primera Instancia de la provincia, por los Juzgados de lo Mercantil, de los Juzgados de Violencia sobre la 
Mujer de la provincia. Sus decisiones son recurribles ante  
Seguidamente encontramos a los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, de lo Mercantil, de lo 
Penal, de Violencia sobre la mujer, de lo Contencioso-Administrativo, de lo Social, de Vigilancia 
Penitenciaria y de Menores, con competencia para conocer en primera instancia los asuntos que por ley 
se le asigne. Los jueces de primera instancia tienen competencia para llevar  
                                                           
22  España está integrada actualmente por 17 Comunidades Autónomas autorizadas por el artículo 2 de la Constitución 
de 1978 (“la Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de todos los 
españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran y la solidaridad 
entre todas ellas”), las cuales se pueden definir como aquellas porciones territoriales que forman parte de España (indisoluble) 
con  autonomía legislativa y ejecutiva, con facultades de autorregulación. 
23  En España la categoría de juez y magistrado no son sinónimas (como sí lo podemos entender coloquialmente en el 
sistema peruano, aunque la Ley de la Carrera Judicial prefiere la denominación de Juez), se trata de integrantes del Poder 
Judicial de jerarquía diferente, se da la denominación de juez al sujeto que ingresa recién a la carrera judicial en el nivel inicial de 
la misma, aquí encontramos por ejemplo al Juez en lo Civil. Es magistrado aquel que integra un colegiado de la Audiencia 
Provincial o en el Tribunal Superior de Justicia, el Magistrado Supremo es el que integra el Tribunal Supremo. En nuestro sistema 
el magistrado sería el Juez  Superior o antes llamado Vocal Superior y el Juez sería el Juez Especializado y el Juez Supremo 
sería el Magistrado Supremo. La carrera judicial de España está integrada por el Magistrado Supremo, el Magistrado y el Juez, 
en orden jerárquico. 
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los Registros Civiles o los puede llevar el Juez de Paz por delegación. Los recursos de las decisiones de 
estos juzgados las conocen las Audiencias Provinciales correspondientes. 
Finalmente en el último peldaño del sistema encontramos a los Jueces de Paz los cuales se ubican en 
cada municipio donde no exista Juzgado de Primera Instancia e Instrucción. Los jueces de paz no son 
abogados ni tienen preparación jurídica, no se someten a oposición para ingresar a la Escuela Judicial del 
Consejo General del Poder Judicial. Los Jueces de Paz y sus sustitutos son nombrados para un periodo 
de 04 años por la sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia correspondiente. El nombramiento 
recaerá en las personas elegidas por el respectivo Ayuntamiento. Teniendo un símil con nuestros Jueces 
de Paz y como ya podremos haber advertido en el Sistema Judicial Español no existen los Jueces de Paz 
Letrados. 
Aunque no podemos dejar de señalar que España se organiza territorialmente -para efectos judiciales- en 
Municipios, Partidos (unión de varios municipios en los que actúan normalmente los jueces de paz), 
Provincias (con los Jueces Especializados y Audiencias Provinciales) y Comunidades Autónomas (con 
Tribunal Superior de Justicia). 
 
9.2  El recurso de casación conforme a la Ley No. 01/2000: 
El cambio en el recurso de casación civil español se dio con la dación de la Ley No. 01/2000 (en adelante 
LEC), con la nueva normatividad procesal el antiguo recurso de casación toma una forma diferente, antes 
era de competencia del Tribunal Supremo, sea por la forma o por la infracción de la ley y de la 
jurisprudencia. 
Con la nueva LEC se establecen como recursos: el de casación y el extraordinario por infracción 
procesal, para lo cual se varían  las competencias: el recurso de casación lo debe resolver el Tribunal 
Supremo y el recurso extraordinario por infracción procesal es de competencia de los Tribunales 
Superiores de Justicia. 
Esta es una fórmula legislativa que quiebra con el clásico recurso de casación de origen francés, se toma 
distancia de la estructura de conocida de los recursos de casación en Europa, ello porque este recurso 
vinculaba conjuntamente la denuncia de vicios in iudicando y los errores in procedendo, no se requería de 
doble recurso para ello, puesto que normalmente se postulan en un solo recurso, no siendo usual su 
postulación en recursos separados. 
Esta es la novedad de la LEC quitarle la competencia al Tribunal Supremo de la antigua casación por 
vicios de forma, dejándole sólo el conocimiento del tema de fondo, al primero le llamó recurso por 
infracción procesal y al segundo recurso de casación. 
Como ocurre normalmente en los sistemas judiciales la enorme carga de asuntos pendiente de resolver 
en los Tribunales hace que se propongan vía legislativa nuevos mecanismos procesales para superar el 
problema. Este fenómeno no es ajeno a la justicia española. 24 
Esta problemática hace propicio el lanzamiento de un mecanismo de solución a la alta carga de 
expedientes que recibe el Tribunal Supremo, al que llamaremos un sistema dual, con el cual se ratifica la 
competencia del Tribunal Supremo para continuar conociendo el recurso de casación con propósito de la 
existencia de infracción normativa vinculada al tema de fondo y se concede  
                                                           
24  Así lo entiende Morón Palomino al expresar que la Ley No. 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento civil, publicada en 
el Boletín Oficial del Estado correspondiente al día 08 del mismo mes, pretende dar respuesta al problema de la acumulación de 
asuntos ante la Sala Primera del TS; situación en verdad preocupante, la cual, según señala el Libro Blanco de la Justicia 
aprobado por el Consejo General del Poder Judicial de 08 de septiembre de 1997 no obedece sólo a la “tendencia general de los 
asuntos, sino a que la mayoría de ellos son precisamente recursos de casación”. Morón Palomino, Manuel. Op. citada. Pág. 67. 
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competencia a los Tribunales Superiores de Justicia para que conozcan los problemas que presentan los 
procesos en el tema forma, utilizando para el efecto el llamado recurso extraordinario por infracción 
procesal. 
Esta es la novedad que trae la LEC 1/2000: introducir dos recursos diferentes que antes eran de 
competencia de un mismo Tribunal para distribuir la competencia, quedando fuera los temas relacionados 
a infracción de normas procesales. 
Haremos mención a cada uno de los recursos conforme a la estructura establecida originariamente en la 
LEC 1/2000, sin mencionar el régimen provisional (aunque se hará la advertencia), el cual será estudiado 
al final de este trabajo. Esta atingencia es importante para leer lo que a continuación consignamos. 
 
9.3    El recurso extraordinario por infracción procesal: 
Como ya hemos adelantado en líneas precedentes el recurso extraordinario por infracción procesal (en 
adelante REPEP) es de competencia de los Tribunales Superiores de Justicia, concretamente lo deben 
conocer las Salas en lo Civil y Penal que actúa como Sala Civil (ver régimen provisional). 
Se puede interponer este recurso contra sentencias y autos que dicen las Audiencias Provinciales, en el 
segundo caso –autos- siempre que pongan fin a la instancia (ver régimen provisional).  
El REPEP tiene por objeto del control de las “cuestiones procesales” cuando la decisión ha inobservado 
las normas de naturaleza procesal y las formas que deben cumplirse para lograr una adecuada decisión, 
buscando la nulidad de la misma.  
Es un recurso extraordinario sustentado en el control de la regularidad de las decisiones judiciales 
emitidas por las Audiencias Provinciales en segunda instancia. Su objeto se limita a sancionar la 
existencia de errores in procedendo, sin ingresar a tocar los temas de fondo, por lo cual la decisión que 
se emita en caso de fundabilidad tiene efecto negativo, en el sentido que anula la decisión y se repondrán 
las cosas al estado en que se produjo la irregularidad que afecta el proceso. 
Este recurso extraordinario resulta incompatible con el recuso de casación, de allí la distribución de 
competencias. 
 
Causales o motivos: 
 
El REPIP se encuentra sujeto a causales (motivos) taxativamente señaladas en la LEC y sólo podrá 
fundarse en los siguientes motivos: i) Infracción de las normas sobre jurisdicción y competencia 25 objetiva 
o funcional; 26  ii) Infracción de las normas procesales reguladoras de la  
                                                           
25  Como se podrá apreciar en la legislación española se puede denunciar la falta de jurisdicción y la falta de competencia 
como motivo para el REPEP. Situación para nosotros confusa si consideramos que en nuestro sistema sólo se puede cuestionar 
la competencia, entendida ésta como la distribución de la jurisdicción; pero, la propia doctrina española muestra algunas 
objeciones a la diferencia entre falta de jurisdicción y falta de competencia que puede generar confusiones; por ello Montero 
Aroca y Florz Matíes han señalado que la en la LEC no siempre se maneja (ni se manejaba en la anterior) con precisión técnica 
la palabra jurisdicción, pues a veces se le está confundiendo con la competencia. Montero Aroca, Juan y Florz Matíes, José. El 
recurso de casación civil. Casación e infracción procesal. Editorial Tirant lo Blanch. Valencia, 2009. Pág. 89.  
26  La LEC señala como falta de jurisdicción (Artículo 37) “cuando el asunto corresponda a la jurisdicción militar, a una 
Administración Pública o al Tribunal de Cuentas”. También se menciona en la LEC como supuesto de falta de jurisdicción cuando 
el asunto le corresponde a Tribunal Extranjero o fue sometido al arbitraje (Art. 39). Aun que nos confunde el supuesto de falta de 
jurisdicción “cuando se le sometan asuntos de los que corresponda conocer a los tribunales de otro orden jurisdiccional de la 
jurisdicción ordinaria”, porque aquí si hay una clara confusión con la competencia. La misma apreciación tienen  Montero Aroca y 
Florz Matíes al señalar que en la LEC se llama jurisdicción a algunos casos en los que se trata evidentemente de competencia. 
Así el artículo 37.2 y bajo la rúbrica de falta de jurisdicción, atiende a la distribución de la competencia entre los órdenes 
jurisdiccionales de la llamada jurisdicción ordinaria. Montero Aroca, Juan y Florz Matíes, José. Op. Citada. Pág. 95.  La denuncia 
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sentencia ( en las que se involucran la congruencia, la carga de la prueba, motivación, la valoración de la 
prueba, evitar pronunciamientos contradictorios, resolver todos los puntos en controversia, entre otros) ; 
iii) Infracción de las normas legales que rigen los actos y garantías del proceso cuando la Infracción 
determinare la nulidad conforme a la ley o hubiere podido producir indefensión (supuesto diferente al 
anterior porque ya no se refiere a la sentencia sino a irregularidades procesales que afectan 
irremediablemente la forma establecida o que generaron indefensión, como por ejemplo la falta 
integración de litisconsorcio necesario pasivo, falta de legitimidad para obrar) ; iv) Vulneración, en el 
proceso civil, de derechos fundamentales reconocidos en el art. 24 de la Constitución (en la que 
encontramos la vulneración al derecho a la tutela judicial efectiva y propiamente al debido proceso, como 
el derecho a acceder a la justicia, derecho a los recursos, a la motivación, publicidad, juez natural, entre 
otros). 
 
Como vemos las causales de este recurso son amplias y creo que no se le escapó ningún supuesto 
formal susceptible de denuncia, aunque en algunos casos considero que los motivos se sobreponen o 
duplican por ejemplo si se denunciara incompetencia del juez, estaríamos frente a una afectación a la 
tutela judicial efectiva, concretamente en la figura del derecho a un juez natural, porque el juez 
incompetente no es el predeterminado por la ley; si la denuncia es por infracción a normas que regulan la 
sentencia, por ejemplo la motivación, esta situación también podría ser renunciada por afectación de los 
derechos fundamentales contenidos en el artículo 24 de la Constitución. En tal sentido el recurrente debe 
tener mucho cuidado al encuadrar el motivo del REPEP. 
En fin, estos son los motivos en la legislación española con los cuales se pueden denunciar situaciones 
formales (vía REPEP) que podrían afectar la decisión, por falta de competencia del Tribunal que emitió la 
decisión, por una sentencia con defectos en la motivación, incongruente, entre otros, por indefensión, por 
la existencia de nulidades insubsanables que afecten ostensiblemente el proceso y por cualquiera de los 
derechos fundamentales de naturaleza procesal contemplados en el artículo 24 de la Constitución27. En 
suma nos referimos a los conocidos vicios in procedendo, o defectos de forma  en la decisión o en la 




Lo más importante para destacar es que al proponer el REPIP el recurrente debió cumplir con ciertas 
exigencias, es necesario que haya mostrado durante el proceso una conducta proclive a la denuncia de 
estos defectos, por ello se exige que el error in procedendo haya sido denunciado por el recurrente en la 
instancia que se produjo y se reprodujo en la segunda igualmente se debe denunciar allí mismo. Este 
filtro evita que se postulen cuestiones formales de último minuto (que al haberse denunciado debieron ser 
resueltas y corregidas de ser posible), las cuales se aprecian por el recurrente sólo al momento de 
recurrir, antes no las vio ni las denunció, por lo cual este aspecto no sólo funciona como un filtro para 
evitar recursos extraordinario por infracción procesal inoficiosos o dilatorios, sino que a la vez se convierte 
implícitamente en una causal de inadmisión del recurso. 28  
 
                                                                                                                                                                          
de falta de jurisdicción se hace a través de la declinatoria regulada en el artículo 63 LEC (lo mismo señala la Ley de Arbitraje en 
el artícilo11).  
27  Artículo 24: 1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio 
de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión. 2. Asimismo, todos tienen derecho 
al Juez ordinario predeterminado por la Ley, a la defensa y a la asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formulada 
contra ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes 
para su defensa, a no declarar contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia. La Ley regulará los 
casos en que, por razón de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos presuntamente 
delictivos. 
28  Art. 469.2 “Sólo procederá el recurso extraordinario por infracción procesal cuando, de ser posible, ésta o la 
vulneración del artículo 24 de la Constitución se hayan denunciado en la instancia y cuando, de haberse producido en la primera, 
la denuncia se haya reproducido en la segunda instancia. Además, si la violación de derecho fundamental hubiere producido falta 
o defecto subsanable, deberá haberse pedido la subsanación en la instancia o instancias oportunas”. 
34 
 
Preparación del REPIP: 
 
Una situación diferente a nuestro sistema presenta la norma procesal española con relación a la  
impugnación de resoluciones judiciales, es que en España la impugnación tiene dos etapas diferenciadas: 
i) la preparación del recurso; y ii) la interposición del recurso, las cuales funcionan para la apelación, 
para el recurso extraordinario por infracción procesal y para la casación.  
 
Otra situación diferente a la nuestra es que las resoluciones materia de impugnación son las emitidas por 
Tribunales (no se debe entender por Tribunal como Sala, sino como un órgano jurisdiccional de diversa 
jerarquía, jueces y magistrados) como por los Secretarios Judiciales (los cuales actualmente tienen 
funciones importantes en el proceso civil, por ejemplo se encargan de admitir la demanda y correr 
traslado de la misma, dictando los decretos que la LEC les autoriza, sólo en caso de inadmisión de 
demanda debe actuar el juez emitiendo decisión jurisdiccional, de lo contrario, una vez concluida la 
postulación, recién actúa el juez en la audiencia correspondiente). Este nuevo sistema lo vienen utilizando 
los españoles desde mayo del presente año a partir de la Ley No. 13/2009 del 03 de noviembre, ley de 
reforma procesal para implantar la nueva Oficina Judicial que distribuye competencias entre jueces y 
secretarios. 29 
 
En cuanto a la preparación del REPIP, 30  debemos decir que es una etapa previa a la presentación formal 
de este recurso, preparar el recurso significa de alguna manera expresar la una previa declaración de 
voluntad expresa de impugnar la misma, es decir, se requiere anteladamente (antes de la presentación) 
manifestar la decisión (por escrito y dentro del plazo- cinco días de notificado) 31 de que se impugnará lo 
decidido. 
La calificación de la preparación del REPIP corre a cargo del Secretario Judicial quien debe tenerlo por 
presentado si la resolución impugnada es recurrible, se haya sujetado a las causales establecidas para el 
efecto y se pueda constatar la conducta activa del impugnante para denunciar ante la instancia el error in 
procedendo, indefensión u otra situación que se habría producido. Sólo la inadmisión del REPIP la 
resuelve el Tribunal cuando el Secretario Judicial considera que la presentación no cumple con los 
requisitos ya mencionados y lo pone a consideración del Tribunal, el cual pude admitirlo por posición 
contraria o inadmitirlo ratificando la posición del Secretario Judicial. Contra la denegatoria procede el 
Recurso de Queja. La parte recurrida (la contraria al impugnante) no puede impugnar la decisión que 
admite la preparación del REPIP pero puede pero podrá oponerse al mismo al comparecer ante el 
Tribunal Superior de Justicia. 
 
Presentación del REPIP: 
 
                                                           
29  Es necesario que se sepa que los Tribunales se encuentran estructurados por el Juez (que pertenece al Poder 
Judicial), los Secretarios de Juzgado (que pertenecen al Ministerio de Justicia) y los Funcionarios (nuestros auxiliares de 
justicia) que pertenecen a las Comunidades Autónomas con funciones delegadas.  
30  El Tribunal Constitucional ha destacado que la función de la preparación consiste en fijar o determinar el marco en el 
que ha de situarse el objeto del recurso en la fase ulterior de interposición (STC 225/2003 de 15 de diciembre), y aunque el caso 
en que esta sentencia fue dictada hacía referencia a un recurso de apelación, ello es aplicable también a la preparación de los 
recursos de casación y por infracción procesal. Por su parte, la Sala Civil del Tribunal Supremo ha declarado con reiteración que 
los requisitos relativos a la preparación del recurso obedecen a la finalidad de que el órgano jurisdiccional que debe resolver 
sobre ella puede verificar desde un principio la concurrencia de los presupuestos a los que se condiciona, y comprobar de ese 
modo, desde ese estadio inicial, si el recurso puede cumplir la función y la finalidad a la que está ordenado (ATS 4/10/2005, RJ 
2005/7068). Montero Aroca, Juan y Florz Matíes, José. Op. Citada. Pág. 435. 
31  Art. 470.1 LEC: “El recurso extraordinario por infracción procesal se preparará mediante escrito presentado ante el 
tribunal que hubiere dictado la sentencia o auto en el plazo de los cinco días siguientes al de su notificación”. 
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Una vez preparado el REPIP el impugnante tiene 20 días para presentar el mismo por escrito ante el 
mismo Tribunal que emitió la decisión cumpliendo con exponer razonadamente la infracción o vulneración 
cometida, expresando de qué manera influyeron en el resultado del proceso. Es en esta parte en la que el 
recurrente expresa en qué consiste la infracción procesal denunciada, como diríamos en nuestro medio 
“expresa los agravios de la impugnación”. Una situación importante en el REPIP es que el recurrente para 
“probar” la infracción denunciada puede solicitar la actuación de una prueba que considere imprescindible 
para acreditar su existencia, pidiendo además la celebración de vista. 
Aunque es posible que se venza el plazo de 20 días para la presentación del REPIP sin que se 
“presente”, pese haberlo preparado, ante lo cual, el Secretario Judicial tendrá que declararlo desierto y 
condenará al recurrente por  las costas generadas.  
 
Elevación de los actuados e inadmisión del REPIP: 
Lo que viene luego es la elevación del expediente judicial a la Sala en lo Civil y Penal del Tribunal 
Superior de Justicia, órgano jurisdiccional que se encargará de la admisión o inadmisión del REPIP con 
participación de un magistrado ponente que se encargará de dar cuenta a los otros miembros de la Sala. 
Esto quiere decir que es posible la inadmisión del REPIP aun cuando se haya tenido por preparado, en 
este caso los motivos por inadmisión son variados: i) puede que se trate de un nuevo REPIP por 
situaciones ya propuestas y admitas en recurso anterior, salvo que se trate de situaciones diferentes; ii) 
que no se trate de sentencias o autos que pongan fin a la instancia dictados por la Audiencia Provincial;  
iii) porque el REPIP no se sometió a una causal expresada en la LEC; y, iv) cuando el  REPIP careciere 
manifiestamente de fundamento. 
Para la inadmisión existe una etapa previa con participación de las partes, en el cual el Tribunal pone en 
conocimiento de ellas las posibles causas de inadmisión para que expresen lo conveniente, luego de lo 
cual emitirá la decisión resolviendo la admisión o inadmisión del recurso, si se produce este segundo 
extremo se declarará firme la resolución emitida por la Audiencia Provincial. La inadmisión puede ser 
parcial, admitiendo los extremos del REPIP que fueran pertinentes, no hay recurso por la admisión del 
mismo, pero es posible el mecanismos de la oposición, en éste se podrán “alegar también las causas de 
inadmisibilidad del recurso que se consideren existentes y que no hayan sido ya rechazadas por el 
tribunal, solicitar las pruebas que se estimen imprescindibles y pedir la celebración de vista”. 
 
Vista de la causa: 
La Sala para resolver podrá programar vista de la causa o señalará fecha para la votación y fallo del 
REPIP, en este último caso la LEC no señala la realización de vista de la causa. 
La vista de la causa es el acto de mayor trascendencia en la resolución del REPIP, la cual se produce 
cuando hay pedido expreso de la parte, se hará cuando hay prueba que realizar a pedido de parte o 
cualquier otra actuación ordenada de oficio por la Sala para mejor resolver, con el informe oral de la parte 
recurrente y la parte recurrida. La realización de la prueba se llevará a cabo con el procedimiento 
establecido para la vista del juicio verbal. 32    
                                                           
32  El juicio verbal podría tener  equivalencia con nuestro proceso sumarísimo (porque en la audiencia única se fusionan 
diversos actos procesales), con una clara y abismal diferencia y muy resaltante, las audiencias son totalmente orales, con la 
presencia de los abogados y los procuradores (algo así como apoderados o representantes de las partes, quienes reciben en sus 




Por tratarse de un recurso por infracción procesal, es decir, por cuestiones de forma, se deben resolver 
de manera preferente algunos aspectos postulados con relación a otros, por ejemplo si se presentaron 
denuncias por infracción de las normas sobre jurisdicción o competencia objetiva o funcional, éstos deben 
resolverse en primer orden. De casar la sentencia por este motivo la Sala dispondrá que las partes 
propongan las pretensiones pertinentes ante la autoridad competente. 
Si viene fundado un pedido de falta de jurisdicción o competencia, y la Sala es del mismo parecer, casará 
la sentencia y ordenará  al tribunal de que se trate que inicie o prosiga el conocimiento del asunto. Si la 
falta de jurisdicción haya sido mal apreciada al resolver se ordenará al Tribunal que emita 
pronunciamiento de fondo. 
En los otros casos, es decir, en los REPIP sustentados en causales diferentes a la jurisdicción y 
competencia, se estimará el recurso y se dispondrá la anulación de la resolución recurrida y ordenará que 
se repongan las actuaciones al estado y momento en que se hubiere incurrido en la infracción o 
vulneración. 
Si se desestima el REPIP por no haberse acreditado la infracción procesal, se devolverán los actuados, 
no siendo admisible ningún recurso adicional, salvo el recurso en interés a la ley ante la Sala de lo Civil 
del Tribunal Supremo. 33  
 
9.4    El recurso de casación: 
Veamos ahora la fórmula legislativa propuesta por el legislador de la Ley 1/2000 sobre el recurso de 
casación. 
Competencia: 
Con relación a la competencia de los recursos de casación en España debemos indicar que son dos 
órganos judiciales los llamados para conocerlos y resolverlos: el Tribunal Supremo (con sede en Madrid) 
y los Tribunales Superiores de Justicia (ubicados en cada Comunidad Autónoma). 
En el caso del Tribunal Supremo, será la Sala de lo Civil del mismo la que asuma competencia para el 
efecto.  
Los Tribunales Superiores de Justicia resolverán los recursos de casación a través de las Salas de lo Civil 
y Penal, siempre que se trate de resoluciones de los tribunales civiles con sede en la Comunidad 
Autónoma, cuando el recurso se funde, exclusivamente o junto a otros motivos, en  
                                                                                                                                                                          
escriben ni se firman actas, al expediente se agrega el DVD con la grabación de lo actuado en la audiencia. El juez, el abogado y 
los procuradores usan toga de color negro durante la audiencia, la toga del juez tiene unas puñetas y escudo que las hacen 
diferentes a los de los abogados. En el proceso civil normalmente lo escriturado es la postulación (demanda y contestación), el 
recurso (apelación) y lo actuado en la Audiencia Provincial (en el cual se forma un nuevo expediente, llamado “rollo de 
apelación”,  al que se agrega como acompañado el expediente principal, con los DVD que contiene lo actuados en las audiencias 
y los actuados que se agregaron al expediente).   
33  El recurso en interés de la ley, es un recurso que no aparece en nuestro sistema procesal, que procede cuando 
existen discrepancias de interpretación de normas procesales al resolver los REPIP por los Tribunales Superiores de Justicia, 
teniendo como finalidad la búsqueda de la unificación de criterios jurisprudenciales sobre las normas procesales. La legitimación 
para este recurso no es de las partes de los procesos de la cual derivan las decisiones discrepantes, corresponde al Ministerio 
Fiscal, al Defensor del Pueblo y las personas jurídicas de Derecho público que muestren interés legitimo en la unidad 
jurisprudencial. La decisión que se tomé no modifica en nada las situaciones jurídicas generadas en los procesos judiciales de las 
que vienen los ya mencionados criterios discrepantes, porque la decisión no es para las partes, sino para la unidad 
jurisprudencial, para un interés general que particular, se busca saber la posición del Tribunal Supremo respecto de la aplicación 
y alcances de determinadas normas procesales. Es un mecanismo de apoyo para el REPIP porque estos recursos serán de 




infracción de las normas del Derecho civil, foral o especial propio de la Comunidad, y cuando el 
correspondiente Estatuto de Autonomía haya previsto esta atribución. 
Esto significa que las Comunidades Autónomas pueden tener su propia legislación civil, 34  en tal caso el 
recurso de casación debe resolver el Tribunal Superior de Justicia, siempre que existe la previsión 
necesaria en el Estatuto de Autonomía, como ocurre por ejemplo con la Comunidad Autónoma de 
Cataluña, que tiene su propio Código Civil, por lo cual, si el proceso civil se resuelve aplicando normas del 
Código Civil Catalán el recurso de casación lo debe conocer la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal de 
Justicia de Cataluña. 35 Esta previsión Estatutaria la tienen igualmente los Estatutos del País Vasco, 
Valencia, Murcia, Islas Baleares y Extremadura. Aunque hay Comunidades Autonómicas que no poseen 
derecho privado o foral propio, como es el caso de la Comunidad de La Rioja.  
Si en el proceso civil se resuelve aplicando normas del Derecho Civil común (Código Civil Español), el 
recurso de casación contra la resolución emitida por la Audiencia Provincial debe conocerlo el Tribunal 
Supremo. 
 
Motivo de casación: 
La legislación española ha señalado un motivo único para la procedencia del recurso de casación la 
llamada “infracción normativa” de las normas que resuelven la cuestión de fondo, de aplicación de normas 
relacionadas al objeto del proceso, 36 “infracción de normas aplicables”, perfilando así un supuesto de 
error in iudicando, sólo para casación (es decir, reservándose la función nomofiláctica del recurso de 
casación), separándolo  de los supuestos que cuadran con los errores in procedendo, para el cual 
propiamente el legislador reguló el REPIP a cargo de los Tribunales Superiores de Justicia. 
Aunque se ha hecho la diferenciación entre “infracción” y “norma aplicable”, la primera entendida como 
una aplicación errónea del derecho en que se apoya la decisión. Y las normas aplicables serían las 
normas de naturaleza sustantiva, no las de naturaleza procesal, aunque pueden estar involucradas aquí 
la Constitución, la ley ordinaria, los Tratados y las normas de la Unión Europea. De tal forma que la 
infracción tendría que ser de cualquiera de las ya indicadas que se relacionen con el tema de fondo.  
 
Requisitos de procedencia: 
El Tribunal Supremo como ya dijimos resuelve los recursos de casación de sentencias37 emitidas en 
segunda instancia por la Audiencia Provincial sustentadas en infracción normativa de las  
                                                           
34  El artículo 149 de la Constitución de España reserva la potestad legislativa en materia civil al Estado, pero hacer 
excepciones para que las Comunidades Autónomas puedan desarrollar su propio derecho civil, precisando que esta facultad se 
ejercer “sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo por las Comunidades autónomas de los derechos civiles, 
forales o especiales, allí donde existan. En todo caso, las reglas relativas a la aplicación y eficacia de las normas jurídicas, 
relaciones jurídico civiles relativas a las formas de matrimonio ordenación de los registros e instrumentos públicos, bases de las 
obligaciones contractuales, normas para resolver los conflictos de leyes y determinación de las fuentes del Derecho, con respeto, 
en este último caso, a las normas de derecho foral o especial”. Es lo que la doctrina española ya denominado “Estado de las 
Autonomías”.  
35  El artículo 73.1 a) de la LOPJ le ha concedido la facultad a los Tribunales Superiores de Justicia a través de las Salas 
de los Civil y Penal s normas de derecho foral o especial”. Es lo que la doctrina española ya denominado “Estado de las 
Autonomías”.  
36  Artículo 477.1 LEC: “El recurso de casación habrá de fundarse, como motivo único, en la infracción de normas 
aplicables para resolver las cuestiones objeto del proceso”. 
37  Debemos destacar que a diferencia de nuestro sistema casatorio en la casación española sólo procede el recurso de 
casación respecto de sentencias dictadas por la Audiencia Provincial, nunca de autos (aunque pongan fin a la instancia), pues se 
ha entendido que éstos tienen naturaleza estrictamente procesal, por tanto no relacionadas al tema de fondo. Situación especial 
merecen los autos de exequátur en la que será procedente el recurso de casación –conforme a los entendidos en la materia- por 
tener interés casacional. 
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normas relacionadas con el objeto del proceso, sin embargo, el legislador ha efectuado precisiones que 
se deben tomar en cuenta para la procedencia del citado recurso, pues, la idea no es propiciar la 
existencia de un recurso de casación para todas las sentencias emitidas en segunda instancia, sino mas 
bien, es la de preservar este recurso para situaciones que tienen mucha trascendencia en un 
ordenamiento jurídico: protección de derechos fundamentales, interés casacional y cuantía. 
Por tanto, serán recurribles en casación las sentencias dictadas en segunda instancia por las Audiencias 
Provinciales, en los siguientes casos (precisando que se trata de supuestos distintos y excluyentes, es 
decir no concurrentes): 
1. Cuando se dictaran para la tutela judicial civil de derechos fundamentales, excepto los que 
reconoce el artículo 24 de la Constitución.  
Esto significa que serán procedentes los recursos de casación de las decisiones provenientes de las 
Audiencias Provinciales dictadas en procesos ordinarios relativas a los incisos 2 del artículo 249.1 LEC, 38 
sin considerar los que corresponden al artículo 24 de la Constitución que como ya hemos precisado con 
antelación se vinculan con el REPIP.  
Esto significa que la existencia de una tutela judicial ordinaria para determinados derechos fundamentales 
al honor, imagen e intimidad, entre otros.  
Por lo cual, si hubiera alguna afectación a los derechos fundamentales exigidos en el proceso (referidos 
al honor, intimidad e imagen, entre otros) habrá lugar al recurso de casación, ello porque con la vigencia 
de la LEC 1/2000 se tramitan en el juicio ordinario las pretensiones que buscan la tutela de orden civil de 
derechos fundamentales reconocidos en el artículos 14 y 15 a 29 (Sección 1 del Capítulo 2, del Título I) 
de la Constitución), excepto la rectificación y los contenidos en el artículo 24 de la Carta Magna. 
El acceso a la casación en este caso tiene relevancia constitucional, se aprecia que por la materia el 
asunto resulta altamente relevante, por lo cual el legislado ha puesto en primer orden la posibilidad de 
acceder a la casación a los conflictos que tengan que ver con tutela en materia civil de derechos 
fundamentales. 
El derecho de rectificación en España no es considerado como un derecho fundamental, conforme lo ha 
ratificado el Tribunal Supremo (ver ATS 24/9/2002) y como proceso se tramita por el juicio verbal (artículo 
250.1, 9 LEC), por lo cual no será precedente por este motivo la casación por el inciso 1, aunque la 
doctrina española ha señalado que es posible llegar al Tribunal Supremo por interés casación (inciso 3). 
2. Cuando recaiga en asuntos cuya cuantía exceda de 150.000 euros. 
Esta situación es la que la doctrina ha llamado summa gravaminis (cuantía mínima del gravamen), 39 es 
decir, establecer sumas determinadas de dinero mínimas  para la procedencia del recurso, en  
                                                           
38  Artículo 249.1 LEC: “Se decidirán en juicio ordinario cualquiera sea su cuantía: 2. Las que pretendan la tutela del 
derecho al honor, a la intimidad y a la propia imagen, y las que pidan la tutela judicial civil de cualquier otro derecho fundamental, 
salvo las que se refieran al derecho de rectificación. En estos procesos, será siempre parte el Ministerio Fiscal y su tramitación 
tendrá carácter preferente”. 
39  Montero Aroca y Flors Matíes, dejan ver la diferencia entre summa gravaminis y summa cassationis, al precisar que 
una cosa es que la ley exija una cuantía mínima (lo que se llama summa cassationis), y otra diferente la fijación del valor mínimo 
del agravio sufrido por la parte que ésta puede recurrir. Agregan que una de las imprecisiones de la doctrina española ha sido la 
de confundir la summa cassationis con la summa gravaminis. En nuestro Derecho no ha existido nunca la exigencia de que para 
formular un recurso, sea éste el que fuera, se exija que el gravamen sufrido por la pate que pretende recurrir tenga una cuantía 
mínima determinada, sino que se ha atendido siempre a la cuantía del asunto que es cosa muy diferente y llamada comúnmente 
summa casationis. Montero Aroca, Juan. Op. Citada. Pág. 333. 
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este caso, el criterio no es determinar la admisión del recurso por la materia como en el inciso anterior, 
sino por la cuantía. No hay aquí criterio jurídico que impere, se trata de un dato cuantificable y nada más. 
Aquí al parecer se refleja la expectativa económica que tienen las partes cifrada en el proceso, es la que 
resulta relevante para la concesión del recurso, más que la materia o cualquier otro dato jurídico. 
En los juicios ordinarios de conformidad con lo dispuesto en el artículo 249.2 LEC se resuelven en esta 
vía los proceso cuya cuantía exceda de 6.000 euros, las que no sea posible determinar su quantum, ni 
siquiera de modo relativo, es decir, de cuantía ilimitada o incalculable. En el juicio verbal, en cambio, se 
deben conocer los procesos que no superen los 6.000 euros.  
Por tanto, los únicos procesos que llegan al recurso de casación (por cuantía) de las resoluciones 
emitidas por las Audiencias Provinciales son los derivados de juicios ordinarios que tienen una cuantía 
mayor a los 150.00 euros, quedando excluidas automáticamente las resoluciones expedidas en los 
llamados juicios verbales. 
3. Cuando la resolución del recurso presente interés casacional.40 
El interés casacional es una fórmula que ha establecido el legislador español para superar la existencia 
de decisiones contradictorias que emitan los órganos jurisdiccionales con relación a lo resuelto por el 
Tribunal Supremo. Es una especie de control indirecto de las decisiones a partir de lo resuelto por la 
Corte de Casación. 
El término interés casacional, es el término que usa el legislador en la casación española para mejorar el 
criterio de predecibilidad de las decisiones judiciales. Se busca la primacía del principio de unidad 
jurisprudencial - elemento base de la casación clásica-, teniendo un peso especifico el conocido ius 
constitutionis frente al ius litigatoris, es decir, sustentado más en un interés general que en un interés 
particular. 
Siguiendo este criterio de interés casacional, se presente un presupuesto de procedencia de casación 
cuando se resuelve en contra de la doctrina jurisprudencial establecida por el Tribunal Supremo, aquí 
debemos señalar que tenemos la percepción de que los jueces españoles respetan mucho la doctrina 
que va dejando en sus decisiones el máximo Tribunal de la justicia ordinaria, aunque se debe contemplar 
la premisa que en  este sistema jurídico la jurisprudencia no es fuente de derecho, por lo cual el legislador 
en casación la dejó de considerar como un motivo directo de casación para involucrarla como requisito de 
procedencia llamado “interés casacional”, apuntando hacia una “unidad de la jurisprudencia”. 
Para Montero aroca y Flors Matíes el interés casacional es un presupuesto de admisibilidad del recurso 
de casación y dada la configuración compleja de este recurso, se integra por tres elementos: a) objeto: 
que es, básicamente la unificación de la jurisprudencia sin perjuicio de que, de modo indirecto, pueda 
acabar tutelándose el interés particular de la parte; b) causa: que es la 
 
 
                                                           
40  Es el interés casacional un enunciado que nuestro legislador procesal toma del requisito de recurribilidad que la ZPO 
alemana, en relación con la Revisión, explicita mediante la expresión grundsätzliche Bedeutung, traducida como importancia o 
significación fundamental. Señala, en efecto, el párrafo 546 I que en los litigios cuya cuantía no exceda de 60.000 marcos 
alemanes, así como en aquellos otros sobre materia no patrimonial, el recurso sólo es admisible si el tribunal de instancia lo 
autoriza, lo cual procederá cuando el asunto presenta importancia fundamental (wenn die Rechtssache grundsätzliche Bedeutung 
hat). Por su parte el párrafo 554.b.I, concerniente a litigios de cuantía superior a 60.000 marcos alemanes, permite que el tribunal 
de Revisión rehúse el examen del recurso si la cuestión jurídica que el mismo suscita carece de importancia fundamental ((wenn 
die Rechtssache keine grundsätzliche Bedeutung hat). Morón Palomino, Manuel. Op. Citada. Pág. 89. 
40 
 
 existencia de interés casacional, y que luego se resuelve en los tres supuestos de la ley; y, c) motivo: 
que es la infracción de norma aplicable para resolver las cuestiones objeto del proceso. 41 
Esto significa que el Tribunal Supremo primero debe verificar la existencia del interés casacional para 
admitir el recurso, luego, recién podrá resolver el motivo que llevo al recurso, es decir, encargase de la 
infracción normativa que afecta la sentencia. 
Para acreditar que la decisión recurrida en casación se opone a lo resuelto –anteriormente- por el 
Tribunal Supremo (concretamente a lo resuelto por la Sala en los civil) como “doctrina jurisprudencial”, se 
debe acreditar documentalmente la existencia de decisiones reiteradas (que se presentan en situaciones 
análogas o semejantes) en determinado sentido en las que el Tribunal Supremo aplicó o interpretó 
determinada ley (en las que la ratio decidendi es coincidente). Así, se ha entendido jurisprudencialmente 
en España (STC 9/3/1999 RJ 1999/14089) que se deben presentar cuando menos dos decisiones de este 
Tribunal que acrediten lo expresado. Aunque en otras decisiones (respecto de las situaciones semejantes 
que se deben presentar) se ha expresado que basta señalar la doctrina jurisprudencial que haya sido 
afectada por la sentencia recurrida y cómo lo fue, sin necesidad de que las sentencias acompañadas 
contengan un supuesto idéntico. 
Aunque también hay interés casacional cuando sobre determinado asunto que es objeto de la 
controversia existan decisiones contradictorias (“jurisprudencia” dice la LEC y no “doctrina 
jurisprudencial”, para diferenciarla de los criterios interpretativos del Tribunal Supremo)  en las Audiencias 
Provinciales.  
Se entiende en este caso que deben existir por lo menos dos o más decisiones de la Audiencia Provincial 
de donde proviene la sentencia comparada con otras dictadas por diferentes Audiencias Provinciales. 
Aunque también es posible de decisiones de una misma Audiencia Provincial pero emitidas por diferentes 
Secciones. 
Lo mismo sucede cuando se aplicaron normas que no tienen una vigencia mayor a 5 años de vigencia, en 
tanto no existan criterios establecidos por el Tribunal Supremo sobre la misma norma “de igual o similar 
contenido”. 
Con todo lo que busca el interés casacional es establecer con claridad la pirámide jerárquica de las 
decisiones judiciales en el sistema español, es decir, que los jueces sepan quién establece y orienta los 
criterios interpretativos de la aplicación de normas sustantivas y asimismo precisa sutilmente la 
vinculación de las decisiones del Tribunal Supremo con relación a los otros órganos judiciales. 
Este interés casacional también funciona para los recursos de casación que deben ser resueltos por los 
Tribunales Superiores de Justicia, esto es cuando la decisión que es materia del recurso resulta contraria 
a los criterios jurisprudenciales establecidos por el Tribunal Superior o cuando aún no se hayan fijado por 




Simultaneidad del recurso: 
 
No se admite que una misma parte prepare simultáneamente recurso de casación contra una misma 
sentencia  ante el Tribunal Supremo (por Derecho Civil común) y ante el Tribunal Superior de Justicia (por 
normas forales o especiales), en tal caso, corresponde tener por no presentado el primero, lo que implica 
que el recurso de casación ante el Tribunal Supremo deja de tener vigencia 
                                                           
41  Montero Aroca; Juan y Florz Matíes, José. Op. Citada. Pág. 370. 
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 y se prefiere darle competencia para resolver el recurso planteado al Tribunal Superior de Justicia. Al 
parecer en estos casos el derecho autonómico tendrá mayor relevancia que el derecho común.  
La LEC no ha precisado si todos las partes formulan recursos de casación por derecho común o todos 
formulan recurso por derecho autonómico o si algunos proponen autonómicos y otros de derecho común. 
 
 
Preparación del recurso: 
 
Como ya lo dijimos el sistema español tiene dos etapas marcadas para los recursos de apelación, 
extraordinario por infracción procesal y casación: la preparación y la presentación. 
En cuanto a la preparación debe hacerse dentro de los 5 días siguientes a la notificación de la sentencia y 
se presenta ante el tribunal que dictó la decisión. 
Cuando se pretenda la tutela de derechos fundamentales (Art. 477.2, 1 LEC) se debe alegar 
sucintamente en qué consiste la vulneración del derecho fundamental que se considere cometida. Si el 
proceso tiene la cuantía exigida para el recurso (Art. 477.2, 2 LEC) se debe indicar la infracción legal en la 
que se hubiera incurrido. En tanto si se trata de interés casacional (Art. 477.2, 3 LEC)  se debe expresar 
la infracción legal que se considere cometida y además las sentencias que pongan de manifiesto la 
doctrina jurisprudencial o jurisprudencia contradictoria en que se sustente el interés casacional invocado. 
Es el secretario judicial quien lo tendrá por preparado el recurso, si cumple con los requisitos esbozados, 
para los casos de inadmisión debe hacer de conocimiento del Tribunal para que resuelve lo pertinente. El 
Tribunal puede tenerlo por preparado o rechazarlo, en este segundo caso, procede el recurso de queja. 
Contra la resolución que admite la preparación no procede recurso alguno, aunque la parte contraria se 
puede oponer al mismo al momento de apersonarse al Tribunal de Casación.  
 
Presentación del recurso: 
Este es el momento en que el recurrente expone por escrito ante el tribunal que expidió la sentencia los 
fundamentos in extenso que sustentan el recurso de casación, lo hace dentro de los 20 días siguientes a 
tener por preparado el recurso. 
Se debe acompañar al recurso certificación de la sentencia impugnada (si no se acompaña por negativa 
de entregarla por el secretario lo solicitará el Tribunal Supremo con la corrección disciplinaria 
correspondiente), en su caso presentar las sentencias que acrediten el interés casacional invocado. 
Cuando corresponda se debe argumentar respecto del tiempo de vigencia de la norma (cuando se aplicó 
norma que no tiene antigüedad mayor a 5 años) y la inexistencia de doctrina jurisprudencial emitida por el 
Tribunal Supremo sobre la norma que se considere infringida. 
Si no se presenta recurso de casación dentro del plazo oportuno después de la preparación el secretario 
judicial lo declarará desierto imponiendo las costas correspondientes. 
 
Remisión de actuados: 
El secretario remitirá los actuados dentro de los cinco días siguientes a la presentación del recurso al 




Si el recurrente (quien presentó el recurso) no comparece dentro del plazo concedido, se declarará 
desierto el recurso, quedando firme la resolución recurrida. 
 
Admisión del recurso: 
En la legislación española quien admite o inadmite el recurso de casación es el propio Tribunal Supremo, 
para ello, cuando llegan los autos al citado Tribunal se designa a Magistrado ponente quien da cuenta a 
la Sala sobre la admisión o inadmisión del recurso. 
Antes de admitir o inadmitir el recurso la Sala debe establecer su competencia, es decir, le corresponde 
señalar si es de su competencia o no el conocer el recurso, ello debido a que hay situaciones en las que 
la competencia pueda recaer en los Tribunales Superiores de Justicia, como ya hemos indicado. En cuyo 
caso el Tribunal Supremo si decide su incompetencia le remitirá los actuados para su debido 
pronunciamiento. 
Si se estima la incompetencia de la Sala se decidirá esta situación, previo a la realización de una 
audiencia, para que los actuados pasen a la Sala que estime competente, con conocimiento de las partes 
para su comparecencia dentro de los diez días. 
Pasado el filtro de la competencia, se decidirá sobre la admisión o inadmisión del recurso. 
Se han previsto como causales de inadmisión: el haber postulado el recurso contra sentencia no 
recurrible, pese haber tenido por preparado el recurso. La existencia de algún defecto formal no 
subsanable en el que haya incurrido la preparación del recurso. El incumplimiento de los requisitos 
formales exigidos por la LEC para la presentación del recurso. Cuando el asunto no logre alcanzar la 
cuantía requerida (150.000 euros) o no aparezca el interés casacional invocado por inexistencia de 
oposición  a doctrina jurisprudencial, por falta de jurisprudencia contradictoria o si la norma  que se 
pretende infringida llevase vigente más de cinco años a criterio de la Sala, entre otras. 
Antes inadmitir el recurso se dará oportunidad para que las partes sepan la posible causa de inadmisión 
del recurso, dándoles un plazo de diez días para que formulen las alegaciones que consideren oportunas. 
Luego se dictará la resolución admitiendo o inadmitiendo el recurso; en el primer caso no cabe recurso 
alguno; en el segundo caso la Sala declarará la firmeza de la resolución recurrida. Aunque se puede 
inadmitir parcialmente el recurso. 
 
Traslado de la admisión del recurso y vista: 
Una vez admitido el recurso se dará traslado del mismo a la parte recurrida (no impugnante), anexando la 
documentación adjunta, ello con el propósito de que hagan valer su oposición por escrito dentro del plazo 
de veinte días, a fin de proponer las causas de inadmisión del recurso que consideren existentes y que no 
fueron rechazadas por la Sala, además pueden pedir la realización de vista.  
Con lo que tenemos que si no hay pedido de vista la causa será votada por los Magistrados Supremos sin 
oír a las partes, salvo que la Sala estime conveniente la realización de ésta “por considerarlo conveniente 
para la mejor impartición de justicia”. 
La vista comenzará con el informe de la parte recurrente, luego la parte recurrida, si fueran varios los 
impugnantes, el orden lo establece la fecha de interposición del recuso o la de comparecencia, luego de 
ello quedará expedito para emitir la decisión dentro de los veinte días siguiente a la finalización de la 
misma. 





Cuando se trate de sentencias en los que se encuentren involucrada la afectación de derechos 
fundamentales o cuantía (Art. 477.2 numerales 1 y 2 LEC), la Sala al resolver el recurso casará o 
confirmará la sentencia impugnada en todo o en parte. 
Si la presupuesto de impugnación se vincula al de “interés casacional” ((Art. 477.2 numerales 1 y 2 LEC), 
la Sala declarará fundado el recurso, casará la sentencia y se pronunciará sobre la oposición que se 
hubiera producido respecto de la doctrina jurisprudencial o la contradicción o divergencia de la 
jurisprudencia. 
Las decisiones que adopte el Tribunal Supremo no afectarán las situaciones jurídicas que se hubieran 
generado en los procesos judiciales de donde provengan las sentencias invocadas en caso de “interés 
casacional”. 
  
9.5   El régimen provisional: 
En España ha ocurrido un fenómeno especial con relación a la vigencia total de la LEC 1/2000, 
concretamente con relación a las disposiciones referidas al recurso de casación y  al recurso 
extraordinario por infracción procesal. 
La formula legislativa propuesta por el legislador de la LEC 1/2000, para darle competencia al Tribunal 
Supremo para conocer el recurso de casación y a la Sala de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores 
de Justicia para conocer el REPEP (sistema dual), se ha visto frustrada, ello debido a que a la fecha no 
han entrado en vigencia las competencias de los Tribunales que deben conocer el REPEP (han 
transcurrido aproximadamente 10 años). 
El problema ha surgido a raíz de las atribuciones y competencias establecidas en la Ley Orgánica del 
Poder Judicial para los órganos jurisdiccionales, concretamente porque no se han establecido facultades 
expresas en ella para que los Tribunales Superiores de Justicia puedan conocer y resolver el REPEP.  
El Congreso de los Diputados no aprobó hasta la fecha la modificación de la LOPJ para concederles las 
competencias necesarias a los Tribunales Superiores de Justicia, lo cual ha detenido la reforma procesal 
ya mencionada, para ello se requiere una mayoría absoluta de su miembros. 
En tal sentido, mientras no se dé la modificación legislativa necesaria, se habla de un “régimen 
provisional” de esta parte del Código, que ya va durando una década, pasando de provisional a 
permanente por la falta de voluntad política.  
Veamos cómo viene funciona el régimen provisional de estos recursos tan importantes en la reforma 
procesal propuesta por el legislador de la LEC 1/2000: 
1. Ante la negativa del Congreso de los Diputados hubo la necesidad de que el Senado aprobará lo 
que hoy es la 16va Disposición Final de la LEC, esta es la disposición legal que sustenta el 
régimen provisional, la cual  mantendrá su vigencia en tanto no se le asigne las competencia 
concreta a la Sala de los Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia para conocer el 
REPEP. 
2. El REPEP procederá sólo respecto de resoluciones por los que se admite recurso de casación 
conforme al artículo 477 LEC (sentencias dictadas por las Audiencias Provinciales en las que se 




3. Los motivos del REPEP serán los previstos en el artículo 469 LEC (infracción de normas sobre 
jurisdicción y competencia objetiva y funcional, normas reguladoras de la sentencia, normas 
legales que rigen los actos y garantías del proceso cuando se hubiere producido indefensión o 
nulidad conforme a ley, vulneración de derechos fundamentales reconocidos en el artículo 24 de 
la Constitución). Es decir por temas estrictamente procesales o de forma. 
4. La competencia para conocer el recurso de casación y el REPEP será para la Sala de lo Civil del 
Tribunal Supremo en cuanto se trate de Derecho común y a la Sala de lo Civil y Penal del 
Tribunal Superior de Justicia le corresponde conocer estos dos recursos cuando se trate de 
aplicación de Derecho civil foral o especial.  
5. Se podrá formular REPEP sin necesidad de proponer el recurso de casación cuando se trate de 
procesos en los que se encuentre afectados derechos fundamentales y en los que la cuantía 
supere los 150.000 euros. Esta es la fórmula para proponer sólo el REPEP, dejando de lado el 
recurso de casación. 
6. Es posible que un solo litigante pueda recurrir conjuntamente por REPEP y recurso de casación, 
para lo cual debe preparar y presentar ambos recursos en un mismo escrito. Ambos se tramitan 
en procedimiento único. Si son diferentes las partes que proponen estos recursos se debe 
proceder a la acumulación. Cuando se resuelvan los recursos conjuntos, la Sala primero debe 
examinar la procedencia del recurso de casación, si inadmite este recurso, seguirá la misma 
suerte el REPEP. Lo que implica la existencia de una accesoriedad en la admisión de los 
recursos, el recurso principal será el de casación y el recurso accesorio es el REPEP, si no pasa 
el primero, el segundo tendrá el mismo resultado. 
7. Con respecto a la regla anterior (recurrir conjuntamente por REPEP y casación) se ha propuesto 
una excepción,  se ha señalado que cuando el REPEP es exclusivamente por interés casacional 
(artículo 477.2, 3 LEC), si el recurso de casación es inadmitido, se inadmitirá sin más trámite el 
REPEP. Cuando el recurso de casación es admitido, se procederá a resolver sobre la admisión 
del REPEP. 
8. Siguiendo en el mismo supuesto anterior (recurrir conjuntamente) si se admiten ambos recursos, 
primero se resolverá el REPEP, sólo cuando éste se desestime se resolverá el recurso de 
casación, aquí vemos una regla de subsidiariedad en la forma de resolver los recursos, solo se 









Este capítulo se estructuró para tratar diversos temas de carácter general vinculados al recurso de casación, 
de tal forma que pueda servir para introducir a nuestros lectores en los temas de fondo del presente trabajo. 
 
Se presentan en este capítulo a manera de introducción los temas de carácter común, de las nociones 
básicas afines al recurso de casación, destacando los aspectos más importantes de cada uno de ellos, 
siguiendo para ello lo establecido por la doctrina y la jurisprudencia.   
 
 
1.  El ius constitutionis: 
 
Como sabemos la casación no tuvo antecedentes en el Derecho romano (algunos autores encuentran en la 
querella nullitatis su origen), aunque de él hemos tomado diversas figuras del derecho procesal, en nuestro 
tema concretamente el referido al estudio de la appellatio 1 de la cual provienen los términos ius constitutionis2 
e ius litigatoris,3  los cuales se fueron adaptando a tiempos modernos en los que se ha logrado acoplar al 
estudio del recurso de casación, teniendo una acepción diferente con la que originariamente tenían. 4 
 
 
                                                           
1  Es cierto que en Roma –afirma Véscovi- no se conoció el “recurso” tal como está legislado en nuestros derechos, como 
medio impugnativo para las sentencias, cuando éstas incurren en ciertos vicios. Pero sí encontramos algunas de las ideas básicas de 
la casación, tales como la posibilidad de impugnar –en cualquier tiempo- las sentencias de grave injusticia y cuando se tratara de 
violación de las normas fundamentales del Derecho (la de ius constitutionis, opuesto al ius litigatoris, distinción de la época del 
Imperio). Aparece, entonces, cuando existe un peligro de carácter constitucional (político) por encima de la controversia inter partes. 
Surge así el fundamento político del recurso, que es preservar la autoridad del legislador y la jerarquía del emperador, impidiendo la 
“rebelión del juez” (función nomofiláctica). Véscovi, Enrique. Los recursos judiciales y demás medios impugnatorios en Iberoamérica. 
Editorial Depalma. Buenos Aires 1988. Pág. 230. 
2  “(…) nos queda entonces la idea romana, que está en la base de la casación, que la sentencia dictada con error de 
derecho, especialmente constitutionis, debe considerarse mucho más gravemente viciada que la proveniente de otros errores (como 
podría ser los de hecho) y por consiguiente alcanzada por una insanable nulidad”. Véscovi, Enrique. Antecedentes históricos de la 
casación. En Temas de casación y recursos extraordinarios, en honor al Dr. Augusto M. Morello. Editorial Librería Editora Platense 
SRL. La Plata 1982. Pág. 05. 
3  Loredo Colunga citando a Calamandrei y Ciudad Espejo señala que fundamentalmente en lo referido a la evolución habida 
en el Derecho romano en lo relativo al ius constitutionis e ius litigatoris, que entienden hace referencia a los distintos vicios de la 
sentencia. Así, las sentencias contrarias al ius constitutionis eran las que violaban la ley de forma grave, afectados de nulidad en un 
principio y posteriormente  recurribles vía appellatio. Mientras que las sentencias contrarias al ius litigatoris suponen una inobservancia 
menor de la norma, invocable en un principio a través de la appellatio y pasando posteriormente al campo de la nulidad, pero, sólo en 
lo relativo a los defectos formales o de procedimiento. Laredo Colunga, Marcos. La casación civil. El ámbito de recurso y su 
adecuación a los fines casacionales. Editorial Tirant lo Blanch. Valencia 2004. Pág. 58. 
4  La doctrina clásica –sostiene Nieva Fenol – siguiendo la terminología del Derecho Romano -como lo hizo Calamandrei-, se 
refiere a ese ius constitutionis, para designar a la función de protección de la norma jurídica, nomofilaxis en definitiva, y al ius 
litigatoris, como función tuteladora del derecho de la parte recurrente, otorgando más o menos peso a uno u otro de los fines 
dependiendo del autor en concreto. Agrega  en sentido crítico que dicha clasificación resulta incompleta, y en parte equivoca, puesto 
que nos hallamos en la actualidad en un momento en que se han añadido ya demasiados elementos a esos dos fines, tratando de 
integrarlos en los mismos. Actualmente, lo que entiende uno y otro autor por ius constitutionis, aunque parezca idéntico, no se integra 
por las mismas variables. Y tampoco lo que quepa entender por ius litigatoris. Nieva Fenol, Jorge. El recurso de casación civil. 
Editorial Ariel. Barcelona 2003. Pág. 76. 
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En la casación es importante destacar el interés público o privado al que apunta su resultado, 5 el primero de 
ellos tiene relación con el ius constitutionis, el segundo, a un interés privado o ius litigatoris, el derecho de los 
litigantes. 
 
En esencia el recurso de casación nació para dar respuesta a  un interés público, de ahí la existencia de la 
llamada “unidad jurisprudencial” (función uniformadora) y los criterios de control normativo (función 
nomofiláctica), este interés tiene por objeto dar a conocer cómo y de qué forma se interpretaba y aplicaba 
correctamente la ley. 
 
Se pone de relieve el interés público comparándolo con interés particular de las partes en juicio, a este interés 
la doctrina lo ha venido llamado ius constitutionis, ello porque la casación debe esencialmente  dar respuesta 
a un problema jurídico, no a satisfacer –propiamente- el interés interpartes. 
 
En este sentido, la decisión casatoria sólo generaba un efecto indirecto en el interés de los sujetos en litigio, 
ya que no interesaba cómo la justicia ordenaba que A entregue a B el inmueble X (con la cual se daba por 
satisfecho el interés de A y B), sino que preponderaba una situación que va mas allá de simplemente resolver 
el conflicto, se entendía como muy importante más bien saber cuál fue la interpretación y aplicación que se 
hacía de las normas jurídicas que sustentaban la decisión, esto ayudaba innegablemente a ir generando 
decisiones que servían de base para conflictos futuros que tenga similitud con el ya resuelto, así los jueces de 
fallo tendrían la necesidad de saber cómo se resolvió un caso anterior en casación para aplicar lo que dijo el 
Tribunal de Casación. 
 
Para el ius constitutionis resulta de mayor preponderancia mejorar la aplicación de la ley, antes que dar 
satisfacción a las partes con la solución del conflicto, lo que trasciende y se puede difundir es el control 
nomofiláctico y el criterio de uniformidad jurisprudencial que la justicia al caso concreto.  
 
Este interés (ius constitutionis) hizo que funcione inicialmente un recurso de casación puro, en el que no cabe 
más que el Estado haga sentir su mano frente a los demás dejando constancia que el juez sólo debe aplicar 
el derecho nunca interpretarlo, el juez se encontraba prohibido de interpretar la ley, esa era una labor del 
legislador.  
 
La defensa del ius constitutionis sostiene Garberí y Gonzales-Cuellar atribuida a la casación puede ser 
entendida desde una doble perspectiva: la función nomofiláctica y la función uniformadora de la 
jurisprudencia. Aunque constituyen las dos caras de una misma moneda, frecuentemente son consideradas 
funciones distintas. 6   
 
Para otro sector de la doctrina en realidad la protección del ius constitutionis y el ius litigatoris no hacen sino 
configurar los fines de la casación, se concede a la primera función la salvaguarda del derecho objetivo, 
mayor relevancia que a la segunda, la tutela de los derechos de las partes, considerada frecuentemente como 
la “artimaña” de la que se sirve la Ley para la satisfacción de los verdaderos fines de la casación, constituidos 
por la nomofilaxis y la uniformidad de la jurisprudencia. 7 
 
 
                                                           
5  Sobre la relevancia del interés público y privado en casación Monroy Cabra sostiene: la casación tiene dos fines: a saber: 
a) un fin de interés público, que es la tutela del derecho objetivo y la unificación de la jurisprudencia nacional; y b) un interés privado, 
que es la enmienda del agravio o perjuicio inferido a la parte por la sentencia. Monroy Cabra, Marco Gerardo. Principios de derecho 
procesal. Editorial Temis. Bogotá 1979. Pág. 350. 
6  Garberí Llobregat, José y González-Cuellar Serrano, Nicolás. Apelación y casación en el proceso civil. Editorial Colex. 
Madrid 1994. Pág. 167. 




2.  El ius litigatoris: 
 
Para el ius litigatoris (sin dejar de lado el llamado “interés público”), el mayor interés se focaliza en un interés 
particular o privado, es el litigante (litigatoris, la parte) el elemento de mayor importancia al resolver el recurso 
de casación, se busca de alguna forma proteger el derecho de la parte que interpone el recurso de casación. 
 
Conforme a la opinión de Guzmán Fluja en la teoría clásica de la casación se establecía, entre las funciones 
que ésta debe cumplir, la protección del “ius litigatoris”, el “derecho de los litigantes”, o sea, la satisfacción de 
las pretensiones de los concretos litigantes en el concreto pleito impugnado en casación, pero esa protección 
ocupaba una posición subordinada a la del “ius constitutionis” lógica consecuencia, a su vez, de la primacía 
del interés público que persigue la casación sobre el interés privado de las partes del caso concreto. 8 
 
Con este interés se busca dar respuesta al caso concreto, se considera que las partes tienen supremo interés 
en que se resuelva su conflicto, aun con ausencia de un fin nomofilactico o de unidad jurisprudencia, se 
requiere hacer “justicia al caso concreto”. 
 
Lo que en realidad mueve a las partes al proponer el recurso de casación no es propiamente que éstas 
busquen la mejora de la interpretación del derecho material o si cual o tal norma resultan aplicables de 
manera contundente al caso, sino que lo  buscan básicamente es que se les resuelva favorablemente la litis, 
ergo a que se les pague la suma que se les debe (que se declare lo contrario para el demandado), a que se 
les restituya el inmueble (para el contrario que no se autorice esto), a que se les considere como propietarios 
de determinados bien (a que no proceda esta petición para la otra parte), etc. En esto radica el ius litigatoris, 
defender el interés del litigante antes que otro propósito, que se le haga justicia, independientemente del 
trabajo nomofiláctico que haga el Tribunal de Casación para resolverlo. Este interés como vemos no protege 
propiamente la ley sino el interés que busca al tribunal de justicia para el otorgamiento de específica tutela. 
 
A partir del estudio de las fuentes romanas sobre estas dos figuras, Morón Palomino ha precisado que las 
expresiones ius constitutionis y ius litigatorios aparecen recibidas y repetidas en la literatura de casación como 
equivalentes respectivamente a las modernas nociones de derecho objetivo y de derecho subjetivo. La 
primera semejanza puede aceptarse, porque el derecho objetivo era ciertamente el establecido en las 
constituciones de la Roma imperial, la cual –según su apreciación- generó en lo procesal la cognitio extra 
ordine. Agrega que con respecto al ius litigatorios la equivalencia debe ser rectificada, porque, según la 
doctrina de Aemilius Macer jurista del tercio siglo III d.C. éste no tiene que ver con la idea moderna de 
derecho subjetivo, el cual fue elaborado por la ciencia alemanda del siglo XIX. Agrega entonces que el ius 
litigatoris conforme a la literalidad de la expresión latina, quiere decir derecho del litigante. Pero no el derecho 
subjetivo reclamado, que es previo al proceso, y que por tanto hay que asociar a quien no es parte aunque 
pueda llegar a serlo, sino el derecho de la parte procesal en cuanto tal. A éste asiste, en efecto, el derecho a 
obtener un pronunciamiento jurisdiccional que acoja, si se trata del actor, o rechace, si se trata del 
demandado, la pretensión procesal aducida. 9 
 
Sobre el tema Jiménez Conde sostiene que el recurso de casación (por vicios in iudicando) es establece con 
unos fines u objetivos en los que claramente predomina el interés público: de un lado, la función de 
nomofilaxis o control sobre la  correcta interpretación y aplicación de la ley; de otro, e íntimamente ligado a lo 
anterior, esa importantísima misión de unificar la jurisprudencia, encomendada  
                                                           
8  Guzmán Fluja, Vicente C. El recurso de casación civil (control de hecho y derecho). Editorial Tirant lo Blanch. Valencia 
1996. Pág. 47-48.   
9  Morón Palomino, Manuel. La nueva casación civil. Editorial Colex. Madrid 2001. Pág. 138-139.   
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a un único y más alto Tribunal. También, pero de modo secundario, la casación se dirige a la defensa del ius 
litigatoris, como beneficio y desagravio que para el particular recurrente supone la anulación de una sentencia 
injusta e ilegal, función ésta –supeditada a las anteriores- en la que predomina el interés privado.10 
 
 
3. Situación actual de ius constitutionis e ius litigatoris: 
 
Actualmente en el recurso de casación civil se admite la presencia tanto del ius constitutionis vinculado a los 
fines nomofiláctico y uniformador  (aplicación e interpretación de la ley, control normativo) y el ius litigatorios 
relacionado con el fin dikelógico, llamado también justicia al caso concreto. Este último fin fue acuñado a partir 
del aporte doctrinario, para acercar más este medio impugnatorio a los actores principales del proceso, las 
partes y no quedarse en una solución fría y solemne basada en el elemento normativo, en situación 
abstractas. 11  
 
En tal sentido, a resolver el recurso de casación actualmente se admite la realización de los dos fines: se  
apunta al ius constitutionis (como mecanismo para mejorar el control normativo), pero, no será el único que se 
busca alcanzar, porque no es posible olvidar el derecho del litigante.  
 
Por lo cual, se puede encontrar un especie de relación entre el llamado ius constitutionis y el ius litigatoris, ello 
si consideramos que no es posible lograr el primero sin el segundo, pues, el control normativo y la unidad 
jurisprudencial se realiza sólo si media el interés de las partes en impugnar la decisión para que la Corte de 
Casación resuelva su caso. Se relacionan directamente en el entendido que a partir de las decisiones que 
nacen de la impugnación los particulares saben cómo es que se deben resolver los casos futuros.  
 
Por ello es importante resalta la opinión de Garberí y Gonzales-Cuellar al precisar que “la casación es algo 
más que un instrumento al servicio de la protección del ius constitutionis. Es una institución apta para 
defender los derechos de las personas a la igualdad ante la ley y a la seguridad jurídica, los cuales expresan 
valores superiores de nuestro ordenamiento jurídico, de rango constitucional. En ese sentido, la función 
uniformadora de la jurisprudencia es consecuencia de la defensa del ius litigatoris”. 12 
 
Entonces, en la búsqueda de la solución al caso concreto (con la impugnación) se logra también la finalidad 
nomofiláctica de la casación, por lo que actualmente no se puede pensar en un estudio separado de cada uno 
de ellos, sino vinculados uno con el otro.  
 
 
                                                           
10  Jiménez Conde, Fernando. “La reforma procesal urgente y la desaparición del error en la apreciación de la prueba como 
motivo de casación”. En El recurso de casación. Consejo General del Poder Judicial. Diciembre de 1994. Pág. 73 a 82.   
11  La doctrina, sobre la base de remotos antecedentes situados en el Derecho romano de la época imperial, conviene en 
otorgar a la casación una doble finalidad: la protección del ius constitutionis y la defensa del ius litigatoris. Generalmente se concede a 
la primera función mencionada, la salvaguarda del Derecho objetivo, mayor importancia que a la segunda, la tutela de derechos de las 
partes, considerada con frecuencia como la “artimaña” de la que se sirve el ordenamiento procesal para la satisfacción de los 
verdaderos fines de la casación, constituidos por la nomofilaxis y la uniformidad de la jurisprudencia. No son pocos, sin embargo, los 
autores que no aceptan que los derechos de las partes sean situados en posición subordinada respecto al Derecho objetivo y, 
partiendo de tal premisa, defienden el valor de la casación como el último recurso a través del cual los particulares pueden tratar de 
obtener la tutela de los derechos objetivos. En la actualidad, es muy dudoso que la distinción entre el ius constitutionis y el ius 
litigatoris pueda mantener su sentido tradicional en el ámbito del recurso de casación y asimismo resulta discutible que pueda 
diferenciarse con nitidez la función nomofiláctica de la unificadora de la jurisprudencia. Garberí Llobregat, José y González-Cuellar 
Serrano, Nicolás. Apelación y casación en el proceso civil. Op. Citada. Pág. 162.  




Esta línea de pensamiento es esbozada por Tovar Lange cuando sostiene que el medio del cual se sirve la 
Sala de Casación para hacer marchar al unísono el interés individual hacia la justicia del caso particular y el 
interés público hacia la exacta y abstracta interpretación de la ley es el Recurso de Casación13, con lo cual 
podemos apreciar que el interés privado o particular y el interés público al que nos referimos en líneas 
precedentes se encuentran entrelazados en el recurso de casación.  
 
En tal sentido hoy no es posible encontrar enfrentados al ius constitutionis y el ius litigatoris, como alguna 
doctrina lo sugiere, por lo cual Buendía Canovas se refiere a un  falso antagonismo entre el ius constitutionis y 
el ius litigatoris, o lo que es lo mismo, el interés público defendido en casación, frente al interés privado 
postulado por el recurrente, cuando la realidad nos demuestra que ambos fines o intereses en casación no se 
presentan como contrapuestos: no es posible afirmar que aquello que interesa al Estado no interesa también 
al particular y viceversa. 14 
 
Aunque sobre este punto la doctrina no se puso totalmente de acuerdo; pues, algunos piensan que en la 
casación debe primar el interés púbico y para otros el interés privado. 
 
Reimundini al referirse a los recursos ha señalado que no sólo sirven al interés privado de las partes 
litigantes, sino también al interés social, ya que ofrecen una mayor garantía de exactitud de las resoluciones 
judiciales y acreditan la confianza del pueblo en la justicia y al mismo tiempo contribuyen a la consecución, 
mediante la jurisprudencia de los tribunales superiores, a la uniformidad de la aplicación del derecho. Esa 
función pública que llenan los recursos, en general, se destaca en la casación, desde que se persiguen la 
unidad de la aplicación de la ley y la uniformidad, por tanto, de la jurisprudencia. 15 
 
Defendiendo la relevancia social de la casación y la importancia del ius litigatorios Nieva Fenoll ha señalado: 
en 1895 Manresa Navarro afirmó que la casación fue introducida “más bien por interés de la sociedad, que en 
beneficio de los litigantes”. Y es que en las pocas ocasiones en que se ha relacionado a la sociedad con la 
casación, el objetivo fundamental ha sido menospreciar a dicha sociedad, pretendiendo que fuera una especie 
de entelequia en la que paradójicamente sus ciudadanos no tuvieran cabida. Se ha dicho con demasía 
frecuencia que el ciudadano no interesa a la casación, más que en la medida en que es útil para sugerirle al 
Alto Tribunal tema sobre los que formar su jurisprudencia. Agrega que esa declaración, que sitúa de manera 
indignante al ser humano en el peldaño más bajo del ordenamiento jurídico, cobró carta de naturaleza hace 
bastante tiempo. Y pese a que los intentos de rehabilitar la posición del recurrente han sido múltiples desde la 
doctrina, sin embargo legisladores o Tribunales de casación siempre hallan alguna excusa para decir, en 
pocas palabras, que los pequeños problemas del pueblo no interesan a la gran política.16 
 
 
4. El iudicium rescidens y iudicium rescisorium 
 
El vocablo iudicium proviene del latín iudex, que significa decisión, juicio, opinión. Debiendo entenderse 
actualmente como la decisión o juicio que se busca emita el juez con respecto a la impugnación. 
 
                                                           
13  Tovar Longe, Silvestre. El recurso de casación. En Boletín de la Facultad de Derecho de la Universidad Central de 
Venezuela. No. 08. Caracas, Julio 1951. Págs. 41 a 87.   
14  Buendía Cánovas, Alejandro. La casación civil, estudio doctrinal sobre los fines casacionales. Editorial Dijusa. Madrid 
2016. Pág. 208.   
15  Reimundin, Ricardo. Derecho procesal civil. Editorial Viracocha. Buenos Aires 1957. Tomo II. Pág.82. 
16  Nieva Fenoll, Jordi. Jurisdicción y proceso, estudios de ciencia jurisdiccional. Editorial Marcial Pons. Madrid, Barcelona, 
Buenos Aires 2009. Pág. 479.  
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Estos dos temas están íntimamente vinculados a la impugnación o al aspecto recursivo. Por ello cuando una 
de las partes formula impugnación o recurso contra determinada decisión judicial se debe saber qué 
propósitos busca el impugnante con ella, hacia donde está orientado su recurso. 
 
Con el recurso suele pedirse la eliminación del acto procesal contenido en la decisión judicial, lo que la 
doctrina conoce como efecto rescisorio del acto procesal vía impugnación. Cuando ello ocurre se está 
echando mano al iudicium rescindens o rescindendi, lo cual significa anular la decisión, desparecerla del 
proceso. En tal sentido, si se postula el efecto rescisorio y se admite los argumentos del impugnante la 
decisión cuestionada debe ser anulada (rescidens- rescindida). 
 
Aunque es posible que el recurrente no solicite solamente la rescisión de la decisión, sino que ésta sea 
sustituida por otra, en este caso nos encontramos con el efecto revocatorio de la impugnación, lo que implica 
la petición de anular lo decidido y sustituir la decisión impugnada por otra; lo que implica que la decisión 
recurrida debe ser previamente dejada sin efectos antes de ser sustituida por una nueva. 
 
En casación es usual ver estas figuras, el  iudicium rescindens se aprecia en las causales de casación que se 
relacionan con vicios in procedendo, es decir, por infracción de normas procesales, en cuyo caso el efecto 
final será el reenvío, pues al declarar fundado el recurso de casación se anula la decisión impugnada y se 
dispone la emisión de una nueva por el Juez A-quem o por el Juez A-quo (anulando la sentencia apelada), 
según corresponda. En casos extremos incluso puede anular lo actuado hasta determinada actividad 
procesal, la cual debe ser rehecha y continuar con el proceso, asimismo puede anular todo lo actuado y 
calificando nuevamente la demanda la puede declarar improcedente.  
 
En cambio, el iudicium rescisorium se presenta en las causales de casación que tienen que ver con vicios in 
iudicando, en estos casos al declarar fundado el recurso se deja sin efecto la decisión recurrida y la Sala 
actuando en sede de instancia emite una nueva resolución corrigiendo el error que se cometió en la sentencia 
casada (emite la sentencia de reemplazo) o adecuará su decisión a la disposición legal pertinente, evitando 
hacer reenvío.  
 
Este propósito de la impugnación busca que sea finalmente la Sala de Casación la que resuelva en definitiva 
el conflicto: “(…) si la Sala Suprema declara fundado el recurso por infracción de una norma de derecho 
material, la resolución impugnada deberá revocarse, integra o parcialmente, según corresponda….” (Art. 396 
CPC).  
 
Es usual que al presentar el recurso de casación el recurrente haga uso de uno de ello o de ambos, pudiendo 
incluso acumular ambos propósitos, dejando constancia que la acumulación tiene naturaleza subordinada. En 
tal caso, la pretensión impugnatoria principal será el iudicium rescidens (pedido anulatorio total o parcial de la 
decisión) y la subordinada será el iudicium rescisorium (pedido revocatorio total o parcial). 
 
Nuestra legislación ha regulado ambos institutos como requisito de procedencia del recurso de casación en el 
contenido del artículo 388 del Código: “indicar si el pedido casatorio es anulatorio o revocatorio. Si fuese 
anulatorio, se precisará si es total o parcial, y si es este último, se indicará hasta donde debe alcanzar la 
nulidad. Si fuera revocatorio, se precisará en qué debe consistir la actuación de la Sala. Si el recurso 
contuviera ambos pedido, deberá entenderse el anulatorio como principal y el revocatorio como subordinado” 
 
En algunos sistemas (Francia e Italia) el iudicium rescisorium lo hace el juez de la sentencia casada (A-





declaró fundado el recurso, esto implica que la sentencia es casada, pero se hace el reenvío a fin de que sea 
el juez de la sentencia casada quien haga el reemplazo de la decisión.  
 
En otros sistemas como el nuestro (Colombia, España) la misma Sala de Casación es la que emite la 
sentencia de reemplazo, ejercitando el iudicium rescisorium. 
 
De Santo refiriéndose a la clasificación de recursos negativos y recursos positivos, señala que los primeros 
son aquellos que sólo hacen caer, anular, casar, dejar sin efecto una resolución judicial, es decir, el iudicium 
rescindens, dejando a otro tribunal el pronunciamiento de la nueva resolución. Recursos positivos son 
aquellos que además del aspecto negativo modifican, completan o sustituyen la resolución revocada o 
anulada, es decir, el iudicium  rescissorium. 17  
 
 
5.  Casación pura: 
 
La doctrina se ha encargado de acuñar el término “casación pura” para referirse básicamente a los orígenes 
del recurso de casación, es decir, a la estructura y finalidad que tuvo en sus inicios este recurso en Francia. 
 
Por un lado, tenemos que se le llama casación pura porque la Corte de Casación al resolver el recurso no se 
encontraba en condiciones de resolver el tema de fondo.  
 
La Corte de Casación al casar la sentencia se limitaba a “reenviar” el asunto para que se emita una nueva 
resolución. Aquí se aprecia la figura del reenvío, debido a que simplemente el recurso de casación servía para 
detectar los errores en la sentencia y para corregir los “errores” en los que se incurrió correspondía devolver 
los actuados para un nuevo pronunciamiento, dejando de lado la solución del conflicto.  
 
Entonces, la casación pura se encontraba vinculada al reenvío, casar la sentencia implicaba reenviar 
(devolver) los actuados para un nuevo pronunciamiento. En tanto se produzca el reenvío existía siempre la 
probabilidad de nuevos recursos, concluía la discusión sobre el fondo cuando el último recurso presentado 
fuera desestimado. 
 
Esta fue una de las notas más características del recurso de casación francés. Aunque esta facultad la 
poseen todas las cortes de casación cuando al casar la sentencia deben devolver el proceso al juez de fallo 
para que emita nuevo pronunciamiento por la existencia de errores in procedendo que impiden dictar una 
nueva decisión sobre el fondo.  
 
Sobre esta posición el profesor Parodi Remón expresa que la ‘casación pura’, es seguida obviamente en el 
sistema francés, existió siempre el reenvío, es decir la devolución del expediente, en todo caso, fuera por 
razones de fondo o de forma, a la Corte Superior, Segunda Instancia o Corte de Apelaciones, para que 
enmendara el error y emitiera nueva resolución, siempre en atención a la aplicación rígida y estricta de la 
ley.18 
 
Aunque de otro lado, se conoce también como casación pura, al sistema casatorio que sólo admite como 
debate en casación el control de la norma, con exclusión de los hechos del proceso, en la  
 
                                                           
17  De Santo, Víctor. Tratado de los recursos. Editorial Universidad. Tomo I. Tercera Edición. Buenos Aires 2004. Pág. 117. 




casación pura no es posible ingresar a la discusión de ningún otro tema que no se relacione con la finalidad 
nomofiláctica y uniformadora, por lo cual, en ella quedan excluidos de ella los hechos. 
  
La doctrina nacional reconoce como casación pura al sistema casatorio que sólo admite el control normativo 
de las normas que resuelve el conflicto sin la menor posibilidad de revisar otros aspectos del proceso: “Si se 
propicia simplemente el respeto a la norma jurídica, confiriéndole a ella el sentido que realmente le 
corresponde y aplicándose a los supuestos de hecho para los cuales se ha dado (…) proscribiéndose los 
errores de toda índole en las decisiones judiciales que emitan los Jueces, estamos frente a lo que se 
denomina “casación pura”. 19 
 
Por su parte el magistrado Linares San Román al hacer una análisis de la casación penal en nuestro sistema 
llega a la conclusión de que éste adoptó un régimen de casación pura debido a que no se admite un control 
de hechos en casación, con la cual tenemos que la doctrina local relaciona la a casación pura con la casación 
que sólo se involucra sólo con el control normativo, para lo cual sostiene que en nuestro país se ha 
establecido el sistema de la “casación pura”, pues no se admite la revisión de los hechos de acuerdo con el 
numeral 2 del Artículo 432 del Código Procesal Penal. Sin embargo, sí deben conocerse los hechos 
determinados por los órganos jurisdiccionales de mérito para poder determinar si se configura alguna de las 
causales de casación previstas en el Artículo 429 del Código Procesal Penal.20 
 
La doctrina argentina a partir de su compleja estructura judicial y de codificación por Provincial reconoce la 
siguiente tipología: casación semipura (asignando preponderancia a la función uniformadora, regulan el 
recurso para denunciar la contradicción entre la interpretación legal sentada en la sentencia recurrida y la 
consagrada en otro pronunciamiento emanado de un órgano judicial de grado o del Superior Tribunal, en 
lapsos anteriores que varían según cada ordenamiento. Y éste es el sistema al que adscribe el Código 
Procesal de la Nación), luego tenemos la casación pura (cumple las dos clásicas funciones: nomofiláctica, en 
pos de la correcta aplicación del derecho, y uniformadora, en pro de la unidad de la jurisprudencia. A estar, al 
menos, a la literalidad de los textos normativos, han receptado el instituto conforme esas finalidades, 
acotando el ámbito del recurso a los errores de juicio de derecho, con exclusión de los fácticos, erradicando 
así de los fines de la casación, la justicia del caso concreto. Aunque esta última aserción merece alguna 
aclaración. El conocimiento del órgano de casación parte de los hechos determinados en la instancia de 
grado, revisando, únicamente, el posible error cometido al comprenderlos con el sentido que le confieren las 
normas jurídicas. De modo que si el proceso arriba a sede de casación con una exacta reconstrucción del 
tramo fáctico, va de suyo que la corrección del error iuris repara la injusticia que anidaba en el 
pronunciamiento impugnado) y la casación impura (la denominación obedece a que este sistema rebasa el 
casatorio clásico, circunscrito a la proposición y conocimiento de cuestiones de derecho, extendiendo la 
cognición del Superior Tribunal a la revisión de ciertos errores de hecho. Por ello, se dice que la casación 
impura añade a las finalidades propias del instituto - control de legalidad y uniformidad de la jurisprudencia- la 
justicia del caso concreto. En realidad, como se trata de un modelo intermedio entre la casación pura y una 
instancia de apelación ordinaria, no puede afirmarse que la justicia del caso constituya, propiamente, una de 
las finalidades de la casación impura; sería necesario que el medio de impugnación que nos ocupa fuese 
idóneo para la alegación de cualquier tipo de error, la invocación de hechos nuevos y, aun con restricciones, 
el ofrecimiento y producción de novedosas fuentes de prueba. Y no es así. Tampoco es posible agregar 
funciones a los sobrecargados Tribunales Superiores, ni parece útil ni conveniente emplazarlos como órganos 
judiciales ordinarios, al menos, si de una tercera instancia se trata. La casación impura sólo tolera la revisión 
de errores graves y patentes en el tramo 
                                                           
19  Carrión Lugo, Jorge. El recurso de casación en el Perú. Volumen I. Segunda Edición. Editora Jurídica GRIJLEY, Lima, 
2003. Pág. 5. 
20  Linares San Román, Juan José. “La causal de indebida aplicación, errónea interpretación o falta de aplicación de la ley en 
la casación penal. En Derecho y Cambio Social página electrónica www.derechoycambiosocial.com. 
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fáctico como paso previo e ineludible para la correcta solución jurídica del conflicto o de la cuestión suscitada 
durante el desarrollo del proceso. Aunque, desde luego, este ensanchamiento del conocimiento judicial 
posibilita que los Máximos Tribunales arriben a la justa solución del conflicto en un mayor número de causas, 
aventajando así a los otros sistemas de casación. Tal avance se produce a cobijo de conceptos jurídicos 
indeterminados, como los de absurdo o arbitrariedad, que han merecido diversas definiciones, todas ellas 
suficientemente abiertas, de manera tal que es el órgano de casación el que califica, según su sana 
discreción, de absurdas o arbitrarias a las sentencias que exhiben defectos de motivación en el tratamiento de 
las llamadas cuestiones de motivación en el tratamiento de las llamadas cuestiones de hecho, que, al cabo, 
arrastran una infracción legal). 21 
 
Entonces, la casación pura por la posición mayoritaria asumida por la doctrina está referida a la casación de 
derecho, es la casación de control normativo que no permite la revisión de ningún otro aspecto, en especial 
las cuestiones de hecho o probatorias. Aunque hay posiciones que admiten que la presencia del reenvío en la 
casación la convierte en pura. 
 
 
6. Casación bastarda: 
 
Se llama casación bastarda al sistema de casación en que la Corte de Casación no sólo tiene por función 
detectar el error en el que incurrió la sentencia y casar la sentencia; sino que tiene la facultad de resolver el 
tema de fondo, sin hacer reenvío, resolviendo el conflicto. Aunque también recibe es nombre debido a que el 
perfil de la casación admite la posibilidad de controlar hechos en determinadas circunstancias. 
 
Este es el sistema que adoptó –en su momento- la legislación española al regular su recurso de casación en 
el que había la posibilidad de controlar revisar el aspecto fáctico del proceso aunque referido a los 
documentos (por lo cual al sistema recursivo español se le llamaba casación bastarda) para diferenciarlo 
sustancialmente del recurso de casación francés en el que no se podía resolver el tema de fondo, pues se 
debía hacer el reenvío, además de no admitir control que no sea el propiamente normativo. 
 
La casación bastarda por tanto es un sistema casatorio contrario al de casación pura, se le llama también 
casación impura, la diferencia radica en dos elementos: admite la posibilidad de control de hechos y puede 
emitir pronunciamiento de fondo al casar la sentencia. 
 
En la mayoría de ordenamientos procesales actualmente se someten a un sistema de casación en el que se 
puede resolver el tema de fondo, siendo el reenvío una figura excepcional, cuando se plantea la nulidad de la 
sentencia por temas formales (error in procedendo). 
 
Sostiene Gladis Estigarribia de Midón que la casación española nunca fue de competencia exclusivamente 
negativa. Ella siempre operó de distinto modo según el recurso prosperaba por vicio de actividad (in 
procedendo) o por vicios del juicio (in iudicando). Frente a los primeros anulaba y, sin más, reenviaba. Ante 
los segundos, dictaba el pronunciamiento anulatorio (judicium rescindens) y “acto contiguo y por separado” 
debía extender la que hubiera de sustituir a la anulada (judicium rescissorium). 22 Este sistema casatorio 





                                                           
21  Tessone, Alberto J. “Funciones de las Cortes Provinciales”. En página electrónica www.aadproc.org.ar. 
22  Estigarribia de Midón, Gladis. La Casación, control del juicio de hecho. Editorial Rubinzal-Culzoni. Buenos Aires. Pág. 47. 
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7. Los recursos ordinarios y extraordinarios: 
 
En materia impugnatoria los recursos se han dividido tradicionalmente en recursos ordinarios y 
extraordinarios.  
 
Los ordinarios, brindan una mayor amplitud de facultades al juez a quem al momento de resolver la 
impugnación, pues, puede avocarse al conocimiento de errores vicio o errores de juicio, o de cualquier otra 
situación como por ejemplo la vinculada a la prueba, habilitado para revalorar la prueba y resolver el conflicto, 
hacer el análisis de hechos. Las partes igualmente tienen “libertad de formas” al proponer el recurso, 
sujetándolo sólo a las exigencias de la norma procesal (plazo, pago de arancel judicial, proponer agravio, 
etc.), por ello el recurso ordinario por excelencia lo constituye la apelación.  
 
En cambio, los extraordinarios, recortan esa posibilidad al juez de conocer cualquier aspecto del proceso, 
teniendo más bien el carácter de excepcional, sujeto a causales previamente establecidas en la ley procesal,  
hay restricción para  la revaloración de pruebas  y el avocamiento a hechos, los cuales corresponderían 
naturalmente al juez de fallo y grado.  
 
Los recursos ordinarios, en efecto, han sido previstos para los supuestos normales y su finalidad es reparar 
cualquier irregularidad procesal (error in procedendo) o error de juicio (error in iudicando). Los recursos 
extraordinarios, en cambio, se otorgan con carácter excepcional, respecto de cuestiones específicamente 
determinadas por la ley. 23 
 
En cuanto a las partes, éstas deben postular el recurso extraordinario sujetando su actividad a determinados 
requisitos, tomando en cuenta que este recurso es absolutamente formal. El recurso extraordinario reconocido 
por la doctrina es el de casación. 24  
 
En esta línea encontramos a Véscovi para quien los recursos son ordinarios por su calidad de normales 
dentro de un proceso y porque le otorgan un poder mayor (más amplio) al órgano jurisdiccional encargado de 
resolverlo; a diferencia de los extraordinarios que son excepcionales y limitados, además, exigen que su 
interposición sólo ocurra por motivos determinados y concretos.  
 
Marchese expresa que recurso ordinario es el medio de impugnación, estrictamente vinculado al principio de 
pluralidad de instancia, por el cual las partes que lo hacen valer provocan un reexamen inmediato sobre la 
controversia, un nuevo juicio sobre esta, que recién tiene una decisión final, y como tal, este recurso está 
previsto en todo procedimiento y sin más limitación que el plazo para interponerlo. Recurso extraordinario es 
aquel que la ley concede a las partes después de haberse cumplido ya con el principio de doble instancia o a 
las partes que de común acuerdo lo interponen omitiendo el recurso ordinario y como tal, puede estar limitado 
en cualquier aspecto para su interposición o no concederlo la ley en algún o algunos procedimientos. 25 
 
En los recursos ordinarios la Ley no establece un numerus clausus de motivos que condicionan su admisión 
y, consiguientemente, tampoco la limitación de los poderes del tribunal ad quem. En los  
                                                           
23  De Santo, Víctor. Tratado de los recursos. Tomo I. Op. citada. Pág. 115.   
24  El vocablo casación se origina en la palabra francesa casser, que significa romper, quebrar o anular, y es un recurso 
extraordinario que procede contra las sentencias dictadas en los procesos perentoriamente indicados por la ley y por las causales 
taxativamente señaladas en ella, con el objeto primordial de unificar la jurisprudencia nacional y defender el derecho objetivo violado.    
Azula Camacho, Jaime. Manual de derecho procesal. Editorial Temis SA. Santa Fe de Bogotá 2000. Tomo II. Pág. 350.   
25  Marchese Quintana, Bruno. La Casación Civil. En Revista de Derecho Procesal. Tomo I. Pág. 61. 
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extraordinarios la Ley fija unos motivos cuya alegación por la parte recurrente es requisito de admisión,  
sirviendo al mismo tiempo para delimitar el marco de los poderes del tribunal ad quem. 26 
 
Las ideas de Calamandrei sobre el tema resultan importantes para dilucidar la diferencia entre recurso ordinario 
y extraordinario, quien en resumen señala: a) por las causas que motivan la impugnación, es ordinario el que no 
se encuentra sujeto a determinado motivo de impugnación, en tanto que el extraordinario si lo están; b) sobre la 
facultad de enjuiciamiento del tribunal  a-quem, el ordinario admite un pronunciamiento integral de la litis, en 
tanto que en los extraordinario ello no ocurre, pues se encuentra limitado a determinados aspectos, jurídicos 
propiamente; c) por la suspensión de la ejecución, el ordinario suspende la ejecución de lo decidido; el 
extraordinario por lo generar no tienen efecto suspensivo; d) en los extraordinarios para su procedencia se 
requiere que el impugnante haga un deposito dinerario para evitar el rechazo del recurso; e) la cosa juzgada 
diferencia al recurso extraordinario del ordinario. 27 
 
Como lo veremos más adelante la casación califica –según la doctrina mayoritaria- como un recurso 
extraordinario, debido a que reúne todas las características antes señaladas, siendo esta calificación la que 
explica su naturaleza jurídica. 
 
 
8.  Concepto de Casación: 
 
El vocablo casación proviene del término latín casso, que indica la acción de anular, quebrantar, romper. 
Aunque también se indica que casar deriva del latín casare, en el sentido de abrogar o derogar. Pero, el 
término casación es de origen francés cassattion, derivado de casser, que significa anular, romper, 
quebrantar, dejar sin efecto 
 
Es sin duda el recurso de casación un recurso impugnatorio28   de naturaleza extraordinaria29 que 
usualmente se presenta ante el Tribunal de más alta jerarquía (Tribunal Supremo, Sala de Casación, Cour de 
Cassasion, Corte Suprema, etc.), por lo cual se le considera como un recurso vertical. El objeto de este 
recurso es la búsqueda de la corrección de las sentencias que contienen una infracción 
                                                           
26  Montero Aroca, Juan y Flors Matíes, José. Tratado de los recursos. Volumen I. Editorial Tirant lo Blanch. Valencia 2005. 
Pág. 40-41. 
27  Calamandrei, Piero. La casación civil. Editorial Bibliográfica Argentina. Tomo I Volumen 2. Buenos Aires 196. Editorial 
Ediciones Depalma. Buenos Aires 1991. Pág. 231. 
28  La doctrina no se allanó a considerar que el recurso de casación sea un medio de impugnación, pues hay posiciones que lo 
consideran como un medio de gravamen. Aquí encontramos a la posición de  Garberí y Gonzales Cuellar que señalan que la doctrina 
española conviene en otorgar al recurso de casación la naturaleza de medio de impugnación de carácter extraordinario, debido a la 
limitación de los motivos que permiten interponerlo y la restricción legal del ámbito de las resoluciones recurribles. Agrega que el 
carácter tasado de los motivos por lo que la ley autoriza la presentación del recurso haría posible también su definición como un 
“medio de gravamen parcial” reservado al examen de las cuestiones de derecho. En ese sentido, en la RFA la Revisión es 
considerada un “medio de gravamen” (Rechtsmittel) y se regula en el Libro Tercero de la ZPO, bajo dicho título, tras la apelación 
(Berufung). No obstante, desde la perspectiva del derecho español parece preferible la expresión “medio de gravamen” para designar 
aquellos recursos basados, no en la existencia de determinados vicios de la sentencia, sino en el carácter desfavorable de la decisión, 
en el gravamen, los cuales pueden dar lugar a un novum iudicium. Garberí Llbregat, José y Gonzales-Cuellar Serrano, Nicolás. 
Apelación y casación en el proceso civil. Op. citada. Pág. 161.  
29  Aunque esta posición no es pacifica en la doctrina, pues parte de la doctrina lo consideran como un recurso ordinario. Así 
aparece reflejado en lo expresado por Morón Palomino: “(…) frente a esta tesis se abre paso modernamente el criterio opuesto, 
favorable a considerar el recurso de casación como un recurso de carácter ordinario. La idea fue sugerida en 1982 por Prieto-Castro y 
también aparece  propugnada por Fernando de la Rúa y Crisandro Mandrioli en relación con la casación de sus respectivos países. En 
nuestra literatura jurídica recientemente Sergi Guasch Fernández se manifiesta partidario de “hablar de especialidad y no de 
extraordinariedad pues, si la casación es una fase más del proceso derivado de la acción, el significado que ha de darse a la 
extraordinariedad no lo estimamos adecuado, como mínimo, desde el punto de vista semántico”. Morón Palomino, Manuel. Op. 
Citada. Pág. 106. 
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 normativa sustancial (llamado error en juicio o in iudicando) o procesal (violación de normas procesales 
reguladoras del proceso o error in procedendo)  y la unificación de la jurisprudencia. 30   
 
Las características señaladas alejan al recurso de casación de las consideraciones relacionadas a un recurso 
que abre una tercera instancia ya que el enjuiciamiento de la litis tiene ciertas limitaciones que lo hace 
absolutamente diferente a un recurso ordinario, aunque se aclaró en doctrina que es extraordinario31 porque 
procede sólo respecto de algunas resoluciones del proceso.32 
 
El recurso de casación es un medio de impugnación por el cual, por motivos de derecho específicamente 
previstos por la ley, una parte postula la revisión de los errores jurídicos atribuidos a la sentencia de mérito 
que la perjudica, reclamando la correcta aplicación de la ley sustantiva, o la anulación de la sentencia, y una 
nueva decisión, con o sin reenvío a nuevo juicio.33  
 
Al definir el recurso de casación el mejor estudioso de la institución –Piero Calamandrei- perfila los siguientes 
elementos que lo integran: a) es una acción de impugnación; b) se presenta ante el juez superior; c) busca la 
anulación de luna sentencia; d) que la decisión contenga un error de derecho. Por lo cual sostiene que la 
casación es un instituto judicial consistente en un órgano único en el Estado (Corte de Casación) que, a fin de 
mantener la exactitud y la uniformidad de la interpretación jurisprudencial dada por los tribunales al derecho 
objetivo, examina, sólo en cuanto a la decisión de las cuestiones de derecho, las sentencias de los jueces 
inferiores cuando las mismas, son impugnadas por los interesados mediante un remedios judicial (recurso de 
casación) utilizable solamente contra las sentencias que contengan un error de derecho en la resolución de 
mérito. 34 
 
Nuestra legislación procesal no propone un concepto de recurso de casación, sólo se refiere en su artículo 
384 del CPC a los fines de la casación, aun que si lo hace la jurisprudencia.35 La casación en  
 
                                                           
30  El recurso de casación civil –sostiene Gonzales-Cuellar, para referirse a la realidad española-puede ser definido como un 
medio de impugnación de carácter extraordinario, cuyo conocimiento se atribuye a la Sala 1ª del Tribunal Supremo como más alto 
órgano jurisdiccional integrado en el Poder Judicial (excepcionalmente a las Salas de lo Civil y Penal de algunos Tribunales Superiores 
de Justicia), el cual puede ser interpuesto únicamente contra las resoluciones expresamente previstas por la ley y por los motivos 
taxativamente establecidos en ella, y cuya existencia tiene con fin esencial proteger el derecho de los ciudadanos a la igualdad en la 
aplicación de la ley y la seguridad jurídica. Gonzales-Cuellar Serrano, Nicolás. “Fines de la casación en el proceso civil”. Op. Citada. 
31  “(…) es necesario precisar, que del sentido y alcances del artículo 386 del Código Procesal Civil –modificado por la Ley 
29364- se deriva la exigencia de una mínima técnica casacional, que ciertamente es congruente con el carácter extraordinario y 
formal del recurso  de casación, especialmente restrictivo y exigente, lo que no contradice principio como el de pro actione que 
deriva del derecho a la tutela judicial efectiva, pues la interposición del recurso casatorio, de contenido legal, está condicionado al 
cumplimiento de los requisitos de admisibilidad y procedencia dispuesto por el legislador, y que de igual manera el principio pro 
actione no opera con igual intensidad en las fases iniciales del proceso que en las posteriores, estando a que se satisface incluso con 
un pronunciamiento de inadmisibilidad del recurso y no necesariamente sobre el fondo cuando obedezca a razones establecidas por 
el legislador y proporcionadas en relación con los fines constitucionalmente protegibles a que los requisitos procesales tienden”. 
Resaltado nuestro. Casación No. 4473-20009-Lima, publicada el 30 de junio de 2010. 
32  Sostienen Garberí y Gonzales-Cuellar que el recurso de casación es extraordinario porque a través del mismo no puede ser 
impugnado todo tipo de resoluciones. Agregan que sin embargo, suele atribuirse al recurso de casación carácter extraordinario debido 
a la limitación de los motivos que pueden invocarse en su fundamentación. Adicionan que la consideración del recurso como medio de 
impugnación se basa precisamente en la restricción de los motivos que permiten su fundamentación, por lo cual, sino se quiere incurrir 
en reiteración, su carácter extraordinario debe ser referido a la limitación de las resoluciones recurribles. Garberí Llobregat, José y 
González-Cuellar Serrano, Nicolás. Op. Citada.  
33  De la Rúa, Fernando. Teoría general del proceso. Editorial Ediciones Depalma. Buenos Aires 1991. Pág. 186. 
34  Calamandrei, Piero. Op. Citada (Tomo I Volumen 2). Pág. 369 y 376. 
35  “(…) el recurso de casación es un medio de impugnación extraordinario y de iure que se puede interponer contra 
determinadas resoluciones y por los motivos tasado en la ley, por lo que siendo un recurso previsto en la ley, lo extraordinario resulta 
de los limitados casos y motivos en que procede y de iure o derecho pues permite la revisión por el máximo tribunal, de la aplicación 
del derecho, hecha por los jueces de mérito”. Casación No. 528-2007-Huancavelica. 
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nuestro medio tiene fundamento constitucional al encontrarse establecida en el artículo 141 de la Carta 
Magna como una competencia de la Corte Suprema. 
 
Nuestra jurisprudencia ha precisado sobre las características de extraordinario y formal del recurso de 
casación lo siguiente: 
 
“(…) antes del análisis de los requisitos de fondo es necesario precisar que el recurso de casación es un 
medio impugnatorio extraordinario de carácter formal que sólo puede fundarse en cuestiones eminentemente  
jurídicas y no en cuestiones fácticas o de revaloración probatoria, es por ello que este medio impugnatorio 
tiene como fines esenciales la adecuada aplicación del derecho objetivo al caso concreto y la uniformidad de 
la jurisprudencia nacional por la Corte Suprema; en ese sentido su fundamentación, por parte del recurrente, 
debe ser clara, precisa y concreta, indicando ordenadamente cuáles son los agravios que configuran la 
infracción normativa o el apartamiento del precedente judicial denunciado”. Casación No. 1606-2009-La 
Libertad. 
 
“(…) el recurso de casación es eminentemente formal y las causales invocadas deben revestir las 
formalidades introducidas por la Ley No. 29364, vigente a partir del 29 de mayo de 2009; empero aquellas no 
han sido tomadas en cuenta por la recurrente quien pese a haber interpuesto el presente medio impugnatorio 
estando ya vigente el nuevo texto modificado por la referida ley, lo han sustentado conforme al artículo 386 
del CPC antes de dicha modificatoria” Casación No. 1630-2009-Arequipa. 
 
“(…) que dicho medio impugnatorio, además de ser extraordinario, es eminentemente formal, puesto que se 
establecen requisitos de forma y de fondo taxativamente previstos por la ley procesal cuyo incumplimiento se 
sanciona con la declaración de inadmisibilidad e improcedencia; en tal sentido, sólo puede fundarse en 
cuestiones eminentemente jurídicas y no en cuestiones fácticas o de revaloración probatoria, es por ello que 
tiene como fines esenciales la adecuada aplicación del derecho objetivo al caso concreto y la uniformidad de 
la jurisprudencia nacional por la Corte Suprema, en tal virtud, la fundamentación debe ser clara, precisa y 
concreta indicado ordenadamente cuáles son las denuncias que configuran la infracción normativa”. Casación 
No. 2207-2009-Piura. 
 
9.  El control del error en el proceso: 
 
Las decisiones judiciales al provenir de un acto humano pueden contener algún tipo de error que las afecten 
superficial o sustancialmente. En materia procesal el vocablo error es una voz sinónima de vicio.  
 
Por lo cual, el juez al emitir sus decisiones puede incurrir en error respecto de la aplicación incorrecta de la ley de 
derecho material, lo cual no lleva a una solución deficiente del conflicto; puede asimismo incurrir en un error de 
vicio o de forma que afecte la decisión y lo actuado e inclusive puede presentarse el error en la estructura del 
pensamiento del juez plasmado en la decisión, entre otras situaciones que afecten a las partes y que sean 
susceptibles de cuestionamiento en la impugnación.  
 
Por ello para impugnar se requiere de la existencia de un acto procesal donde se encuentre presente el error, 
este error la doctrina lo clasifica como error: in iudicando, in procedendo o in cogitando.36  
 
 
9.1 El error in iudicando: 
                                                           
36  El Control de Logicidad, por consiguiente, explícito o implícitamente establecido, tiene por objeto extirpar los errores in 
cogitando, que constituyen una patología lógica de la sentencia. El control va contra los errores de la razón y sabemos que si no existe 
un uso formal de la razón en sentido estricto, no hay sentencia posible que merezca el nombre de tal. (Ghirardi, Olsen. La Estructura 




El error in iudicando se refiere al error en el juicio para resolver el conflicto, se le conoce igualmente como error 
de juzgamiento, error por infracción de normas de naturaleza sustancial, error por infracción de ley. Se trata 
propiamente de los errores de naturaleza sustancial que presenta la sentencia, la norma material aplicada para 
resolver la litis es pasible de observación, el juez erró al aplicarla o interpretarla.  
 
En casación el error in iudicando tiene relación con la infracción normativa de naturaleza sustantiva, el juez de 
mérito no ajustó su decisión a la norma material correspondiente, por tanto, nos encontramos frente a un error 
que contenido en la resolución judicial es susceptible de casación, por tanto, el error in iudicando se convierte así 
en una causal de casación. 
 
El tema de fondo en una litis se resuelve normalmente aplicando o interpretando una norma de derecho material 
o sustancial, si el juez comete alguna infracción en esta tarea, nos encontraremos frente a un error in iudicando. 
Esto quiere decir que la sentencia del juez de grado contiene una infracción a la norma material y este error 
afecta sustancialmente la decisión. 
 
En casación el error in iudicando perfila el fin nomofiláctico (defensa de la Ley) y protege el ius constitutionis. En 
nuestra sistema procesal este presentaba (modificado actualmente) tres manifestaciones: aplicación 
indebida,37 interpretación errónea38 e inaplicación39 de norma de derecho material, hoy esta taxatividad que 
presentaba la norma procesal original que regula el recurso de casación fue derogada, para referirse únicamente 
a una infracción normativa, la que tácitamente las incluye (ver artículo 386 del CPC). 
 
Con relación a lo señalado Monroy Cabra expresa que la ley sustancial es la que reconoce los derechos 
subjetivos de las personas, y la ley procesal la que los hace efectivos cuando han sido desconocidos o 
vulnerados. Esta causal (de casación) se refiere al error in iudicando o error jurídico. Este error jurídico puede 
ser de dos clases: a) referirse a la norma sustancial; y b) referirse a los hechos. Agrega que los requisitos de 
esta causal son dos: 1) que se viole la ley sustancial; y 2) que se produzca la violación por uno de estos tres 
modos: falta de aplicación, o aplicación indebida, o interpretación errónea. 40 
 
 
                                                           
37  “Se presenta cuando el juzgador aplica para resolver la controversia una norma que es impertinente, dejando de aplicar la 
que si es pertinente. La norma procesal establece el deber del impugnante no sólo de señalar cuál es a su criterio la norma 
impertinente o indebida sino también cuál sería la pertinente”. Casación No. 414-2005-LIMA, publicada el 02 abril 2007. “Para la 
causal de aplicación indebida se requiere la concurrencia de los siguientes requisitos: a) que el juez, a través de una valoración 
conjunta y razonada de las pruebas aportadas al proceso establezca determinados hechos relevantes del conflicto de intereses; 
b) que tales hechos establecidos, guarden relación de identidad con los supuestos fácticos de una norma jurídica determinada; c) 
que sin embargo, el juez, en lugar de aplicar esta última norma, aplique una distinta para resolver el caso concreto, vulnerando 
los valores y principios del ordenamiento jurídico, particularmente el valor superior de la justicia” Casación No. 2596-05-CUSCO 
publicada el 02 de abril 2007. 
38  “Existe interpretación errónea de una norma de derecho material cando concurren los siguientes presupuestos: a) el juez 
establece determinados hechos, a través de una valoración conjunta y razonada de las pruebas aportadas al proceso; b) que éstos 
así establecidos, guardan relación de identidad con los supuestos fácticos de una norma jurídica determinada; c) que elegida esta 
norma como pertinente (sólo ella o en concurrencia con otras) para resolver el caso concreto, la interpreta (y aplica); d) que en la 
actividad hermenéutica, el juzgador, utilizando los método de interpretación, yerra al establecer el alcance y sentido de aquella norma, 
es decir incurre en error al establecer la verdadera voluntad objetiva de la norma, con lo cual resuelve el conflicto de intereses de 
manera contraria a los valores y fines del derecho y, particularmente, vulnerando el valor superior del ordenamiento jurídico, como es 
el de la justicia”. Casación No. 2596-05-CUSCO publicada el 02 de abril 2007. 
39  “(…) el juez comprueba circunstancias que son supuesto obligado de la aplicación de una norma determinada, no obstante 
lo cual, no la aplica. El juez ha ignorado, desconocido, soslayado la norma pertinente. Este error se comete en la premisa de 
Derecho y generalmente se correlaciona con la aplicación indebida, pues si la norma aplicada es impertinente a la relación fáctica, 
es muy probable que el juez también haya dejado de aplicar aquella norma que es precisamente la adecuada”. 
40  Monroy Cabra, Marco Gerardo. Op. Citada. Pág. 363. 
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Sobre este particular Azula Camacho afirma que la actividad del juez se circunscribe a la administración de 
justicia, que supone la correcta aplicación del precepto al caso concreto debatido en el proceso. Quiere decir lo 
anterior que se aplica la disposición que regula la situación y no otra distinta y que si la norma es la correcta o 
indicada se le dé el alcance y contenido previstos. La inobservancia de cualquiera de esos aspectos determina la 
violación y configura la falta de aplicación, la aplicación indebida y la interpretación errónea. 41  
 
Si la infracción normativa de naturaleza sustantiva (error in iuidicando o error jurídico) afecta directamente la 
decisión el motivo de casación debe ser estimado, de lo contrario debe ser rechazado. 
 
 
9.2   El error in procedendo: 
 
El error in procedendo, llamado también error de actividad o de procedimiento, error por defectos de forma, error 
por violación de normas de procedimiento o formales.  
 
Se trata de errores o vicios que no tiene que ver con el tema de fondo, no están relacionados con la solución 
propiamente de la litis, pero, que su existencia puede afectar de manera definitiva la decisión. Sostiene Couture 
que este tipo de error consiste en  la desviación o apartamiento de los medios señalados por el derecho procesal 
para su dirección del juicio. Agrega que este error compromete la forma de los actos, su estructura externa su 
modo natural de realizarse. 42 
 
En estos errores la infracción es igualmente normativa como en el error in iudicando, aunque esta vez la 
infracción normativa recae en norma  de naturaleza procesal, de allí el nombre de error in procedendo. 
 
Si la norma sustantiva ayuda a resolver la litis, las normas procesales por su parte tienen como propósito que el 
procedimiento se encamine adecuadamente de tal forma que la decisión debe respetarlas para tener una 
sentencia formalmente válida. Este tipo de error se puede encontrar en la sentencia o en algún acto procesal 
determinado del tejido procesal. 
 
El error de naturaleza formal per se no afecta la decisión. Este error debe tener tal intensidad que sea capaz de 
convertir en nula la decisión tomada por el juez de grado, con lo cual tendríamos que no todos los errores in 
procedendo  tienen la posibilidad de generar la rescisión de la decisión, sino sólo aquellos referidos a normas 
que resultan esenciales para el procedimiento y que fueron omitidas (formalidades que resultan imprescindibles 
en el proceso).   
 
Por tanto, el error in procedendo para que se constituya en una causal de casación debe tener incidencia directa 
en la validez de la decisión judicial, es decir, debe haberse violentado o infraccionado la norma procesal de 
naturaleza imperativa de forma tal que convierte en ineficaz lo decidido, de lo contrario este motivo debe 
rechazarse.  
 
Así lo entiende también Berizonce al sostener que los motivos de casación por error in procedendo han de 
quedar restringidos al menoscabo de las formalidades sustanciales del juicio, por violación de los preceptos 
imperativos que se sustentan en el orden público del proceso. De ese carácter participan, en principio, sólo los 
vicios de la sentencia de los tribunales colegiados de grado. Los defectos de los 
                                                           
41  Azula Camacho, Jaime. Op. Citada. Pág. 362. 
42  Couture, Eduardo. Fundamentos del derecho procesal civil. Editorial Depalma. Buenos Aires 1985. Pág. 344. 
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 restantes  actos del proceso deben ser denunciados en las respectivas instancias, por manera que como regla 
no habilitan a la revisión extraordinaria, salo los supuestos de indefensión. 43 
 
Lo antes expuesto nos lleva a relacionar los errores o vicios in procedendo con la nulidad procesal, puesto que si 
finalmente el error es determinante para afectar la decisión, ésta debe ser rescindida (es nula). En tal sentido, 
uno de los efectos de casar una sentencia por errores in procedendo es la nulidad o rescisión de la misma.  
 
Pero, insistimos en señalar que es necesario que estos errores tenga el peso específico como para “dañar” lo 
decidido. 44  
 
Para saber si ello es así Falcón señala como necesario el revisar: 1) si el vicio está contemplado en la ley como 
para producir el efecto anulatorio, o aun tratándose de un vicio que no esté contemplado en la ley, el mismo 
resulte manifiesto de manera que aparezca como que impide continuar el proceso o ataca la validez de un acto 
porque el mismo no permite lograr la finalidad del sistema; 2) si el vicio tiene la entidad como para producir 
efecto anulatorio. Esto es, si la irregularidad afecta la finalidad del acto o produce indefensión (lo que significa la 
existencia de un interés jurídico) y no existe culpabilidad en el peticionante; 3) esos requisitos pueden, no 
obstante, carecer de eficacia si el acto se encuentra consentido, o el vicio no impide que el acto cumpla su 
finalidad. 45 
 
Cuando se hace valer el error in procedendo como causal o motivo de casación se peticiona a la Sala de 
Casación el control de la posible existencia de una infracción normativa de naturaleza procesal, se denuncia que 
la decisión del juez a-quo se encuentra afectada desde el punto de vista formal, este motivo de casación si es 
admitido generalmente trae consigo la nulidad de la decisión y se produce el reenvío. 
   
 
9.3   El error in cogitando: 
 
El error in cogitando es conocido como error lógico, error en el pensamiento, error de logicidad, entre otros. 
 
Se trata de un error en el que incurre el juez cuando al motivar o justificar las razones que lo llevan a tomar su 
decisión o al valorar la prueba afecta los principios lógicos (de no contradicción, tercero excluido, de identidad y 
de la razón suficiente) o las reglas de la experiencia.  
 
Para entender en todo su contexto este principio, debe quedar claro que la motivación de la sentencia será 
siempre coherente, no contradictoria, congruente, se requiere que la transmisión del pensamiento del juez sea 





                                                           
43  Berizonce, Roberto. La casación por quebrantamiento de las formas esenciales del juicio en la doctrina jurisprudencial. En 
Revista de Derecho Procesal. Editorial Rubinzal-Culzoni. No. 02 (Medios de impugnación. Recursos I). Págs. 331-352. 
44  Así lo ha establecido el legislador al modificar el artículo 386 del CPC peruano “El recurso de casación se sustenta en la 
infracción normativa que incida directamente sobre la decisión contenida en la resolución impugnada (...). resaltado nuestro. 
45  Falcón, Enrique M. El sistema y las nulidades. En Revista de Derecho Procesal 2007-1 (Nulidades). Editorial Rubinzal-
Culzoni. Págs. 15-22. 
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Cuando la sentencia presenta este tipo de problemas estamos frente al llamado error de logicidad, por lo cual se 
deduce que la sentencia no cumple con los parámetros mínimos de logicidad, aquí encontramos por ejemplo los 
problemas de motivación: aparente, insuficiente o defectuosa, entre otros supuestos. 46  
 
Tenemos entonces que el control de logicidad tiene como objetivo el cuestionamiento de la decisión judicial que 
contiene una motivación carente de arraigo lógico. Por ello, la sentencia debe cumplir con el deber de 
motivación, no solo desde el punto de vista formal (que se motive) sino igualmente desde el punto de vista lógico 
(sea lógicamente aceptable). 
 
La doctrina (fue tratada esta institución por Calamandrei en su obra cumbre de casación civil; teniendo como 
máximo cultor a Olsen Ghirardi y como seguidor de la misma a De la Rúa, con un amplio desarrollo en la 
jurisprudencia argentina) 47 lo ha considerado como una modalidad de error distinta y autónoma al error in 
iudicando e improcedendo, aunque en nuestro medio se ejercita en sede casacional a través del segundo 48 (ver 
también Casación No. 2581-2007-Arequipa, citada en este capítulo), teniendo aplicación en la práctica judicial, 
pese a que no tiene regulación legal expresa.  
 
Para determinar la validez del razonamiento del juez, es decir éste cumple con los estándares de una motivación 
correcta, no solo desde el punto formal sino también desde el aspecto lógico, se debe recurrir  a los principios 
que coadyuvan a realizar esta labor: el principio de verificabilidad y el principio de racionalidad. 49 
 
                                                           
46  “(…) La motivación de las resolución como vicio procesal, tiene dos manifestaciones: 1) la falta de motivación; y 2) la 
defectuosa motivación, la cual a su vez se subdivide en tres agravios procesales: a) motivación aparente; b) motivación insuficiente; y 
c) motivación defectuosa en sentido estricto. En ese sentido y coincidiendo con la doctrina, la motivación aparente se da cuando la 
decisión se basa en pruebas no actuadas o en hecho no ocurridos; la motivación insuficiente, que se presenta cuando vulnera el 
principio de la razón suficiente y la motivación defectuosa propiamente dicha, se presenta cuando el razonamiento del juez viola 
los principios lógicos y reglas de la experiencia, incurriendo en los que se denomina como “error in cogitando” o incoherencia; como ha 
sucedido en el presente caso, por las razones antes expuesta, lo que implica que se ha configurado la causal denunciada por error in 
procedendo”. Casación No. 2581-2007-Arequipa, publicada el 03.05.08.  
47  “[...] el control de los errores in cogitando [...] radica en definitiva en el examen de las reglas del pensar, o sea, si el 
razonamiento que efectúan los jueces inferiores es correcto formalmente desde el punto de vista lógico [...] Estos defectos formales no 
están precisamente referenciados a las formas exigidas en el procedimiento, sino a las formas esenciales de las reglas lógicas del 
pensamiento” Cámara 2° CC Córdoba, Sentencia N° 24 del 14/05/1992 en Autos: “Rodríguez Tomás D. C/ Cesar Bernardis y otro –
ordinario.” (Mayoría: Dres. Ortíz Araya-Agüero Piñero) (Minoría: Dr. Martínez Gavier). Sem. Jur. N° 907, 22/10/1992, página 49. Citada 
por Tosto, Gabriel “Recurso de casación, un método de impugnación extraordinaria en materia laboral, síntesis de una propuesta”. En 
www.eft.com.ar/doctrina/articulos. 
48  “(…) sobre la base de lo expuesto, mediante el control de logicidad, este Supremo Tribunal puede examinar el razonamiento 
que realizaron los jueces inferiores, para conocer si fue formalmente correcto desde el punto de vista lógico; de ello se deriva que, no solo 
la sentencia tiene que ser fundada sino que debe ser, en primer lugar, bien fundada formal y lógicamente, esto ,es que se muestre el 
itinerario del razonamiento para que se puede controlar (por las partes o por el juez superior) si el razonamiento ha sido correcto y ha 
observado las leyes del pensar. (Ghirardi, Olsen A. Lógica de la Casación – errores in cogitando. En Scritti in onor di Elio Fazzarali. Milán. 
Guifré editores. 1993. Volumen III, Pág. 494 a 495); por tanto, al haberse constatado la fractura lógica en la sentencia de vista, se ha 
incurrido en la causal denunciada por error in procedendo”. Casación No. 1793-2007-Puno, publicada el 30.11.07. 
49  “Condecor SA Cia. Financiera- Revisión del crédito del B.CR.A. en autos: Condecor SA Cia. Financiera- Quiebra solicitada 
por el B.C.R.A.- Recurso de Casación- Recurso Directo”, Sentencia Nº 36 del 24.IV.02. “La cuestión es que el mandato legal (arts. 
155, Constitución Provincial y 326, C.P.C.) no sólo se ve infringido cuando la referida exposición de motivos no exista, sino también 
cuando sea ilegítima o aparente porque ninguna de ellas alcanza para mantener el fallo. Así lo ha destacado la doctrina, afirmando 
que "Todo fallo debe respetar dos principios: a) el de verificabilidad; b) el de racionalidad. Es preciso que la sentencia sea una obra de 
la razón y es necesario que dicha racionalidad sea expresada en razonamientos que permitan verificar el itinerario mental del juez, es 
decir las razones que llevan al juez a la convicción de su juicio conclusivo". "Por ende, la motivación de la sentencia, la expresión de 
los fundamentos racionales del fallo, debe ser de tal naturaleza que no aparezca el cumplimiento de los principios exigidos, como de 
mera apariencia. En otras palabras, la observancia debe ser real, con el objeto de que las partes puedan contemplar el hilo del 
razonamiento, los hitos de su camino, verificar su corrección lógica y valorar su argumentación dialéctica. Las formulaciones de los 
juicios deben ser explícitas y claras y también, patentemente reales" (Olsen A. Ghirardi, La Ley Córdoba, 1990, pág. 123). Citado por 




El principio de verificabilidad, exige  que la motivación que se expresa en la sentencia pueda ser “verificada”, 
que se haya estructurado con claridad, sin el uso de un lenguaje ambiguo, oscuro, vago o tácito.  
 
El principio de racionalidad, requiere comprobar el acto de la razón que sustenta la decisión, desterrando 
cualquier tipo de arbitrariedad, que cumpla con los principios lógicos y las máximas de experiencia.  
 
De tal manera que el control de logicidad –afirma Andruet-, se cumple mediante la observancia de los dos 
principios –verificabilidad y racionalidad- y los defectos del último de los nombrados, se evidencia mediante la 
afectación a alguno de los principios lógicos. De esta manera, se procedió a efectuar una taxonomía que 
hasta la fecha sigue teniendo vigencia y a la que, la jurisprudencia del Alto Cuerpo se ha referido en 
incontables precedentes, esto es: a) Falta de motivación, b) Defectuosa motivación, en esta última a su vez se 
abren tres sub categorías: i) Aparente motivación, ii) Insuficiente motivación y iii) defectuosa motivación 
propiamente. 50 
 
Como podrá observarse de la experiencia jurídica local la clasificación ya esbozada, respecto a los defectos de 
motivación en las sentencias que generan error de logicidad fue asumida por  nuestra doctrina y jurisprudencia, 
con lo cual diremos que su concepción la debemos a la labor teórica de Olsen Ghirandi y al desarrollo 
jurisprudencial del derecho argentino. 
 
 
10.  El error de hecho y de derecho: 
 
En temas de casación existe una vieja discusión respecto de la posibilidad de revisar con el recurso de casación 
sólo el error de derecho (questio iuris) o si es admisible también proponer con este recurso la revisión del error 
de hecho (questio facti).  
 
Los hechos –sostiene Véscovi- son los acaeceres históricos que considera el Derecho con el fin de subsumirlos 
en la norma general y abstracta; se trata, por consiguiente, del hecho histórico que explicita las pretensiones de 
las partes, distinta de la cuestión de derecho, en que ella se funda y citando a Wach expresa que el error de 
hecho consiste en una falsa descripción del estado de cosas, mientras que el de derecho se origina cuando se 
aplica equivocadamente la ley a dicha situación. 51  
 
En sus orígenes la casación nació para dar respuesta únicamente al error de derecho, sólo era posible controlar 
los errores de derecho contenidos en la sentencia para resolver el litigio. La adaptación de la casación francesa 
a otros países fue cambiando esta óptica, como lo que ocurrió –en su momento- en España, abriendo la 
posibilidad de revisión de errores de hecho en sede casatoria, sobre todo en el tema de la apreciación de la 
prueba que tienen como resultado sentencias arbitrarias o absurdas (como se hace en Argentina). 
 
 Aunque debemos expresar que la mayoría de los estudiosos han señalado tajantemente que la apreciación de 
los hechos es tarea sólo de los tribunales de fallo no siendo posible su examen en casación. La teoría sobre este 






                                                           
50  Andruet, Armando S. Op. Citada. 
51  Véscovi, Enrique. Los recursos…., Op. citada. Pág. 244. 
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Dentro de la categoría de error de hecho y error de derecho, suelen hacer diversas clasificaciones. Así, el 
llamado error de derecho  puede presentarse en dos modalidades: Cuando la infracción se presenta en la norma 
procesal se llama error in procedendo (error de forma o de procedimiento), cuando es en la norma sustantiva o 
material se le conoce como error in iudicando, que se refiere a los errores de  derecho al juzgar.  
 
Ambos errores de derecho (el in iudicando  y el in procedendo) resultan habilitados para sustentar el recurso de 
casación, el primero, se puede decir estaría constituido por la infracción normativa que contiene una sentencia 
sobre el tema de fondo; el segundo, es la infracción normativa de naturaleza procesal que hace inviable la 
validez de la sentencia por temas de forma.  
 
Aunque debemos puntualizar algo importante, la infracción de naturaleza normativa para que sea declarado 
fundado el recurso de casación debe ser decisiva de tal forma que afecte la decisión, su influencia debe ser 
trascendente. Nuestra legislación señala “(…) infracción normativa que incida directamente sobre la decisión…” 
(Art. 386 CPC). 
 
Se sostiene en doctrina que la ley sustantiva se viola directamente a través de errores de hecho y de derecho. El 
primero consiste en tener como demostrado un hecho sin que exista prueba que lo establezca e inversamente 
en no estimar un hecho que está debidamente acreditado con su respectiva prueba. Se infiere, pues, que el error 
de hecho puede suceder de dos modos, positivo o negativo, según se estime  o deje de estimar un hecho. 52 
 
El error de derecho es, respecto de la casación sólo el relevante a los efectos del mantenimiento de la 
interpretación exacta de la ley como mandato general y abstracto, es decir, solo aquel error que no se limite a las 
consecuencias jurídicas concretas del caso singular, sino que implique la existencia o el significado de la norma 
jurídica, y como tal sea, susceptible de reproducirse por imitación o contagio, siempre que la misma norma 
jurídica pueda en el futuro ponerse en cuestión en casos similares.53 
 
El error de hecho se caracteriza por un inadecuado manejo de los hechos del proceso, por no haberlos fijado 
correctamente, por haberse valorado inadecuado el material probatorio al dar por probados hechos 
indebidamente o por haber omitido hechos probados, por pronunciarse sobre hechos no invocados por las 
partes, entre otros supuestos. El error en el trabajo de subsunción, no cabe duda se trata de un error de 
derecho, al igual que el error en la interpretación de la norma. 
 
Se puede establecer la existencia del error de derecho y de hecho utilizando la estructura del silogismo jurídico, 
el primero de ellos es posible encontrarlo en la premisa mayor, en la cual se ubica  la norma aplicable al caso, el 
error consistirá en elegir una norma que no es aplicable, se deja de aplicar la que corresponde, entre otros 
supuestos y la premisa menor encontramos a los hechos, apreciando este error básicamente por la falta de 
correspondencia entre los hechos del proceso (dados por probados o no) y los establecidos como supuesto de 
hecho de la norma. 
 
Entonces, tenemos que en la impugnación –en general- se pueden invocar errores de hecho (manejo 
inadecuado de los hechos, sentencia absurda o valoración arbitraria) y errores de derecho, dentro de éstos 
últimos los errores in iudicando, in procedendo. Igualmente se pueden invocar los llamados errores in cogitando.  
 
 
                                                           
52  Perea Valdivieso, Jesús María. “Lineamientos de casación”. Tesis de grado para obtener el título de Doctor en Ciencias 
Económicas y Jurídicas de la Pontificia Universidad Católica Javeriana – Colombia. Editorial Pax Ltda. Bogota s/a. Pág. 48. 
53  Calamandrei, Piero. La Casación Civil. Editorial Bibliográfica Argentina. Tomo II.  Buenos Aires 1961. Pág. 291. 
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Concretamente en casación la doctrina en general acepta sólo un control normativo de la sentencia así como el 
error del control lógico de la sentencia, excluyendo el elemento fáctico. Aunque existen posiciones discrepantes 
en este último elemento, al cual nos avocaremos en capítulos posteriores. 
 
 
11.  Funciones de la Casación:  
 
Trataremos de establecer en esta parte del trabajo en qué consistirían las funciones o fines de la casación a 
partir de los frondosos estudios de la doctrina y de nuestra jurisprudencia. 
 
La doctrina en general apunta como fines de la casación el control normativo, la correcta aplicación e 
interpretación del derecho objetivo, con lo cual se busca la unidad de la legislación y de la jurisprudencia 
(unidad jurídica), la seguridad del orden jurídico.  Según la doctrina la casación también tiene como fin la de 
hacer justicia al caso en concreto.  
 
Estos fines o funciones del recurso de casación fueron clasificados por la doctrina en: fin nomofiláctico 
(control del derecho material y procesal, buscando corregir las infracciones legales en las que incurre la 
sentencia, este fin se constituye para la defensa del derecho objetivo), fin uniformador (unidad de la 
jurisprudencia, buscando directrices jurisprudenciales que apunten a la predecibilidad de las decisiones, 
robusteciendo el principio de igualdad de los ciudadanos ante la ley y a la seguridad jurídica54) y el fin 
dikelógico (justicia al caso concreto, decisión justa para el litigante).55    
 
11.1  Función Nomofiláctica: 
 
El vocablo nomofilaquia proviene del griego y se puede dividir en dos: nomos que significa norma y filaké 
(otros autores dicen philasso) que tiene sentido de salvaguarda o defensa. 
 
En sentido etimológico la función nomofiláctica -se puede decir- está orientada a reseñar la defensa o 
salvaguarda de la norma, a cuidar la ley. 
 
Tradicionalmente se ha considerado a la finalidad nomofiláctica como aquella que se encarga del control 
normativo de las sentencias, con el objeto de preservar el ordenamiento jurídico, por ello se le ha relacionado 
a este fin con la defensa del derecho objetivo y por tanto con el ius constitutionis. 
 
Teniendo este sentido la función nomofilactica, la doctrina la encuentra muy relacionada con los inicios de la 
casación en Francia, en la que la decisión política buscaba proteger el ordenamiento jurídico de las 
decisiones de los jueces, evitando que éste la interprete y sólo la aplique, dándole finalmente la interpretación 
normativa al legislador. 
 
Finalidad nomofiláctica implica entonces una forma de control que se ejerce a través de la casación para la 
defensa del derecho objetivo, de aquellas decisiones que pretenden quebrar la unidad jurídica. 
                                                           
54  De la Plaza en relación a la casación y más precisamente sobre este aspecto, que si rectamente se le articula y endereza 
hacia sus fines propios, procura un medio insustituible de fiscalización de las actividades judiciales y de unificación jurisprudencial; con 
el que no sólo se logra certeza de las relaciones jurídicas, sino que se coloca a los justiciables en un plano de igualdad en relación con 
las normas jurídicas. Agrega que la seguridad jurídica y la igualdad ante la ley quedan servidas con la unidad del Tribunal y con la 
unificación de la jurisprudencia a cuya formación endereza sus actividades. De la Plaza, Manuel. La casación civil. Editorial Gráfica 
España. Madrid 1944. Pág. 14-15. 
55  “La casación es un recurso que tiene las siguientes finalidades: a) nomofiláctico, esto es, juzga el derecho material y 
procesal; b) uniformadora, es decir, tiende a la unificación de la jurisprudencia nacional; y c) dikelógica, vale decir, la aplicación de la 




Gonzales-Cuellar en una visión diferente del tema ha señalado que sobre la base de la Constitución y dentro 
del marco de una reforma global del proceso civil puede afirmarse que la finalidad de la casación habría de 
ser la unificación de la jurisprudencia, así como la protección de los derechos constitucionales y la depuración 
de los vicios procesales causantes de nulidad de actuaciones, con lo cual apreciamos que el citado autor no 
menciona a la función nomofiláctica para sustentar los fines de la casación. 56 
 
La finalidad que apunta al carácter público de la casación -según Azula Camacho- por interesarle a la 
administración de justicia y, concretamente, velar por la buena marcha de esta, comprende, a su vez, dos 
aspectos: a) la defensa de la ley o nomofilaquia, que pretende tutelar la norma y reparar la violación cometida 
por el juzgador de instancia; b) unificar la jurisprudencia nacional, trazando criterios que sirvan de rectores a 
los otros funcionarios de inferior jerarquía, lo cual se logra mediante la publicación de las sentencias. 57  
 
 
11.2  Función Uniformadora: 
 
Asimismo, la doctrina ha sostenido que el recurso de casación tiene –también- como finalidad la de lograr que 
el tribunal de casación vaya unificando sus decisiones, uniformizándolas, dando respuestas únicas a casos 
idénticos.  
 
Se trata de que el tribunal de casación al hacer control normativo de las sentencias vaya dictando sus 
decisiones, las cuales deben mantener un estándar de uniformidad. La idea es que se vayan dictando 
precedentes judiciales con directrices jurisprudenciales que orienten las futuras decisiones que emitan los 
jueces de fallo y de grado. 
 
Consideramos que el orden jurídico se ve respaldado de coherencia si las decisiones que emiten sus órganos 
jurisdiccionales son predecibles a partir de lo que resuelve el máximo órgano de casación. Por ello que se ha 
considerado que un sistema de casación sólo debe tener un tribunal que se encargue de dictar los 
precedentes y no varios, porque los criterios serían dispersos, quebrando el criterio de uniformidad. Esto 
ocurre por ejemplo en nuestra Corte Suprema en la cual existen dos Salas Civiles que conocen temas de 
casación, habiéndose encontrado posiciones discrepantes en diversos temas que han propiciado los llamados 
plenos jurisdiccionales (actualmente precedente judicial). 
 
Esta función de la casación brinda al justiciable la posibilidad de ser considerado como igual ante los otros 
sujetos que recurren al órgano jurisdiccional, esto significa que la función uniformadora hace viable el 
principio de igualdad ante la ley reconocido en el artículo 2 inciso 2 de nuestra Constitución. En materia de 
casación se entiende que las decisiones que emite la Sala de Casación con las que determina la aplicación e 
interpretación de una determinada ley para resolver un caso concreto sirva para ser aplicada de la misma 
forma en otros casos futuros con los que tenga identidad. Esta situación debe impedir que ante un caso con 
afinidades a otros ya resueltos pueda darse una solución distinta, evitando así la arbitrariedad. 58 
 
 
                                                           
56  Gonzales-Cuellar Serrano, Nicolás. “Fines de la casación en el proceso civil”. Op. Citada. 
57  Azula Camacho, Jaime. Op. Citada. Pág. 352. 
58  “El derecho reconocido en el artículo 2.2 de la Constitución, más que una igualdad ante la ley o igualdad en la ley, en 
realidad reconoce el derecho de “igualdad jurídica”. Una de las proyecciones de la igualdad jurídica, es su dimensión formal, lo 
constituye el derecho de igualdad en la aplicación de la ley. Con él tenemos expresado, que se garantiza que un juez, u órgano 
judicial, al decidir un caso, bajo un supuesto de hecho sustancialmente análogo a uno resuelto con anterioridad, y en el que se aplique 
la misma norma jurídica, no lo resuelva arbitrariamente en un sentido contrario”. STC 7289-2005-PA/TC (resaltado nuestro). 
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De otro lado, esta función de la casación sirva para dar fundamento a la seguridad jurídica de todos aquellos 
que se vean necesitados de recurrir al sistema de justicia para solicitar el otorgamiento de tutela jurídica. La 
seguridad jurídica  en un sistema judicial se aprecia cuando los órganos jurisdiccionales hacen predecibles 
sus decisiones, cuando el justiciable o el inversionista saben con anticipación, antes de llegar a ellos cómo es 
que la justicia formal viene resolviendo determinados casos. Esta situación ayuda a prevenir situaciones 
litigiosas, pues sabiendo cuál sería la respuesta del aparato judicial en determinados casos, se recurrirá sólo 
en casos necesarios al proceso judicial. Se brinda seguridad jurídica cuando es predecible la  actividad 
judicial. 59 
 
Aunque Vescovi vincula los elementos antes indicados a la función nomofiláctica, señalando que no hay duda, 
es la correcta aplicación de la ley en los fallos judiciales; con ello se busca el imperio  de la seguridad jurídica 
y la igualdad de los ciudadanos ante la ley y la defensa de la supremacía del órgano legislativo. Esta función 
perfila el carácter político del recurso y su naturaleza constitucional, como surge de las fuentes romanas (ius 
constitutionis) y en algunos Estados modernos. Es lo que Calamandrei llama función nomofiláctica. 60 
 
Sobre las funciones tradicionales del recurso de casación Jaime Guasp ha señalado que los fines enunciados 
–de índole política- no corresponden a un instituto procesal; el proceso, dice, no está destinado ni a la 
protección del ordenamiento jurídico, ni a la uniformización en la aplicación de la ley. 61  
 
 
11.3  Función dikelógica: 
 
Hasta aquí hemos visto sólo los fines tradicionales del recurso de casación, el vinculado al control normativo 
(nomofilaquia) y el uniformador (de la jurisprudencia nacional), ambos vinculados a sus propios origines –con 
el subsecuente elemento político-  y que se ha fue desarrollando a través de la doctrina y la jurisprudencia de 
los países en los cuales se implantó este recurso. Sin embargo, el desarrollo de la teoría procesal fue 
perfilando un tercer fin, con el que se buscaba proteger al litigante, cautelar sus intereses –privados, a 
diferencia de los intereses públicos de las funciones tradicionales- generando la posibilidad que ante el 
recurso de casación se busque hacer justicia al caso concreto, esta es la finalidad dikelógica.  
 
El aspecto dikelógico se vincula con el valor justicia, se refiere a la ciencia de la justicia, ya que dike proviene 
del griego que tiene ese significado: justicia.  
 
Esta finalidad tiene un conocido cultor en América Latina sobre todo para abordar los temas de control fáctico 
en casación, nos referimos a Hitters quien ha señalado que todo está vinculado –sin duda- a la concepción 
que se tenga respecto a la finalidad de la casación, pues si se estima que dicha institución ha sido instaurada 
para cumplir un mero control nomofiláctico, y para uniformar la jurisprudencia, es obvio que los hechos deben 
quedar a la vera de la inspección. En cambio, si se consider, como nosotros lo hemos reiterado, que la télesis 
dikelógica –de la justicia al caso concreto- constituye uno de los postulados liminares de la vía recursiva que 
venimos estudiando, fácil será concluir que la quesito facti no debe ser echada por la borda tan ligeramente 




                                                           
59  “El principio de seguridad jurídica forma parte consustancial del Estado Constitucional de Derecho. La predecibilidad de 
las conductas (en especial la de los poderes públicos) frente a los supuestos previamente determinados por el Derecho, es la garantía 
que informa a todo ordenamiento jurídico y que consolida la interdicción de la arbitrariedad”. STC 0016-2002-AI/TC  (resaltado 
nuestro). 
60  Véscovi, Enrique. Los recursos. Op. citada. Pág. 238. 
61  Véscovi, Enrique. Ibidem. Pág. 239.  
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 llevan a cabo funciones casatorias, porque así se atenta contra la solución equitativa de la litis singular. 62  
 
Bajo la apreciación de Véscovi el carácter jurisdiccionalista de la casación española, que se trasmite a 
nuestros regímenes y aparece en todos los modernos, le hace por lo menos agregar otro fin esencial. Es lo 
que Hitters menciona como función dikelógica, esto es, la de hacer justicia del caso concreto; apareciendo 
entonces como un medio impugnativo (recurso), impulsado por el particular que sufre un agravio de la 
sentencia (aunque éste suponga una violación de una norma de Derecho o de la doctrina legal o 
jurisprudencia dominante). 63 
 
Con lo cual tenemos que en el fin dikelógico hay un sujeto interesado en obtener una decisión que responda a 
sus intereses, esta será la parte que impugna la sentencia con el recurso de casación, quien a pesar de basar su 
impugnación en la necesidad de un control normativo, exige una respuesta justa del órgano jurisdiccional. Por 
ello es que se sostiene que la función dikelógica responde al llamado ius litigatoris o derecho del litigante.  
 
Un autor referente en los estudios de casación en España lo constituye Guasch quien afirma categóricamente 
que la uniformidad de la jurisprudencia es la finalidad  de la casación; aunque admite que la doctrina ha 
desarrollado ideas respecto a los tres fines ya mencionados. Para lo cual sostiene se ha podido afirmar incluso, 
que la casación cumple una finalidad trifásica que se concentraría en el control del derecho objetivo 
(nomofiláctica), la función uniformadora de la jurisprudencia (uniformadora) y la justicia del caso concreto 
(dikelógica). La nota determinante de la casación es la uniformidad, pues tanto la nomofiláctica como la de llegar 
a la justicia del caso concreto son generales a todos los órganos jurisdiccionales y en caso de la nomofiláctica, 
estimamos que se cumple con la uniformadora. 64 
 
En sede nacional el ex magistrado supremo Sánchez-Palacios Paiva tiene reservas respecto de esta tercera 
función hoy reconocida por la doctrina y la jurisprudencia, por lo cual ha precisado que el objeto fundamental 
de la casación tienen a la recta, verdadera, general y uniforme aplicación de las leyes y de las doctrinas 
jurídicas; de tal manera, que la casación, va más allá de los intereses particulares; tiene fines más 
ambiciosos, amplios y trascendentes que el de remediar la injusticia del caso particular. 65 
 
 
11.4 Los fines de la casación en el CPC peruano: 
 
Los fines de la casación fueron recogidos en nuestra legislación procesal desde la vigencia del Código 
Procesal Civil. 
 
El artículo 384 –texto originario- estableció que los fines de la casación civil eran “la correcta aplicación e 
interpretación del derecho objetivo y la unificación de la jurisprudencia”, el primero, como hemos visto es 
el nomofiláctico; y el segundo, es la función uniformadora. 
 
Con la ley que modificó el artículo 384 del CPC se han ratificado estos fines al precisar que los fines de la 
casación son: “(…) la adecuada aplicación del derecho objetivo al caso concreto y la unidad de la 
jurisprudencia de la nación”. 
 
 
                                                           
62  Hitters, Juan Carlos.  Técnica de los recursos extraordinarios y de la casación. Editorial Librería Editora Platense SRL. La 
Plata 1994. Pág. 430-431. 
63  Véscovi, Enrique. Op. Citada. Pág. 239. 
64  Guasch Fernández, Sergi. El hecho y el derecho en la casación civil. Editorial Bosch. Barcelona 1998. Pág. 408. 
65  Sánchez-Palacios Paiva, Manuel. El recurso de casación civil. Editorial Juristas Editores. Lima 2009. Pág.36. 
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Como vemos -desde el punto de vista legislativo- hay una sentida ausencia de la función dikelógica 
desarrollada por la doctrina, no obstante este elemento no fue extraño a la dogmatica interna ni a la propia 
jurisprudencia, recurriendo en varias oportunidades a su uso en casos concretos. 66 Aunque algunos han 
considerado que tiene una regulación implícita en el artículo 392-A que creó la posibilidad de admitir 
oficiosamente el recurso de casación cuando se deban cumplir con la finalidad del recurso de casación. 
 
En consecuencia nuestra legislación tiene reguladas las funciones tradicionales de la casación, esto es, la 
función nomofiláctica o de control normativo, llamada también de defensa del derecho objetivo y la función 
uniformadora, de unificación jurisprudencial, eje principal de la unidad jurídica. La finalidad dikelógica no tiene 
regulación concreta en nuestro medio aunque nuestros tribunales supremos la hayan usado en casos 
excepcionales. 
                                                           
66  “(…) si bien es cierto que excepcionalmente la Corte podría entrar a ejercer una función dikelógica en casos en los que 
exista arbitrariedad manifiesta, esta función sólo será ejercida cuando le haya sido propuesta adecuadamente por el recurrente bajo 
una denuncia in procedendo en la que se invoque expresamente lo que se conoce como la doctrina de la arbitrariedad o del absurdo; 
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CAPITULO VI: La congruencia en el proceso civil 
     
 
I. Del vocablo congruencia e incongruencia: 
Conforme al Diccionario de la Real Academia el vocablo congruencia deriva del latín congruentĭa. 
Significa conveniencia, coherencia, relación lógica. Los significados que brinda este diccionario en 
general no se encuentran muy alejados de la esencia de la institución jurídica que analizaremos 
brevemente en este trabajo. 
Por el contrario, el vocablo incongruencia (presentado como su contracara) puede tener usos y significados 
que  en la vida cotidiana lo hacen aparecer como un término que manifiesta algo negativo. A partir del citado 
diccionario la palabra incongruencia deriva del latín incongruentĭa,  que significa falta de congruencia y se 
refiere a un dicho o hecho faltos de sentido o de lógica. 
 
Entonces, tenemos que la incongruencia aparece en sentido coloquial como un vicio o atentado a la 
congruencia, ello se explica porque nos hemos familiarizado con el término “incongruencia” para sostener 
(por ejemplo) que la conducta de ciertas personas resulta “incongruente” con las ideas y principios que dice 
tener, lo cual se resume en que se dice una cosa y se hace otra. 
 
Así entendidas las cosas tenemos que el término incongruencia tiene un significado negativo en sentido 
coloquial, pero, como veremos, también se presenta la misma situación cuando se denuncia la 
incongruencia de determinados actos procesales. 
 
 
II. El principio de congruencia procesal: 
 
2.1.  Generalidades: 
 
Consideramos que el principio de congruencia procesal se encuentra interrelacionado con otros tópicos de 
mucha importancia en el Derecho Procesal, concretamente señalamos que éste se vincula estrechamente 
con el derecho a la motivación de resoluciones judiciales y a la búsqueda de una decisión que respete los 
parámetros de logicidad. 
 
No cabe duda que el principio de congruencia está ligado y forma parte del contenido esencial o 
constitucionalmente protegido del derecho a la motivación de resoluciones judiciales.1 Ya que el juez al 
realizar la motivación de sus decisiones no sólo debe cuidar que éstas sean lógicas sino también 
congruentes. La motivación se vaciaría de contenido si el razonamiento efectuado por el juez no soporta una 
test de logicidad y congruencia. 
 
Con lo cual sostenemos a priori que la motivación no se agota con la sola fundamentación fáctica y jurídica, 
sino que se requiere además que la argumentación que sustenta la misma debe ser congruente y lógica, la 
transmisión del pensamiento del juez al momento de resolver determinado petitorio debe cumplir con los 




2.2. El Derecho a resolución motivada, razonable y congruente: 
 
                                                           
1  Esto a partir de los criterios esbozados por el Tribunal Constitucional porque originariamente nuestra Corte Suprema 
consideraba una idea diferente: “El principio de congruencia de las resoluciones judiciales no está referido a la debida motivación 
de las mismas, sino a que lo resuelto por el juez debe guardar congruencia con las pretensiones de la demanda, lo cual si se ha 




Las sentencias se deben razonar, porque la racionalidad aplicada a los hechos que constituyen un requisito 
natural para que las partes conozcan los motivos que han provocado la persuasión y certeza representada 
en la decisión.2 
 
La motivación de las resoluciones judiciales es un aspecto que debe ser garantizado por cualquier  
Constitución en un Estado democrático y social de derecho, estos es, que sirva como garantía para que el 
justiciable sepa cuáles son los motivos que llevaron al juez a resolver en determinado sentido, evitando la 
arbitrariedad y el secretismo.  
 
Le corresponde al juez no sólo el deber de motivar sus decisiones, pero no para dar cuenta de un elemento 
formal de cumplimiento ineludible (pues puede ser una motivación aparente), sino que de su contenido se 
pueda verificar la existencia de una decisión no arbitraria. Con lo cual tenemos que la sentencia es válida 
sólo si cumple con el deber de motivación y que esta motivación forma parte esencial de toda resolución 
judicial. 
 
Una cosa es la motivación expuesta como signo, o como acto de comunicación de un contenido –señala 
Taruffo- y otra es la motivación como fuente de indicios. Para el primer segmento la sentencia se 
interpretará al conjuro de los intereses y en función de los instrumentos técnico-jurídico que elucubran el 
discurso; mientras en el segundo, el auditorio en general, la sociedad, examinará el discurso como fuente de 
indicios que dejarán traslucir los elementos que puedan haber influido sobre su redacción (vgr.: el nivel 
cultural y la opiniones del juez).3 
 
La tutela que otorga el Estado a través del proceso no se debe proveer de manera arbitraria, por el contrario 
las resoluciones que forman parte del proceso judicial (autos y sentencias) deben tener una motivación, 
razonable y congruente. Esto implica no sólo que las resoluciones judiciales tengan los fundamentos de 
hecho y de derecho (motivación que se exige en nuestro sistema de manera errada) sino que esta 
motivación sea razonable, es decir que cumpla con los principio lógicos (control de logicidad) y además que 
sean pronunciamiento congruentes. 
 
Desde el punto de vista de la lógica, la motivación para ser lógica, debe responder a las referidas leyes que 
presiden el entendimiento humano. Deberá tener, por lo tanto, las siguientes características: 1) debe ser 
coherente, es decir, constituida por un conjunto de razonamientos armónicos entre si, formulados sin violar 
los principios de identidad, de contradicción y del tercero excluido, para ello deben ser: congruentes, no 
contradictorias e inequívocas. 2) la motivación debe ser derivada, es decir, debe respetar el principio de 
razón suficiente, para lo cual el razonamiento debe estar constituido por inferencias razonables deducidas 
de las pruebas y de la sucesión de conclusiones que en base a ellas se haya determinando, a la vez que de 
los principios de la psicología y de la experiencia común. 3) finalmente, la motivación debe ser adecuada a 
las normas de la psicología y la experiencia común.4 
 
En este mismo sentido se ha pronunciado el Tribunal Constitucional en la STC No. 8123-2005-PHC/TC “uno 
de los contenidos esenciales del derecho al debido proceso es el derecho de obtener de los órganos 
judiciales una respuesta razonada, motivada y congruente con las pretensiones oportunamente deducidas 
por las partes en cualquier clase de procesos. La exigencia de que la decisiones judiciales sean motivadas e 
proporción a los términos del inciso 5 del artículo 139 de la Constitución, garantiza que los jueces, cualquiera 
que sea la instancia a la que pertenezcan, expresen la argumentación jurídica que los ha llevado a decidir 
una controversia, asegurando que el ejercicio de la potestad de administrar justicia se haga con sujeción a la 
Constitución y a la ley; pero también con la finalidad de facilitar un adecuado ejercicio del derecho de 
defensa de los justiciables. En suma garantiza que el razonamiento empleado guarde relación y sea 




                                                           
2  Gozaini, Osvaldo Alfredo. El debido proceso. Editorial Rubinzal Culzoni. Bs. As. 2004. Pág. 422. 
3  Citado por Gozaini en El debido proceso. Op. Citada. Pág. 440. 
4  De La Rúa, Fernando. El Recurso de Casación. Editorial Víctor P. de Zavalía. Buenos Aires 1968. Pág. 180 a 185. 
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2.3 La congruencia como principio esencial del proceso: 
 
Conforme a la doctrina este principio tiene origen en las Partidas, concretamente en la Ley 16 Título 22 de la 
Partida III “non debe valer el juyzio que da el juzgador sobre cosa que fue demandada ante él…”, siendo 
recogido por la Ley de Enjuiciamiento Civil de España de 1881 en su artículo 359 “las sentencias deben ser 
claras, precisas y congruentes con las demás pretensiones deducidas oportunamente en el pleito”. 
 
Comúnmente el Principio de Congruencia se han entendido a través del aforismo ne eat judex ultra petita 
partium, el cual implica que el Juez no puede dar a las partes más de lo que piden, es decir que se ha 
restringido este principio a la identidad entre lo resuelto y lo pedido por el actor (en la demanda) y el 
demandado (en la contestación). Si no se produce esta identidad –entre lo pedido por las partes y lo 
concedido por el Juez- se habla de una decisión judicial incongruente.5  
 
Entonces, la palabra clave en la congruencia es la correspondencia, identidad, adecuación entre dos 
elementos: la pretensión y lo que se decide de ella en la sentencia, la que se puede entender según Karla 
Vilela6 en tres vertientes: i) la adecuación de la sentencia a las pretensiones de las partes; ii) la correlación 
entre las peticiones de tutela y los pronunciamiento del fallo; iii) la armonía entre lo solicitado y lo decidido. 
 
Según Ezquiaga el parámetro para apreciar la congruencia o incongruencia de la decisión judicial es, 
respectivamente, la “adecuación” o “ajuste” y el “desajuste” o “discordancia” entre la parte dispositiva de la 
sentencia, de un lado, y la cuestión planteada en el proceso, de otro. Este segundo elemento de la 
comparación para determinar si la decisión ha incurrido o no en incongruencia es el que plantea más 
problemas para su determinación, ya que es el que va a fijar los contenidos que obligatoriamente debe 
incorporar la sentencia para no incurrir en incongruencia. 7 
 
Cierto es que la congruencia –afirma Enderle- aparece entonces como coherencia o correspondencia lógica, 
como comparación o confrontación entre lo peticionado por las partes y la parte dispositiva de la resolución. 
No significa acogimiento de lo solicitado, sino pronunciamiento acerca de lo requerido. El tribunal, en 
consecuencia, deberá decidir conforme al objeto del proceso (pretensión-oposición) y la sentencia –lato 
sensu- que emita o dicte. 8 
 
El principio de congruencia responde al fenómeno que se presenta en el proceso civil, el cual por su 
naturaleza responde a ser público, por estar regido por normas procesales que tienen esta cualidad; sin 
embargo, lo que se discute dentro de él son intereses privados, que corresponden estrictamente a las 
partes, por eso se dice que el juez resuelve intereses de privados, por lo cual, no puede ir más allá de lo que 
le piden y discuten las partes, no obstante es necesario mencionar que el proceso también tiene conexión 
con intereses públicos, pues le interesa la comunidad tomar conocimiento de cómo vienen resolviendo sus 
jueces en casos concretos, buscando establecer una predicibilidad de las decisiones judiciales y controlando 
la función jurisdiccional.9 Este principio es considerado en la  
 
                                                           
5  “El principio de congruencia de las resoluciones judiciales no está referido a la debida motivación de las mismas, sino 
a que lo resuelto por el juez debe guardar congruencia con las pretensiones de la demanda, lo cual si se ha producido en el caso 
de autos”. Casación No. 1993-2000-Ucayali, publicada en el Diario Oficial “El Peruano” el 02.01.00. 
6  Vilela Carbajal, Karla Patricia. “Revisión en casación de vicio de nulidad procesal por incongruencia extra petita” en 
Jus Jurisprudencia No. 08, agosto de 2008. Pág. 93 a 118. 
7  Ezquiaga Ganuzas, Francisco Javier. Iura novit curia y aplicación judicial del derecho. Editorial Lex Nova. Valladolid 
2000. Pág.42. 
8  Enderle , Guillermo Jorge. La congruencia procesal. Editorial Rubinzal-Culzoni. Santa Fe 2007. Pág.57. 
9  “El principio de congruencia constituye un postulado de lógica formal que debe imperar en todo orden de 
razonamiento, toda vez que el juez debe decidir según las pretensiones deducidas en el juicio y en armonía con la relación 
jurídica procesal establecida, sin alterar ni modificar los aspectos esenciales de la materia controvertida, en esto se sustenta la 
garantía constitucional de este abundamiento que impide al juez fallar sobre puntos que no han sido objeto del litigio, tanto más si 
la litis fija los límites y poderes del juez”. Casación No. 1486-1998-Callao, publicada en el Diario Oficial “El Peruano” el 08.12.98. 
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doctrina como una manifestación del principio dispositivo.10Aunque otros autores como Serra Domínguez 
han expresado más bien que este principio descansa en todos los principios que integran el proceso, 
aunque es más evidente en el principio dispositivo y en el de contradicción. 
 
La doctrina lo reconoce como principio procesal de congruencia, aunque otros prefieren llamarle norma, aquí 
encontramos a Andrés De la Oliva quien lo define como la norma que expresa los límites del juicio 
jurisdiccional, esto es, el ámbito que debe alcanzar y el que no debe sobrepasar la sentencia, 
fundamentalmente en el ámbito volitivo (de los pronunciamientos del fallo), pero también en el intelectual y 
lógico (de los fundamentos del fallo). 
 
Se puede decir citando a Guasp que la congruencia se define como la conformidad que debe existir entre la 
sentencia y la pretensión o pretensiones que constituyan el objeto del proceso, más la oposición u 
oposiciones en cuanto delimitan ese objeto.11 
 
Este principio procesal tiene otras aristas, pues esta falta de identidad se puede dar entre lo resuelto y lo 
pedido, pero asimismo puede estar referido a las partes, como también a los hechos de la litis, en la primera 
estamos ante la incongruencia objetiva12, en la segunda a la incongruencia subjetiva y en la tercera a la 
incongruencia fáctica. En resumen, hay una exigencia impuesta al juez en el proceso, la de establecer 
siempre una identidad respecto a las pretensiones, partes y hechos del proceso y lo resuelto en la 
sentencia. 13  
 
 
III. Manifestaciones de incongruencia en el proceso civil: 
 
3.1 Incongruencia con relación a la pretensión procesal: 
 
En este tipo de incongruencia se aprecia una disfunción en el manejo de las pretensiones, un tratamiento 
inadecuado por parte del juez con respecto a los elementos objetivos y subjetivos de la pretensión procesal: 
el petitorio, la causa petendi y elementos subjetivos de la pretensión (demandante y demandado). 
 
Para conocer cómo se manifiesta el principio de congruencia en el proceso civil a partir de la figura de la 
pretensión procesal, debemos hacer un análisis de las situaciones patológicas que genera más bien su 




                                                           
10  “Nuestro sistema procesal se basa en el principio dispositivo pues el juez puede brindar tutela jurídica solo a iniciativa 
de parte y, por lo mismo, resulta vigente el principio de congruencia procesal, por el cual se exige al juez que no omita, altere o 
exceda las peticiones contenidas en el proceso que resuelve (Casación No. 1453-1999-Lima, publicada en el Diario Oficial “El 
Peruano” el 20.01.00). 
11  Guasp, Jaime. Derecho Procesal Civil. Editorial Instituto de Estudios Políticos. Tomo I. Madrid 1968. Pág. 517. 
12  “De lo expuesto se advierte que no ha sido demandada la nulidad del asiento registral de inscripción de la donación a 
favor de la Asociación recurrente; efectivamente el A-Quem ha resuelto extra petita, por lo que la recurrida ha incurrido en causal 
de nulidad prevista en el artículo122 inciso 3 del C.P.C., quebrantándose el principio de congruencia procesal, al respecto el 
tratadista Colombiano Hernando Devis Echandía señala que existe esta incongruencia cuando el sentenciador sustituye una de 
las pretensiones del demandante por otra o cuando además de otorgar las primeras concede algo adicional, y cuando se otorga 
lo pedido, pero por otra causa petendi diferente a la invocada”. Casación No. 3148-99-Ayacucho, publicada en el Diario Oficial “El 
Peruano” el 25.08.01. 
13  “El agravio referente a la contradicción en los considerandos de las resoluciones judiciales no constituye en estricto 
afectación al principio de congruencia, pues el citado principio se refiere a otras situaciones en las que no existe identidad entre 
lo que se peticiona en la demanda y lo que resuelve en juez en la sentencia, como son los casos de los fallos ultra, infra o extra 
petita”. Casación No. 3267-99-Lima, publicada en el Diario Oficial “El Peruano” el 02.01.01. 
14  En nuestro medio la profesora Vilela señala que no todos los supuestos que la ley establece como infracción del deber 
de congruencia, pueden estimarse como clases de incongruencia. La incongruencia por ultra petita y extra petita son en rigor los 
únicos defectos de incongruencia judicial y consecuentemente de alteración del llamado principio dispositivo. La llamada 
incongruencia por omisión de pronunciamiento no entraña defectos de incongruencia, sino más bien engendra la infracción de 
deberes atenientes al ejercicio de la actividad jurisdiccional, entre ellos, el de administrar tutela judicial efectiva. Vilela Carbajal, 
Karla. Op. Citada.  
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3.1.1. Incongruencia Objetiva: 
 
En la incongruencia objetiva existe un divorcio entre lo resuelto por el juez y lo que es objeto del proceso, 
es decir,  con petición expresa de la demanda (pretensión), lo expuesto como defensa por el demandado 
(contestación y reconvención). Esta incongruencia se presente de tres formas, la citra petita, la extra petita 
y la ultra petita. Cabe aclarar que esta nomenclatura la asumimos, siendo conscientes que la doctrina utiliza 
muchas veces otras, pero, que en su contenido expresan la misma idea. 15 
 
 
3.1.1.1. Citra Petita: 
 
Llamada también incongruencia infra petita. La incongruencia citra petita, se da cuando el juez en su 
decisión final no emitió pronunciamiento sobre alguna de las pretensiones propuestas por las partes o sobre 
un punto controvertido. Esta omisión pone en evidencia la falta de identidad entre lo resuelto y lo pedido por 
las partes. Ej. Si la demanda contiene una acumulación objetiva, originaria y accesoria de pretensiones, 
digamos como pretensión principal la resolución contractual y como pretensión accesorio la de 
indemnización por daños y perjuicios, sin embargo, el Juez sólo resuelve la primera obviando la segunda, en 
tal caso la incongruencia objetiva será citra petita. 
 
En este tipo de incongruencia se manifiesta como una omisión de pronunciamiento, esta omisión quiebra la 
identidad entre lo pedido y lo resuelto (si fueran pretensiones) o la falta de correlación entre los puntos 
controvertidos fijados y los resueltos en la decisión (pues, se deben resolver todos, sin excepción). 
 
La incongruencia citra petita es en realidad un supuesto de incongruencia omisiva en la que el juez guarda 







                                                           
15  La ejecutoria analizada por ejemplo utiliza la siguiente clasificación:  a) la sentencia ultra petita, cuando se resuelve 
más allá del petitorio o los hechos; b) la sentencia extra petita, cuando el juez se pronuncia sobre el petitorio o los hechos no 
alegados; c) la sentencia citra petita, en el caso que se omite total pronunciamiento sobre las pretensiones (postulatorias o 
impugnatorias) formuladas; d) la sentencia infra petita, cuando el juzgador no se pronuncia sobre todos los petitorios o todos los 
hechos relevantes del litigio. Aunque ya se había sostenido una idea similar en la Casación 1967-2007-Lima, publicada el 
30.11.07: “(…) entonces, la infracción a este principio determina la emisión de sentencia incongruentes, tales como: a) la 
sentencia ultra petita, cuando se resuelve más alla del petitorio o de los hechos comprobados; b) la sentencia extra petita, 
cuando el juez se pronuncia sobre una pretensión no demandada o por hechos no alegado, o cuando la decisión jurisdiccional 
está referida a una persona ajena al proceso; c) la sentencia infra petita, cuando el juzgador no se pronuncia sobre todos los 
petitorios o todos los hechos relevantes del litigio; omisiones y defectos que infringen el debido proceso. En tal sentido, se 
advierte que la sentencia de vista recurrida vulnera el principio de congruencia procesal, incurriendo en un fallo infra petita, que 
deviene en un error in procedendo”. 
16  Hay que tener en cuenta que este Tribunal, respecto de la incongruencia omisiva, ha señalado en la STC 1333-2002-
AA/TC: “Que el derecho a la tutela judicial efectiva incluye como contenido básico el derecho de obtener de los órganos judiciales 
una respuesta razonada, motivada, fundada en derecho y congruente con las pretensiones oportunamente deducidas por las 
partes, de modo que cuando la sentencia o la resolución que ponga fin al proceso guarde silencio o no se pronuncie sobre alguna 
de las pretensiones planteadas por las partes, dejando imprejuzgada o sin respuesta la cuestión planteada a la consideración del 
órgano judicial, se produce una incongruencia omisiva o ex silentio, siempre que el silencio judicial no pueda razonablemente 
interpretarse como una desestimación tácita, cuya motivación pueda inducirse del conjunto de los razonamientos contenidos en 
la resolución”. Del mismo modo, la STC 4295-2007-PHC/TC señala que: “El incumplimiento total de dicha obligación, es decir, el 
dejar incontestadas las pretensiones, o el desviar la decisión del marco del debate judicial generando indefensión constituye 
vulneración del derecho a la tutela judicial y también del derecho a la motivación de la sentencia (incongruencia omisiva)”.Cabe 
mencionar que: “[…] Desde la perspectiva constitucional, para que la incongruencia por citra petita u omisión del pronunciamiento 
adquiera relevancia constitucional y pueda ser constitutiva de una lesión del derecho a la tutela judicial efectiva, se requiere que, 
por dejar imprejuzgada la pretensión oportunamente planteada, el órgano jurisdiccional no tutele los derechos e intereses 
legítimos sometidos a su jurisdicción, provocando con ello la denegación de la justicia solicitada, lo que lesiona el derecho a la 




3.1.1.2.  Extra Petita: 
 
La incongruencia extra petita17 se presenta en un proceso cuando el Juez al emitir pronunciamiento decide 
sobre un pedido o pretensión no propuesta por las partes, es decir decide sobre algo que no fue discutido en 
el proceso por las partes, en consecuencia se aparta del thema decidendum. Ej. Cuando se demanda la 
ejecución de Cláusula Penal y el demandado no solicita su reducción y el juez, declara fundada la demanda 
ordenando la ejecución de dicha Cláusula Penal, sin embargo, decide que ésta se debe ejecutar en un 
monto menor al pactado por las partes, en este caso la incongruencia objetiva se presenta, ya que el Juez 
resuelve algo no fue pedido formalmente por las partes (reducción de Cláusula Penal). 
 
Esta disfuncionalidad tiene como elemento central el exceso, esto es, nos encontramos frente a un supuesto 
en el cual el pronunciamiento excede a lo pedido por las partes (del petitorio o los hechos, por lo cual, puede 
ser objetiva y subjetiva la incongruencia). 
 
Se incurre en esta incongruencia –expresa Vilela- cuando una sentencia concede algo que no es 
precisamente lo que se ha pedido por alguna de las partes o bien se hace una declaración que no se 
corresponde con las pretensiones deducidas por las partes. En el orden procesal y, en concreto, en la 
resolución judicial, la autonomía señalada se manifiesta en el sometimiento del juez a lo estrictamente 
solicitado por las partes en el proceso. 18 
 
Devis Echandía19 sostiene que se produce tal incongruencia cuando el sentenciador sustituye una de las 
pretensiones del demandante por otra y cuando, además de otorgar las primeras, concede algo adicional.  
 
Por su parte Peyrano precisa: la incongruencia objetiva extra petita se da cuando el órgano jurisdiccional 
otorga algo que no ha sido impetrado por las partes; en tanto que la habrá citra petita si aquel omite 
pronunciarse sobre la viabilidad de alguno de los pedidos deducidos. 
 
Esta modalidad de incongruencia tiene excepciones, pues el Juez puede emitir pronunciamiento sin que se 
hayan demandado cuando la ley lo autoriza, por ejemplo en los procesos de divorcio o separación 
convencional, donde si no se demanda alimentos, tenencia o régimen patrimonial el Juez está obligado a 
pronunciarse sobre ellos de manera positiva o negativa en la sentencia, siempre que no haya una sentencia 
emitida sobre estos aspectos en otro proceso.  
 
Conforme a nuestra legislación (Código Civil) se pueden presentar excepciones a esta forma de 
incongruencia: artículo 66 (referida a que el Juez puede declarar la declaración de ausencia aun cuando se 
haya demandado la muerte presunta), 358 (Cuando el Juez declara la separación de los cónyuges aun 
cuando se hubiere demandado el divorcio) y 220 (declaración de nulidad del acto jurídico por el juez cuando 
resulte manifiesta) del Código Civil. Aunque este supuesto resulte bastante discutible. El juez resuelve -
autorizado por la norma jurídica, ope judicis- una pretensión distinta a la postulada, haciendo caer la rigidez 





                                                           
17  “Del tenor de la demanda incoada por el accionante se aprecia que ésta, a parte de la pretensión señalada en el 
considerando precedente no incluyó como pretensión la nulidad de los actos jurídicos contenidos en los mencionados 
instrumentos públicos, sin embargo, el Colegiado al emitir la sentencia se ha pronunciado respecto a los requisitos de validez de 
dichos actos jurídicos, incluso aplicando normas referidas a la simulación de los mismos, concluyendo que éstos no adolecen de 
causal de nulidad o anulabilidad; lo que como ya se ha mencionado no es materia demandada por el accionante… en ese sentido 
la Sala de Revisión ha emitido una sentencia extra petita, vulnerando lo establecido por el artículo 7mo. Del T.P. y artículos 22 
inciso 4to. del C.P.C., configurándose la causal contemplada en el inciso 3º. Del artículo 386  del Código Acotado”. Casación No. 
225-00-Callao, publicada en el Diario Oficial “El Peruano” el 02.01.01. 
18  Vilela Carbajal, Karla Patricia. Op. Citada. 




No se produce incongruencia extra petita, cuando el juez resuelve una pretensión que no fuera demandada, 
siempre que la misma esté referida a una acumulación legal accesoria de pretensiones, por ejemplo  los 
intereses legales que se generan cuando es declarada fundada la demandada de indemnización por 
responsabilidad civil extracontractual, pues el juez debe pronunciarse sobre ellos sin que exista pedido 
expreso (Artículo 1985 de CC). 
 
La doctrina alienta la idea de incongruencia extra petita cuando el juez dejando de lado lo pretendido y 
discutido resuelve una pretensión diferente, aunque también ésta situación resulta implícita cuando se 
resuelve una pretensión no demandada. Por la incongruencia extra petita se entiende también que el juez 




3.1.1.3. Ultra Petita: 
 
En la incongruencia ultra petita20, es cuando el juez otorga más de lo que realmente pidieron las partes, el 
criterio que se maneja en esta incongruencia para poder determinar cuándo se da más de lo pedido por las 
partes, es un criterio cuantitativo, es decir, basado en el quantum o monto del petitorio. Así si el 
demandante pide que el demandado le pague la suma de como S/. 10.00 entonces el Juez no debe tomar 
una decisión donde se le reconozca un pago mayor al demandante que el solicitado, como por ejemplo 
ordenar el pago final de como S/. 15.00; sin embargo, el Juez en su pronunciamiento sí puede reconocer a 
favor del actor una suma menor (como de S/. 8.00), esto como resultado de que en el debate procesal se 
haya logrado probado que no le corresponde al actor el pago total, sino una suma menor,  en tal caso no 
hay incongruencia ultra petita.  
 
Aunque cabe dejar sentada la posición de la doctrina que sostiene que la incongruencia extra petita equivale 
a resolver una pretensión no demandada, distorsionando lo peticionado; en tanto que la incongruencia ultra 
petita es la que resuelve más allá de lo pedido, es decir, pronunciarse sobre algún aspecto que no fue 
postulado como petición. Es una incongruencia por exceso a diferencia de la anterior que es por omisión. 
 
Hay incongruencia objetiva por exceso -sostiene Peyrano- y por ende resolución ultra petita, cuando el 
órgano jurisdiccional concede más de lo reclamado; en tanto que habrá por defecto cuando el tribunal, sin 
razón verdadera, otorga menos de lo reclamado.21 
 
Esta incongruencia no funciona en el proceso laboral, donde el juez puede dar una suma mayor de la 
solicitada por el trabajador, si por disposición de la ley le corresponde el pago de una suma mayor por 
beneficios sociales, indemnización por despido arbitrario, horas extras,  u otros conceptos, en la práctica se 
presenta este fenómeno, cuando la liquidación acompañada a la demanda no se ajusta a lo establecido en 
la norma laboral concreta, por lo cual el juez está obligado a realizar un recálculo, lo que pone en evidencia 
que aun en estos casos el tema es cuantitativo. 
 
Esto significa que el juez laboral en nuestro sistema se encuentra autorizado para dictar sentencia ultra 
petita visadas por la norma procesal (artículo 48 inciso 3 de la LPT). No obstante debe quedar claro que el 
juez laboral también se encuentra prohibido de emitir sentencia con incongruencia extra petita, pues no 
puede declarar fundado un concepto remunerativo o similar que no haya sido expresamente demandado. 
  
 
                                                           
20  Aunque nuestra Corte Suprema vincula la extra petita con la ultra petita: “El auto que resuelve esta nulidad de 
actuados y la resolución de vista que la confirma, han sido más allá del petitorio de la nulidad, porque no sólo han resuelto la 
nulidad de la resolución número 01, sino que renovando el acto procesal han declarado improcedente la demanda, por lo que 
dicho auto resulta ultra petita. Casación No. 2106-99-Huanuco, publicada en el Diario Oficial “El Peruano” el 08.01.00. La 
profesora Vilela señala que la diferencia entre extra petita respecto de la ultra petitum radica en que en la incongruencia extra 
petita se requiere que se haya resuelto positivamente sobre todas las pretensiones deducidas por las pares y que, además, se 
haya otorgado algo no pedido por ellas. Vilela Carbajal, Karla Patricia. Op. Citada. 
21  Peyrano, Jorge. EL Proceso Civil, principios y fundamentos. Op. citada. Pág. 66. 
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Estas clasificaciones22 pueden generar una confusión, por lo cual proponemos dos modalidades de 
incongruencia, la primera es la incongruencia por exceso cuando se presenta la incongruencia extra 
petita, es decir, cuando se resuelve una pretensión diferente a la postulada, se le llama también 
incongruencia por desviación de lo pedido. Puede darse el exceso en la incongruencia ultra petita, 
incluyendo la del quantum, es decir cuando se da más de lo pedido, llamada también incongruencia positiva 




3.1.2 Incongruencia Subjetiva: 
 
Esta incongruencia está referida a los sujetos del proceso, es decir a los sujetos que integran la relación 
jurídica como demandante y demandado. Partiendo del aforismo res inter alius acta (tomada del derecho 
civil), para especificar que los efectos directos de la sentencia sólo deben afectar a las partes del proceso; 
pero, admitiendo también la generación de efectos reflejos de la decisión judicial. 
 
Refiere la doctrina que se habla de incongruencia subjetiva, cuando la decisión judicial no emite 
pronunciamiento sobre alguno de los sujetos de derecho que conforman la parte activa o pasiva del proceso 
(omisión, citra petita) o esta decisión emite pronunciamiento a favor o en contra de un tercero que no formó 
parte de la relación jurídica procesal por falta de emplazamiento (exceso, extra petita), en este último caso 
estaremos asistiendo a la vulneración del Principio de Bilateralidad o Audiencia, aunque como hemos ya 
señalado, este segundo supuesto puede estar coberturado por una excepción, cuando se trata de los 
efectos reflejos de la decisión. 
 
Se produce este tipo de incongruencia, cuando se emite sentencia a favor o en contra de quien no era parte 
del proceso o no se comprende en la sentencia a quien sí fue parte del mismo. 
 
La sentencia habrá  de tener en cuenta –sostiene Enderle- a los sujetos integrantes de la relación jurídica 
procesal , o sea a aquellos que revisten la calidad de partes –no a los representantes- sea a aquel que 
pretende (parte actora) o frente a quien se pretende (parte demandada, tanto sea el comienzo del proceso, 
como con posterioridad). Consecuentemente, el elemento subjetivo parece alterado cuando se involucra –
condenando o absolviendo- a alguna persona que no ha sido parte en el proceso como demandado o 
reconvenido, afectándose el derecho a ser escuchado y por ende la garantía de la defensa en juicio, o bien 
se favorece a alguien como demandante o reconviniente , cuando no lo fue, con detrimento también en la 
posición de aquél. 24 
 
Una sentencia que se pronuncie respecto a sujetos que no han sido partes es, simplemente, una sentencia 
ineficaz e incongruente. Pero ya no sólo se exige identidad de sujetos, sino identidad de su calidad. Aunque 
siempre hay que tener en cuenta las posibles intervenciones de terceros como litisconsortes (tanto 
facultativos como necesarios) que se podría haberse integrado en el proceso. 25  
 
                                                           
22  El vicio de incongruencia puede exteriorizarse, por regla, tanto al decidir cuestiones ajenas o distintas a las 
peticionadas temporáneamente por las partes (extra petita); omitir decisión respecto a cuestiones planteadas en tiempo y modo 
oportuno (citra petita) o, rebasar o exceder el contenido del a pretensión u oposición añadiendo algo no solicitado, no obstante 
haber sido cumplidos los requisitos de actividad requeridos para esos actos (ultra petita). Enderle , Guillermo Jorge. Op. Citada. 
Pág. 103. 
23  Ezquiaga precisa que en realidad las clases de sentencia incongruentes pueden reducirse a dos: las que se 
pronuncian sorpresivamente sobre pretensiones no planteadas ni, por tanto, debatidas por las partes en el proceso 
(incongruencia extra petita), y las que omiten pronunciarse sobre pretensiones alegadas por ellas (incongruencia “omisiva”) 
independiente de que el primer tipo de incongruencia se presenta habitualmente unido con el segundo, es decir, la decisión 
judicial resuelve cuestiones no debatidas y simultáneamente, deja de resolver cuestiones debatías (sería incongruencia “por 
error”), es un vicio de la sentencia menos frecuente que el segundo. Ezquiaga Ganuzas, Francisco Javier. Op. Citada. Pág. 46. 
24  Enderle, Guillermo Jorge. Op. Citada. Pág. 106. 





Este principio tiene restricciones en materia laboral, cuando se trata de proteger al trabajador contra un 
empleador que pretende burlar los derechos o créditos laborales de éste, como por ejemplo por la aplicación 
del Principio Laboral de Persecutoriedad del Negocio, también se le conoce como despersonalización del 
empleador, es decir, cuando el empleador realizando maniobras legales pretende la modificación del 
régimen de propiedad de la empresa con el afán de rehuir a las obligaciones laborales, esto quiere decir que 
la cosa juzgada persigue al empleador del trabajador aunque este pretenda esconderse tras argucias 
legales y por ende evitar la responsabilidad derivada de la relación laboral.  
 
Se presenta esta situación cuando el empleador fue declarado insolvente y por ello se procedió a la 
disolución y liquidación de la empresa o el incumplimiento de las obligaciones laborales con los trabajadores 
porque el empleador incurrió en simulación o fraude a la ley, transfiriendo sus activos a otras empresas o a 
terceros o cuando busca generar causales simuladas para el cierre del centro de trabajo. Estas situaciones 
las encontramos reguladas en el artículo 3 del D. Leg. 856, referido a los Créditos Laborales.  
 
 
3.1.3 Incongruencia Fáctica: 
 
Uno de los elementos objetivos de la pretensión procesal son los hechos. Los hechos son los elementos 
fácticos que secundan la llamada causa petendi. Sin hechos no podemos estructurar adecuadamente un 
proceso. Estos –en el proceso- constituyen el supuesto de hecho de la norma jurídica que se pretende 
aplicar en la sentencia, nos referimos aquí a los hechos con calificación jurídica. 
 
Los hechos pueden ser aportados por el demandante al postular su pretensión y el demandado al ejercer 
resistencia, el juez no puede aportar hechos (por ser un tercero imparcial), por lo cual, el tratamiento de los 
hechos al resolver debe ser adecuado, pues, de lo contrario se incurrirá en incongruencia fáctica. 
 
La incongruencia de los hechos o del material fáctico tiene lugar cuando el juez omite el cumplimiento de la 
máxima iudex secundum allegata et probata partium decidere deber, es decir cuando emite resoluciones 
que se apartan de los hechos y los medios probatorios propuestos por las parte (pues no olvidemos que lo 
que se prueba en el proceso son hechos, sobre todo aquellos que se han controvertido).  
 
Corresponde a las partes en virtud al Principio Dispositivo (aunque la doctrina actualmente hace una 
diferenciación entre este principio y el de aportación) aportar los hechos y los medios probatorios en que se 
sustentan dichos hechos, de tal forma que una resolución será incongruente si toma en cuenta hechos no 
involucrados  ni alegados en el proceso por la partes. Sin embargo ello no impide que el Juez pueda 
incorporar de oficio (¿facultad, obligación o carga?) al proceso medios probatorios que ayuden a resolver el 
conflicto de intereses, es decir el Juez puede basar su decisión valorando medios probatorios incorporados 
al proceso de oficio, pero lo que no puede hacer es resolver tomando en cuenta hechos distintos a los 
alegados por las partes.  
 
Se excede el juez (extra petita), cuando resuelve sobre situaciones no planteadas por la partes, invoca 
hechos no alegados. Pero omite el juez cuando no resuelve cuestiones planteadas por las partes 
oportunamente (citra petita), deja de lado hechos de suma importancia en el proceso. Debe tenerse en 
cuenta siempre, que sobre los hechos admitidos por las partes ya no cabe discusión alguna, pero, si 












Cuando las partes aceptan un hecho de manera uniforme y pacífica no habrá nada que discutir en el 
proceso sobre tal hecho, es decir que si el actor afirma en su demanda que se celebró un contrato de 
arrendamiento con fecha de vencimiento al 31 de diciembre de 2001 y el demandado al contestar la 
demanda acepta tal hecho, entonces este hecho no será controvertido y no será necesario un debate, ni 
admisión o actuación de medios probatorios para probar algo que no se necesita probar. Esta situación 
hipotética es recogida por el Artículo 190 inciso 2 del Código Procesal Civil. En tal caso, si se produce un 
acuerdo entre las partes sobre la ocurrencia de un hecho y el Juez en su decisión no lo considera estamos 
hablando de una incongruencia infra petita. 
 
En cuanto a los elementos fácticos, el tribunal incurre en incongruencia cuando el juez no sentencia 
según lo alegado y probado por las partes. Así, existe incongruencia si el fallo se basa en algún dato 
fáctico no introducido expresamente por la parte como fundamento de su acción o de su excepción. La 
limitación impuesta por la congruencia consiste en que no puede el tribunal introducir por sí mismo un 
hecho relevante o fundamental. 26  
Serrá Dominguez al estudiar este tipo de incongruencia ha señalado que la absoluta preponderancia de 
los hechos alegados sobre los hechos probados. Prescindiendo aquí de que sólo pueden ser objeto de 
prueba aquellos hechos que hayan sido afirmados en los escritos de alegaciones, debemos señalar que 
aquellos hechos resultantes de la prueba que no se correspondan con las alegaciones de las partes no 




3.2.  Incongruencia interna e incongruencia externa: 
Otra nomenclatura de incongruencia en las decisiones judiciales la encontramos establecida a partir de la 
existencia de una incongruencia interna28 y externa. Una referida a los elementos internos de la decisión 
(en el entendido de que la sentencia es una decisión que integra una unidad, por lo cual su contenido 
debe ser lógico y coherente) y la otra con la decisión y otros elementos externos a ella (entendiendo que 
lo discutido en el proceso debe tener plena concordancia con lo resuelto). 
La incongruencia interna,29 se encuentra vinculada a los componentes internos de la sentencia, a sus 
elementos: los considerandos y el fallo. Así, se presenta este tipo de incongruencia cuando los 
considerando tienen un contenido, una motivación o se expresan razones que son contradictorios entre 
sí. Se presenta en este supuesto una incoherencia por contradicción entre la motivación  
                                                           
26  Vilela Carbajal, Karla Patricia. Op. Citada. 
27  Serrá Dominguez, Manuel. Estudios de derecho procesal. Editorial Ariel. Barcelona 1969. Pág. 401. 
28  “La sentencia, en fin, debe tener una coherencia interna, ha de observar la necesaria correlación entre la ratio 
decidendi y lo resuelto en el fallo o parte dispositiva; y, asimismo, ha de reflejar una adecuada conexión entre los hechos 
admitidos o definidos y los argumentos jurídicos utilizados. Se habla así de un supuesto de incongruencia o de incoherencia 
interna de la sentencia cuando los fundamentos de su decisión y su fallo resultan contradictorios. Y es que los fundamentos 
jurídicos y fácticos forman un todo con la parte dispositiva, esclareciendo y justificando los pronunciamientos del fallo, y pueden 
servir para apreciar la incongruencia interna de que se trata cuando son tan contrarios al fallo que éste resulta inexplicable. No 
obstante, la jurisprudencia de esta Sala ha realizado dos importantes precisiones: la falta de lógica de la sentencia no puede 
asentarse en la consideración de un razonamiento aislado sino que es preciso tener en cuenta los razonamientos completos de 
la sentencia; y, tampoco basta para apreciar el defecto de que se trata, cualquier tipo de contradicción sino que es preciso una 
notoria incompatibilidad entre los argumentos básicos de la sentencia y su parte dispositiva, sin que las argumentaciones obiter 
dicta, razonamientos supletorios o a mayor abundamiento puedan determinar la incongruencia interna de que se trata”. Sentencia 
del Tribunal Supremo español del 22 de marzo de 2006. 
29  “Las argumentaciones de la sentencia objeto de impugnación no son susceptibles de recurso de casación, salvo las 
que sean decisivas o determinantes del fallo, y la incoherencia interna -entre dichas argumentaciones- es ajena a la congruencia. 
La incongruencia interna pueda tener lugar por contradicción entre los pronunciamientos de un fallo, o bien entre la 
conclusión sentada en la fundamentación jurídica como consecuencia de la argumentación decisiva -”ratio decidendi”- 
y el fallo, o con alguno de sus pronunciamientos. Para que se produzca esta segunda modalidad de incongruencia interna 
 será preciso que la contradicción sea clara e incuestionable, pues en otro caso simplemente prevalece el fallo, sin perjuicio de 
que la oscuridad en el razonamiento pueda servir de sustento a otro vicio de la sentencia distinto de la incongruencia”. Sentencia 
del Tribunal Supremo de España del 18 de diciembre de 2003. 
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expresada en sus premisas (considerandos). Se da también cuando el elemento discursivo contenido en 
los considerandos no se relaciona con el fallo, la desconexión no es entre los considerandos, sino entre 
éstos y el fallo. Esta situación muestra una falta de coherencia entre la motivación y el fallo, incoherencia 
entre lo fundamentado y lo fallado.  
El Tribunal Constitucional de España ha catalogado como un defecto de motivación y no como supuesto 
de incongruencia interna la falta de conexión entre la fundamentación y el fallo, expresó que “lo realmente 
denunciado en este punto no es tanto un defecto de incongruencia -pues no se ha producido propiamente 
una alteración de los términos del debate en la forma en la que lo planteó el recurrente- sino una 
incoherencia interna de la Sentencia, por existir un desajuste entre su fundamentación jurídica y el 
fallo. Estos casos han sido considerados por este Tribunal como lesivos del derecho a la tutela judicial 
efectiva en su dimensión de derecho a obtener una resolución fundada en Derecho, puesto que la 
contradicción entre la fundamentación y el fallo de una resolución no es un vicio de incongruencia sino un 
defecto de motivación, al ser la que resulta, irrazonable y contradictoria”. STC 127-2008 
 
La incongruencia externa (llamada también incongruencia por incoherencia) tiene que ver con la 
sentencia misma y otros elementos externos de a ella. La cual según la doctrina tiene dos aristas, la 
primera identificada entre lo que decide un juez en una sentencia y lo que debe resolver en el futuro en 
casos sustancialmente iguales y de otro lado entre lo resuelto en la sentencia y lo que se postuló como 
debate en el proceso. La forma de resolver en casos idénticos no debe cambiarse arbitrariamente. 
En la primera manifestación, se exige que el juez deba ser coherente con relación a las decisiones que 
toma y las que emita posteriormente en casos sustancialmente análogos. Por lo cual, si resulta necesario 
apartarse de una decisión tomada, deberá dejar constancia de ello en la misma sentencia, con un 
motivación más refinada, a fin de no generar incongruencia entre lo ya decidido y un caso 
sustancialmente análogo al proceso en el que se emite la nueva decisión. 
En la segunda manifestación, se aprecia la falta de identidad entre lo resuelto en la sentencia y otros 
elementos externos de la misma: lo pedido, los hechos, los sujetos, los puntos controvertidos, entre otros. 
Básicamente, el juez al emitir la decisión debe atender a lo pedido por las partes (petitum) y tomar en 
cuenta al resolver los hechos postulados por las partes y la fundamentación jurídica (causa de pedir).  
Conforme a lo expresado por Enderle la congruencia de la sentencia adquiere un doble plano: la 
congruencia interna o impropia, por lo cual debe existir consonancia entre los considerandos de la misma 
y su parte resolutiva, y la congruencia externa o propia, a que aludimos al referirnos a la correspondencia 
que debe existir entre lo pedido -excepcionado- y el pronunciamiento del juez. 30 
 
 
3.3. La incongruencia relacionada con los puntos controvertidos: 
 
Los hechos en el proceso son de singular importancia, el proceso se inicia a partir de un hecho que el 
legislador ha considerado como supuesto de hecho de la norma determinada, cuya aplicación el 
demandante pide hacer efectiva en la sentencia.  
 
Por lo cual, para determinar si los hechos que postularon las partes en el proceso tienen coincidencia con 
el supuesto de hecho (elemento abstracto) de la norma que se invoca, primero se deben fijar, luego 
interpretar y finalmente se debe hacer su calificación jurídica. 
 
En el tema que nos convoca nos encontramos a penas en la primera etapa, es decir, en la que se deben 




                                                           
30  Enderle, Guillermo Jorge. Op. Citada. Pág. 95. 
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sino simplemente para probarlos, para determinar si se produjeron o no, en la tesis probatoria más actual 
para determinar la verdad sobre los mismos. 
 
Entonces, como vemos, “fijar los hechos” (nuestra legislación le llama “puntos controvertidos”), significa, 
determinar cuáles son los puntos de desencuentro en una litis, éstos son el resultado de la contrastación 
de la posición que sustenta el pretensor al proponer su pretensión y de las alegaciones que realiza quien 
resiste o se opone la pretensión.  
 
Con la norma procesal primigenia correspondía al juez “fijar” los puntos controvertidos, ahora, la situación 
ha cambiado, pues, corresponde primero a las partes “proporcionar” los hechos de la litis que consideran 
se han transformado en controvertidos (entendido este vocablo como falta de consenso o 
correspondencia, sino más bien antagonismo), para lo cual cuentan (ahora) con un plazo especifico, con 
su propuesta o si ella, corresponderá al juez desarrollar esta actividad. 
 
Los puntos controvertidos resultan de singular importancia en el proceso civil, pues, sobre ellos gira la 
actividad probatoria, pues, los puntos sobre los cuales no existe controversia no requieren de actividad 
probatoria (aunque sí de pronunciamiento expreso en la sentencia). 
 
Siendo ello así, si el juez fija (tomando en cuenta lo actuado y los propuesto por las partes) como puntos 
controvertidos: A, B y C, entonces, tenemos como desencadenante natural que sobre estos elementos 
debe realizarse actividad probatoria, ello, porque precisamente esta será la base para resolver la 
controversia, sin perder de vista que no es admisible que se considere quién acreditó en el proceso tal o 
cual hecho, ya que la prueba incorporada al proceso pertenece a éste y no a las partes (principio de 
adquisición). 
 
Ahora bien, si se fijaron como puntos controvertidos A, B y C, tendremos también que el esfuerzo 
probatorio tenía como limitación comprobar la verdad de los hechos que sustentan estos puntos, 
finalmente, para cerrar el circuito corresponderá al juez desarrollar la argumentación necesaria en la 
sentencia para determinar en base a la prueba cuáles puntos controvertidos se probaron y cuáles no. 
 
Lo que significa que si se fijaron como puntos controvertidos A, B y C, entonces, el juez tendrá el deber 
de pronunciarse sobre todos ellos, no puede omitir ninguno, ni pronunciarse sobre puntos controvertidos 
no fijados o pronunciarse parcialmente sobre alguno de ellos. Si ello ocurre el pronunciamiento (excesivo 
u omisivo) se afectará el principio de congruencia procesal. 
 
La idea de la congruencia procesal tiene como punto de partida el establecimiento de límite, el cual no 
puede ser rebasado ni de forma positiva o negativa. Por lo cual, coincidimos con la ejecutoria en cuestión 
cuando señala “(…) que la vulneración de este principio también se configura cuando el juez omite 
pronunciarse respecto de todos los puntos controvertidos fijados en la audiencia correspondiente…” 
 
 
3.4. La incongruencia relacionada con la impugnación: 
 
Para entender la incongruencia en la teoría de la impugnación, debemos referirnos primeramente al llamado 
principio de limitación, en el cual podemos encontrar además dos importantes instituciones como son el 
principio tantum devolutum quantum apellatum y la reformatio in pius, los cuales se desarrollaran en este 
punto. 
 
El principio de limitación tiene que ver con la actividad jurisdiccional del órgano revisor de la resolución 
impugnada y responde a la necesidad de que éste no pueda ir más allá (limite)  de los temas propuestos 
por el impugnante, es decir, el órgano revisor tiene una limitación formal que implica avocarse sólo a 
resolver las cuestiones propuestas por quien impugna, salvo que se trate de 
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 temas vinculados a la indefensión o atentado contra el derecho al debido proceso, en los que pueda 
involucrar temas no vinculados por quien impugna.31 
 
En la práctica muchas veces los jueces de grado no respetan el principio de limitación y absuelven el grado 
argumentando situaciones no propuestas por el impugnante o resuelven la controversia con hechos que no 
integraron el proceso, lo cual resulta arbitrario y desnaturaliza no solo el objetivo principal de la impugnación, 
sino que afecta el debido proceso. Lo cual obviamente genera la nulidad de la actividad procesal realizada 
por ser un supuesto de incongruencia en materia impugnatoria. 
 
Calamandrei se ha referido a estos límites señalando que en apelación el nuevo examen del juez de 
segundo grado se ejercita sólo en cuanto las partes lo provoquen con su gravamen; en aplicación, lo mismo 
que en primer grado, la mirada del juez se halla limitada, por decirlo así, por la mirilla del principio 
dispositivo, y no está en condiciones de ver sino lo que las partes colocan dentro del campo visual 
contemplado desde la estrecha abertura.32 
 
Enderle sostiene que la regla de congruencia se debe proyectar a todos los segmentos procedimentales en 
que pueda desarrollarse un proceso, por lo que no podrá decidir el tribunal de superior instancia sobre 
partes, objetos y causa petendi, distintos a los que fueran materia de análisis en la baja instancia. 33 
 
 
3.4.1. Sobre el principio tantum devolutum quantum apellatum: 
 
Este principio al decir de Alsina significa que los poderes del tribunal de apelación se hallan limitados por la 
extensión del recurso, por ello, “sufre una limitación en los casos en que el recurso se interpone contra una 
parte determinada de la sentencia, pues, entonces, el tribunal no puede pronunciarse sino sobre lo que es 
materia del mismo. Es lo que se expresa con el aforismo tantum devolutum quantum apellatum o sea que 
los poderes del tribunal de apelación se hallan limitados por la extensión del recurso.34 
 
El órgano revisor a quien se transfirió la actividad jurisdiccional tiene una limitación al momento de resolver 
la apelación, su actividad estará determinada por los argumentos de las partes contenidos en la apelación, 
su adhesión o el escrito de absolución de agravios.35 No puede ir más allá de lo que el impugnante 
cuestiona. Cabe aclarar que el cuestionamiento que propone el apelante debe estar 
 
 
                                                           
31  “…La decisión judicial cuyo error se denuncia es llevada ante un Colegiado especializado, a fin de ser analizada 
nuevamente. La revisión que efectúa no implica un “novum juidicum”, más bien sus poderes se encuentran limitados en función a 
la pretensión impugnatoria, es decir, que el Tribunal no puede conocer fuera de los puntos recurridos, siendo es la razón por la 
cual al apelante se le exige que sustente su pretensión impugnatoria, indicando el error de hecho y de derecho en que se habría 
incurrido y precisando la naturaleza del agravio, lo que viene a constituir la base objetiva del recurso, determina los alcances de 
la impugnación y los poderes de los que goza la instancia superior al resolver el tema”. Casación No. 3353-2000-Ica, publicada 
en el Diario Oficial “El Peruano” el 02.02.02. 
32  Calamandrei, Piero. Instituciones de derecho procesal civil. Editorial Ediciones Jurídicas Europa América. Buenos 
Aires 1973. Tomo I. Pág. 405. 
33  Enderle, Guillermo Jorge. Op. Citada. Pág. 271. 
34  Alsina, Hugo. Tratado teórico práctico de derecho procesal civil y comercial. Editorial Ediar. Buenos Aires 1961. Pág. 
416. 
35  “La extensión de los poderes de la instancia de alzada está presidida por un postulado que limita su conocimiento, 
recogido por el aforismo tantum appellatum, quantum devolutum, en virtud del cual el Tribunal de alzada solamente puede 
conocer mediante la apelación, de los agravios que afectan al impugnante. El postulado antes referido, basado en el principio 
dispositivo y de congruencia procesal ha sido recogido por el legislador en el artículo 364 del CPC, que literalmente señala que el 
recurso de apelación tiene por objeto que el órgano jurisdiccional examine a solicitud de parte la resolución que les produzca 
agravio con el propósito de que sea anulada o revocada total o parcialmente; la jurisdicción de los tribunales de apelación se 
halla limitada por el objeto y alcances del recurso ordinario que abre la instancia; la sentencia consentida en todo o en parte no 
es revisable. En este sentido, la norma procesal antes referida se funda en la presunción iure et de iure referida a quien no 
recurre, consiente lo desfavorable de la resolución dictada, aún cuando lo resuelto por el inferior no le sea presuntamente 




 en concordancia con lo que se propuso en la demanda y lo que se argumentó en la contestación de 
demanda, básicamente a los puntos controvertido sujetos a prueba. 
 
Este principio pone la limitación al órgano revisor para que se pronuncie sobre el contenido de la apelación, 
no se puede pronunciar sobre lo no pedido por el recurrente. Sólo lo que cuestiona el apelante (principio 
dispositivo) del acto procesal impugnado es materia de conocimiento del tribunal superior, lo que dejó 
consentido o lo que atacó ya no debe ser materia de pronunciamiento por el revisor.36 
 
Esta limitación tiene estrecha relación con el principio de congruencia, 37  pues el órgano jurisdiccional de 
grado no puede ir más allá de los límites de la impugnación, ni dejar de pronunciarse sobre los agravios 
propuestos por el impugnante, si lo hace la decisión judicial resulta incongruente. La resolución que emita 
el juez del recurso debe tener rigida correspondencia con lo propuesto como agravios por la parte que 
impugnó y la absolución de la contraria. Lo que por voluntad de las partes quedó consentido no puede ser 
materia de pronunciamiento por el juez ad quem. 
 
Couture al referirse a este principio de la impugnación señala que conducen hacía esa prohibición los 
principios del nemo iudex sine actore; expresión clásica del proceso dispositivo vigente en nuestros países; 
del ne procedeat iudex ex officio, que prohíbe, en línea general, la iniciativa del juez fuera de los casos 
señalados en la ley; y el principio del agravio que conduce a la conclusión…de que el agravio es la medida 
de la apelación. (…) El juez de la apelación conviene repetir, no tiene más poderes que los que caben 
dentro de los límites de los recursos deducidos. No hay más efecto devolutivo que el que cabe dentro del 
agravio y del recurso: tantum devolutum quantum apellatum”.38   
 
En la práctica el juez de grado al resolver la impugnación tiene dos deberes, uno que podríamos llamar 
comisivo y otro de abstención: por el primero, el juez está obligado a realizar un conducta que se ajuste a lo 
peticionado por el impugnante, ello quiere decir que debe pronunciarse sobre todos y cada uno de los 
agravios postulados por el impugnante (aunque pueden impugnar ambas partes, en cuyo caso deberá 
pronunciarse específicamente sobre los agravios de cada uno de los apelantes de forma separada); el 
segundo, tiene que ver con la abstención del juez respecto de la impugnación, por el cual no le está 
permitido al juez emitir pronunciamiento (avocarse, hacerlo) sobre agravios no propuestos por el apelante, ni 
crear agravios, sobre todo no tocar los extremos de la sentencia que quedaron consentidos. La competencia 
del juez que resolverá la impugnación sólo alcanza a la revisión de aquello que fue materia de impugnación. 
Por ejemplo no podrá emitir pronunciamiento respecto de actos procesales que ya han trasuntado la cosa 





                                                           
36  “El principio de congruencia procesal implica el límite del contenido de una resolución judicial, debiendo ésta ser 
dictada de acuerdo con el sentido y alcances de las peticiones formuladas por las partes. En el caso concreto del 
pronunciamiento del pronunciamiento de un recurso de apelación, el respecto al principio de la congruencia se encuentra 
concatenado con la atención al denominado “tantum devolutum quantum apellatum”, lo cual implica que “el alcance de la 
impugnación de la resolución recurrida determinaría los poderes del órgano A quem para resolver de forma congruente la materia 
objeto del recurso”. De manera tal que el Colegiado deberá resolver en función a los agravios, errores de hecho y derecho, así 
como el sustento de la pretensión impugnatoria que haya expuesto el recurren en su escrito de apelación. Casación No. 75-2001-
Callao. 
37  La regla appellatum quantum devolutum, significa que el superior conoce de todo aquello que ha sido objeto de la litis, 
y que las partes han vertido en sus respectivos escritos de alegaciones, en la medida en que sometan al juez ad quem todos los 
extremos de la sentencia de instancia que les sean gravosos  o perjudiciales. Y al referirnos a todos los puntos objeto de la 
impugnación, no se indica que la sentencia del ad quem deba pronunciarse necesariamente sobre todos los puntos de la 
resolución de primera instancia, sino que solo deberá hacerlo respecto de aquellos que tácitamente o expresamente hayan 
solicitado los apelantes. Es así que la congruencia de la sentencia de apelación viene determinada por los límites del efecto 
devolutivo. Vilela Carbajal, Karla Patricia. “Revisión en casación de vicios de nulidad procesal por incongruencia extra petita”. En 
Jus Jurisprudencia No. 08, agosto de 2008. Pág. 93 a 118. 
38  Couture, Eduardo J.  Fundamentos del Derecho Procesal Civil. Editorial IB de F. Montevideo – Buenos Aires 2005. 
4ta. Edición.. Pág. 300.  
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Es por ello que este principio tiene un amarre directo con el principio dispositivo (sólo las partes proponen 
los agravios) y con el principio de congruencia (lo resuelto debe guardar relación con lo impugnado, debe 
haber identidad, correspondencia entre los agravios y el pronunciamiento, pues el juez debe resolver cada 
uno de ello, no omitir ningún agravio). Los agravios limitan la actividad del juez de grado, “sus agravios 
constituyen el ámbito exclusivo sobre el cual debe resolver: tantum devolutum quantum apellatum” (De la 
Rúa).39  
 
Aunque no debemos olvidar que la apelación (supuesto en el que se presenta este principio) constituye un 
recurso ordinario, por lo tanto el juez de grado se encuentra en amplitud no sólo de conocer la forma sino 
también el fondo del proceso, apreciar los hechos y valorar nuevamente la prueba. Así lo expone Loutayf 
“mientras en el ámbito de conocimiento del juez de primera instancia está delimitado por las pretensiones y 
oposiciones formuladas en los escritos introductorias, el ámbito de conocimiento del tribunal de alzada, a 
mas de ello también está limitado por lo que haya sido objeto de apelación y de agravios. Pero dentro de 
aquello que es materia de revisión por la alzada, el tribunal de apelaciones asume la plenitud de la 
jurisdicción y se encuentra en la misma situación que en la que se encontraba el juez en grado para resolver 
tales asuntos”.40 
 
Este principio no restringe la facultad integradora del juez del recurso,41 pues en caso de impugnación puede 
integrar la sentencia recurrida y agregar lo que corresponda en dicha sentencia, esto corresponde al juez 
cuando puede verificar que la resolución impugnada aparece una omisión de pronunciamiento expreso 
sobre alguna pretensión o sobre algún tema de discusión en el proceso (no aparece en la parte del fallo), sin 
embargo sí fue desarrollada en la parte considerativa de la sentencia. Así tendremos el ejemplo que si el 
juez de fallo omitió emitir pronunciamiento expreso en la parte resolutiva de la sentencia sobre la 
contrademanda propuesta por el demandado, pero sí desarrolló los considerandos correspondientes (para 
ampararla o desestimarla), corresponderá al juez del recurso integrar la resolución impugnada agregando el 
pronunciamiento sobre la contrademanda, tomando en cuenta para ello los considerando desarrollados por 
el juez de fallo. Esta posibilidad de integrar una resolución apelada corre señalada en el Artículo 372 del 
Código Procesal el mismo que indica que “...sin embargo puede integrar la resolución apelada en la parte 
decisoria, si la fundamentación aparece en la parte considerativa”. 
 
 
3.4.2  Sobre la reformatio in peius: 
 
Este principio también pone limitaciones al juez del recurso, pues se determina con la reformatio in peius o 
prohibición de empeoramiento de la situación del impugnante, que, no puede reformar la resolución en 
perjuicio del apelante, si es que no existe adhesión o apelación de la otra parte. 
 
Este principio impone una limitación al tribunal de apelación y a la vez protege los intereses del apelante, 
pues dispone como prohibición al juez ad quem para reformar la resolución perjudicando al único apelante.  
Esta  prohibición al juez del recurso implica no tener atribución para dejar de lado lo reconocido o concedido 
en la resolución impugnada al apelante, ni darle más de lo que pretendió con la impugnación. 
 
                                                           
39  “(…) analizados los fundamentos en que se sustenta el presente medio impugnatorio se constata que se denuncia 
casatoriamente haberse infringido los principios  procesales relativos a la congruencia procesal y motivación de las resoluciones 
judiciales. En cuanto al primera principio enunciado, el mismo que se resume en el aforismo “ne at judex ultra petita partium”, es 
decir, el juez no puede darle a una parte más de lo que esta pide…”. Casación No. 1946- Amazonas, publicado el 03 de Julio de 
2007. 
40  Loutayf Ranea, Roberto G. El recurso ordinario de apelación en el proceso civil. Editorial Astrea. Buenos Aires 1989. 
Pág. 122 a 123.  
41  “…Si bien el artículo 162 de la ley procesal, atendiendo al principio de economía procesal, faculta al Juez Superior a 
integrar la resolución recurrida cuando se hubiera omitido pronunciamiento sobre un punto principal o accesorio, esta facultad 
debe ejercerse conforme a lo dispuesto en el artículo 360 de la ley procesal. El Juez Superior no puede pronunciarse sobre 
materia que no ha sido analizada en la recurrida porque ello importaría violar el principio de doble instancia a que se refieren los 




La reforma en peor implica entonces el recorte de la atribución del juez del recurso para modificar la 
resolución impugnada en contra del apelante, impidiendo desconocer lo reconocido de manera favorable 
para el apelante ni concediéndole lo que no solicitó en la impugnación. 
 
Couture 42señala que la reformatio en perjuicio (reformatio in pejus) consiste en una prohibición al juez 
superior de empeorar la situación del apelante, en los casos en que no ha mediado recurso de su 
adversario. 
 
Nuestro Código Procesal admite esta prohibición del juez en el Artículo 370 al señalar que “el juez superior 
no puede modificar la resolución impugnada en perjuicio del apelante, salvo que la otra parte también haya 
apelado o se haya adherido”.   
 
Resulta correcta la inclusión de esta prohibición en el ordenamiento procesal, pues ante la impugnación de 
una de las partes y el consentimiento de la otra, se entiende que el motivo de esta impugnación apunta a la 
mejora de la situación del impugnante en el proceso, pretende mejorar su situación con la impugnación ya 
que espera que el superior tome decisión a su favor y nunca en contra, pues tiene la prohibición de no 
recortar lo ya reconocido por la resolución y aceptado por el contrario. 
 
En ese sentido si el juez resuelve la apelación afectando el derecho del impugnante ello implicará un 
supuesto de incogruencia en materia impugnatoria por ir más allá de los límites que le impuso la 
impugnación.  
 
El autor argentino Enderle –tantas veces citado- expresa que de igual modo se mella la congruencia 
cuando se agrava la posición del recurrente único, al no media recurso de la contraria (reformatio in 
peius). Esta regla, que limita la competencia de los tribunales de alzada, parte de la premisa que el 
recurrente único deduce el recurso para mejorar su situación en lo que la resolución atacada lo 
desfavorece y se funda en la adagio ne eat iudex ultra petita partium (op. Citada. Pág. 282). 
 
Hitter ha sostenido que sin entrar a disquisiciones iusfilosóficas, parece evidente que la figura en cuestión 
se asienta en el principio de congruencia y en el de res iudicata, institutos que de todos modos, 
responden a un criterio de política jurídica y no a pautas de carácter iusnaturalistico.43 
 
 
3.5. La incongruencia relacionada con la tutela cautelar 
 
La petición cautelar y la decisión cautelar pueden no tener un punto de encuentro en la congruencia 
procesal, si consideramos a ésta solamente en la rígida formula: que debe darse sólo lo pedido, ni más 
ni menos. Pero, como sabemos la presentación puede presentarse diferente en materia cautelar, ello 
debido a que el juez puede dictar una medida cautelar distinta a la solicitada por la parte y no incurrir en 
incongruencia. 
 
Es distinta la perspectiva, cuando al tema cautelar lo observamos desde el plano de la adecuación, es 
decir, de la correspondencia que debe existir entre la medida cautelar que se concede y lo que se busca 
cautelar o proteger con la medida judicial a partir de la naturaleza de la pretensión postulada.  
 
Es en este ámbito en el que se observa la congruencia procesal vinculada a uno de los presupuestos que 





                                                           
42  Couture, Eduardo J.  Fundamentos del Derecho Procesal Civil. Ediciones de Palma. Bs.As.  1985. Pág. 367. 
43  Hitters, Juan C. Técnica de los recursos ordinarios. Editorial Platense. Buenos Aires 1988. Pág. 145. 
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Nuestro CPC en su artículo 611 describe el contenido de la adecuación: “el juez, atendiendo a la 
naturaleza de la pretensión principal y a fin de lograr la eficacia de la decisión definitiva, dicta medida 
cautelar en la forma solicitada o en la que considere adecuada…” (resaltado nuestro). 
 
Entonces, cuando se presenta “adecuación” entre la tutela cautelar dictada por el juez y la naturaleza de 
la pretensión procesal contenida en la demanda, la decisión cautelar desde esta vertiente resulta correcta 
y se manifiesta aquí un cabal cumplimiento al principio de congruencia procesal en el tema de tutela 
cautelar.  
 
Más por el contrario, si el juez del proceso decide emitir un mandato cautelar que no guarda 
correspondencia o relación con la pretensión procesal y lo que se pretende asegurar en el proceso, 
entonces, estaremos frente a un supuesto de incongruencia en materia cautelar. 
 
Por lo cual, considero que la congruencia o incongruencia del mandato cautelar debe ser establecida a 
partir del cumplimiento o incumplimiento del presupuesto de adecuación por parte del juez al emitir el 
mandato cautelar. De otro lado, el juez no quebranta el deber de congruencia de sus decisiones si 
concede una medida cautelar distinta a la solicitada, lo que debe cuidar mucho que la cautela dictada 
tenga correspondencia con lo que se pretende en el proceso. 
 
 
3.6. La incongruencia relacionada con los principios lógicos: 
 
Habíamos señalado inicialmente que el principio de congruencia procesal se identifica mucho con el 
vocablo identidad, también con el de correspondencia, coherencia, entre otros. 
 
Precisamente al hacer un estudio sobre los principios lógicos encontramos un principio que responde al 
mismo nombre, nos referimos al principio lógico de identidad. 
 
El profesor Mixán Mass incorpora este principio lógico dentro de la lógica bivalente, señalando que desde el 
punto de vista lógico, su adecuada comprensión es muy útil para el empleo correcto de conceptos y juicios 
así como para la inferencia correcta. Por eso se dice que “en el proceso de raciocinios preciso todo 
concepto y juicio debe ser idéntico asimismo”, en la lógica bivalente se escribe así: “a es a” para los 
juicios y “A es A” para los conceptos.44 
 
El mismo Mixán señala de manera general que una aplicación cotidiana del principio lógico de la identidad 
consiste en el ineludible cuidado de usar palabra con significación univoca en el contexto que se la 
emplea; asimismo, exige que los juicios sean estructurados con significación clara, precisa. Por el contrario 
el empleo de la ambigüedad, de la homonimia y de la anfibología son casos típicos de infracción del 
principio lógico de identidad. En cambio el uso de sinónimos, en caso necesario permite mantener el 
principio de identidad referido al objeto. 
 
Una de las reglas más importantes de la lógica consiste en que durante todo el trayecto de la operación 
mental, debe tomarse los conceptos con un contenido invariable. Si alguien comienza atribuyendo a un 
concepto un cierto contenido, debe mantenerlo a través de todo el curso de su razonamiento, pues de otro 
modo, estaría manejando en realidad otro concepto y, al finalizar su inferencia, se encontraría no con el 
concepto primitivo. Este es el principio lógico de identidad.45  
 
Así en el proceso judicial las partes deben mantener durante todo el proceso sus afirmaciones y negaciones 
respecto de los hechos vinculados al proceso, los cuales en nuestro sistema procesal se proponen en la 
etapa postulatoria, no es admisible que las varíen en el desarrollo del proceso de acuerdo a sus intereses, 
pues distorsionarían la materia controvertida. Siendo ello así el juez al  
                                                           
44  Mixán Mass, Florencio. Lógica para Operadores del Derecho. Editorial Ediciones BLG, Trujillo 1998. Pág. 13. 
45  Castillo Alva, José Luis, Luján Túpez, Manuel y Zavaleta Rodríguez, Roger Enrique en Razonamiento Judicial. 
Editorial Gaceta Jurídica. Lima 2004. Pág. 441. 
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momento de emitir la sentencia debe sustentar su decisión en los hechos propuestos por las partes, no en 
hechos no invocados por éstos. Sería inconcebible que las partes propongan determinados hechos y las 
pruebas  en el proceso y el juez decida el conflicto con hechos y pruebas distintas. 
 
Santiago Pérez, enseña que éste es el primero de los principios de la lógica aristotélica que se expresa con 
la fórmula “A es A”, lo que implica que una idea es igual a si misma y no puede cambiar en el momento en 
que se piensa. Desde el punto de vista semántico, la identidad implica que una cosa es siempre la misma, a 
pesar de los diferentes nombres que se le puedan aplicar o de los diversos contenidos que ostente; pero 
este principio sería mal entendido si se limitara a la identificación constante entre sujeto y predicado, porque 
si así fuera, entraríamos en el terreno de la redundancia o del círculo vicioso.46 Es inadmisible cambiar una 
idea por otra, pues se corre el peligro de incurrir en suplantación de concepto o de tesis. 
 
El juez debe tener cuidado al estructurar la sentencia de no usar palabras vagas y en caso de usar un 
vocabulario técnico darse el cuidado de aclarar su contenido, evitando que ellas puedan dar lugar a 
múltiples significados. Por ello Delia Pedrosa señala que el principio de identidad significa la estabilidad de 
un significado, determinado por contexto dado.47 
 
A criterio de profesor Reynaldo Bustamante se afecta este principio cuando el juez introduce indebidamente 
al proceso hechos que no han sido afirmados por las partes, o respecto de los cuales no han tenido 
oportunidad de alegar y probar, o cuando valora medios probatorios que no guardan relación lógica-jurídica 
con los hechos que constituyen el supuesto fáctico de la norma jurídica cuya aplicación se solicita o 
discute.48 Para este aspecto lógico debe tomarse en cuenta los Principios de Congruencia y de Pertinencia. 
 
A este principio también se le conoce como “de congruencia”, en el sentido que el juez debe decidir con 
identidad a lo que solicitan las partes, no encontrándose habilitado de ir más allá de lo peticionado, por lo 
cual a este principio se le identificada como una manifestación del principio de congruencia procesal. 
Aunque tiene las otras aristas que se han mencionado. 
 
 
3.7. La incongruencia en la Casación 
 
En el sistema casatorio establecido con la vigencia del CPC en el año 1993 se accedía al recurso 
postulando causales previamente establecidas en la ley procesal, de tal forma que la impugnación 
quedaba delimitada por la finalidad de la causal involucrada en el recurso, esto es, por error in iudicando 
o por error in procedendo. 
 
De tal forma que si el impugnante postulaba una causal in procedendo (por ejemplo por afectación al 
debido proceso) no resultaba admisible pronunciarse sobre el tema de fondo, ello debido a que esta 
causal buscaba la rescisión de lo decidido y propiciaba el reenvío. O a la inversa si se postulaba una 
causal in iudicando (por ejemplo aplicación indebida de determinada norma de derecho material) la Sala 
de Casación no podía pronunciarse sobre aplicación indebida de una norma distinta a la cuestionada, 
menos hacer el reenvío, tenía que resolver el fondo, inclusive actuando en sede de instancia. 
 
En la práctica judicial el primer supuesto ha tenido algunas flexibilizaciones (aun existiendo norma 
expresa y basado en los principios de economía y celeridad procesal), en tanto, que el segundo se 
manifiesta más rígido, 49 porque se complica la situación si se postula la inaplicación del artículo  
                                                           
46  Santiago Pérez,  Jorge. Lógica, Sentencia y Casación. Editorial Alberoni Ediciones. Córdova 1989. Pág. 19. 
47  Pedrosa de Alvarez, Delia Susana. El perito psicólogo y las pericias psicológicas en las denuncias falsas de abuso 
sexual y violencia familiar. En peritajespsicológicos.apadeshi.org.ar. 
48  Bustamante Alarcón, Reynaldo. El Derecho a Probar como elemento esencial de un proceso justo. Ara Editores. 
Lima 2001. Pág. 331. 
49  “(…) es necesario precisar que en materia casatoria, a diferencia de las instancias de mérito, la Corte Suprema sólo 
conoce lo que es materia puntual de la denuncia en el recurso de casación, en razón a que su competencia queda 
determinada en los extremos del recurso; de esto se desprende que no tiene competencia para pronunciarse sobre aspectos que 
no han sido reclamados, ni aplicar el derecho de oficio. Así, el recurso de casación es la “causa petendi” que enmarca la 
intervención de la Corte Suprema, pudiéndose afirmar que tiene semejanza al petitorio de la demanda, que el juez no puede 
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1321 del CC y la Sala Suprema resuelve que se inaplicó el Artículo 1322 del mismo Código. Aquí si 
aparece un claro el respecto a la congruencia procesal, pues la pretensión impugnatoria delimitó la 
decisión de la Sala Suprema. 
 
Por lo cual tenemos que en apariencia se quebraba el principio de congruencia si la Sala Suprema emitía 
pronunciamiento sobre una causal no postulada, si inventaba una causal y resolvía el proceso a partir de 
ella. Por ejemplo cuando la Sala Suprema declaraba la nulidad de la sentencia de vista y ordenaba que 
se emita nuevo pronunciamiento cuando la causal postulada era in iudicando. A la inversa se postulaba 
una causal in procedendo (en el cual se presupone el reenvío), pero, resolvía el tema de fondo sin hacer 
reenvío. 
 
Sin embargo, debemos indicar que en algunos casos las Salas Supremas desarrollaron criterios en los 
que implícitamente propician la idea de que en el recurso de casación no funciona (en todos los casos) el 
principio de congruencia, esto es, que la Sala Suprema no queda vinculada per se a la causal postulada 
por el impugnante, así lo apreciamos en diversos pronunciamientos.50 
 
Sin duda la casación se constituye como un recurso aunque sabemos que es extraordinario, lo que lo 
hace distinto a la apelación, pero, la disposición legal es taxativa (Art. 396) y por afectación al debido 
proceso y tutela procesal efectiva la Sala Suprema debe hacer el reenvío, salvo en los casos en que 
pueda declarar improcedente la demanda. Si no se procede conforme a lo que dispone la norma 
procesal, entonces, se podrían desnaturalizar las reglas preestablecidas para el justiciable y afectarían 
sus derechos cuando se brinda una respuesta distinta a la esperada. 
 
En la nueva estructura del recurso de casación la situación aparece con mayor complicación, pues, a 
partir del contenido del artículo 392-A la Corte Suprema tendrá la facultad de conceder el recurso de 
casación por una causal distinta a la propuesta por el impugnante, ello en aras de dar cumplimento a los 
fines de la casación. Lo cual implica que la Sala Suprema oficiosamente puede admitir y resolver un 
recurso de casación con motivación distinta a las que involucró el postulante en su recurso. 
 
En fin, veamos cómo se presenta el panorama en nuestra Corte Suprema a partir de la aplicación de la 
ley que reformó el recurso de casación civil. 
 
 
IV. La flexibilización de la congruencia  
 
En el contenido de las líneas anteriores hemos mencionado el aspecto rígido, invariable del principio de 
congruencia procesal e inclusive presentando a la incongruencia como un elemento esencial del proceso 






                                                                                                                                                                          
exceder”. Casación No. 1260-07-Piura, publicada el 30.05.08. 
 
50  Por ejemplo en la Casación No. 2102.2008-JUNIN en la cual se postuló causal de contravención de las normas que 
garantizan el derecho al debido proceso, se declaró fundado el recurso de casacón se anuló la resolución de vista, pero la Sala 
Suprema actuó en sede de instancia y confirmó la resolución apelada que declaraba infundada una excepción de falta de 
legitimidad para obrar del demandante. Lo mismo ocurrió en la Casación No. 3762-2006-Moquegua, publicada el 30.05.08 en la 
cual se recurrió por la causal de contravención de normas que garantizan el derecho a un debido proceso (Art. 386 inciso 3 
CPC), sin embargo, la Sala casa la resolución de vista y actuando en sede de instancia, confirma la resolución que declara 
improcedente la excepción de incompetencia, ordenó que el juez del proceso continúe con el trámite. Se aplicó el Art. 396 inciso 




Sin embargo, el principio de congruencia en determinadas situaciones dentro del proceso tiende a ceder, 
dando lugar a una aplicación menos rigurosa y rígida. En este tipo de situaciones nos encontramos ante 
la flexibilización de la congruencia. 
 
El aspecto rígido de la congruencia impone la obligación del juez a pronunciarse sólo sobre las 
pretensiones, hechos y sujetos involucrados en el proceso. El juez no puede omitir, variar o excederse en 
su decisión con respecto a estos extremos.  En cambio, la flexibilización impone al juez la posibilidad de 
ceder en los aspectos antes mencionados, dando lugar al otorgamiento eficaz de la tutela judicial efectiva 
solicitada. 
 
Flexibilizar la congruencia implica un apartamiento del juez de los rígidos cánones de este principio; 
aunque es aceptable la tesis de la flexibilización, ello no implica la toma de decisiones arbitrarias, no 
discutidas, antojadizas que permitan al juez salirse sin mayor justificación de lo peticionado por las partes, 
del thema decidendum. 
 
Por el contrario, la flexibilización debe darse siempre en un contexto de pleno respeto de los derechos 
fundamentales de naturaleza procesal de las partes. Si bien la flexibilización apunta a una adecuada y 
correcta concesión de la tutela judicial efectiva, su finalidad tiene un peso mayor a la formalidad cerrada 
de la congruencia, ello no implica necesariamente la vulneración de los derechos procesales de las 
partes. La flexibilización de la congruencia debe estar más sintonizada con éstos.  
 
No se trata de dar sorpresas a las partes con la decisión, todo lo contrario, éstas deben estar enteradas 
plenamente de la posibilidad que el juez vaya más allá de lo peticionado en el proceso por éstas, deben 
además ejercer su derecho de defensa respecto de lo que en futuro decidirá el juez. 
 
La tesis de la flexibilización de la congruencia no es nueva en la doctrina se han realizado prolijos 
trabajos sobre el particular, cabe mencionar aquí el estudio realizado por Mabel de los Santos quien 
sostiene que en la enunciación de las condiciones del debido proceso y su vinculación con los principios 
procesales esenciales entiendo que no corresponde incluir al principio de  congruencia pues este último 
admite excepciones y en muchos casos debe flexibilizarse para asegurar la “tutela efectiva en tiempo útil”, 
no obstante la relevante jerarquía que le reconoce alguna doctrina procesal como condición del debido 
proceso adjetivo.  Sin embargo no puede negarse que su importancia deriva de la estrecha vinculación 
entre este principio procesal y el principio de bilateralidad (o garantía constitucional de la defensa en 
juicio) pues si la cuestión o los hechos no han sido materia de debate, prueba y contralor por la contraria, 
el juez afectaría la garantía de la defensa al pronunciarse sobre cuestiones o sobre hechos ajenos al 
proceso. De lo expuesto se colige que toda flexibilización del principio de congruencia tanto respecto de 
los sujetos, del objeto del proceso o de los hechos sólo es admisible en el litigio judicial si no se afecta 
con ello alguna de las condiciones del debido proceso antes enumeradas, vale decir, la defensa en juicio, 
la igualdad de las partes o la tutela efectiva en tiempo oportuno.51   
 
La tendencia a flexibilizar la congruencia nace de una sensibilización de la doctrina, con la cual se busca 




                                                           
51  Mabel de los Santos propone supuesto de flexibilización de la congruencia en nuestro sistema procesal. Señalando 
que en cuanto al objeto de la postulación: Los artículos 683, 685 y 687 del C.P.C.P. contienen previsiones que permiten al 
juzgador disponer una medida distinta de la solicitada en tanto sea eficaz para acordar la protección cautelar pretendida. En 
cuanto a los sujetos de la pretensión formulada en la demanda la condena al tercero de intervención provocada configura un 
supuesto de flexibilización de la congruencia. En ciertos casos de intervención obligada de terceros (ya sea el caso de denuncia 
civil: arts. 102 y 103 del C.P.C.P., aseguramiento de pretensión futura: art. 104 C.P.C.P., llamamiento posesorio: art. 105, 
penúltimo párrafo, del C.P.C.P. o llamamiento del tercero pretendiente) el juez puede condenar a quien no fuera originariamente 
demandado por el actor, importando ello una flexibilización de la congruencia respecto de los sujetos de la pretensión, que 
encuentra fundamento en razones de economía procesal. De los Santos, Mabel. En Postulación y Flexibilización de la 
Congruencia (Su análisis con relación al Código Procesal Civil Peruano). 
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los supuestos en los cuales se pueda ir más allá de lo pedido sin afectar el derecho de las partes ni 
generar un sentencia nula. 
 
La posibilidad de flexibilización la congruencia ha llevado a Oteiza a sostener que el juez llamado a 
decidir el conflicto puede enfrentarse a la necesidad de indagar sobre lo realmente pedido, lo cual no 
significa que haga suya la petición o la desarrolle a su gusto. En una contienda referida a derechos 
privados la decisión debe guardar correspondencia con el pedido de reconocimiento de esos derechos, lo 
cual no soluciona el problema de falta de claridad en el leguaje utilizado. Cierta flexibilidad otorgada al 
Juez a la hora de meritar el alcance de lo pedido y su correspondencia con el eje del debate no supone 
una injerencia del Estado en la esfera de la autodeterminación, si no la capacidad de moderar las formas 
empleadas para discutir con mayor libertad en el campo favorable a la fiel expresión de las posiciones de 
las partes. 52 
 
En resumen podemos decir que el juez en el proceso civil se encuentra vinculado, su decisión debe estar 
sintonizada de forma rígida y sin escapatoria con el principio de congruencia procesal, inclusive si se 
desvincula de él lo que resuelva puede ser afectada por el instituto de la nulidad procesal. Sin embargo, 
hay situaciones en las que es posible escapar de la “camisa de fuerza” y hacer un poco más dúctil este 
principio, acoplarlo a la naturaleza del proceso, a sus fines o los bienes jurídicos protegidos en él o a un 
interés público que supera el interés individual de las partes.   
 
Muchas veces la posibilidad de desvincularse de las pretensiones de las partes nace expresamente de la 
ley –como en algunos supuestos indicados en punto siguientes- sin embargo, son los casos que menos 
problemas generan pues la flexibilización está autorizada por la disposición legal, esta forma de 
flexibilizar la congruencia es ope legis. 
 
La situación problemática se presente en los procesos en los que el juez deba realizar un apartamiento 
de lo solicitado por las partes para emitir pronunciamiento sobre un pedido no efectuado en el proceso, 
respaldándose en la protección de bienes jurídicos de mayor trascendencia a la faja formal de la 
congruencia, aquí nos referimos a la flexibilización de la congruencia ope judicis. Se trata de una 
actividad realizada por el juez sin respaldo normativo, pero de necesidad para una mejor respuesta 
judicial. 
 
Entonces, la figura de la flexibilización de la congruencia actualmente ya no resulta un tabú, es más bien 
aceptada por la doctrina como una forma de conceder de manera más adecuada y justa la tutela judicial 
efectiva que piden las partes. Situación que nos lleva a superar la ortodoxia procesal como diría De 
Lázzari. 
 
En ese sentido orienta su opinión el profesor Gozaíni para quien la posibilidad de resolver fuera del marco 
de lo pedido no agravia el derecho de defensa ni conspira con la garantía del debido proceso. Alega que 
no se trata de cambiar el interés puesto de manifiesto en la demanda, ni de socavar el derecho del 
litigante, sino de advertir que, la cosa demandada no es un objeto estanco y acotado, sino un maro de 
referencia donde el poder del que pide e inclusive, la misma negociación entre las partes, permite 
reconducir o replantear la pretensión llevándola a una flexibilidad que el principio de congruencia, en los 
parámetros actuales, no admite ni tolera.53 
 
 
V. Supuestos de flexibilización de la congruencia procesal: 
 
Si bien el III Pleno Casatorio Civil hace el análisis de la flexibilización de la congruencia a partir de los 
procesos vinculados al derecho de familia, como los procesos de divorcio o de separación,  
                                                           
52  Oteiza, Eduardo. “El juez ante la tensión entre libertad e igualdad”. En Revista de Derecho Procesal. Número 
extraordinario en homenaje a Ramiro Podeti. Editorial Rubinzal Culzoni. Santa Fe 2004. Pág. 226. 
53  Gozaíni, Osvaldo Alfredo. “El principio de congruencia frente al principio dispositivo” en Revista de Derecho Procesal 
Civil No. XI. Editorial Communitas. Lima 2008. Pág. 155. 
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sobre todo en los casos de separación de hecho, en los que se encuentran comprometidos derechos del 
menor, la familia, el derecho de los cónyuges; éste no es el único ámbito en el que se mueve el instituto, 
la posibilidad de hacer ceder la rigurosidad de la congruencia procesal la podemos apreciar también en 
los procesos laborales54 y contenciosos admistrativos.55 
 
La morigeración de la congruencia o la fórmula para hacerla flexible se puede presentar según la doctrina 
en diversas situaciones: en los procesos colectivos, ambientales, medidas cautelares, mandato 
preventivos, hechos sobrevinientes, defensa no opuestas, extensión de los efectos de la sentencia, 
intereses, daño moral, etcétera, son algunas de las manifestaciones de este fenómeno particular, 
producto de la publicización del proceso, sin contar aquellos otros donde subyace un particular interés 
público.56 
 
En el ámbito civil también es posible resolver situaciones en las que no obstante la inflexibilidad de la 
congruencia ésta debe dar lugar a la protección de derechos de mayor trascendencia o importancia a la 
afectación,  la doctrina cita el caso en el que se demandó el pago de una indemnización por daños y 
perjuicios por el fallecimiento de un menor en una torre de alta tensión que no tenía el cerco de 
protección, el juez resuelve lo peticionado en la demanda ordenando el pago de una suma de dinero por 
resarcimiento y además ordena que la demandada (una empresa eléctrica) coloque un cerco de 
protección con mayor seguridad para evitar futuros daños a terceros. La colocación del cerco no fue 
peticionada en la demanda; pero, el juez ordena su colocación de los cercos para prevenir daños futuros. 
Aquí es incuestionable que la decisión va más allá de lo solicitado pero se justifica además como un 
mecanismo de tutela preventiva a fin de evitar la repetición de un ilícito. 
 
El supuesto contenido en el artículo 22057 del Código Civil habilita la posibilidad al juez de apartarse de la 
causal de nulidad de acto jurídico postulada por la parte demandante y dar lugar a una causal diferente 
cuando ésta aparece “manifiesta”. 
 
En casos de un pedido de declaración de muerte presunta es posible que el juez al declarar improcedente 
la misma puede pronunciarse declarando sólo la ausencia de la persona desaparecida.58 
 
Tenemos igualmente el supuesto de flexibilización de congruencia en los procesos de divorcio donde se 
permite al juez variar el petitorio, así lo señala el Artículo 358 del Código Civil: “Aunque la demanda o 
reconvención tenga por objeto el divorcio, el juez pude declarar la separación, si parece probable que los 
cónyuges se reconcilien”. 
 
En la tutela cautelar, el juez tiene la posibilidad de desvincularse del pedido cautelar en atención al 
presupuesto de adecuación, lo que significa que puede conceder una medida cautelar diferente a la 







                                                           
54  Ver artículo 31 de la Ley Procesal del Trabajo: “El juez puede disponer el pago de suma mayores a las demandadas si 
apareciere error en el cálculo de los derechos demandados o error en la invocación de las normas aplicables”. 
55  Ver artículo 41 del TUO de la Ley que regula el Proceso Contencioso Administrativo: “La sentencia que declare 
fundada la demanda podrá decidir en función de la pretensión planteada lo siguiente. 2) El restablecimiento o reconocimiento de 
una situación jurídica individualizada y la adopción de cuantas medidas sean necesarias para el restablecimiento o 
reconocimiento de la situación jurídica lesionada, aun cuando no hayan sido pretendidas en la demanda”. 
56  Enderle, Guillermo Jorge. Op. Citada. Pág. 327. 
57  Artículo 220: “La nulidad a que se refiere el artículo 219 puede ser alegada por quienes tenga interés o por el 
Ministerio Públicos. Puede ser declara de oficio por el juez cuando resulta manifiesta”. 




flexibiliza para dar una oportuna respuesta a quien solicita por el peligro en la demora o cualquier otra 
situación una medida cautelar para garantizar lo que se decidirá en la decisión final.59 
 
En el proceso constitucional el principio de congruencia procesal es igualmente poco riguroso, pues en él 
se discuten derechos fundamentales que –como es obvio- merecen protección preferente. El Tribunal 
Constitucional al resolver procesos de la libertad ha sostenido que el principio de congruencia no es 
absoluto sino más bien relativo.60 Con lo cual podemos sostener que el principio de congruencia admite 
una más amplia flexibilización en el proceso constitucional a diferencia de cualquier otro proceso, aunque 
no se debe admitir una amplia dilatación del mismo, pues hacerlo puede convertir a la flexibilización de la 
congruencia como un instrumento de arbitrariedad.61 En algunos casos la flexibilización permite que la 
cosa juzgada del proceso constitucional se produzca también contra terceros.62 
 
En otras situaciones la flexibilización no sólo se permite salir del elemento objetivo de la pretensión sino 
que se atreve a superar la esfera subjetiva del proceso, es decir, la sentencia no sólo afecta a las partes 
sino que hace posible el efecto frente a terceros, apreciemos un ejemplo que nos brinda Gozaíni referido 
a la tutela preventiva, supuesto que lo involucra con la figura de la ampliación de la congruencia hacia 
sujetos que no son partes: se demanda los daños y perjuicios habidos por la pérdida de una vida humana 
ocasionada al caer en una alcantarilla no tapada que queda cubierta en días de lluvia. La pretensión 
persigue solamente una indemnización dineraria. Luego, probados los hechos y determinada la culpa de 
los responsables, se decide dictar sentencia favorable, pero al mismo tiempo, se ordena que la 
alcantarilla sea cubierta para evitar perjuicios similares. La obra debe llevarla a cabo quien no fue parte 
procesal. Sostiene el profesor argentino que la actuación judicial es preventiva y, a pesar de estar fuera 
del marco de la congruencia objetiva (pretensión material) y subjetiva (partes del proceso, no afecta la 




VI.  La flexibilización y el iura novit curia: 
 
                                                           
59  Artículo 611 del Código Procesal Civil: “El juez, atendiendo a la naturaleza de la pretensión principal y a fin de lograr la 
eficacia de la decisión definitiva, dicta medida cautelar en la forma solicitada o en la que considere adecuada, siempre que, de lo 
expuesto y la prueba presentada por el demandante aprecie (…)”. 
60  STC No. 02096-2009-PA/TC “Este Tribunal ya se ha encontrado en diversas ocasiones (cf. STC 2868-2004-AA/TC. FJ 
11; STC 0905-2001-AA/TC. FJ 4) frente a una situación semejante- En todas ellas ha sostenido que el principio de congruencia 
no es absoluto, sino relativo. En efecto, el principio iura novit curia constitucional tiene un mayor alcance del que rige en otro tipo 
de proceso, pues los derechos subjetivos constitucionales, a su vez, están reconocidos por disposiciones constitucionales, cuya 
aplicación, más allá de que no hayan sido invocados, o no se hayan identificado correctamente, corresponde decidir al Juez de la 
constitucionalidad (artículo VII del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional). Así, el que no se aleguen determinados 
derechos en la demanda y, por tanto, que el contradictorio constitucional no gire en torno a ellos, no es óbice para pronunciarse 
sobre esos y otros derechos; con mayor razón es posible integrar la causa petendi, no planteada en el escrito de demanda, para 
ordenar su admisión, en un caso que, como el presente, ha sido rechazado liminarmente”. 
61  En otra sentencia el TC ha establecido (Voto Singular del magistrado Vergara Gotelli “La figura de la “autonomía 
procesal” creada por este colegiado no puede significar el caos en el proceso constitucional, ya que el proceso se rige por 
principios rectores que lo organizan y estructuran como un proceso garantista no pudiéndose por tanto aceptar que con dicha 
figura se rompa el orden establecido que segura a las partes la eficacia de un debido proceso legal, para que sea sinónimo de 
orden u no de caos. Si bien el Tribunal puede establecer reglas de flexibilidad para los procesos constitucionales, éstas deben ir 
acorde con lo querido y dispuesto en la propia Constitución Política del Estado, no pudiéndose crear reglas que varíen en su 
esencia el proceso y con ello la Constitución. Si bien en el proceso de urgencia es necesaria la elasticidad, ésta no puede ser 
entendida como desconocimiento del principio de congruencia que exige adecuación de la sentencia a las preces de la demanda, 
lo que significa al fin solo la posibilidad de saltar vayas ordinarias que constituyen formalismo estéril para garantizar la efectividad 
de los derechos materiales o sustantivos en razón de urgencia, sin menoscabo de la efectividad de la forma procesal exigible 
precisamente para garantizar de eficacia el proceso.” STC No. 2609-20007-PA/TC. 
62  Nos referimos al artículo 33 del Código Modelo Tipo para acciones colectivas aprobado por el Instituto Iberoamericano 
de Derecho Procesal: “Cosa Juzgada: En los procesos colectivos de que trata este Código, la sentencia hará cosa juzgada erga 
omnes, excepto cuando la pretensión fuera rechazada por insuficiencia de pruebas, caso en el cual cualquier legitimado podrá 
intentar otra acción, con idéntico fundamento, si se valiere de nueva prueba (…)”. En nuestro medio el típico caso del proceso de 
inconstitucionalidad. 
63  Gozaíni, Osvaldo Alfredo. “El principio de congruencia frente al principio dispositivo” Op. Citada. Pág. 150. 
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Se admite actualmente la posibilidad de hacer ceder la rigidez de la congruencia aplicando el principio 
iura novit curia (alegando aplicación del artículo I del Título Preliminar del Código Procesal Civil), aun que 
entendemos que esta institución tiene una finalidad diferente (por ausencia o error en la alegación 
jurídica) a la llamada reconducción de pretensiones (apartarse de la calificación jurídica propuesta en la 
demanda y resolver una pretensión diferente y autónoma y definida por el órgano jurisdiccional), con la 
cual al parecer se pretendería hacer flexibilización de la congruencia.64 
 
Esta posibilidad de flexibilización no se refiere propiamente a la función del juez de enmendar la omisión 
en la invocación de la norma aplicable ni aquella en la que se debe aplicar la norma pertinente cuando se 
erró en su postulación.65 Esta tesis –más bien- se concentra en el objeto del proceso, en la pretensión 
postulada y la eventualidad de que el juez “pueda” resolver otra. 
 
Esta actividad flexibilizadora a través del iura novit curia –según esta posición- permite que el juez adecue 
o reconduzca lo pedido a lo que realmente corresponde resolver, se decide sobre la pretensión que se 
vincula con los hechos del proceso aunque no haya sido peticionada expresamente (se cambia el objeto 
del proceso, haciendo una función correctora). La parte yerra al postular la pretensión (puede ser en su 
nomen iuris o en su finalidad), pero, el juez adecua los hechos (los mismo de la pretensión errada) a lo 
que considere realmente es lo que buscan las partes con el proceso, aplicando la norma en la que 
encuadran los hechos involucrados en el proceso. 
 
Ello implica la adecuación de lo que se pide (se toman los hechos en que se sustenta la causa petendi) a 
lo que realmente corresponde (se adecuan esos hechos a la norma en la que se encuentran descritos de 
forma abstracta), este puede ser el caso del proceso de divorcio en la que se postula determinada causal 
contenida en la demanda o en la reconvención, pero, el juez considera que el divorcio se puede resolver 
por otra, la cual se encuentra objetivamente probada en autos en base a los mismos hechos del proceso.  
 
Encontramos igualmente el supuesto en el que se postula resolución de contrato en vez de rescisión o a 
la inversa y se resuelve la que corresponda a los hechos del proceso. Cuando se resuelve la pretensión 
sustentando la decisión en un supuesto de responsabilidad contractual cuando se postuló en la demanda 
un supuesto de responsabilidad civil por responsabilidad extracontractual, cuando no se expresó en la 




                                                           
64  Panduro Palacios explicando lo que significa en su contenido semántico el principio señala que curia corresponde a 
tribunal como resolutor de controversias, novit que proviene del verbo nosco (conocer) y iura que es el plural de del sustantivo ius 
(ley). En consecuencia, el concepto de la institución se puede sintetizar en cinco palabras “el juez conoce los derechos”. Para 
este autor los supuestos de aplicación de la institución son: a) por falta de alegación del derecho (función supletoria); y b) error en 
la alegación del derecho (función correctora). Panduro Palacios, Kepler. “Uso y abuso del aforismo iura novit curia, ¿es legítima 
su aplicación al momento de resolver el recurso de casación? Actualidad Jurídica Tomo 181, Diciembre de 2008. Editorial Gaceta 
Jurídica. 
65  Se postuló demanda de otorgamiento de escritura pública para que la demandada cumpla con otorgar al actor 
escritura pública de cancelación y levantamiento de garantía de bienes otorgados en garantía hipotecaria y prenda vehicular 
invocando el artículo 1412 del Código Civil. En este caso la Sala al absolver el grado confirma la sentencia apelada que declara 
fundada la demanda, invoca el artículo VII del Título Preliminar del Código Procesal Civil, al concluir que si bien es cierto que la 
demanda ha sido sustentada en el artículo 1412 del Código Civil, que prevé la necesidad de escriturar un acto jurídico cuando tal 
formalidad haya sido prevista por la ley o por convenio de las partes, bajo sanción de nulidad, se aprecia del petitorio de la 
demanda y fundamentos fácticos de la misma que se trata más bien de una cancelación y levantamiento de hipoteca, sentido en 
que debe considerarse en aplicación del principio iura novit curia, al no haberse establecido una vía procedimental específica 
para la tramitación de tal pretensión. El recurso de casación desestimo la denuncia de afectación al deber de motivación por 
haberse violado el principio de congruencia procesal por fallo extra petita, modificando la demanda. Ver Casación No. 1232-2008-
Arequipa. 
66  La circunstancia de que una pretensión por indemnización por indemnización por daños y perjuicios, verbigracia, se 
haya fundado en las normas relativas a la culpa aquiliana (art. 1109, Cód. Civ.), no impide que la sentencia haga lugar a la 
pretensión con fundamento en el régimen de la responsabilidad contractual (art. 184 Cód. Com.), por cuanto, en tal hipótesis, la 
causa de la pretensión se halla representada por el hecho dañoso y no por el punto de vista jurídico a través del cual el actor lo 
ha invocado. Enderle, Guillermo Jorge. Op. Citada. Pág. 239. 
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Aparece el ejemplo de la ineficacia por falso procurador con la nulidad de acto jurídico en el supuesto de 
que quien realizó la venta era una representante que excedió sus facultades. 
 
El alejamiento de la formalidad que impone el principio de congruencia aplicando el principio iura novit 
curia se encontraría justificada porque el juez no resuelve con la norma jurídica que invocan las partes 
para respaldar la pretensión procesal sino que emite la decisión en la norma jurídica que corresponde 
aplicar tomando en cuenta los hechos involucrados en el proceso.  
 
La regla para la validez de este supuesto de flexibilización (aunque consideramos que es un supuesto de 
reconducción de pretensiones) precisa que el juez no se aparte de los hechos del proceso, nos los 
desnaturalice, no los omita o que cree otros hechos ajenos a la litis, lo contrario implicaría incurrir en 
incongruencia fáctica, además de producir decisiones que afecten derechos fundamentales de naturaleza 
procesal de las partes como el derecho de defensa, el derecho de contradicción, entre otros.  
 
Aunque admitimos que esta posición es discutible, pues con la “reconducción” de lo pretendido se pueden 
afectar los derechos fundamentales de naturaleza procesal de las partes: debido proceso, tutela judicial 
efectiva, contradicción, congruencia e imparcialidad del juez. 
 
La flexibilización de la congruencia utilizando el iura novit curia –como sabemos- no es un acto libre del 
juez, es una actividad que presenta determinados límites, por lo cual, si el juez al reconducir la pretensión 
aplica la norma que considera es la adecuada para resolver la litis y no la postulada por las partes para 
respaldar sus pretensiones, lo debe hacer respetando los hechos introducidos por las partes al proceso (a 
partir de la carga de aportación de hechos) y estos hechos tienen correlación con el supuesto de hecho 
contenido en la norma aplicada. 
 
De otro lado, la aplicación de la flexibilización de la congruencia a través del principio iura novit curia no 
implicaría –propiamente- un “cambio” o “modificación” –según esta posición-  de la pretensión planteada 
(incongruencia objetiva) si no la adecuación o reconducción de ésta a la norma jurídica que corresponde 
aplicarse al caso concreto. Se pretende con esta actividad del juez la adecuada subsunción de la 
pretensión postulada en norma jurídica diferente a la postulada en la demanda. Se modifica más bien la 
pretensión y se resuelve una pretensión no demandada cuando el juez haciendo uso de este principio 
deja de lado los hechos centrales en los que se sustenta la pretensión: incongruencia fáctica.  
 
El uso del principio iura novit curia para flexibilizar la congruencia serviría de fundamento para la 
concesión de una adecuada y correcta tutela judicial efectiva, buscando una decisión justa, se resuelve la 
litis tomando en cuenta los hechos aportados por las partes en el proceso, dejando de lado la 
“fundamentación jurídica” propuesta por ellas.67 
 
En nuestro medio no existe mucho trabajo jurisprudencial que admita la reconducción de pretensiones –
más bien hay decisiones judiciales que la rechazan-68 en la que el juez civil se atreva a reconducir la 
pretensión a la norma que resulte aplicable, aunque si hay casuistica.69 
                                                           
67  En la práctica judicial suele postularse el vencimiento de los plazos de caducidad para el ejercicio de determinadas 
pretensiones de naturaleza societaria (Ley General de Sociedades) al correr traslado la parte contraria señala que no se ha 
vencido el plazo o que se deben usar las normas del Código Civil sobre esta material. En estos casos corresponderá al juez 
resolver la cuestión procesal con la norma que corresponda aplicar al caso concreto, a veces prescindiendo de las que 
propusieron los sujetos del proceso. 
68  “(…) cuando se decida u ordena sobre una pretensión no deducida en el proceso y menos fijada como punto 
controvertido, se alterna la relación procesal, en caso contrario el juzgado se está sustituyendo a uno de los justiciables, 
transgrediendo las garantías del debido proceso”. Casación No. 1981-2001-Lima. 
69  “(…) el sustento de la Sala Civil Superior para declarar la improcedencia de la demanda radica en el hecho de 
considerar que no se puede dilucidar el mejor derecho de posesión por no estar expuesto ni en el petitorio de la demanda ni 
planteada como pretensión vía reconvención, ni fijada como punto materia de controversia, no obstante ello, conforme fluye de 
autos las partes procesales discuten la titularidad del derecho de posesión lo cual debe ser dilucidado a efecto de determinar 
precisamente  cuál de las partes justiciables tiene el mejor derecho de posesión respecto el bien sub litis y como consecuencia  
de ello establecer si corresponde acceder a la restitución de dicho bien exigido por la parte demandante. En ese sentido, es 
menester precisar que el aforismo iura novit curia reconoce la necesaria libertad del juez para subsumir los hechos 




Más aun si existe la posibilidad –según norma procesal- de declarar improcedente la demanda por la 
existencia de la causal de desvinculación entre el petitorio y los hechos que la sustentan (Art. 427 inciso 5 
CPC), es decir, si se propone una pretensión que no se relaciona con la causa petendi (en la que 
encontramos los hechos con calificación jurídica) la demanda puede ser rechazada liminarmente.  
 
Por lo cual, no es de uso corriente –por lo menos en la especialidad civil- resolver una pretensión 
diferente a la que se postuló aplicando el iura novit curia. Más por el contrario este supuesto es entendido 
como una afectación al principio de congruencia procesal.70  
 
La doctrina más bien rechaza la posibilidad de “alterar la acción ejercitada” aquí encontramos a Picó  i 
Junoy quien citando a los tribunales españoles señala que “los tribunales no tienen necesidad, ni tampoco 
obligación, de ajustarse en los razonamientos jurídicos que les sirven para motivar sus fallos a las normas 
aducidas por las partes y pueden basar sus decisiones en fundamentos jurídicos distintos, siempre que 
no se altere la acción ejercitada, pues la tradicional regla encarnada en el aforismo iura novit curia les 
autoriza para ello. 71 
 
Debe precisarse que el precedente judicial (fundamento 80) en ciernes hacer referencia al uso del 
principio iura novit curia, negando la posibilidad de uso cuando no exista pedido, alegación o base fáctica 
para acreditar los perjuicios y el juez pretenda aplicar lo dispuesto en el artículo 345-A del Código Civil. 
 
Consideramos que el uso del iura novit curia en el proceso tiene una finalidad diferente a la que busca la 
llamada reconducción de postulaciones o pretensiones, por lo cual esta situación no sólo merece un 
mayor análisis sino que debe estar sujeto a límites y sobre todo a presupuestos como los que 





                                                                                                                                                                          
señala Peyrano “(…) al juez le está vedado, dentro del esquema procesal crudamente dispositivo, ser curioso respecto del 
material fáctico, pero puede y debe, emprender una búsqueda sin fronteras, tendientes a subsumir rectamente aquel dentro del 
ordenamiento jurídico”. De acuerdo a lo señalado a efectos de evitar incurrir en futuras nulidades y teniendo en cuenta que es 
sustento de la pretensión de los demandante y la pate demandada, el alegado de derecho de posesión respecto del bien 
en litigio, por lo tanto el Colegiado Superior a efectos de emitir nuevo pronunciamiento procediendo a analizar de los autos el 
mejor derecho de posesión exigido por ambas partes procesales, teniendo siempre en consideración los fines del proceso, es 
decir, el resolver el conflicto de intereses o eliminar una incertidumbre, ambas con relevancia jurídica, a fin de lograr la paz social 
y justicia ”. Casación No. 1981-2001-Lima. 
70  “(…) en lo que respecta a la causal de inaplicación, se tiene que ella tampoco puede prosperar, toda vez que la 
nulidad de oficio de un acto jurídico sólo puede ser declarada por el órgano jurisdiccional en caso que aquella resulte manifiesta y 
respetando el derecho de defensa de las partes, siendo que en autos no ha sido materia de debate y probanza la nulidad de los 
actos jurídicos por infracción de la Ordenanza Municipal número cero cero siete- noventa y cuatro-INC/FC, razón por la cual la 
Sala Superior no estaba obligada a analizar tal supuesto nulificante ni aplicar el artículo doscientos veinte del Código Civil al caso 
concreto. Finalmente, en cuanto a la causal de infracción de las formas debe igualmente desestimarse, por cuanto, en lo que 
respecta al acápite a), frente al deber de los jueces de suplir o corregir la invocación normativa de las partes, también 
existe la limitación que impone el principio de congruencia procesal, dado que el juez  sólo debe sentenciar según lo 
alegado y probado por las partes y en tal sentido, estando a que la controversia de autos giraba en torno a dilucidar si los actos 
jurídicos cuestionados se encontraban afectados por un vicio de la voluntad, como es el error, el cual se sanciona con 
anulabilidad y no con nulidad, su decisión no podía ser incongruente con los hechos alegados en el proceso”. Aunque en esta 
decisión hubo voto en minoría en que se estableció lo siguiente: “la argumentación esgrimida se sustenta en la infracción al 
principio iura novit curia y asimismo, en que la recurrida habría infringido lo dispuesto en el artículo III del Título Preliminar del 
Código Adjetivo, relativo a la finalidad del proceso civil en la medida que en los presente autos se ha emitido un fallo inhibitorio. Al 
respecto estimo que la aplicación del iura novit curia, es decir de la norma jurídica pertinente es una potestad y deber 
que corresponde al juzgador en la calificación jurídica de los hechos que subyacen en el conflicto intersubjetivo, razón 
por la cual si se produce en el caso de omisión o errónea invocación de las normas legales, empero los hechos se subsumen en 
la norma que el juez considera adecuada corresponde a éste como conocedor del derecho decidir el conflicto expuesto”. 
Casación No. 4894-2008-Cajamarca. 




En ese entendiendo se debe entender que la aplicación del principio iura novit curia no debe generar una 
reconducción de pretensiones, ésta debe servir para corregir el planteamiento normativo de la pretensión, 
pues, de otra forma se podría generar –oficiosamente- una acumulación subordinada de pretensiones, 
teniendo una pretensión postulada por el actor y la otra, la resuelta por el juez sin que se haya pedido. 
 
La reconducción de pretensiones por su parte implica la modificación de la causa petendi y por tanto la 
pretensión postulada, con ella sí se afectan los hechos (se modifican, se cambian), pudiendo producir 
supuestos de afectación a la cosa juzgada (si ello ya se discutió en proceso anterior) o de litispendencia 
(si se viene tramitando en otro proceso la misma pretensión). Además la reconducción sólo debe 
proceder –de forma excepcional- cuando se encuentre debidamente permitida por la ley, sin esta 
autorización no es posible, debido a que con ella se cambia la causa alega y se prescinde de la 
pretensión postulada. En ese entendido al supuesto contenido en el artículo 200 del Código Civil no es 
propiamente un supuesto de reconducción de pretensiones ni de iura novit curia, sino de flexibilización de 
congruencia autorizado por ley. 
 
Pese a lo expuesto, encontramos en la doctrina nacional -apoyado por la jurisprudencia mayoritaria-72 un 
punto de coincidencia sobre la materia, el cual se sustente en la imposibilidad de hacer uso de este 
principio en sede casatoria, posición con la cual coincidimos plenamente. Puesto que el recurso de 
casación formulado por errores in iudicando que postulan la aplicación indebida o inaplicación de 
determinada norma de derecho sustantivo es la que  marca el derrotero de pronunciamiento (principio de 
limitación en materia impugnatoria) de la Corte Suprema, no siendo posible que la Sala de Casación se 
pronuncie oficiosamente por otra norma que no fue invocada. 
 
 
VII.  Presupuestos básicos para flexibilizar la congruencia: 
 
En esta parte del trabajo pretendemos -a la luz de los avances en la doctrina- proponer algunos 
parámetros mínimos que se deben dar en el proceso para realizar adecuadamente el trabajo de 
flexibilización, sobre todo para evitar que cuando el juez ejercite es labor al decidir el conflicto no afecte el 
derecho de las partes. 73  
 
Debemos empezar esta tarea diciendo que el hecho de separarse de lo peticionado por las partes, de 
alejarse de la pretensión, de decidir algo no demandado produce en estricto un supuesto de 
incongruencia, salvo que se pueda alegar que tal apartamiento implica propiamente flexibilizar el principio 
de congruencia procesal. Pero, este trabajo de flexibilización si no se hace correctamente puede terminar 





                                                           
72  “(…) la competencia de la corte se encuentra limitada a las cuestiones que le son sometidas a su consideración, no 
pudiendo la corte conocer oficiosamente de las cuestiones que no se le hayan planteado concretamente, de modo tal que toda 
conclusión contenida en la resolución recurrida que no sea materia de impugnación es intangible por la corte”. Casación No. 926-
95-Lima Norte Lima. “(…) la sala de casación no constituye una tercera instancia; por lo mismo, tampoco puede examinar el 
proceso por causales no alegadas y menos por cuestiones de forma y de fondo no planteadas inequívocamente con el recurso”. 
Casación No. 3496-01-Sullana. 
73  No existirá incongruencia cuando se decida sobre una pretensión que, aunque no fue formal o expresamente 
ejercitada, estaba implícita o era consecuencia  inescindible o necesaria de los pedimentos articulados o de la cuestión debatida 
en el proceso. Porque para que el vicio afecte el derecho de defensa deberá mostrar un absoluto desvío de la pretensión con 
consiguiente indefensión y sustracción a las partes del verdadero debate contradictorio produciéndose un fallo extraño a las 
respectivas pretensiones, de forma que la decisión judicial, se haya pronunciado sobre temas o materias  no debatidas 
oportunamente en el proceso y respecto de las cuales, por consiguiente, las partes no tuvieran oportunidad de ejercitar 
adecuadamente su derecho de defensa, formulando o exponiendo las alegaciones y argumentos que tuviera por conveniente en 
apoyo de sus respectivas posiciones procesales. Gozaíni, Osvaldo Alfredo. “El principio de congruencia frente al principio 




Por ello, flexibilizar no implica improvisar, no se trata de dar una sorpresa a las partes, el juez no debe 
sacar un as bajo la manga al emitir la decisión. Por el contrario, lo que se debe hacer el juez es someter a 
debate lo que se va a resolver en adición a lo peticionado inicialmente por las partes o propuesto con 
posterioridad a la etapa postulatoria. 
 
El ejercicio del contradictorio es esencial si se intenta flexibilizar lo peticionado por las partes, ello implica 
darles la  oportunidad para expresar lo que convenga a sus intereses, el juez antes de poner en práctica 
esta posibilidad debe habar dado a las partes la oportunidad de defenderse. Además de lo decidido debe 
merecer un nuevo pronunciamiento en revisión por el juez de grado para dar oportunidad a que el tema 
se vea en doble oportunidad. 
 
Ahora bien, el desplazamiento de la formalidad rígida de la congruencia debe producirse esencialmente 
cuando hay otras situaciones o derechos de las partes que merecen tutela jurídica por encontrase por 
encima o trascienden a la formalidad estricta que destila del principio de congruencia que debe ceder 
ante la importancia de éstos. Aquí es donde se ve lo que la doctrina denomina la publicización del 
proceso. 
  
Entonces, los presupuestos básicos para aplicar la flexibilización de la congruencia para no afectar el 
debido proceso son: a) que no exista pedido expreso de las partes de lo que se debe pronunciar el juez 
en la decisión o que este se haya producido con posterioridad a la etapa postulatoria; b) fijar como 
elemento de debate (se adicione al thema decidum en los puntos controvertidos) lo que resolverá en 
exceso el juez en la sentencia; c) que el juez haya concedido la oportunidad a las partes para que 
expresen lo conveniente sobre lo que debe resolver adicionalmente en la decisión, otorgar el derecho de 




VIII. Análisis del III precedente Judicial: 
 
8.1 Un apretado resumen de la decisión: 
 
Del  contenido del III Pleno Casatorio Civil se pueden extraer los siguientes datos: 
 
Se emitió a partir de la discusión y resolución de un proceso de divorcio por la causal de separación de 
hecho, a la demanda se acumuló la disolución del vínculo matrimonial, suspensión del deber de lecho y 
habitación y régimen de visitas de los menores hijos. 
La parte demandada reconvino para que el actor le pague una indemnización a su favor, la cual estimó en 
la suma de S/. 250.000. 
Se concedió oficiosamente el recurso de casación en aplicación a lo dispuesto en el artículo 392-A del 
CPC a fin de determinar la adecuada aplicación de lo dispuesto en el artículo 345-A del CC. Ante la 
deficiencia del recurso propuesto y dado el interés que generaba el tema aunado a las decisiones 
contradictorias sobre el tema en la Corte Suprema. 
Las sentencias contradictorias que llevaron a dictar el precedente judicial: Casación No. 5106-2009-Lima, 
Casación No. 1585-2010-Lima y 5512-2009-Puno, entre otras. 
Desde el punto de vista procesal se desarrolló un breve marco teórico de los principios de congruencia, 
preclusión y eventualidad.74 Se postula la flexibilización de estos principios en los  
                                                           
74  Fundamento 14: Estos principio de congruencia, preclusión y eventualidad procesal reclaman que el juez se pronuncie 
sólo sobre los hechos y petitorios formulados por las partes en sus actos postulatorios respectivos. Igualmente estos principios 
imponen a las partes que todas sus pretensiones y medios de defensa que convengan a sus intereses, se formulen también en la 
etapa postulatoria, ya sea en forme alternativa, subordinada o accesoria. Pero como veremos estos principios deben aplicarse en 
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procesos de familia, en especial en los procesos de divorcio por separación de hecho en cuanto a la 
indemnización. Señalando que en los procesos de familia el juez debe asumir una función tuitiva 
haciendo eficaz el principio de socialización del proceso. 
Se hace referencia al llamado “pedido implícito”, es decir, de aquel pedido formulado por una de las 
partes que genera una posibilidad de flexibilización de la congruencia, se pueden proponer este pedido 
en cualquier momento y el juez debe pronunciarse en la sentencia sólo si se proporciona el derecho de 
defensa y de impugnación. 
Se toman como modelos de flexibilización de la congruencia lo establecidos en el proceso laboral 
(artículo 31 de la Ley No. 29497) dando sumas mayores a la demandada, pago de intereses legales; y en 
la Ley Contenciosa Administrativa. 
Las pretensiones accesorias previstas expresamente en la ley se pueden acumular inclusive hasta el 
momento en que se  fijan los puntos controvertidos. 
En el tema sustantivo la indemnización no constituye un supuesto de responsabilidad civil contractual o 
extracontractual. No tiene naturaleza resarcitoria, es una obliga legal basada en la solidaridad familiar. Se 
determina la existencia de daño a la persona y daño moral en el contenido de los artículos 345-A y 351 
CC.  
 
8.2   Aspectos rescatables de la decisión: 
 
Con relación a la congruencia procesal en el III Pleno Casatorio Civil encontramos como aspecto a 
rescatar que en la jurisprudencia nacional en materia civil se admite por primera vez con carácter de 
vinculante –precedente con eficacia vertical y horizontal- la tesis de la flexibilización de la congruencia.  
 
De otro lado, se admite la posibilidad de pronunciamiento en la sentencia sobre “pedidos implícito” 
propuestos por las partes con posterioridad a la etapa de iniciación o postulatoria (o que se produzcan en 
cualquier estado del proceso) sobre la indemnización o adjudicación preferente de bienes, siempre que 
este pedido haya sido conocido por la otra parte y se haya abierto un debate sobre el particular 
(posibilidad del ejercicio del contradictorio).  
 
Entendemos que el “pedido implícito” no siempre es un “petitorio extemporáneo”, pues éste puede 
presentarse propiamente en la etapa postulatoria, pero sin respaldar de forma concreta una pretensión 
expresa, es decir, que aparece  involucrado (tal pedido) entre los hechos de la demanda o en la 
contestación de la misma, aparece confundido como una especie de “argumento” de ataque o de 
defensa. Aunque es posible también que se presente fuera de la etapa postulatoria.  
 
Consideramos que en el primer caso el pedido implícito postulado (en la demanda y contestación) por 
una parte respecto de la indemnización al ser enfrentado por la otra (negado o contradicho) debe  ser 
fijado como hecho controvertido, someterlo a prueba y resolverlo en la sentencia. Esta es una forma 
adecuada de hacer flexible la congruencia, ya que no hay pretensión expresa postulada, pero, los 
pedidos implícitos la configuran, por tanto se debe resolver en la sentencia.  
 
En el segundo caso (petitorio extemporáneo) se debe propiciar el contradictorio, procurar que las partes 
ofrezcan las pruebas pertinentes (de actuación inmediata), si es posible fijarlo como hecho controvertido 
(si aun no se llegó a esta etapa) y resolverlo en la sentencia. En ambos casos la fundabilidad o no del 
pedido implícito dependerá de la prueba aportada por las partes, para lo cual debemos seguir lo 
expresado en el fundamento 80 de la decisión. 
 
                                                                                                                                                                          
forma flexible en los procesos de familia y, particularmente en el proceso de divorcio por causal de separación de hecho, 




La otra regla importante de la decisión es que la indemnización o adjudicación puede ser solicitada 
expresamente por el actor (acumulándola como pretensión accesoria) o por el demandado con una 
reconvención (acumulación sucesiva) o en momento posterior a la postulación y en cualquier estado del 
proceso (pedido implícito).75 Puede haber pronunciamiento de oficio de esta pretensión “siempre que éste 
haya expresado de alguna forma y en el curso del proceso hechos concretos referidos a su condición de 
cónyuge más perjudicado con la separación de hecho o el divorcio en sí. Igualmente en este supuesto, se 
garantiza al otro cónyuge el derecho de defensa y el derecho a instancia plural”. 
 
Este último supuesto parece exactamente el mismo (o no presenta mayor diferencias) con la hipótesis 
planteada en la decisión cuando expresa que puede ser pedida la indemnización o adjudicación “en 
momento posterior a la postulación y en cualquier estado del proceso”, más aun si en este caso se debe 
someter tal “petición” al contradictorio.  
 
Para el tema probatorio el precedente judicial ha señalado que la probanza de los pedidos de 
indemnización o adjudicación se debe hacer por prueba directa o a través de los sucedáneos de la 
prueba: los indicios, las presunciones legales (como la que genera la rebeldía), presunciones judiciales o 
ficción legal. 
 
Asimismo, se expresa que el juez en los procesos de divorcio puede fijar el objeto del proceso y tiene la 
capacidad de “interpretar” la demanda y la contestación, buscando fijar adecuadamente lo que buscan las 
partes y determinar lo que será objeto de controversia, prueba y decisión, concretamente en el caso en 
análisis buscando datos en los escritos iniciales para definir si alguna de las partes pretende el pago de la 
indemnización o adjudicación que se refiere el artículo 345-A del Código Civil, para lo cual debe utilizar 
los principios favor processum o pro pretensor. 
 
 
IX. La incongruencia fáctica y la arbitrariedad: 
 
En determinadas situaciones la incongruencia y la arbitrariedad suelen confundirse, sobre todo en lo que 
respecta a la incongruencia fáctica. 76  
 
Como dijimos, en la incongruencia fáctica el juez resuelve la controversia omitiendo hechos 
determinantes de la litis o a partir de hechos que no fueron invocados. Esta incongruencia es 
esencialmente fáctica porque se refiere a los hechos del proceso, en el entendido que se valoran hechos 
en el proceso.  
 
En ese sentido cuando el juez al emitir la sentencia dejó de lado hechos sustentados en prueba que 
resultan esenciales y decisivos para resolver el conflicto o creando hechos que no fueron postulados, se 
dice que nos encontramos ante una incongruencia fáctica.77 
                                                           
75  Habrá que preguntarse si la expresión “en cualquier estado del proceso” comprende la posibilidad de que se postule 
este pedido ante el juez revisor o de segundo  grado en casos de apelación o sólo alcanza a la posibilidad de postularlo antes de 
que se emita la sentencia del juez de fallo. Lo correcto debería ser que el pedido y debate sobre la indemnización o adjudicación 
se produzca de forma preferente ante el juez del primer fallo y antes que emita sentencia, ello garantiza no sólo el derecho de 
defensa sino también el derecho a la instancia plural.  
 
76  La jurisprudencia argentina es clara en este aspecto al señalar que “el juzgador no puede basarse en hechos no 
alegados, aunque su existencia resulte de la prueba dado que ésta, como principio, sólo puede verse sobre los extremos 
oportunamente invocados. La sentencia no puede decidir acerca de una acción no ejercitada en los escritos introductorios del 
proceso –o conceder excediendo el límite del reclamo –ni omitir la consideración de la que fue planteada, puesto que se estaría 
en presencia, respectivamente, de sentencias dictadas extra petita partium, ultra petita partium y citra petita partium. Y en lo que 
concierne a la causa (o título), es decir, la concreta situación de hecho invocada para delimitar los términos de la pretensión (u 
oposición), el juez tampoco puede hacer mérito de una distinta a la invocada”. CNCiv., sala E, 27-3-2001. “C. H.F. c/L. C.L. 
s/Separación personal. Citada por Enderle. 
77  El análisis y meritación –afirma Enderle- por parte del juzgador de la prueba que opere como decisiva para la 
resolución del conflicto no podrá ser dejado de lado disfuncionalmente, en cuanto gravite en modo esencial respecto de la 
decisión final. Agrega que si se prescindiera de pruebas determinantes esenciales y decisivas, vinculadas a un punto principal, 




Sin embargo, se reconoce igualmente en la doctrina la categoría de sentencia arbitraria o decisión con 
pronunciamiento arbitrario cuando el juez emite pronunciamiento dejando de lado hechos esenciales 
sustentados en la prueba que no se consideran para resolver la litis, se trata de un supuesto de 
preterición de prueba decisiva que da un rumbo distinto al resultado del conflicto.  
 
Sagúes sobre la sentencia arbitraria a partir de lo expresado por los tribunales argentinos expresa que los 
distintos supuestos de arbitrariedad fáctica al prescindir de prueba o constancias obrantes en la causa. 
Reseña la doctrina de la Corte que incorpora el catalogo de sentenciar arbitrarias aquellas que se dictan 
sin considerar constancias o pruebas disponibles que asuman la condición de decisivas o conducentes 
para la adecuada  solución del caso, y cuya valoración puede ser significativa para alterar el resultado del 
pleito. 78  
 
Como vemos en situaciones similares (omitir pronunciamiento en la sentencia sobre hechos contenidos 
en las llamadas pruebas decisivas o determinantes) la doctrina se refiere a dos instituciones diferentes: a 
la decisión arbitraria por omisión de pronunciamiento de prueba fundamental y  a la incongruencia fáctica 
omisiva. 
 
Nuestro sistema procesal no está integrado a partir de la categoría de sentencia arbitraria, la cual es 
propia de los tribunales argentinos, pero, es obvio que se trata de la misma situación encasillada en 
institutos procesales diferentes, aunque en Argentina a través de la jurisprudencia se ha podido 
diferenciar a la incongruencia entre ir más allá de los pedido (congruencia) y hacer una valoración 
errónea de la prueba (decisión arbitraria): “frente a la hipotética omisión de valorar determinadas 
probanzas, podrá argüirse y en todo caso demostrarse una valoración errónea o arbitraria del material 
probatorio, mas no una transgresión al principio de congruencia, que tan sólo se concreta cuando se falla 
en más, en menos o en algo distinto de lo pedido”. Capel del Chubut, sala A, 15-9-2006, “Urrutia, Víctor 
A. c/Autos del Sur SA”, L.L. Patagonia 2007-971, citada por Enderle, pág. 209. 
Aunque –como podemos ver- este fallo es limitado en su comprensión total de la congruencia, pues no 
considerada a la incongruencia fáctica omisiva. 
 
El mismo Enderle considera como regla sobre este particular la siguiente: Podemos sentar que, por regla, 
tanto sea la falta de consideración o el deficiente examen en torno a la apreciación de probanzas 
producidas no comportaría incongruencia por defecto, sino un vicio de juzgamiento, salvo que se 
prescindiese de prueba determinantes esenciales y decisivas vinculadas al punto principal.79 
 
Debemos advertir adicionalmente que las decisiones arbitrarias –conforme lo detallaremos más adelante- no 
sólo se producen por la falta de pronunciamiento de prueba decisiva, sino por otros factores, pero, que se 
encuentran vinculados a la actividad probatoria del juez. 
 
 
A modo de conclusión: 
 
1. El principio de congruencia está ligado y forma parte del contenido esencial o constitucionalmente 
protegido del derecho a la motivación de resoluciones judiciales, por lo cual debe ser respetado y 






                                                                                                                                                                          
cualificación de grosero o evidente, conducirá a su descalificación por incongruente, pudiendo en última instancia, propiciar la 
declaración de arbitrariedad del pronunciamiento que lo contiene. Enderle, Guillermo Jorge. Op. Citada. Pág. 210. 
78  Sagüés, Néstor Pedro. Recurso extraordinario. Editorial Astrea. Buenos Aires 1992. Pág. 342. 
79  Enderle, Guillermo Jorge. Op. Citada. Pág. 209/210. 
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2. La incongruencia es el elemento patológico de la congruencia procesal y afecta la relación jurídica 
por constituir una afectación al debido proceso y tutela procesal efectiva. 
 
3. El principio de congruencia que impide ir más allá de los peticionado, no sólo debe ser respetado 
cuando se resuelve la pretensión procesal contenida en la demanda: petición, hechos y partes del 
proceso. Puede verse involucrado en otros aspectos del proceso donde existe una petición de las 
partes (con o sin audiencia) y una respuesta del órgano jurisdiccional (cuestión procesal), como en 
las medidas cautelares, en las apelaciones, en la casación, en la nulidad procesal, etc. 
 
4. El juez debe emitir sus decisiones respetando siempre el principio de congruencia procesal, de lo 
contrario viciará la resolución, puede perder imparcialidad y generar una afectación al derecho 
de defensa de las partes al ir más allá de lo peticionado o desnaturalizando lo solicitado. Este 
principio continúa orientando las decisiones en el proceso civil, es un principio angular en 
nuestro sistema procesal. 
 
5. La idea de flexibilizar el principio de congruencia no debe ser presentada como una línea 
concurrente en los procesos civiles, sólo debe adoptarse como una posibilidad que quiebra la 
rigidez de la regla cuando se presenten situaciones que merezcan una mejor tutela y protección 
de los derechos o intereses de las partes en el proceso, porque la tutela de los derechos de las 
partes que generan un quiebre de la rigidez procesal son de mayor importancia y trascendencia 
al principio de congruencia. 
 
6. La mejor forma de hacer menos riguroso y dúctil (en las situaciones ya anotadas) el principio de 
congruencia debe partir por proporcionar a las partes decisiones en las que se resuelvan temas 
debatidos previamente, sin contenidos sorpresivos. Por lo cual en el trabajo de elasticidad o 
morigeración de la congruencia el juez debe considerar siempre el respeto al derecho de 
defensa de las partes, debe permitir el ejercicio del contradictorio sobre lo que se flexibiliza, 
someterlo a prueba y respetar el principio de pluralidad de instancia para evitar indefensión. 
 
7. La flexibilización de la congruencia no es propia de los procesos de divorcio o separación o 
propiamente de los procesos de familia en general, es posible hacer menos riguroso o estricto el 
principio de congruencia en otros procesos como el proceso civil en el que se discuten 
pretensiones privadas, para el proceso laboral, constitucional y contencioso administrativo, la 
flexibilidad de este principio puede ser ope legis o ope judicis. 
 
8. El “pedido implícito” o propuesta que no expresa propiamente un petitum para definir la 
indemnización o adjudicación se debe extraer de los actos postulatorios (demanda o 
contestación) o puede ser presentado en oportunidad posterior a este etapa, sin que en este 
último caso se vea afectado el principio de preclusión o eventualidad, aunque esta situación 
novedosa quiebra la regla general que contiene nuestro ordenamiento procesal en la que la 






















El tratamiento en el presente trabajo sobre el debido proceso se presenta como necesario, si consideramos 
que se plantea como una posible afectación cuando se trata de hacer control de hechos en casación. 
 
Pero, no pretenderemos agotar su estudio, sino más bien, hacer un desarrollo genérico sobre la misma 
buscando darle contenido al final del trabajo.  
 
 
1.  DERECHO AL DEBIDO PROCESO: 
 
El debido proceso conocido también como el due process of law1, denominado también como proceso 
debido, proceso justo, debido proceso legal, derecho de audiencia, derecho de defensa, etc. no es un 
concepto nuevo pero pese a su longevidad su estudio sigue interesando a la doctrina. 
 
El desarrollo y  evolución del proceso y la necesidad de otorgar garantías mínimas a las partes con respaldo 
constitucional ha permitido el nacimiento de la denominada constitucionalización de la ciencia procesal, de 
ahí la importancia de su estudio, pues hoy la doctrina ha desarrollado en la esfera del Derecho 
Constitucional la disciplina del Derecho Constitucional Procesal.  
 
Además debemos decir que en el proceso actual ya no se habla de simples derechos procesales de las 
partes, sino más bien se hace referencia hoy en día a la existencia en el proceso de los derechos 
fundamentales de naturaleza procesal. 2 Esto quiere decir, que las partes y todo aquel que interviene en un 
proceso son titulares de derechos fundamentales que le son útiles y sirven para el proceso, concretamente.  
 
Estos derechos fundamentales logran una potencialidad en el desarrollo del proceso. Uno de estos 
derechos fundamentales de naturaleza procesal, es justamente el debido proceso, aunque no es el único. 
 
Debemos entender entonces, el derecho a un debido proceso, como un derecho fundamental, de naturaleza 
procesal, reconocido en la Constitución y en ordenamientos internacionales pero que logra su finalidad 
justamente en el proceso judicial, arbitral o cualquier otro procedimiento en el que se discuten y se 








                                                           
1  Aníbal Quiroga indica que el Due Process of Law no es otra cosa (citando a Couture) que la institución de origen 
anglosajona referida al Debido Procesal Legal como garantía con sustrato constitucional del proceso judicial, concepto que surge 
del orden jurisprudencial y justicia que respaldan la legitimidad de la certeza del derecho finalmente determinado en el resultado. 
Por ello el Debido Proceso Legal –que garantiza la correcta aplicación y vigencia del proceso judicial) – a su vez una garantía de 
un Tutela Judicial Efectiva y ello, a su vez, es elemento indispensable para la consecución de la finalidad de propio proceso 
judicial. Quiroga León, Aníbal. El Debido Proceso Legal en el Perú y el Sistema Interamericano de Protección de Derechos 
Humanos. Juristas Editores E.I.R.L. Lima, julio de 2003. Pág. 127. 
2  Los derechos fundamentales de naturaleza procesal son derechos subjetivos públicos que se tiene frente a los 
órganos jurisdiccionales y que, en consecuencia, configura un conjunto de facultades a los ciudadanos frente a los jueces y 
tribunales. Además, los derechos procesales tienen una clarísima visión objetiva, que hace de ellos unos derechos 
sensiblemente diferentes al resto de los demás derechos fundamentales.  Natarén Dandayapa, Carlos. La tutela de los derechos 
fundamentales de naturaleza procesal. Editorial Universidad Nacional Autónoma de México. México 2006. Pág. 10. 
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En primer lugar habrá que señalar que, el derecho a un debido proceso, es un derecho humano al igual que 
los anteriores que hemos tratado, su origen se remonta a Inglaterra en el año 1215, cuando en la Carta 
Magna promulgada por el Rey Juan de Inglaterra (conocido en la Historia como Juan sin tierra) se incorporó 
la garantía (Capítulo 39)  de que nadie sea juzgado sin previo proceso, ante un Juez competente y aplicando 
las leyes vigentes: “ningún hombre libre deberá ser arrestado, o detenido en prisión, o desprovisto de su 
propiedad, o de ninguna forma molestado; y no iremos en su busca, ni enviaremos por él, salvo por el 
juzgamiento legal de sus pares y por la ley de la nación”. 
 
En la Carta Magna expedida por el Rey Juan no apareció la famosa frase inglés con la que hasta hoy se 
recuerda al debido proceso (due process of law), esta frase se incorporó recién en 1354 en la Carta Magna 
reexpedida por el Rey Eduardo III. Couture enseña que la traducción correcta de la frase es “procedimiento 
debido” por lo que la frase en inglés debería ser “due procedure” y no “due process”; por su parte Eduardo 
García de Enterría lo traduce como “debido procedimiento de derecho”. Asimismo encontramos como 
antecedente del debido proceso a la 5ª Enmienda de la Constitución de los Estados Unidos de América que 
señala que todo ciudadano debe tener un proceso judicial, como la 14ª Enmienda como restricción al poder 
del Estado para resolver sin el debido proceso. 
  
En sus inicios el concepto debido proceso estaba casi restringido a ser una mera garantía procesal, con él 
se intentaba frenar las arbitrariedades judiciales como por ejemplo evitar detenciones arbitrarias, 
confiscación de bienes; de allí que se admitía que nadie podía ser privado de su vida, patrimonio y su 
libertad sin debido proceso legal, la jurisprudencia y la doctrina se encargaron de desarrollar este concepto, 
para llevarlo a constituirse en un derecho constitucional, fundamental y humano del cual no debe estar 
desprovisto ningún sujeto de derecho en la sociedad contemporánea. 
 
Cuando al Estado se le exige el otorgamiento de tutela jurisdiccional (vía el ejercicio del derecho de acción o 
derecho de contradicción) se exige también que ésta tutela sea otorgada en el proceso con garantías 
mínimas; esto significa que el Estado no sólo debe abocarse a resolver el conflicto de intereses (a través de 
la sentencia) sino que a esta decisión debe llegarse después de haberle otorgado a las partes las garantías 
mínimas para que puedan obtener de manera satisfactoria la tutela que exigen del Estado, esta decisión 
debe estar enmarcada dentro del contexto de una decisión justa y no arbitraria. 
 
La doctrina ha señalado que el derecho al debido proceso tiene dos vertientes, la primera de orden 
procesal (iter procesal) que incluye las garantías mínimas que el sujeto de derecho como parte debe tener 
en un proceso, aquí encontramos el derecho al juez natural, derecho a probar, derecho a impugnar, derecho 
a doble instancia, derecho a ser oído, derecho de defensa, etc. La otra vertiente de la institución está 
referida al derecho a exigir una decisión justa (aspecto sustantivo).3 
 
 
                                                           
3  a) En su faz procesal: constituye un conjunto de reglas y procedimientos tradicionales que el legislador y el ejecutor 
de la ley deben observar cuando en cumplimiento de normas que conducen la actividad de esos órganos (Constitución, leyes y 
reglamentos), regulen jurídicamente la conducta de los individuos y restringen la libertad civil de los mismos (libertad física, de 
palabra, de locomoción, propiedad, etc.). b) En su faz sustantiva: Constituye el debido proceso también, y además un standard 
o patrón o modelo de justicia para determina dentro del arbitrio que deja la Constitución al legislador y la ley al organismo 
ejecutivo (administrativo o judicial), lo axiológicamente válido del actuar de esos órganos, es decir, hasta dónde puede restringir 
en el ejercicio de su arbitrio la libertad del individuo. Queda convertida así la limitación o garantía procesal en una garantía 
genérica de libertad individual. Linares, Juan Francisco. Razonabilidad de las Leyes. El Debido Proceso como garantía 
innominada en la Constitución Argentina. 2da. Edición. Editorial Astrea. Bs. As. 1989. Págs. 26 y 27. Por el contrario Aníbal 
Quiroga nos habla de un debido proceso sustantivo, señalando que es una institución más compleja de apreciar, conocer y, 
sobre todo de juzgar. La doctrina española nos ha facilitado el análisis de este elemental derecho de todo ciudadano al atribuirle 
una denominación mucho más sencilla de entender: “principio de razonabilidad”. Explica que, cuando hablamos de un 
juzgamiento (cualquiera sea su naturaleza), y que en este se ha respectado el principio de razonabilidad, estamos en realidad 
diciendo que las normas sustantivas (procesales o no) aplicadas al caso, el juzgamiento en si mismo, las actuaciones procesales 
del juzgador, etc. Se han llevado a cabo respetando el derecho de aquel justiciable de que se le juzgue de un modo razonable. 
Agrega que su vigencia será de importancia trascendental para la vigencia del Estado de Derecho, un Estado cuyo juzgadores no 
respeten el principio de razonabilidad, es un Estado que permite la arbitrariedad, los excesos y el abuso de los derechos 
procesales en directo perjuicio de sus ciudadanos, los justiciables. Quiroga León, Aníbal. El Debido Proceso Legal en el Perú y 
el Sistema Interamericano….Op. citada. Pág. 138. 
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Igualmente se puede estudiar al debido proceso como un parámetro de control del proceso judicial, por 
ello nuestro Tribunal Constitucional ha señalado que la “(…) dimensión sustancial del debido proceso 
abre las puertas para un control no sólo formal del proceso judicial sino que incide y controla también los 
contenidos de la decisión en el marco del Estado Constitucional. Es decir, la posibilidad de la corrección 
no sólo formal de la decisión judicial, sino también la razonabilidad y proporcionalidad con que debe 
actuar todo juez en el marco de la Constitución y las leyes. Como lo ha precisado la Corte Constitucional 
Colombiana en criterio que en este extremo suscribimos, “el Derecho al debido proceso es un derecho 
fundamental constitucional, instituido para proteger a los ciudadanos contra los abusos y desviaciones de 
las autoridades, originadas no sólo en las actuaciones procesales sino de las decisiones que adopta y 
pueda afectar injustamente los derechos e intereses legítimos de aquellos”. El debido proceso no es sólo 
un derecho de connotación procesal, que se traduce en el respeto de determinados atributos, sino 
también una institución compleja, que no alude sólo a un proceso intrínsecamente correcto y leal, justo 
sobre el plano de las modalidades de su tránsito, sino también como un proceso capaz de consentir la 
consecución de resultados esperados, en el sentido de oportunidad y eficacia”. STC No. 01209-2006-
PA/TC 
 
A partir del desarrollo del debido proceso en la Constitución y la Jurisprudencia en Estados Unidos Alfredo 
Gozaíni4 precisa que tiene tres distintos sentidos: 
 
a) El del debido proceso legal, adjetivo o formal, entendido como reserva de la ley y conformidad con 
ella en la materia procesal. 
b) La creación del debido proceso constitucional o debido proceso a secas, como procedimiento 
judicial justo, todavía adjetivo, formal o procesal, y  
c) El desarrollo del debido proceso sustantivo o principio de razonabilidad, entendido como la 
concordancia de todas las leyes y normas cualquier categoría o contenido y de los actos de 
autoridades públicas con las normas, principios y valores del Derecho Constitucional. 
 
Con la STC No. 8123-2005-PHC/TC se da cuenta  que las dos vertientes del debido proceso “el debido 
proceso tiene a su vez, dos expresiones: una formal y otra sustantiva 5 en la de carácter formal, los principios 
y reglas que los integran tienen que ver con las formalidades estatuidas, tales como la que establecer el juez 
natural, el procedimiento preestablecido, del derecho de defensa , la motivación; en su faz sustantiva, se 
relaciona con los estándares de justicia como son la razonabilidad y proporcionalidad6 que toda decisión 
judicial debe suponer”. Al respecto, el Tribunal  
 
 
                                                           
4  Gozaini, Alfredo Osvaldo. El Debido Proceso. Editorial Rubinzal Culzoni. Buenos Aires 2004. Pág. 21 
5  De lo que se trata cuando se habla de la dimensión material o sustantiva del debido proceso, es hacer 
realidad el valor justicia en el proceso judicial mismo. El proceso, se dirige a la consecución de una solución justa al 
caso que lo ha motivado. Incluso, las exigencias formales del debido proceso tienen como razón de ser el ayudarle 
al juez en el objetivo de llegar a una solución justa en el proceso que desarrolle. Esta exigencia material así 
entendida viene recogida igualmente en el artículo 4 del CP Const. En efecto, ha dispuesto el legislador que se 
entiende por tutela procesal efectiva –cuyo cumplimiento hace del proceso un proceso regular y debido- la obtención 
de una resolución fundada en derecho- Se ha de interpretar entonces que el proceso será regular o debido si una 
resolución obtenida al interior del mismo, se ajusta a las exigencias del derecho, derecho entendido como ius, que 
necesariamente alude a la iustitia. Castillo Córdova, Luís. Comentarios al Código Procesal Constitucional. Tomo I. 
Editorial Palestra, Lima 2006. Pág. 178. 
6  “ (…) si bien la doctrina suele hacer distinciones entre el principio de proporcionalidad y el principio de 
razonabilidad, como estrategias para resolver conflictos de principios constitucionales y orientar al juzgador hacia 
una decisión que no sea arbitraria sino justa; puede establecerse, prima facie, una similitud entre ambos principios, 
en la medida que una decisión que se adopta en el marco de convergencia de dos principios constitucionales, 
cuando no respeta el principio de proporcionalidad, no será razonable”. STC No. 2192-2004-AA/TC. “(…) pese a que 
la entidad demandada ha sostenido que no se ha afectado el debido proceso de la demandante, por haberle 
permitido ejercer su derecho de defensa, tal afirmación no es exacta, pues ello no solo ocurre cuando se afectan 
algunas de sus garantías formales, sino también cuando no se observa un mínimo criterio de justicia, es decir, un 
criterio objetivamente a través de los principios de razonabilidad y proporcionalidad”. STC No. 2502-2004-AA/TC.. 
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Constitucional ha reconocido estas dos manifestaciones del debido proceso en sus sentencias recaídas en 
los expedientes 2192-2002-HC/TC, 2169-2002-HC/TC y 3392-2004-HC/TC”.  
 
Alejado de las ideas de nuestro TC Lorca Navarrete7  propone la concepción del debido proceso 
sustantivo no para referirse a la razonabilidad y proporcionalidad que deben estar contenidas en las 
decisiones judiciales, sino para referirse propiamente al proceso, por lo cual expresa que el proceso –de 
la función jurisdiccional- se  caracteriza, de un lado, por su contenido sustantivo que asume la 
materialidad constitucional de aquí y ahora y, de otro, por la debida instrumentación, a través del 
procedimiento, de esa sustantividad garantista, alcanzándole así –salvo mejor parecer- el debido proceso 
sustantivo. Es preciso garantizar que el proceso de la función jurisdiccional constituya, en cuanto a su 
carácter debido y sustantivo, garantía de justicia. Es en mi concepción, el derecho al proceso justo (fair 





La constitucionalización del proceso –sostiene Gozaini- supone crear condiciones para entender lo que “es 
debido”. No se trata, ahora, de un mensaje preventivo dirigido al Estado, ni de asegurar los mínimos 
exigibles en el derecho de defensa; hay una construcción específica que comienza desde la entrada del 
proceso y continua a través de toda la instancia culminando con el derecho a una sentencia suficientemente  
motivada,  que pueda ser ejecutada y cumplida como los jueces ha ordenado. El “debido proceso 
constitucional” se puede observar desde la plataforma de los más necesitados, obligando a sustanciar un 
sistema tuitivo, de carácter  perfeccionista, donde se pude referenciar la miseria humana, las ofensas en la 
dignidad, las carencias manifiestas de pobres y abandonados la situación de los niños o la mujeres vejadas, 
los marginados sociales, los perseguidos, los ancianos, etc.8 
 
Para la profesora Ana María Arrarte el derecho a un debido proceso, es una manifestación procesal, es 
aquel que pertenece a todo sujeto de derecho y le permite estar en aptitud de exigir que sus conflictos de 
intereses o incertidumbres sean resuelto respetando garantías mínimas, a través de una decisión 
objetivamente justa y eficaz; aun cuando no necesariamente favorable a sus intereses. Comparte además la 
posición de que el derecho a un debido proceso es un derecho fundamental, pues constituye un elemento 
esencial u obligatorio en toda sociedad que se enmarque dentro de un Estado de Derecho, en tanto 
garantiza la dignidad de quienes la conforman y asegura que la solución de sus conflictos o incertidumbres 
contribuya a la convivencia pacífica.9 
 
De Bernardis entiende al debido proceso como garantía y derecho fundamental10 de todos los justiciables 
que les permitirá, una vez ejercitado el derecho de acción, que puedan, efectivamente, accederá un proceso 
que reúna los requisitos mínimos que llevan a una autoridad encargada de  
 
 
                                                           
7  Lorca Navarrete, Antonio María. “El derecho procesal conceptuado a través de la metodología del 
garantismo procesal: el denominado derecho de la garantía de la función jurisdiccional”, publicado en la Revista 
Vasca de Derecho Procesal y Arbitraje, No. 01, 2008. 
8  Gozaini,  Osvaldo Alfredo. Op. Citada. Pág. 27. 
9  Arrarte Arisnabarreta, Ana María. “Sobre el deber de motivación y su aplicación en los arbitrajes de conciencia”. En 
Themis, Revista de Derecho. Segunda Época/2001/No. 43. 
10 La doctrina se ha encargado de encontrar diferenciación entre derechos humanos y derechos fundamentales, como lo señala 
VALLESPIN, cuando se habla de “derecho del hombre”-citando a RECASEN SICHES-con el vocablo “derecho” se aluda a una 
exigencia ideal que implica la dirección de ciertos requerimientos al legislador, fundados en normas  o principios ideales, en 
criterios estimativos, o en juicios de valor, con el objetivo de que el orden jurídico positivo emita preceptos que vengan a 
satisfacer estas exigencias. Mientras que los “derechos humanos” son aquellos que pertenecen a la esencia del hombre por su 
propia naturaleza; los “derechos fundamentales” constituyen aquella clase de los derechos humanos consagrados y 
garantizados, que no concedidos constitucionalmente con la fuerza de superlegalidad, que vienen reconocidos en un 
determinado ordenamiento en su totalidad normativa como derechos subjetivos (civiles, políticos, económicos, sociales, 
procesales y culturales), valores históricos relevantes socialmente, o bien como principios jurídicamente informadores o normas 
puntuales. VALLESPIN PEREZ, David. Op. Citada. Pág. 24. 
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resolverlo a pronunciarse de manera justa equitativa e imparcial. Es decir, aquellos elementos mínimos que 
resultan exigibles por los justiciables para que el proceso que se desarrolle –cualquiera que éste sea – 
pueda permitirle acceder a la cuota mínima de justicia a la que éste debe llevarle. De esta manera, el 
proceso se constituirá en el vehículo que proporciona y asegura a los justiciables el acceso a la justicia, 
entendida ésta como valor fundamental en la vida en sociedad. Agrega que el elemento trascendental de 
toda elaboración sobre el Debido Proceso Legal lo constituye la conceptualización del mismo como derecho 
fundamental, de rango constitucional, que resulta aplicable a todos quienes se encuentran cubiertos por el 
campo de aplicación de la Constitución pues el carácter de ésta tiene carácter absoluto.11 
 
Aníbal Quiroga señala que el derecho al Debido Proceso Legal no solo tiene aplicación a los asuntos 
judiciales, sino también a todos los que se desarrollen en el seno de una sociedad y que supongan la 
aplicación del derecho a un caso concreto por parte de la autoridad y del que se deriven consecuencias 
intersubjetivas, lo que deben llevarse a cabo con el cumplimiento de requisitos esenciales de equidad y 
razonabilidad, que se encuentran comprendidos entre la mayor parte de las Garantías Constitucionales de la 
Administración de Justicia.12 
 
Consideramos que el instituto del Derecho a un Debido Proceso13, se encuentra en formación, por lo cual no 
se le puede dar una definición definitiva,  porque no se ha estancado en el tiempo, por el contrario ha venido 
evolucionando desde la fecha en que habló de garantías mínimas en el proceso, sin embargo, podemos 
señalar que el Derecho a un Debido Proceso es un derecho humano14, se trata de un derecho inherente a 
cualquier sujeto de derecho, que se involucre en un conflicto sujeto a resolución por parte de un tercero 
imparcial, sea este autoridad judicial, administrativa, corporativa u de otra naturaleza, siempre que la 
discusión central pueda afectar derechos intersubjetivos. El objeto de este derecho es otorgar a las partes 
involucradas en el conflicto, garantías15 mínimas para ejercitar sus derechos en el proceso, siempre en 
situación de igualdad y desterrando cualquier forma de indefensión y por ende la afectación de cualquier 
derecho de las partes,  de tal manera que las resultas del conflictos se encuentre dentro de los parámetros 




                                                           
11  De Bernardis Llosa, Luis Marcelo. La Garantía Procesal ...Op. citada. Pág. 138-139. 
12  Quiroga León, Aníbal. El Debido Proceso Legal en el Perú y el Sistema Interamericano…Op. citada. Pág. 128. 
13 “(…) uno de los aspectos de mayor relevancia en el campo del Derecho Procesal Constitucional es el referido al debido 
proceso, el cual es definido como aquel derecho que tiene toda persona o sujeto justiciable de invocar al interior del órgano 
jurisdiccional el respeto de un conjunto de principios procesales, para que una causa pueda ventilarse y resolverse con auténtica 
justicia”. STC No 0612-1998-AA/TC.”(…) el debido proceso implica el respeto, dentro de todo proceso, de los derechos y 
garantías mínimas con que debe contar todo justiciable, para que una causa pueda tramitarse y resolverse en justicia”. STC No 
0200-2002-AA/TC.”(…) pese a que la entidad demandada ha sostenido que no se ha afectado el debido proceso de la 
demandante, por haberle permitido ejercer su derecho de defensa, tal afirmación no es exacta, pues ello no solo ocurre cuando 
se afectan algunas de sus garantías formales, sino también cuando no se observa un mínimo criterio de justicia, es decir, un 
criterio objetivamente a través de los principios de razonabilidad y proporcionalidad”.STC NO 2502-2004-AA/TC. 
 
14 “La doctrina ha conceptuado el debido proceso como un derecho humano o fundamental que asiste a toda persona por el sólo 
hecho de serlo, y que le faculta a exigir al Estado un juzgamiento imparcial y justo ante un juez responsable, competente e 
independiente, toda vez que el Estado no solamente está en el deber de proveer la prestación jurisdiccional a las partes o 
terceros legitimados, sino a concederla con determinada garantías mínimas que le aseguren tal juzgamiento imparcial y justo, en 
tanto que el debido proceso sustantivo no sólo exige que la resolución sea razonable sino esencialmente justa”. Casación No 
4068-2006-Lima, publicada en el Diario Oficial El Peruano el 30.05.08. 
 
15 La palabra “garantía”, proviene del término anglosajón “warranty” o “warrantie”, significa, en una primera aproximación 
conceptual, la acción de asegurar, proteger, defender o salvaguardar lo estipulado. El origen jurídico del vocablo y concepto de 
“garantía” se ubica en el Derecho privado, teniendo en él  la acepción lata de aseguramiento, afianzamiento, protección, 
respaldo, defensa, salvaguardia o apoyo. El tránsito del concepto hacia el Derecho público se origina como consecuencia de las 
creaciones institucionales de los franceses que, posteriormente, fueron acogidas por los demás pueblos en sus respectivas 
legislaciones desde mediados del siglo XIX. Los autores han utilizado la expresión:”garantías institucionales”, “garantías de la 




El cumplimento del Derecho a un Debido Proceso16 en todo conflicto sujeto a resolución por un tercero, 
contribuye al fortalecimiento del Estado de Derecho en una sociedad con valores democráticos sólidos. 
 
Ahora se habla de un derecho continente para referirse al debido proceso “dicho derecho comprende, a su 
vez, diversos derechos fundamentales de orden procesal y que, en ese sentido, se trata de un derecho, por 
así decirlo, "continente"' En efecto, su contenido constitucionalmente protegido comprende una serie de 
garantías formales y materiales, de muy distinta naturaleza, que en conjunto garantizan que el 
procesamiento o proceso en el cual se encuentre inmerso una persona se realice y concluya con el 
necesario respecto y protección de todos los derechos que en el pueden encontrarse comprendidos". STC 
No. 7289-2005-PA/TC. 
 
El derecho a un debido proceso no ha quedado restringido a su regulación en la Constitución y los cuerpos 
legales de orden procesal y administrativos, sino que fueron más allá, encontrándolo regulado en la 
declaración Americana (Artículos. XVlll y XXVI) en la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
(artículo 8 
La Corte interamericana ha perfilado acorde a los casos presentados algunos principios del debido proceso 
que los Estados denunciados deben respetar y tener en cuenta en el desarrollo de los procesos: Caso 
Castillo Páez en la sentencia del 03.11.97, Serie C, Nº 34 (derecho a la verdad), Caso Castillo Petruzzi en la 
sentencia del 30.03.99, Serie C, No. 52 (juez natural, independiente e imparcial), Caso Cesti Hurtado en la 
sentencia del 29.09.99, Serie C, No.56 (derecho al honor afectado por un enjuiciamiento), Caso Barrios 
Altos en la sentencia del 14.03.01, Serie C, No. 75 (derecho a ser oído). 
 
4. CARACTERÍSTICAS DEL DEBIDO PROCESO   
 
Las características del debido proceso se desarrollan en un pronunciamiento del Tribunal Constitucional 
(Pleno Jurisdiccional No. 0023-2005-Pl/TC) el cual al referirse al contenido constitucionalmente protegido del 
derecho al debido proceso destaca como características principales de este derecho: 
 
a) Es un derecho de efectividad inmediata: 
Es aplicable directamente a partir de la entrada en vigencia de la Constitución no pudiendo entenderse 
en el sentido que su contenido se encuentra supeditado a la arbitraria voluntad del legislador, sino a un 
razonable desarrollo de los mandatos constitucionales. 
 
b) Es un derecho de configuración legal: 
En la delimitación concreta del contenido constitucional protegido es preciso tomar en consideración lo 
establecido en la respectiva ley. 
 
c) Es un derecho de contenido complejo: 
No posee un contenido que sea único y fácilmente identificable, sino reglado por la ley conforme a la 
Constitución. Al respecto, el contenido del derecho al debido proceso17 no puede ser interpretado 
formalistamente, de forma que el haz de derechos y garantías que comprende, para ser válidos, no 




                                                           
16 “Cabe precisar que no basta denunciar genéricamente la contravención del derecho a un debido proceso, sino que también 
debe indicarse cuál es la norma de carácter adjetiva violada o transgredida; y dentro de estas especificar en que ha consistido la 
infracción procesal cometida-error in cogitando o error in procedendo”-Casación No 1821-00-Arequipa, publicada en el Diario 
Oficial El Peruano el 02.01.01. 
17 “(…) comprende un conjunto de principios relativamente heterogéneos pero absolutamente interpendientes, que conforman 
una unidad con relación al tipo de procesos que exige el Estado de Derecho, principios que además han determinado el curso 
regular de la administración de justicia por parte de los operadores y que se instituye como reglas y formas cuyo fin es la 
protección de los derechos individuales; es en atención a su trascendencia que a ley ha considerado entre los motivos de 
casación la contravención de las normas procesales y el quebrantamiento de as formas procesales establecidas en ellas”. 




4.1  PRINCIPIOS  DEL DEBIDO PROCESO 
 
En doctrina procesal se les menciona como reglas, elementos, aristas, expresiones del debido proceso, sin 
embargo hoy se les conoce como principios18 del debido proceso. 
 
Entonces, desde la perspectiva procesal el derecho al debido proceso entendido como la existencia de 
elementos básicos y necesarios cuya presencia en un proceso es imprescindible para lograr que la tutela 
otorgada por el Estado sea efectiva -  se manifiesta a través de elementos que resultan esenciales para que 
la prestación jurisdiccional sea justa, entre ellos encontramos: 
 
a) Derecho al Juez Natural: 
 
Esto implica la necesidad de recurrir para la solución de un conflicto de intereses ante el Juez 
previamente establecido por la norma jurídica que determina la competencia. El Juez natural es el 
llamado por la Ley –juez ordinario predeterminado- y no por el capricho de las partes ni el ejercicio 
abusivo del poder por parte de los gobernantes para proteger intereses subalternos. Los romanos 
reconocieron este derecho como “nemo iudex in re propria”. 
 
Este derecho implica que nadie pueda ser desviado de la competencia del juez ordinario o natural, 
también supone que no se puede derivar el conocimiento de un proceso a un juez que no le 
corresponda conocer por disposición de la ley. Implica no sólo la existencia de un juez competente 
sino también de un juez imparcial. El derecho al juez natural implica igualmente “que este sea 
competente, independiente e imparcial”. 
 
La competencia entendida con la adecuada distribución de la jurisdicción entre los jueces que 
conforman el Poder encargado de esta labor es la llamada a señalar –partiendo para ello desde el 
principio de legalidad- qué juez se encuentra en capacidad de asumir  competencia para la 
solución de determinados conflictos que se generen en la sociedad. De ahí que se sostiene que 
todos los jueces ejercen función jurisdiccional, es decir que pueden resolver conflictos de intereses 
o aclarar incertidumbres jurídicas, sin embargos no todos son competentes para resolver 
válidamente esta gran masa de conflictos, por ello se estructura la competencia de acuerdo a la 
materia, a la jerarquía, a la cuantía, al territorio, etc. 
 
Como se debe entender este derecho corresponde tanto al demandante como al demandante, el 
primero debe recurrir ante el Juez predeterminado por la ley, en tanto que el segundo debe ser 
emplazado por juez competente. 
 
El Juez  que intervenga  y decida  un proceso, para responder al modelo constitucional de proceso 
justo,  ha de venir  predeterminado  según  normas legales predeterminadas. Las normas  sobre 
competencia objetivo, funcional y territorial, asimismo como las que regulan el reparto  o 
distribución interna de los asuntos entre los Juzgados y Tribunales, son las que sirven para 
delimitar esta exigencia en casa caso concreto19.   
 
Ha señalado nuestro Tribunal Constitucional  que el derecho  al juez predeterminado en primer 
lugar, que quien juzgue sea un Juez o un órgano que tenga potestad jurisdiccional,  
 
                                                           
18 Conforme a las enseñanzas de ZAGREBELSKY los principios desempeñan un papel propiamente constitucional, es decir, 
“constitutivo”, del orden jurídico. Las reglas, aunque estén escritas en la Constitución, no son más que las leyes reforzadas por su 
forma especial. Sólo a las reglas se aplican los variados y virtuosos métodos de la interpretación jurídica que tiene por objeto el 
lenguaje del legislador. En las formulaciones de los principios hay poco que interpretar de este modo. A las reglas “se obedece” 
y, por ello, es importante determinar con precisión los preceptos que el legislador establece por medio de las formulaciones que 
contienen las reglas; a los principios, en cambio, “se presenta adhesión” y por ello, es importante comprender el mundo de 
valores, las grandes opciones de cultura jurídica de las que forma parte y a las que las palabras no hacen sino una simple 
alusión. Citado por GOZAINI en el debido proceso. Op. Citada.Pág.29. 
19
 VALLESPIN PEREZ, David.Op.Citada.Pág.71 
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garantizándose así la interdicción del juzgamiento por juez excepcional o por comisión especial 
creada ex profeso para desarrollar funciones jurisdiccionales, o que dicho juzgamiento pueda 
realizarse por comisión o comisión o delegación de los poderes públicos pueda avocarse al 
conocimiento de un asunto  que debe ser ventilado ante Órgano jurisdiccional; 2) En segundo 
lugar, exige que.la jurisdicción y la competencia del juez sean predeterminadas por ley, porque la 
asignación de competencia judicial necesariamente debe haberse establecido con anterioridad al 
inicio del proceso garantizándose así que nadie pueda ser juzgado por un juez  ex post facto o por 
un juez ad hoc. STC o. 290-2002-HC/TC y STC No 1013-2003-HC/TC. 
 
b) Derecho a ser oído: 
 
Este derecho está basado en la necesidad de que el demandado en un proceso debe tener un 
emplazamiento válido, es decir, debe ser notificado de la forma más adecuada y segura con el 
propósito de manifestar su posición frente al juez, respecto de la pretensión formulada por el actor. 
Más adelante al desarrollar el principio de bilateralidad hemos dado algunos alcances sobre el 
particular. 
 
En un proceso para hacer efectivo el debido proceso las partes deben tener la posibilidad de 
presentar su posición ante el juez, es decir tener no sólo de ser “oído” sino de presentar sus 
argumentos de defensa por escrito, por ejemplo a través de la contestación de demanda donde con 
su posición enfrenta directamente la pretensión, proponiendo excepciones, con las cuales 
cuestiona la relación jurídica procesal para extinguirla o para regularizarla o absolviendo un 
traslado20 
 
Este derecho no garantiza que el demandado pueda aparecer en el proceso y hacer efectivo el 
mismo,  más por el contrario puede ocurrir que éste no conteste la demanda negándose a enfrentar 
de manera categórica la pretensión formulada en el proceso, sino por el contrario deje transcurrir el 
plazo otorgado para ejercitarlo y guardar silencio, es decir allanándose. Esto implica que este 
derecho se hace efectivo sólo con el emplazamiento válido –sin que sea necesaria una respuesta 
material del demandado en el proceso-, es decir que sea notificado de forma correcta con la 
demanda, auto admisorio y todos los anexos en su domicilio real o en el que le corresponda, 
otorgándole un plazo razonable para ejercitar su defensa.  
 
Pero, para que se haga efectivo el derecho a ser oído ser requiere tener acceso a la jurisdicción sin 
ningún tipo de restricciones, fundamentalmente cuando se trata de ejercer el derecho de defensa. 
 
c) Derecho al plazo razonable: 
 
Suele llamársele derecho a un proceso rápido, sencillo y eficaz que propone una lucha frontal 
contra la rémora judicial debido a que el juez debe resolver en tiempo  justo muy a pesar del plazo 
del dispositivo legal. El tiempo en el proceso es necesario para que el juez resuelva con la mayor 
certeza posible; sin embargo, el juez debe ser también un buen administrador del tiempo en el 
proceso, a fin de no propiciar justicia postergada. Se acentúa esta prioridad en los procesos 
constitucionales. Aunque somos conscientes de que el vocablo "plazo razonable', es un término 
que puede prestarse a una gran variedad de interpretaciones que impediría señalar en cuestión de 





                                                           
20 “(…) el debido proceso tiene la función de asegurar los derechos fundamentales consagrados en la Constitución, otorgándole a 
toda persona la posibilidad de recurrir a la justicia para obtener la tutela jurisdiccional de los derechos individuales, a través de un 
procedimiento legal en que se dé oportunidad razonable y suficiente de ser oído, ejercer el derecho de defensa, producir prueba 
y de obtener una sentencia que decida la causa con arreglo a ley”.Casación N° 828-2007-Lima, publicada 29.02.08. 
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 horas o minutos son necesarios para entender que la decisión judicial se dictó en plazo razonable, 
siendo un principio y no una regla. 
 
Este principio establece que las partes en el proceso no pueden esperar que las decisiones 
judiciales se dicten acorde al libre arbitrio del juez, sino que los actos procesales sean realizados 
en un plazo razonable, entendido éste como el menor tiempo posible que debe tomarse el juez 
para resolver cualquier situación en el proceso. Este principio de alguna manera está vinculado a 
los principios de celeridad y economía procesal21 
  
Debe tomarse en cuenta que en el proceso civil, los plazos para cada acto procesal se encuentran 
establecidos de forma concreta en el dispositivo legal, por lo cual el juez debe ceñirse al tiempo 
necesario que tiene para realizarlo, por ello cuando el conflicto no se resuelve de manera oportuna, 
por haber excedido no solo el plazo legal, sino aquel que es aceptable o razonable, acorde con la 
circunstancias del caso concreto, se habla de un atentado a este derecho. Siendo la demora 
injustificada del Juez en resolver determinada situación en el proceso un supuesto de 
responsabilidad civil, susceptible de indemnizar. 
 
La demora injustificada por parte del órgano jurisdiccional en dictar los actos procesales y sobre 
todo en resolver el conflicto (sentencia) debe ser desterrada de la práctica judicial, aunque existen 
factores en la realidad que impiden no ver realizado este derecho cotidianamente, como lo es la 
excesiva carga procesal, la complejidad del asunto a resolver, la falta de participación de las partes 
en actos procesales necesarios para avanzar con el proceso, la conducta procesal de las partes, 
muchas veces obstruccionista y otras tantas con quebrantamiento al principio de buena fe, las 
dilaciones innecesarias, entre otros. 
 
 
Resolver un proceso en un tiempo razonable no significa resolverlo en el plazo marcado por la ley. 
El incumplimiento de los plazos reviste un carácter meramente indiciario para la apreciación de la 
infracción del derecho a un proceso sin dilaciones indebida. Por tanto, su apreciación requiere algo 
más que la dilación producida adquiere y revista trascendencia suficiente. La "razonabilidad" es 
una noción con gran carga valorativa, no va a existir una regla universal que clarifique cuando 
estamos ante la superación del “plazo razonable" o la "dilación indebida"22. 
 
En esta materia la ciencia procesal avanzó al punto de considerar un derecho subjetivo a obtener 
sentencia en un plazo razonable, así Gozaini influenciado por el derecho procesal transnacional 
refiere que los tratados y convenciones sobre derechos humanos, sumados a la interpretación 
jurisdiccional que de ellos realizan los tribunales supranacionales, además de la influencia que 
ejercen los organismos internacional y la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos,23 todos en conjunto, concitan un llamado a modificar la tradición conceptual del derecho 
de defensa, para aumentar la garantía hacía una clasificación más amplia del debido proceso. Este 
proceso no ha de ser un simple procedimiento tomado de los ordenamientos procesales; es preciso 




                                                           
21 Tiene como antecedente el artículo Vlll de la Declaración de Derecho del Buen Pueblo de Virginia de 1776 que fue considerado 
para la Vl Enmienda de la Constitución de los Estados Unidos de América. 
 
22
 Vallespin Pérez, David. Op. Citada. Pág. 82. 
 
23
 El Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha considerado cuatro criterios para determinar la superación del plazo razonable o la  
    dilación indebida: a) complejidad  del  litigio;  b) comportamiento  del  recurrente;  c)  conducta  de las autoridades nacionales; y d)         
    eventuales consecuencias del proceso. 




 la ideología, con el fin de propiciar la eficacia del servicio jurisdiccional a través de un proceso sin 
restricciones (legitimación amplia, prueba conducente y efectiva, sentencia útil y motivada), y de 
lograr que el enjuiciamiento llegue en su tiempo, que no es otro que el de los intereses que las 
partes persiguen cuando ponen el conflicto en conocimiento de los tribunales. 24 
 
Conforme al artículo 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos "toda persona 
tiene derecho a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable". El artículo 6.1 
de la Convención Europea de Derechos Humanos precisa "toda persona tiene derecho a que su 
causa sea vista equitativa y públicamente en un plazo razonable". 
 
d) Derecho a la asistencia de letrado: 
 
El derecho a ser oído pone de manifiesto la necesidad de que el demandado ejercite su derecho de 
defensa con la ayuda y la asistencia técnica del asesor, en este caso del abogado defensor. Este 
derecho también le asiste al actor quien necesariamente debe contar con el auxilio del abogado 
para proponer su pretensión en el proceso.  
 
La asistencia del letrado para las partes en el proceso judicial esta basado en la confianza, se 
requiere que las partes encomienden a la persona que a su consideración sea la más idónea para 
la defensa de los intereses que se han cifrado en el proceso, esta confianza debe ser retribuida con 
una defensa adecuada y eficaz, basada en la buena fe, probidad y veracidad. 
 
El derecho a la asistencia de un letrado para actuar en un proceso civil resulta necesaria, pues 
además de garantizar un adecuado ejercicio del derecho de defensa,  se constituye también como 
un requisito de la postulación (firma del abogado en los escrito o defensa cautiva). Sin embargo en 
el proceso penal es casi un derecho consustancial para el imputado, en este proceso el juez debe 
cuidar de manera estricta que el procesado en todas las actuaciones judiciales cuente con el 
participación de su abogado defensor. 
 
Este principio se ha flexibilizado actualmente, pues en los proceso de alimentos, ya no se exige la 
firma del abogado, (Ley No. 28493 del 28.12.04), dejando de lado, tal vez por otras razones que la 
asistencia del abogado sea obligatoria, con el propósito quizá de hacer menor formalista  este 
proceso. Aunque  en la práctica no tenga mucha incidencia.  
 
e) Derecho a la prueba: 
 
En nuestro medio se viene proponiendo un visión mas amplia de la prueba, Bustamante Alarcón 
propone como tema de actualidad el derecho fundamental a probar25 señalando que el carácter 
fundamental del derecho a probar no sólo implica que todos sujeto de derecho pueda ejercerlo 
dentro de un proceso judicial –civil, penal, constitucional, laboral, etc. – o dentro de un 
procedimiento -administrativo, arbitral, militar, político y particular, sino que constituye un elemento 
esencial del ordenamiento jurídico que contribuye a darle sus  
 
                                                           
24 Gozaini. Osvaldo Alfredo. El debido proceso. Op. Citada. Pág. 524. 
 
25  Bustamante Alarcón, Reynaldo. El Derecho Fundamental a Probar y su contenido esencial. En Apuntes de Derecho 
Procesal. Editorial ARA. Lima 1997. Página. 64-65. El mismo autor en su obra el “Derecho a Probar como elemento esencial de 
un Proceso Justo” , editorial ARA, Lima 2001, página 362 concluye  respecto del contenido del Derecho a Probar  “Su contenido 
se encuentra integrado por los siguientes derechos: 1) el derecho a ofrecer los medios probatorios destinados a acreditar la 
existencia o inexistencia de los hechos que son objeto concreto de prueba; 2) el derecho a que se admitan los medios 
probatorios así ofrecidos; 3) el derecho a que se actúen adecuadamente los medios probatorios admitidos y los que han sido 
incorporados de oficio por el juzgador; 4) el derecho a que se asegure la producción o conservación de la prueba a través de la 
actuación anticipada y adecuada de los medios probatorios, y 5) el derecho a que se valoren en forma adecuada y motivada los 




contenidos básicos e informa la organización jurídica y política del Estado con propia fuerza 
normativa. Agrega, el derecho a probar es aquel derecho subjetivo, perteneciente al grupo de los 
llamados derechos fundamentales, que tiene todo sujeto de derecho por el solo hecho de serlo, 
que le permite utilizar dentro de un proceso o procedimiento en el que interviene o participa, 
conforme a lo principios que lo delimitan y le dan contenido, todos los medios probatorios que 
resulten necesarios para acreditar los hechos que sirven de fundamento a su pretensión o a su 
defensa. 
 
Este análisis nos lleva a determinar que el derecho a probar en un proceso judicial, arbitral, 
procedimiento administrativo o de cualquier otra índole, no es un simple derecho o elemento del 
debido proceso, es por el contrario reconocido por el derecho constitucional como un derecho 
fundamental, teniendo la misma jerarquía y nivel del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, el 
derecho de acción, derecho de contradicción y el mismo derecho al debido proceso.  
 
Este derecho abre la posibilidad de que las partes en un proceso, al afirmar o negar un hecho 
deben tener oportunidad de probarlo, de ahí que nuestro ordenamiento y en particular el derecho 
procesal desarrolla la carga de la prueba siempre sobre los hombros de quien afirma o niega u 
hecho, con algunas excepciones como en el derecho procesal laboral.  
 
Es claro en nuestro sistema, que, este derecho corresponde tanto al actor como al demandado, el 
primero  tiene la oportunidad de probar los hechos que sustentan la pretensión, utilizando los 
medios de prueba idóneos para el efecto, de no hacerlo su pretensión recibirá un criterio de 
fundabilidad negativa (infundada); en cuanto al segundo, corresponderá luego del emplazamiento 
válido ejercitar su derecho de contradicción y en esta etapa negar los hechos afirmados por el 
actor, esta negativa debe tener un respaldo probatorio, de lo contrario triunfará en el proceso la 
posición del demandante. 
 
Acorde a VALLESPIN el derecho a la prueba según TARUFFO  comporta el derecho para las 
partes de emplear todas aquellas pruebas de las que disponen, con el objetivo de demostrar la 
veracidad de los hechos que fundan su pretensión. Sin embargo – sostiene invocando el criterio de 
PICO I JUNOY    no estamos en presencia de un derecho absoluto o limitado, pues no sólo cabe 
contemplar  limitaciones intrínsecas (presupuestos o condicionantes que debe cumplir toda prueba: 
pertinencia, necesidad, licitud), inherentes a la propia actividad probatoria, sino también otra 
liitaciones de carácter extrínseco, debidas a los requisitos legales de proposición de prueba, en 
atención a las cuales el ejercicio del derecho a la prueba implica la necesidad de adecuarse a una 
serie de cauces y formas procedimentales. 26           
 
En la definición que hace la Ley No. 28237 (CP Constitucional) de la tutela procesal efectiva, se ha 
señalado por primera vez que forma parte de ésta el derecho a probar, siendo la primera norma 
objetiva que hace mención sobre este derecho de carácter fundamental, siendo necesario 
mencionar que la Constitución de 1993 no hace ninguna referencia sobre el particular, pero que es 
motivo para propiciar su incorporación. 
 
En la parte  de la prueba  hemos desarrollado  los principios  que la rigen y a la cual nos remitimos 
para el efecto.  
 
 e.1  Principios que rigen la prueba: 
 





                                                           
26 VALLESPIN PEREZ, David.Op. Citada. Pág. 75. 
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e.1.1. Principio de Eventualidad:  
 
Denominado también de preclusión, por este principio se impone a las partes la obligación de 
aportar al proceso medios probatorios sólo en la etapa postulatoria, en tal caso corresponderá 
ofrecer medios probatorios al actor conjuntamente con la demanda y el demandado lo debe hacer 
cuando conteste la demanda o con la reconvención si la hubiera. 
 
De esta manera los medios probatorios que se ofrezcan en un proceso para que merezcan la 
admisión deben ser ofrecidos en la oportunidad que señala la norma procesal, ello impide la 
práctica nociva que nos dejo el Código derogado, el cual permitía el ofrecimiento y actuación de 
medios probatorios documentales en cualquier estado del proceso.  
 
La norma procesal vigente señala que “los medios probatorios deben ser ofrecidos por las partes 
en los actos postulatorios, salvo disposición distinta de este Código” (Artículo 189), permitiendo la 
ofrecimiento de medios probatorios de manera extemporánea cuando se trate de hechos nuevos: 
“Después de  interpuesta la demanda, sólo pueden ser ofrecidos los medios probatorios referidos a 
hechos nuevos y a los mencionados por la otra parte al contestar la demanda o reconvenir” 
(Artículo 429), asimismo el ofrecimiento de medios probatorios al momento de interponer el recurso 
de apelación: “solo en los procesos de conocimiento y abreviado las partes o terceros legitimados 
pueden ofrecer medios probatorios en el escrito de formulación de apelación o en el absolución de 
agravios…” (artículo 374). La prueba extemporánea es una respuesta a la necesidad de permitir el 
ofrecimiento de medios probatorio fuera del plazo de quien no lo pudo hacer valer oportunamente 
por alguna circunstancia, corriendo a su cargo explicar y probar que se trata de un hecho nuevo o 
que se generado después de concluida la etapa de postulación. 
 
Todo medio probatorio que vulnere este principio debe ser rechazada por el juez, pues se el 
ofrecimiento no se formuló en la oportunidad dispuesta por la norma procesal. 
 
e.1.2. Principio de Conducencia: 
 
Nuestro Código Procesal admite la tendencia del Derecho Comparado al considerar que en 
situaciones determinadas las partes no pueden hacer uso de todos los medios probatorios 
regulados en la norma procesal, así tendremos que en el proceso ejecutivo sólo pueden ser 
utilizados como medios de prueba: la declaración de partes, los documentos y la pericia (Artículo 
700 C.P.C.) . En este caso no será conducente o idóneo el ofrecimiento de una inspección judicial o 
declaración testimonial, de ofrecerlo el juez no deberá admitirlos, pues las partes por disposición 
expresa de las norma tienen una limitación para el usos de estos medios probatorios. 
 
Otro ejemplo donde prima la limitación para las partes del uso de los medios de prueba lo 
encontramos en el Artículo 310 del C.P.C. referido a la recusación, en el cual se señala que en el 
escrito donde se formula la recusación se deben ofrecer los medios probatorios, excepto la 
declaración del recusado. 
 
e.1.3 Principio de Pertinencia: 
 
Resultara impertinente todo medio probatorio que no tenga relación directa o indirecta con los 
hechos que configuran el material fáctico de la pretensión o los sustentados por la defensa y por lo 
tanto debe ser rechazado de plano. Esto quiere decir que es medio probatorio pertinente todo aquel 
que guarde esta relación y acercamiento con los hechos que sustenta la pretensión o la defensa. 
 
El típico caso de impertinencia de medios probatorios que no deben ser admitidos por el juez lo 




negados por la otra, lo que implica que no es necesario probar cuando se trata de hecho aceptado 
por la contraria. Este supuesto de impertinencia de un medio probatorio es regulado por el inciso 2 
del Artículo 190 del C.P.C. 
 
 
e.1.4. Principio de Utilidad: 
 
En este caso quiebra este principio el ofrecimiento y admisión de los medios probatorios que tienen 
como propósito acreditar un hecho que no requiere probarse, es el claro ejemplo de un medio 
probatorio que busque destruir una presunción legal absoluta, verbigracia el principio de publicidad 
registral, por el que se presume que todas las personas de determinada comunidad conocen el 
contenido de un Registro Jurídico, sin admitir prueba en contrario. En este caso el medio probatorio 
sería totalmente irrelevante para el proceso pues no busca acreditar un hecho sino destruir una 
presunción infranqueable, en tal caso debe ser rechazado por el Juez. Supuestos de falta de 




e.1.5. Principio de Licitud: 
 
Las partes no deben ofrecer ni el Juez puede admitir aquellos medios probatorios que fueron 
obtenidos contraviniendo el ordenamiento jurídico, estos medios probatorios son ilícitos respecto a 
la forma como se obtuvieron. Este principio por cierto resulta de lo más polémico y que merece ser 
aplicado con mucha ponderación por los jueces, pues si bien la idea es desterrar del proceso 
cualquier medio probatorio que se haya obtenido o producido de manera ilícita (por violación de 
correspondencia, por interceptación telefónica, por violación de domicilio, debido a un secuestro y 
uso de violencia e intimidación para lograr la firma de un documento, el uso de la tortura, violación 
de la intimidad personal, etc.) se debe tomar en cuenta  también si la norma jurídica violada (norma 
penal, delito en muchos casos) merece ser sacrificada por un valor de mayor relevancia e 
importancia. Esto hoy en día debe ser resuelto con bastante tino por los jueces, pues no es 
admisible resolver un conflicto con pruebas obtenidas contraviniendo este principio. 
 
Una prueba que se haya obtenido grabando las conversaciones  telefónicas de la cónyuge con un 
persona distinta a su marido (con quien sostiene una relación sentimental), sin autorización judicial, 
de hecho constituye un delito, pues de por medio se encuentra el derecho a no violentar las 
comunicaciones privadas y se puede decir el derecho a la intimidad, sin embargo es el juez quien 
debe decidir si prefiere el respeto a la norma penal que prohíbe y sanciona la interceptación 
telefónica o deja de lado la posibilidad de conocer la conducta de uno de los cónyuges que violentó 
el deber de fidelidad en el matrimonio, difícil situación donde el juez al momento de decidir debe 
hilar fino, poniendo en la balanza ambas situaciones para determinar cual de ellas debe primar y 
cuál se debe sacrificar. No es propósito de estas cortas líneas ahondar en este tema que además 
en doctrina es apasionante, simplemente dar alguna referencia sobre el particular. 
 
 
e.1.6 Principio de Inmediación: 
 
De hecho es un principio vinculado a todo proceso, en especial a todos aquellos procesos con 
vocación de oralidad, se trata de que el juez mantenga un contacto directo y permanente con las 
partes  para conocer de cerca cuáles son las motivaciones generadoras del conflicto, cuáles son 
las expectativas de las partes respecto del proceso, determinar con la inmediación los motivos 






Una vez terminada la etapa postulatoria, cuando el juez tiene por escrito el dicho del actor (hechos 
de la demanda aparejados con medios probatorios para su debido sustento) y cuenta también con 
la posición del demandado (hechos contenidos en la contestación de demanda con sus respectivos 
medios probatorios) corresponde admitirlos y actuarlos, en esta segunda tarea el Juez tiene 
estrecha relación con las partes, por ejemplo cuando actúa la declaración de parte, cuando formula 
repreguntas, cuando actúa una inspección judicial, cuando busca la verdad de los hechos, cuando 
intenta la posibilidad de una conciliación etc. lo que hace el juez es ejercitar inmediación, es 
durante la actuación de los medios probatorios  donde realmente la inmediación toma la 
importancia que tiene en el proceso, pues es en este momento el juez  de forma directa y sin 
admitir sustitución alguna actúa todos los medios probatorios admitidos. 
 
La actuación de los medios probatorios directamente por el juez es importante en el proceso, pues 
permite tomar conocimiento de las actitudes, conductas y posiciones personales e íntimas de las 
partes, lo que le facilitará después la toma de decisión. Por ello es que nuestro ordenamiento 
establece que el juez participante en la audiencia de pruebas debe necesariamente emitir 
sentencia. 
 
En suma, este principio permite que el juez, reciba de manera directa y sin intermediarios (salvo 
situaciones puntuales donde los medios probatorios se deben actuar por comisión –exhorto- por 




e.1.7. Principio de Contradicción: 
 
Este principio tiene como objetivo principal que las partes del proceso tengan la oportunidad de 
conocer los medios probatorios que se ofrecen, que buscan ser admitidos y por tanto actuados. 
Esta oportunidad le permitirá a las partes ejercitar la posibilidad de hacer uso de las cuestiones 
probatorios, es posible por falsedad o nulidad (tacha) o proponer oposición a la actuación de los 
mismos. En todo caso permitir el uso de la vía recursiva cuando se admite un medio probatorio que 
atenta contra los principios ya citados, por ser extemporánea, por constituir prueba ilícita, entre 
otros supuestos. 
 
Este principio alcanza también a la posibilidad de ofrecer medios probatorios que presente por 
ejemplo la parte demandada al momento de contestar la demanda, con ello se busca dar la 
oportunidad de ejercitar posibilidad de contradecir algún hecho afirmado en esta oportunidad.  
 
 
e.1.8 Principio de Comunidad: 
 
Este principio denominado también de adquisición, importa que el proceso adquiere para si mismo, 
para formar parte integrante de él todos los medios probatorios que se incorporen (ofrezcan, 
admitan, actúen y valoren), de esta forma, ninguna de las partes puede ejercer “posesión o 
propiedad” respecto de algún medio probatorio incorporado al proceso, pues por este principio 
éstos son adquiridos por el proceso y forma parte de él indisolublemente. 
 
Se deriva de este principio la posibilidad que el juez tome decisión contraria a los intereses del 
demandante utilizando un medio probatorio ofrecidos por el actor, esto implica que el juez toma la 
decisión judicial con determinados medios probatorios actuados sin considerar que parte del 








f) Derecho a impugnar: 
 
Este derecho coadyuva al mejoramiento de la producción de las resoluciones judiciales, protege a 
las partes (garantiza individualmente) de las decisiones judiciales que se hayan emitido de manera 
arbitraria, de decisiones judiciales a las que les falta la motivación debida y de las resoluciones que 
atentan contra los principios lógicos. Se ejerce con este derecho un control de la sentencia desde el 
punto de vista jerárquico y es base fundamental de la seguridad jurídica (garantiza a la sociedad), 
previene el error judicial, dando mayor confianza y legitima la actividad jurisdiccional. 
 
Dando una argumentación del fenómeno que se presenta con la impugnación PODETTI sostiene 
que los recursos satisfacen la necesidad humana de no conformar se con lo decidido, y permiten 
canalizar o encauzar jurídicamente la protesta del vencido, permitiendo "alzarse" contra la 
sentencia.  
 
A las partes en el proceso no se les puede negar el derecho de impugnar para ello el ordenamiento 
procesal implementa los instrumentos que sirven para el efecto, en este caso son los medios 
impugnatorios (en nuestro Sistema apelación, casación, reposición y queja de derecho), de tal 
forma que se pueda generar la revisión de la decisión judicial por un juez de mayor jerarquía o para 
que el que la emitió realice un reexamen y regularice sus defectos (recurso de reposición).27 
 
Aunque el uso de la vía recursiva puede generar situaciones con desplazamiento de la tutela 
judicial que busca el justiciable, convirtiendo en ilusa la necesidad de protección de sus derechos e 
intereses, ya que resulta posible la impugnación sólo con propósito dilatorio (ejercicio irresponsable 
del derecho al recurso). Se alarga el proceso por la impugnación y puede existir un conflicto entre 
el derecho a lograr sentencia en plazo razonable y el derecho de tener oportunidad de la revisión 
de lo resuelto. Por ello, resulta difícil conciliar estos dos principios del debido proceso, de un lado se 
busca un proceso rápido, sencillo y eficaz, sin dilaciones, sentencia en tiempo justo; de otro, 
alzarse contra una sentencia considerada arbitraria e injusta. Por ello, la doctrina en este aspecto 
niega la posibilidad de reconocer el derecho al recurso contra una sentencia fundada en derecho 
"el derecho a la tutela judicial o el derecho al proceso no integra el derecho a recurrir las decisiones 
judiciales, de modo que la imposición de los recursos no se encuentra afectada en su establecido 
por el artículo 24 -Constitución de España-. Es la Ley, el instrumento normativo capacitado para 
disciplinar al sistema de recursos, de modo que cualquier restricción de este sistema no implica al 
derecho al proceso" BANDRES SANCHEZ - CRUZAT citado por GOZAINI. 
 
Este principio del debido proceso posibilita que las partes ejerzan el derecho a que las resoluciones 
judiciales no queden firmes con la decisión  de un solo juez, sino que se admita la posibilidad de 
una nueva revisión  por otro juez o por un colegiado. Este derecho propone la eliminación  de 
criterios de inimpugnabilidad de las resoluciones judiciales, por el contrario  formula una tendencia 
que protege el interés de las partes.    
 
g) Derecho a la instancia plural: 
 
Del derecho a impugnar y asumir posición de cuestionamiento de las resoluciones judiciales se 
deriva el derecho a la instancia plural, este derecho impone la obligación del juez que emitió la 




                                                           
 
27 " (… ) el derecho al debido proceso no tiene un ámbito constitucionalmente garantizado en forma autónoma, sin que su lesión se 
produce a consecuencia de la afectación de cualesquiera de los derechos que lo comprenden, dentro del cual se encuentra el de 




una autoridad jurisdiccional de grado superior  (ad-quem), con el propósito de un reexamen, para 
una revisión exhaustiva de lo resuelto. La doble instancia o instancia plural destierra pues la 
posibilidad de generar cosa juzgada con la decisión del juez de una sola instancia (instancia única), 
para ello se requieren como mínimo de dos. Conviene hablar hoy de juez de fallo, juez de grado o 
de revisión y juez de casación, ya no se usan los vocablos juez de primera y segunda instancia. 
 
Esta arista del debido proceso impide que las decisiones judiciales obtengas firmeza en única 
instancia, se requiere más bien (ahí radica la garantía que impone este principio) de la posibilidad -
sólo vía impugnación- de un órgano superior que revise lo decidido. Con esta decisión se estaría 
completando el circuito y recién con lo resuelto por el órgano superior se habría cumplido con la 
instancia plural. 
 
Este derecho es una fase muy importante del derecho al debido proceso, aunque en los estudios 
del Derecho Procesal  ya se viene sosteniendo la posibilidad de la ejecución de sentencia apelada; 
bajo determinadas condiciones la doctrina sostiene como parte de la tutela diferenciada, en 
especial la tutela anticipatoria de la cual forma parte esta estructura doctrinaria (reconocida por la 
legislación española) por la cual aun habiendo mediado apelación se debe ejecutar la sentencia, de 
tal forma que se logre una satisfacción inmediata con lo resuelto en la sentencia y no se tenga que 
esperar la decisión de la autoridad que resuelva el grado, esta posición sostiene que el tiempo en 
el proceso debe ser distribuido entre las partes de manera equitativa, pues éste sólo recae en el 
actor, perjudicándolo –quien en muchas oportunidades a pesar de tener razón y este resulta 
incuestionable por la parte contraria debe esperar la decisión final. 
 
Nuestro sistema procesal civil-en general-todavía no reconoce legalmente la posibilidad de ejecutar 
una sentencia apelada, pues uno de los pilares fundamentales lo constituye la doble instancia, 
barrera importante para evitar que una sentencia apelada sea ejecutada, admitido el recurso se 
suspenden (efecto suspensivo) los efectos de la decisión judicial contenida en la sentencia. 
 
h) Derecho a la publicidad del proceso: 
 
Se entiende en este caso que las actuaciones judiciales deben ser públicas, implica entonces que 
terceros puedan  presenciar la realización de determinados actos procesales, verbigracia permitir el 
acceso de personas distintas a las partes y terceros legitimados  a las audiencias y concurrir a la 
vista de la causa y escuchar los informes orales de los abogados.  
 
Esta arista del debido proceso resulta importante en los procesos penales, sin embargo tiene 
algunas limitaciones, tal es el caso de actuación judicial donde se ventilaran asuntos que puedan 
afectar el derecho a la privacidad de las personas involucradas en el proceso (delitos de violación 
de menores), entonces por estas circunstancias las actuaciones judiciales se deben realizar en 
privado. Por otro lado, debido a su naturaleza en el proceso penal se guarda estricta reserva sobre 
lo actuado paro no perjudicar la investigación. 
 
Se destierra la posibilidad de procesos con actuaciones clandestinas o reservadas, salvo que sea 
estrictamente necesario. El Artículo 206 del C.P.C. de manera taxativa señala que la “…audiencia 









Las sentencias se deben razonar, porque la racionalidad aplicada a los hechos que constituyen un 
requisito natural para que las partes conozcan los motivos que han provocado la persuasión y 
certeza representada en la decisión.28 
 
La motivación de las resoluciones judiciales es un aspecto que debe ser garantizado por cualquier 
Constitución en un Estado democrático y social de derecho, como garantía para que el justiciable 
sepa cuáles son los motivos que llevaron al juez a resolver en determinado sentido, evitando la 
arbitrariedad y el secretismo. Le corresponde al juez no sólo el deber de motivar sus decisiones, 
pero no para dar cuenta de un elemento formal de cumplimiento ineludible (pues puede ser una 
motivación aparente), sino que de su contenido se pueda verificar la existencia de una decisión no 
arbitraria. Con lo cual tenemos que la sentencia es válida sólo si cumple con el deber de motivación 
y que esta motivación forma parte esencial de toda resolución judicial.29 
 
Una cosa es la motivación expuesta como signo, o como acto de comunicación de un contenido -
señala TARUFFO y otra es la motivación como fuente de indicios. Para el primer segmento la 
sentencia se interpretará al conjuro de los intereses y en función de los instrumentos técnico-
jurídico que elucubran el discurso; mientras en el segundo, el auditorio en general, la sociedad, 
examinará el discurso como fuente de indicios que dejarán traslucir los elementos que puedan 
haber influido sobre su redacción (vgr.: el nivel cultural y la opiniones del juez).30 
 
La tutela que otorga el Estado a través del proceso no se debe proveer de manera arbitraria, por el 
contrario las resoluciones que forman parte del proceso judicial (autos y sentencias) deben tener 
una motivación, la cual además debe ser razonable y congruente. Esto implica no sólo que las 
resoluciones judiciales tengan los fundamentos de hecho y de derecho (motivación que se exige en 
nuestro sistema de manera errada) sino que esta motivación sea razonable, es decir que cumpla 
con los principio lógicos (control de Logicidad) y además que sean pronunciamiento congruentes 
(ceñirse a lo peticionado, sin excesos ni omisiones). 
 
Desde el punto de vista de la Lógica, la motivación para ser lógica, debe responder a las referidas 
leyes que presiden el entendimiento humano. Deberá tener, por lo tanto, las siguientes 
características: 1) debe ser coherente, es decir constituida por un conjunto de razonamientos 
armónicos entre si, formulados sin violar los principios de identidad, de contradicción y del tercero 
excluido, para ello deben ser: congruentes, no contradictorias e inequívocas. 2) la motivación debe 
ser derivada, es decir, debe respetar el principio de razón suficiente, para lo cual el razonamiento 
debe estar constituido por inferencias razonables deducidas de las pruebas y de la sucesión de 
conclusiones que en base a ellas 
 
                                                           
28 GOZAINI, Osvaldo Alfredo. El debido proceso. Op. Citada Pág. 422. 
 
29  “(...) la exigencia de la motivación de los fallos judiciales constituye un valor que rebasa el interés de los justiciables, por cuanto se 
fundamenta en principios de orden jurídico, pues la declaración del derecho en un caso concreto, es una facultad del juzgador que 
por imperio del artículo 138 de la Constitución Política del Estado, impone una exigencia social que la comunidad sienta como un 
valor jurídico denominado fundamentación o motivación de la sentencia. (...) En ese sentido, la denominada motivación escrita de las 
resoluciones judiciales constituye un principio y un derecho de la función jurisdiccional, por cuanto debe ser el resultado del 
razonamiento jurídico que efectúa el juzgador sobre la base de los hechos acreditados en el proceso (los que forman convicción 
sobre la verdad de ellos) y la aplicación del derecho objetivo. (...) La motivación de las resoluciones además de constituir un requisito 
formal e ineludible de toda sentencia, constituye el elemento intelectual de contenido crítico, valorativo y lógico, y está formado por el 
conjunto de razonamientos de hechos y de derecho en los que el magistrado ampara su decisión; por ende la exigencia de 
motivación constituye una garantía constitucional que asegura la publicidad de las razones que tuvieron en cuenta los jueces para 
pronunciar sus sentencias; además, la motivación constituye una forma de promover la efectividad del derecho a la tutela judicial, y 
así, es deber de las instancias de revisión responder a cada uno de los puntos planteados por el recurrente, quien procede en 
ejercicio de sus derecho de defensa y amparo por la tutela judicial efectiva. Casación N° 2139-2007-Lima, publicada el 31.01.08. 
 




se haya determinando, a la vez que de los principios de la psicología y de la experiencia común. 3) 
finalmente, la motivación debe ser adecuada a las normas de la psicología y la experiencia 
común.31 
 
En este mismo sentido se ha pronunciado el Tribunal Constitucional en la STC No  8123-2005-
PHC/TC “uno de los contenidos esenciales del derecho at debido proceso es el derecho de obtener 
de los órganos judiciales una respuesta razonada, motivada y congruente con las pretensiones 
oportunamente deducidas por  las partes en cualquier c/ase de procesos. La exigencia de que la 
decisiones judiciales sean motivadas en proporción a los términos del inciso 5 del artículo 139 de la 
Constitución, garantiza que los jueces, cualquiera que sea la instancia a la que pertenezcan, 
expresen la argumentación jurídica que los ha llevado a decidir una controversia, asegurando que 
e! ejercicio de la potestad de administrar justicia se haga con sujeción a la Constitución y a la ley; 
pero también con la finalidad de facilitar un adecuado ejercicio del derecho de defensa de tos 
justiciables. En suma garantiza que et razonamiento empleado guarde relación y sea suficiente y 
proporcionada con los hechos que a! juez penal corresponde resolver”.32 
 
La mejor garantía para que las partes en un proceso judicial ejerzan control adecuado de los actos 
jurisdiccionales a través de la impugnación es que estas resoluciones contengan los fundamentos 
de hechos y de derecho pertinentes. En cuanto a la congruencia y motivación hemos realizado un 
pequeño análisis a tratar los principios Procesales, ahora corresponde ocuparnos del aspecto 
lógico de las resoluciones haciendo referencia brevemente a los Principios Lógicos. 
 
 
j.        La prohibición de reforma peyorativa o reformatio in peius: 
 
Se vienen perfilando como una arista importante del debido proceso la reforma en peor o 
reformatio in peius -aunque supeditada al derecho a la impugnación ya que se entiende la 
afectación a este principio cuando el juez de grado al resolver la impugnación perjudica la 
situación jurídica en la que se encontraba el impugnante al momento de ejercitarla. Así, si el 
apelante le ordenaron en la sentencia el cumplimiento de una prestación de dar (USA$ 300.00 de 
los USA$ 800.00 demandados) y el actor no impugnó la decisión judicial, entonces, la resolución 
que resuelve la impugnación no puede empeorar su situación, ello debido a que quedó firme para 
el actor, lo contrario significaría incurrir en nulidad procesal por afectación a este principio. 
 
Ha sostenido nuestro Tribunal Constitucional que la reforma peyorativa o reformatio in peius, como 
la suele denominar la doctrina, es una garantía implícita en nuestro texto  
 
 
                                                           
31 DE LA RUA, Fernando. El Recurso de Casación. Editorial Víctor P.de Zavalia. Buenos Aires 1968. Pág. 180 a 185. 
 
32 "(...) el Derecho a la debida motivación de las resoluciones judiciales constituye un elementos esencial del derecho al debido 
proceso, reconocido en el inciso 5) del artículo 139 de la Norma Fundamental, que garantiza el derecho de obtener de los 
órganos judiciales una respuesta razonada, motivada y congruente con las pretensiones oportunamente deducidas por las partes 
en cualquier clase de procesos. La exigencia de que las decisiones judiciales sean motivadas, garantiza que los jueces, 
cualquiera se la instancia a la que pertenezcan, expresen el proceso mental que los ha llevado a decidir una controversia, 
asegurando que el ejercicio de la potestad de administrar justicia se haga con sujeción a la Constitución y a la ley; pero también  
la finalidad de facilitar un adecuado ejercicio del derecho de defensa de los justiciables". STC 8125'2005-PHC/TC.” (…) en tal 
sentido el derecho a la motivación de las decisiones judiciales implica la existencia de que el órgano jurisdiccional sustente de 
manera lógica y adecuada los fallos que emita en el marco de un proceso. Ello no supone en absoluto una determinada 
extensión de la motivación, sin fundamentalmente que exista: a) fundamentación jurídica, lo que lleva a que se exprese no sólo la 
norma aplicable al caso en concreto, sino también la explicación y justificación de por qué el hecho investigado se encuentra 
enmarcado dentro de los supuestos que la norma prevé; b)congruencia entre lo pedido y lo resuelto, que implica la manifestación 
de los argumentos que expresan la conformidad entre los pronunciamientos del fallo y lo pretendido por las partes; y, c) que por 
si misma expresa una suficiente justificación de la decisión adoptada, aún cuando esta sea suscrita, o se establezca el supuesto 




constitucional que forma parte del debido proceso judicial y está orientada precisamente a 
salvaguardar el ejerció del derecho a recurrir la decisión en una segunda instancia sin que dicho 
ejercicio implique correr un riesgo mayor de que se aumente la sanción impuesta en la primera 
instancia. La cual proyecta sus efectos también en el procedimiento administrativo sancionador y, 
en general, en todo procedimiento donde el Estado ejercite su poder de sanción y haya 
establecido un sistema de recursos para su impugnación (src 1803-2004-AA/TC-Junín. Grimanesa 
Espinoza Soria). 
 
k. El principio ne bis in idem como contenido del derecho al debido proceso: 
 
El Tribunal Constitucional se ha pronunciado al respecto, indicando que "El derecho a no ser 
enjuiciado dos veces por el mismo hecho, esto es, el principio del ne bis in idem "procesal", está 
implícito en el derecho al debido proceso reconocido por el artículo 139, inciso 3, de la 
constitución. Esta condición de contenido implícito de un derecho expreso, se debe a que, de 
acuerdo con la lV Disposición Final y Transitoria de la Constitución, los derechos y libertades 
fundamentales se aplican e interpretan conforme a los tratados sobre los derechos humanos en 
los que el Estado peruano sea parte. y el derecho al debido proceso se encuentra reconocido en el 
artículo 8.4 de la Convención Americana de Derechos Humanos". 
 
"El principio /tiene una doble configuración: por un lado, una versión sustantiva y, por otro, una 
connotación procesal: en su formulación material, el enunciado según el cual, "nadie puede ser 
castigado dos veces por un mismo hecho", puesto que tal proceder constituiría un exceso del 
poder sancionador, contrario a las garantías propias del Estado de Derecho. Su aplicación, pues, 
impide que una persona sea sancionada o castigada dos (o más veces) por una misma infracción 
cuando exista identidad de sujeto, hecho y fundamento". 
 
"En su vertiente procesal, tal principio significa que "nadie puede ser juzgado dos veces, por los 
mismo hechos", es decir, que un mismo hecho no pueda ser objeto de dos procesos distintos o, si 
se quiere, que se inicien dos procesos con el mismo objeto. Con ello se impide, por una lado, la 
dualidad de procedimiento (por ejemplo, uno de orden administrativo y otro de orden penal) y, por 
otro, el inicio de un nuevo proceso en cada uno de esos ordenes jurídicos (dos proceso 
administrativos con el mismo objeto, por ejemplo)". STC 2050-2002-AA/TC-Lima. Carlos Israel 
Ramos Colque. 
 
Ratifica el Tribunal Constitucional este criterio con la STC 4678-2007-PHC/TC al precisar "(...) el 
principio ne bis in idem se encuentra implícito en el derecho al debido proceso y tiene una doble 
dimensión. En tal sentido, su vertiente material garantiza el derecho a no ser sancionado dos o 
más veces por la infracción de un mismo bien jurídico, pues guarda conexión con los principios de 
legalidad y proporcionalidad: en su dimensión procesal, garantiza el no ser sometido a juzgamiento 
dos o más veces por un mismo hecho, es decir, que se inicien dos o más proceso con el mismo 
objeto, siempre y cuando exista la concurrencia de tres presupuestos: a) identidad de la persona 
perseguida(aedem persona); b)identidad del objeto de persecución (aedem res), y c) identidad de 
la causa de persecución (aedem causa petendi). 
 
En la STC 0462-2007-PHCITC se ha precisado la relación entre cosa juzgada y el ne bls in idem, 
"(...) la eficacia negativa de las resoluciones que pasan con la calidad de cosa juzgada configura lo 
que en nuestra jurisprudencia se ha denominado como el derecho a no ser juzgado dos veces por 
el mismo fundamento (ne bis in idem). En relación a este derecho el Tribunal Constitucional tiene 
declarado que si bien el ne bis in idem, no se encuentra textualmente reconocido en la 
Constitución como un derecho fundamental de orden procesal, sin embargo al desprenderse del 
derecho reconocido en el inciso 2) del artículo 139 de la Constitución (cosa juzgada), se trata de 






5.1 TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA Y DEBIDO PROCESO: 
 
En realidad los estudiosos del tema en sede nacional no se han puesto de acuerdo sobre la 
relación entre tutela judicial efectiva y debido proceso33, pues existen diversas posiciones sobre el 
particular, así tenemos una primera corriente que señala que el debido proceso con respecto al 
derecho a la tutela jurisdiccional constituye un manifestación de ésta última (aquí tenemos a 
Monroy Gálvez, Eguiguren Praeli, Ticona Postigo34, otros); otra posición señala que entre estas 
dos instituciones sólo existe un orden secuencial, primero opera la tutela jurisdiccional efectiva y 
en segundo orden el debido proceso (Eloy Espinoza-Saldaña); un tercera posición señala que las 
dos instituciones son sustancialmente lo mismo (Quiroga León y Rubio Correa). Otra posición (la 
de Giovanni Priori) para explicar la tutela jurisdiccional efectiva y el debido proceso, está ubicada 
en indicar que ambas son manifestaciones de tradiciones jurídicas diferentes, así el debido 
proceso es una manifestación de la tradición jurídica del Common Law, en cambio la otra tiene 
bases en la tradición jurídica romano-germánica.35   
 
Chamorro Bernal, toma posición respecto de la relación entre tutela judicial efectiva y el debido 
proceso, al indicar su desacuerdo respecto de la pretensión de reducir la tutela y todo el artículo 24 
CE al derecho al procedo debido, como un derecho fundamental omnicomprensivo o un 
equivalente al due process of law anglosajón; argumenta lo siguiente: el derecho a la tutela judicial 
tiene un amplitud mayor que el derecho al proceso debido y no se identifica plenamente con el 
propio proceso ni con su inicio(es anterior al proceso) ni en su desarrollo, ni en su terminación, ya 
que la tutela judicial ha de ser efectiva, en resumidas cuentas, el derecho a la tutela judicial 
efectiva no sólo es  la base del derecho al proceso debido sino que por ello, lo precede, lo 
estructura y la evalúa.36 
 
Respecto de la relación entre tutela judicial efectiva y debido proceso, tendremos que decir en 
primer lugar que ambas no son instituciones aisladas entre si, más por el contrario se 
complementan, pues no es admisible entender una tutela judicial efectiva, si ésta no es otorgada 
por el Estado con la concesión de garantías mínimas para las partes en el proceso (debido 
proceso). Y en el proceso ésta función garantista que ejerce el debido proceso sirve para legitimar 
al Estado para el otorgamiento de tutela. En segundo lugar, no es suficiente para divorciar una 
institución de la otra, el hecho de que la tutela judicial efectiva esté presente antes del proceso 
judicial; pues lo mismo se puede decir del debido 
 
 
                                                           
33  “El derecho al debido proceso y el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva son dos derechos distintos entre sí, 
teniendo cada uno de ellos su propio contenido, por ende, no se puede alegar que ha existido contravención de las normas que 
garantizan el derecho a un debido proceso por haberse afectado el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, estando éste último 
referido al derecho de toda persona ha acceder a los órganos jurisdiccionales, tal como se ha establecido en la Casación No. 
1864-96, en donde se señala que el derecho a la tutela jurisdiccional se agota cuando las partes mediante el derecho de acción 
hacen valer sus pretensiones al incoar la demanda, contestar la misma, al reconvenir y de acuerdo a otras formas procesales 
para hacerla valer conforme prevé la ley procesal, en ese sentido, además que la recurrente ha confundido ambos derechos…”. 
Casación No. 2329-00-Huanuco, publicada en el Diario Oficial “El Peruano” el 02.01.01 
34  Aunque conviene revisar el nuevo trabajo sobre este tema de este connotado magistrado Supremo denominado “El 
debido proceso y las líneas cardinales para un modelo procesal en el Estado Constitucional de Derecho”, publicado en la Revista 
Oficial del Poder Judicial No. ½ 2007. Corte Suprema de Justicia de la República-JUSPER. Pág. 27 y ss. En el que ha señalado 
con precisión que el debido proceso y la tutela jurisdiccional están reconocidos por nuestra Constitución Política, por 
consiguiente, sin desconocer su origen, debe compatibilizarse y conjugarse su configuración y ejercicio, de tal modo que el 
ejercicio de uno no excluya el de otro y, en tal sentido, que siendo derecho que tiene una relación dialéctica, se optimizan en el 
ejercicio armónico de ellos. El debido proceso, en sede judicial, está contenido dentro del Derecho a la Tutela Jurisdiccional 
Efectiva. 
35  Es precisamente en estas diferencias en las que sustenta también la diferencia  entre el derecho al debido proceso y 
el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. En efecto, mientras que el debido proceso es un derecho que surge en una tradición 
donde el Derecho evoluciona con los jueces a partir de decisiones jurisprudenciales; el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva 
es un derecho que surge en una tradición donde el derecho evoluciona sobre la base de la Doctrina.  Priori Posada, Giovanni. La 
efectiva tutela jurisdiccional de las situaciones... Op. Citada. 
36  Chamorro Bernal, Francisco. Op. Citada. Pág. 110. 
204 
 
proceso, ya que conforme al avance teórico del mismo también es pasible de encontrarlo presente previo 
al proceso judicial,  como es la vía administrativa o ante cualquier órgano del Estado que ejerza funciones 
de carácter materialmente jurisdiccionales.37 De ahí que entendamos que el debido proceso forma parte 
de la tutela jurisdiccional efectiva, pero no como un derecho constitucional de menor rango, sino como un 
derecho constitucional que hace posible el otorgamiento de la tutela judicial efectiva. No es posible admitir 
la tutela jurisdiccional efectiva sin debido proceso, por ello cuando se pide tutela judicial al Estado a 
través del proceso, su otorgamiento es posible sólo si se respetó el debido proceso. 
 
Nuestro Tribunal Constitucional ha señalado posición en este debate haciendo una distinción entre el debido 
proceso y la tutela jurisdiccional efectiva, así se ha pronunciado en la STC No. 08123-2005-HC/TC publicada en el 
Diario Oficial El Peruano el 15.05.06 “el derecho al debido proceso significa la observancia de los derechos 
fundamentales esenciales del procesado, principios y reglas esenciales exigibles dentro del proceso como 
instrumento de tutela de los derechos subjetivos, mientras que la tutela judicial efectiva supone tanto el derecho de 
acceso a los órganos de justicia como la eficacia de lo decidido en la sentencia, es decir, una concepción garantista 
y tutelar que encierra todo lo concerniente al derecho de acción frente al poder-deber de la jurisdicción”. 38 
 
En otra resolución el TC ha precisado la tesis de que el debido proceso integra el derecho a la tutela jurisdiccional 
efectiva: “(…) el derecho a la tutela jurisdiccional no solo implica el derecho de acceso a la justicia y el derecho al 
debido proceso sino también el derecho a la afectividad de las resoluciones judiciales”. STC No. 21042-2002-AA/TC. 
 
Nuestra Corte Suprema haya señalada que en la tutela jurisdiccional no se encuentra comprendido el debido 
proceso39. Pero, en otro fallo ha precisado todo lo contrario.40Considerando que actualmente nuestra Corte   
                                                           
 
                                                                                                                                                                                                                                                                                         
37  El Tribunal Constitucional en reiteradas jurisprudencias ha señalado que el derecho al debido proceso contemplado en 
el artículo 139 inciso 3 de la Constitución, no sólo debe respetarse en un proceso judicial, sino que debe aparecer irrestricta su 
aplicación en los procesos administrativo y en todo conflicto entre particulares; así lo ha señalado el Tribunal Constitucional en el 
Expediente No.  2050-2002-AA “es doctrina consolidada de este Colegiado que el derecho reconocido en el inciso 3) del artículo 
139° de la Constitución no sólo tiene una dimensión, por así decirlo, "judicial", sino que se extiende también a sede 
"administrativa" y, en general, como la Corte Interamericana de Derechos Humanos lo ha sostenido, a "cualquier órgano 
del Estado que ejerza funciones de carácter materialmente jurisdiccional, (la que) tiene la obligación de adoptar 
resoluciones apegadas a las garantías del debido proceso legal, en los términos del artículo 8° de la Convención Americana." 
(Caso Tribunal Constitucional del Perú, párrafo 71). Y es que, sostiene la Corte Interamericana, en doctrina que hace suya este 
Tribunal Constitucional,"si bien el artículo 8° de la Convención Americana se titula Garantías Judiciales, su aplicación no se limita 
a los recursos judiciales en sentido estricto, sino al conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales, a 
efectos de que las personas puedan defenderse adecuadamente ante cualquier tipo de acto emanado del Estado que pueda 
afectar sus derechos."(párrafo 69). "(...) Cuando la Convención se refiere al derecho de toda persona a ser oída por un "juez o 
tribunal competente" para la "determinación de sus derechos", esta expresión se refiere a cualquier autoridad pública, sea 
administrativa, legislativa o judicial, que a través de sus resoluciones determine derechos y obligaciones de las personas." 
(Párrafo 71) [La Corte ha insistido en estos postulados en los Casos Baena Ricardo, del 2 de febrero de 2001 (Párrafos 124-127), 
e Ivcher Bronstein, del 6 de febrero de 2001 (Párrafo 105)]”. 
38  Aunque en precedente vinculante contenido en la STC 2802-2005-PA/TC-PIURA el TC ha señalado que “(…) en 
consecuencia, el debido proceso forma parte de la concepción del derecho a toda persona a la tutela jurisdiccional efectiva, y se 
concreta en las denominadas garantías que, dentro de un iter procesal diseñado en la ley, están previstas en la Constitución”. 
39  Nuestra Corte Suprema se ha encargado de distinguir la Tutela Jurisdiccional y el Debido Proceso en la Casación No. 
2421-2000-LIMA de fecha 02.11.00 al indicar que “alegar que la afectación al debido proceso ha consistido en la privación del 
ejercicio de poder demandar a sus deudores, encierre en si una contradicción, ya que el agravio está referido al derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva, entendido éste como el acceso a los órganos jurisdiccionales, derecho de contenido y naturaleza distinta al 
derecho  al debido proceso, y aquel no se encuentra comprendido por  éste”. 
40  “(…) El derecho al debido proceso es un conjunto de garantías de las cuales goza el justiciable, que incluyen, la 
tutela jurisdiccional efectiva, la observancia de la jurisdicción y de la competencia predeterminada por ley, la pluralidad de 
instancias, la motivación y la logicidad de las resoluciones, el respeto a los derechos procesales de las partes (derecho de 
acción, de contradicción) entre otros. Por lo tanto, la causal denunciada se configura cuando en el desarrollo del proceso se han 












Suprema en tema de Casación ha definido que el derecho a un debido proceso integra el derecho a la 
tutela judicial efectiva.  
 
Esta discusión no es propia de nuestra realidad en España se presenta como punto central de 
debate a raíz del contenido del artículo 24 de la Constitución, tanto que Villaspin haya sostenido 
que no es posible entenderle al derecho a la tutela judicial efectiva como equivalente de lo que en 
el derecho anglosajón se conoce como due process of law y entre nosotros derecho a un proceso 
con todas las garantías, parece oportuno estimar como más acertada aquella visión predominante 
tanto en la jurisprudencia del TC como en la doctrina patria, en función de la cual el derecho a la 
tutela judicial efectiva y el derecho a un proceso con todas las granitas deben distinguirse a pesar 
de su intima relación. Lo que en ningún caso parece acertado es distinguir entre ambos derechos 
a partir de la consideración del derecho a la tutela judicial efectiva como derecho matriz que 
incorpora y alimenta el proceso debido.41 
 
Finalmente, tendremos que concluir que ambos, tutela jurisdiccional efectiva y debido proceso, son 
derechos fundamentales, reconocidos además por nuestra Carta Magna; ambos no se excluyen 
entre sí, ni son polos opuestos, por el contrario se complementan, aunque el primer derecho 
fundamental contiene al segundo, sin crear ninguna relación de dependencia o jerarquía. 
 
5.2  TUTELA PROCESAL EFECTIVA: 
 
Por primera vez en nuestro medio a través de una norma legal se ha conceptualizado lo que es tutela 
procesal  efectiva así tenemos que el nuevo Código Procesal Constitucional en su artículo 4 de la 
Ley No. 28237 ha señalado que la tutela procesal efectiva comprende el acceso a la justicia y el 
debido proceso, asimismo ha configurado los alcances de la tutela procesal efectiva al indicar que 
se entiende por tutela procesal efectiva aquella situación jurídica de una persona en la que se 
respetan, de modo enunciativo, sus derechos de libre acceso al órgano jurisdiccional, a 
probar, de defensa, al contradictorio e igualdad sustancial en el proceso, a no ser desviado de 
la jurisdicción predeterminada ni sometido a procedimientos distintos de los previstos por la 
ley, a la obtención de una resolución fundada en derecho, a acceder a los medios 
impugnatorios regulados, a la imposibilidad de revivir procesos fenecidos, a la actuación 
adecuada y temporal oportuna de las resoluciones judiciales y la observancia del principio de 
legal procesal penal. 
 
En diciembre de 2004 aparece como novedad en nuestro ordenamiento jurídico el vocablo tutela 
procesal efectiva, 42 precisamente en el contenido del artículo 4 del CP Constitucional, pero, pese 
al tiempo transcurrido no tenemos hasta la fecha una definición acabada a nivel teórico ni 
jurisprudencial de su contenido y alcances. 43 
                                                                                                                                                                          
 
 
procedimiento, la tutela jurisdiccional no ha sido efectiva y/o el órgano jurisdiccional deja de motivar sus decisiones o lo hace en 
forma incoherente en clara transgresión de la normatividad vigente y de los principios procesales”. Casación No. 2581-2007-
Arequipa, publicada el 03.05.08. En otra sentencia nuestra Corte Suprema ha reiterado la posición de que el debido proceso 
incluye a la tutela jurisdiccional efectiva: “ El derecho al debido proceso es un conjunto de garantías de las cuales goa el 
justiciable, las que incluyen: la tutela jurisdiccional efectiva, la observancia de la jurisdicción y de la competencia 
predeterminada por ley, la pluralidad  de instancias, la motivación y la logicidad de las resoluciones y el respeto a los derechos 
procesales de las partes (derecho de acción y de contradicción, entre otros. Casación 5009-2007-La Libertad, publicada en el 
Diario Oficial El Peruano el 30.06.08.En otra resolución ha ratificado su posición: “(…) el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva 
tiene un contenido complejo y omnicomprensivo y que está integrado por el derecho de acceso a la jurisdicción y al proceso, el 
derecho al debido proceso y a la efectividad de las decisiones judiciales finales”. Casación No. 864-2007-Huara.  
41  Vallespín Pérez, David. Op. Citada. Pág. 69. 
42  Pese a la novedad legislativa del año 2005 el Tribunal Constitucional ya había hecho referencia al término tutela 
procesal efectiva antes de la vigencia del CP Constitucional, esto se produjo al resolver el caso Taj Mahal Discoteque: “(…) la 
irregularidad se presenta cuando la decisión judicial no ha sido emitida conforme a las formalidades procesales exigidas por la 
ley. Debe ser de tal magnitud que compromete decididamente la tutela procesal efectiva, y que, por ende, desnaturalice el 
resultado natural del proceso”. STC No. 3283-2003-AA/TC (resaltado nuestro). 
43  “(…) La tutela procesal efectiva está consagrada en la Constitución y en el Código Procesal Constitucional, y su 




Su ubicación en el CP Constitucional, en apariencia nos proporcionó una pista, la cual nos indica 
que es un término jurídico de “uso restringido”; es decir, que es susceptible de invocarse sólo en el 
contexto de un proceso constitucional, concretamente en los procesos de la libertad, amparo o 
habeas corpus, lo cual puede no ser exacto, pues resulta admisible el uso del mismo en ámbitos 
distintos al proceso constitucional, así tenemos que el Consejo Nacional de la Magistratura en la 
Resolución No. 249-2007-CNM del 16.07.07 al resolver un procedimiento disciplinario ha 
mencionado el término tutela procesal efectiva. 
 
El CP Constitucional no define este nuevo concepto, se limita a ponerlo como causal genérica (de 
amplio espectro porque contiene su interior variados supuestos) de procedencia para el proceso 
de amparo o de habeas corpus contra resoluciones judiciales firmes cuando en la actividad judicial 
se vea afectado: “(…) el amparo procede respecto de resoluciones judiciales firmes dictadas con 
manifiesto agravio a la tutela procesal efectiva”, “(…) vulnera en forma manifiesta la libertad 
individual y la tutela procesal efectiva”.  
 
Esto significa que se abre la puerta para estos procesos de la libertad cuando en el proceso 
judicial se ha emitido una resolución judicial firme que vulnera las aristas del debido proceso y la 
tutela jurisdiccional efectiva.44 En tal sentido, el resultado del proceso judicial debe mostrar una 
ostensible afectación a los derechos fundamentales de las partes, que tengan relación con la 
vulneración al derecho a acceder al proceso sin más restricciones que las señaladas en la ley 
procesal y con afectación a las garantías mínimas que se deben respetar en el proceso, de tal 
manera que se genere una decisión judicial inaceptable. 
 
Por ello, se ha sostenido que el término tutela procesal efectiva contenido en el CP Constitucional 
reemplaza al vocablo proceso regular expresado en el artículo 6 inciso 2 de la Ley No. 23506. Aquí 
encontramos la posición de Castillo Córdova con la cual afirma que esta expresión es la novedad 
con respecto a la legislación anterior y que viene a sustituir a la expresión procedimiento regular, 
sin que uno y otro caso se esté hablando de cosas distintas. Es por eso que, con acierto, los 
elaboradores del Anteproyecto del CP Constitucional han afirmado que la jurisprudencia existente 
será perfectamente aplicable cuando entre en vigencia el nuevo Código, pues se mantendrán los 
mismos elementos esenciales –debido proceso y tutela judicial.45 
 
Se entiende entonces, que proceso regular es aquel proceso judicial en el que se han respetado 
básicamente los derechos fundamentales contenidos en el artículo 139 inciso 3 de la Constitución. 
Siendo ello así, se debe entender que una resolución judicial firme no es susceptible de 





                                                                                                                                                                          
lleven a cabo en los cauces de la formalidad y de la consistencia, propias de la administración de justicia. Es decir, se debe 
buscar que los justiciables no sean sometidos a instancias vinculadas con la arbitrariedad o los caprichos de quien debe resolver 
el caso. El derecho a la tutela procesal efectiva se configura, entonces, como una concretización transversal del resguardo de 
todo derecho fundamental sometido a ámbito contencioso”. STC No. 6712-2005-PHC/TC. 
44  Por de pronto y en una primera perspectiva, la tutela procesal efectiva supondría el concepto de tutela judicial en tanto 
y en cuanto esta última significa el derecho de acceso a los tribunales y el derecho a lo que ha sido decidido sea eficazmente 
cumplido. En segundo término, la comentada noción permitiría abarcar todas y cada una de las categorías del debido proceso 
entendido en términos fundamentalmente adjetivos, lo que supone, entre otras cosas, el derecho al juez natural, el derecho de 
defensa, la motivación resolutoria, el derecho a probar y el extenso repertorio de atributos que la Constitución menciona y que en 
parte, el Código recoge. Se trata pues, en resumidas cuentas, de un derecho cuyo contenido permite englobar un conjunto de 
supuestos procesales de diversa orientación y que no repara en la naturaleza o el tipo de instrumento adjetivo. Sáenz Dávalos, 
Luís R. “Las innovaciones del Código Procesal Constitucional en el proceso constitucional de amparo”. En Introducción a  los 
procesos constitucionales. Comentarios al Código Procesal Constitucional. No. 01. Pág. 121-151. 
45  Castillo Córdova, Luís. Comentarios al Código Procesal Constitucional. Tomo I. Segunda edición. Editorial Palestra. 
Lima 2006. Pág. 168. 
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 tutela procesal efectiva, es decir, si se trata de un proceso regular; por el contrario (si es irregular), 
el afectado tiene derecho a recurrir al proceso de amparo o habeas corpus. 
 
Así tenemos, que si en el proceso judicial no se han respetado por ejemplo el libre acceso al 
servicio de justicia (improcedencia de demanda de forma arbitraria), si se afectó el derecho a 
probar (admisión de prueba ilícita, valoración irracional del material probatorio, uso inadecuado de 
la prueba indiciaria, entre otros), si se afectó el derecho al contradictorio (se declaró rebelde al 
demandado sin existir un debido emplazamiento, entre otros); entonces, diremos que la resolución 
judicial proviene de un proceso donde no hubo el menor respeto a la tutela procesal efectiva, 
entendida ésta como el conjunto de exigencias para la validez de las decisiones judiciales, las 
cuales tienen respaldo constitucional, para referirnos aquí a los derechos fundamentales al debido 
proceso y a la tutela jurisdiccional efectiva. 
 
De hecho, cuando en el proceso constitucional se pretenda cuestionar una resolución judicial firme 
a través del habeas corpus o amparo, el afectado debe alegar como causal de procedencia para 
esta tarea la afectación de la tutela procesal efectiva, y corresponderá al juez constitucional 
comprobar si los elementos conformantes del debido proceso y tutela jurisdiccional efectiva se han 
visto afectados en el proceso, de ser afirmativa la verificación, el juez debe declarar que las cosas 
se repongan al estado anterior al acto que afectó la tutela procesal efectiva, restando validez a la 
resolución judicial cuestionada, de ser negativa, el demandante recibirá una sentencia 
desestimatoria. 
 
Diremos finalmente, que si bien el término tutela procesal efectiva se parece mucho al vocablo 
tutela jurisdiccional efectiva, existen absolutas diferencias entre ellos, éste último es 
propiamente un derecho fundamental (art. 139 inciso 3 de la Constitución), el primero al parecer es 
un término de naturaleza legal (art. 4 del CP Constitucional) creado por legislador y que sirve de 
copete para denunciar las irregularidades que se han suscitado en el proceso judicial, por las 
cuales se convierte en irrita la decisión judicial; por tanto, hace viable su cuestionamiento en el 
proceso de amparo o habeas corpus, según corresponda. Este término contiene en su enunciado 





                                                           
46  A criterio del constitucionalista Eto Cruz actualmente el control constitucional de las resoluciones judiciales vía los 
procesos constitucionales de la libertad se puede realizar bajo el marco de lo que el legislador ordinario ha impetrado, sin 
precedente alguno en nuestra actual jurisdicción constitucional, como la “tutela procesal efectiva”. Aparentemente se trataría de 
un concepto laxo o genérico pero que ciertamente tiene su encaje constitucional en el art. 139.2, aún cuando dicha clausula haga 
una diferenciación del debido proceso y la tutela judicial. Eto Cruz, Gerardo. El desarrollo del derecho procesal constitucional a 
partir de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional peruano. Centro de Estudios Constitucionales, Lima 2008. Pág. 157-158. 
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Es necesario el desarrollo del presente capitulo si se entiende  a los “hechos” como un elemento importante 
del proceso. Sobre los hechos gira la mayor parte de la actividad de las partes y del juez en el proceso. 
 
Así, al postular la pretensión el actor la debe sustentar en hechos, esto es, el actor asume la carga de la 
afirmación de hechos que sirven para sustentar la petición formulada en la demanda en contra del 
demandado.  
 
El aspecto fáctico en el ejercicio del derecho de contradicción es relevante, si consideramos que la parte 
demandada puede contradecir los hechos (generando hechos controvertidos) o los puede admitir, de forma 
expresa o tácita (propiciando hechos admitidos). 
 
La prueba recae sobre los hechos centrales del proceso, esto es, sobre los hechos controvertidos. 
Corresponderá normalmente (salvo que se trate de inversión de carga de la prueba o carga probatoria 
dinámica) que el actor prueba los hechos constitutivos de su pretensión y al demandado la negativa de éstos, 
adicionalmente al demandado le corresponderá la prueba de los hechos impeditivos, extintivos o excluyentes. 
 
El juez al admitir la prueba (o rechazar la prueba), al fijar los puntos controvertidos y al decidir la controversia 
(con la sentencia) se encuentra vinculado a los hechos del proceso, debe resolver las pretensiones de las 
partes sustentada en los hechos alegados o negados y a los hechos nuevos. La sentencia tiene relación con 
la prueba de los hechos. 
 
La impugnación sobre la decisión que resuelve el conflicto se encuentra vinculada a los hechos probados o no 
probados en el proceso, al error en el tratamiento de los hechos, sobre todo de aquellos que conforman el 
supuesto de hecho de la norma que se aplicó al resolver el conflicto. 
 
Resulta de suma importancia el estudio –en el presente trabajo- de este tópico de la doctrina procesal, debido 
a que se relaciona directamente con el tema de estudio.  
 
 
1. Los hechos en el proceso: 
 
Con relación a la actividad de la partes relacionada con los hechos, debemos indicar que en el proceso civil 
los hechos son aportados exclusivamente por las partes en la etapa postulatoria. Es prohibido que el juez 
aporte hechos. Encontrándose imposibilitado de dejar de lado u omitir hechos trascedentes del proceso para 
resolver o inventar hechos.1 En ese mismo sentido se ha pronunciado nuestra jurisprudencia al señalar que 
“no resulta procedente que esta Corte conozca hechos que no fueron alegados por las partes en sus actos 
postulatorios, pues ello afectaría el principio dispositivo en materia de impugnación en virtud del cual el Juez 
Superior solamente puede hacer conocer los hechos 
 
                                                           
1  Si objeto de la prueba podían ser los hechos, tema de la prueba deben ser las afirmaciones de hechos que realizan las 
partes; esto es, lo que está necesitado de prueba para que el juez pueda declarar la consecuencia prevista en la norma jurídica son 
las afirmaciones. El principio de aportación que informa al proceso civil determina que las partes son las únicas que pueden hacer 
afirmaciones de hechos, en el sentido de que las mismas tienen esta facultad de dirección material del proceso, pero el mismo 
principio  también determina que sobre ellas recae la carga de la afirmación. Montero Aroca, Juan. La prueba en el proceso civil. 
Editorial Thompson-Civitas. Navarra 2005. Pág 72. 
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que han sido alegados y debatidos por las partes en las etapas respectivas (Casación No. 3828-2000-Lima). 
 
Con relación a la actividad del juez existe en el proceso civil la tesis de que el juez debe asumir una conducta 
que demuestre un respeto a los hechos aportados. 2 
 
La incorporación de hechos es una facultad del sujeto activo y pasivo del proceso, excepcionalmente, por los 
terceros que intervienen aprovechando la pendencia del mismo, basando su participación en derecho propio o 
ajeno o en interés propio. 
 
Es fundamental que las partes postulen sus pretensiones y el contradictorio sustentándola en hechos, puesto 
que son éstas las que se deben probar en el proceso, para resolver la controversia. 3 
 
Por su parte el juez, “administra” los hechos suministrados por las partes, aunque estos hechos sean 
considerados como “de segunda mano”, pues llegan al juez, con  posterioridad a su ocurrencia (corresponden 
normalmente al pasado) y  son presentados bajo la propia óptica del que los propone.4  
 
Los hechos que se introducen al proceso pueden estar tergiversados, alterados, postulados parcialmente o no 
corresponder a lo que en realidad ocurrió, con lo cual la decisión a la que se arribe en el proceso puede tener 
sólo una aproximación a lo que realmente ocurrió en la realidad, de ahí que con la prueba jurídica (no la que 
conoce y estudia la epistemología) sólo se llegue a resultados aproximativos de los hechos del proceso. 5  
 
Por ello, si bien las partes en un sistema esencialmente dispositivo, son las que tienen la responsabilidad de 
introducir los hechos al proceso, sobre todo aquellos hechos que sirven para resolver la litis, es de común que 
por esta actividad de aportación, sean las mismas partes (por los propios intereses que sustentan sus 
posiciones) las que no permiten que en el proceso se llegue a establecer la verdad sobre ellos, para dar paso 
al logro sólo una aproximación a ésta. 
 
                                                           
2  El proceso civil está informado por el principio dispositivo y su corolario, el de aportación de parte. Es decir, no puede 
iniciarse un proceso civil sin que alguien (un particular) acuda al juzgado  e interponga una demanda (disposición); además sólo podrá 
tenerse en cuenta los hechos alegados y las pruebas solicitadas y aportadas por las partes (aportación). Armenta Deu, Teresa. Lecciones 
de Derecho Procesal Civil, proceso de declaración, proceso de ejecución y procesos especiales. Segunda Edición. Editorial Marcial Pons. 
Madrid-Barcelona 2004. Pág. 153. 
3  Otros de los soportes de la regla dispositiva –señala Enderle- y que se halla dada por ser las partes las que proporcionan 
los hechos esenciales o constitutivos de la causa petendi –fundamento de la pretensión u oposición- y consecuentemente, del thema 
decidendum. Esta carga de afirmación de parte comprende el desarrollo de una alegación fáctica, o sea la afirmación o negación de la 
existencia de un hecho o hechos sustanciales que sirven de apoyatura a una determinada petición, y de la que se pretende extraer 
una consecuencia jurídica. Enderle, Guillermo Jorge. La congruencia procesal. Editorial Rubinzal-Culzoni. Santa Fe 2007. Pág. 31. 
4  La aportación de los hechos al proceso nace por voluntad de las partes, aunque ello pueda suponer que éstos estén 
contaminados (pueden afirmarse hechos que no existen o inventar hechos, o ajustarlos a determinado interés),  por ello se sostiene que el 
juez es consumidor de hechos de segunda mano. 
5  Las razones de esta fragmentación se sujetan a los siguientes criterios según Jordi Ferri: a) el proceso judicial puede 
ofrecer sustento únicamente a verdades aproximadas; la información disponible en el mismo acerca de los hechos a probar es 
deficiente, tanto por su fiabilidad relativa como por su carácter necesariamente incompleto. Nunca el proceso judicial podrá ser 
adecuado instrumento para la adquisición de información completa que pueda justificar una decisión sobre los hechos que vaya más alla 
del carácter aproximativo. Por ello, la decisión que en él se adopte sobre la prueba de los hechos alegado por las partes se caracteriza 
necesariamente por su producción en un contexto de incertidumbre. Por otro lado, b) es común advertir que el desarrollo de la actividad 
probatoria está ampliamente reglado, esto es, que no estamos frente a una actividad libre sino que jueces y tribunales están sometidos a 
un buen número de reglas jurídicas que regulan su práctica. Esta sería una crucial diferencia entre la actividad probatoria jurídica y la 
actividad probatoria general, sometida únicamente a los imperativos epistemológicos. Ferri I Beltrán, Jordi. “El contexto de la decisión 
sobre hechos probados en el proceso”. En Proceso,  prueba  y estándar. Libros de Filosofía y teoría del derecho No. 02. Editorial Ara. 
Lima. Lima 2009. Pág. 55. 
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El juez tiene como función la de fijar,6 apreciar e interpretar y calificar jurídicamente los hechos aportados al 
proceso.7 De lo que podemos inferir que el juez maneja los hechos aportados en el proceso por las partes 
para realizar la actividad fijativa, interpretativa y calificativa, sin la cual, no podría resolver correctamente el 
conflicto. 
 
Esto quiere decir que los hechos en el proceso son imprescindibles, sobre todo aquellos hechos con 
calificación jurídica (llamados también hechos calificados o que tienen tipificación jurídica), esto es, no los 
hechos periféricos del proceso (hechos meramente históricos, hechos puros, sin calificación jurídica), sino de 
aquellos que configuran el supuesto de hecho de la norma cuya aplicación se pide en el proceso. 
 
 
2.  La causa petendi: 
 
Los hechos del proceso se ubican normalmente en la causa petendi o causa de pedir. 8 La causa de pedir, es 
la razón por lo cual se llegó al extremo de recurrir al Estado para pedir tutela, está conformada de un lado por 
los hechos o material fáctico que sustenta la pretensión. Es la configuración de hechos ocurridos en el 
pasado que generan la posibilidad de proponer la pretensión, no hay pretensión procesal que no dependa de 
hechos y por el contrario se propicien por generación espontánea, tanto depende de hechos la pretensión que 
para recibir una sentencia favorable (estimatoria) éstos deben ser probados por el pretensor, de lo contrario la 
pretensión obtendrá una pronunciamiento negativo (sentencia desestimatoria). 
 
De otro lado, estos hechos no solo sirven para sustentar la pretensión sino que grafican más bien la situación 
de hecho (supuesto de hecho, la abstrakte tatbestand) por la cual se exige una consecuencia jurídica, es 
decir, que los hechos del proceso postulados por las partes buscan la aplicación de determinada norma 
jurídica.  
 
Por lo cual Michele Taruffo9 precisa que no son relevantes para el proceso los hechos en estado puro, sino 
aquellos hechos que sirven para resolver controversias jurídicas acerca de la existencia de derechos: esto es, 
no se pretende determinar el hecho en si mismo sino en la medida en que éste es el presupuesto para la 




                                                           
6  Determinar el hecho en el contexto de la decisión significa esencialmente definir cuál es el hecho “concreto” o “histórico” al 
que se aplica la norma idónea para decidir el caso o bien, pero no es lo mismo, establecer cuál es el hecho controvertido para 
después decidir cuál es la norma que debe serle aplicada. Taruffo, Michele. La prueba de los hechos. Editorial Trotta. Madrid 2002. 
Pág. 90. 
7  Técnicamente, se pude decir que los hechos no son sino acontecimientos del pasado vinculados con la pretensión, pero que 
concuerdan con  el supuesto de hecho de la norma cuya aplicación se peticiona y que será materia de pronunciamiento en la sentencia. 
Así si tenemos,  que si el petitorio está vinculado a un desalojo por ocupante precario, los hechos que sustenten dicho petitorio deben 
estar relacionados con el supuesto de hecho de la norma (Art. 911 del CC), ello implica la conformación de hechos relatados de forma 
clara y ordenada, y referidos a la posesión que ejerce el demandado de forma precaria sobre un determinado bien inmueble, es decir sin 
título que lo habilite para poseer de manera legítima o el que tenía haya fenecido, está constituye la razón por lo cual se le exige restituir la 
posesión del predio a favor del actor . Si se logran probar los hechos que sustentan el petitorio, es decir que se prueba que el demandado 
ejerce posesión ilegitima del predio sub litis, entonces el pronunciamiento respecto de éste será de fundabilidad positiva, es decir una 
sentencia estimatoria de la pretensión, de lo contrario la sentencia será desestimatoria de la pretensión. Aunque es admisible en casos 
puntuales hablar de los hechos nuevos (art. 429 y 440 del CPC); sin embargo, éstos no se involucran con la demanda, ellos pueden ser 
aportados por el demandado al contestar la demanda o al reconvenir. 
8  Para Muñoz Sabaté la causa petendi se compone de hechos, de afirmaciones sobre esos hechos y de derecho. Muñoz 
Sabaté, Lluis. Fundamentos de prueba judicial civil, LEC 1/2000. Editorial Bosch. Barcelona 2001. Pág. 101. 
9  Taruffo, Michele. Op. Citada. Pág. 90. 
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Los hechos que sustentan la pretensión son requisito formal exigido por la norma procesal (Artículo 424 inciso 
6) para la presentación de una demanda, se propone en la norma que el pretensor haga llegar al juez los 
hechos de la forma más precisa, enumerada, con orden y claridad. El respaldo y adecuación de la norma 
jurídica a los hechos expuestos son también requisito formal de la demanda (Artículo 424 inciso 7).  
 
Por ello Montero Aroca sostiene la causa de pedir es un conjunto de hechos, aunque el mismo tiene que tener 
trascendencia jurídica. Esto supone que: la causa de pedir tiene que ser de hechos, acontecimientos de la 
vida que sucedieron en un momento en el tiempo, y que además tenga trascendencia jurídica, es decir que 
sean el supuesto de hecho de la norma que los confiere consecuencias jurídicas.10 
 
Tanto el demandante cuando postula su pretensión como el demandando cuando formula su contradicción la 
deben sustentarla en hechos. Siendo los hechos parte importante los elementos objetivos de la pretensión 
procesal, la cual es integrada por el petitum y la causa petendi. El juez no puede apartarse de los hechos 
propuestos por las partes ni inventar hechos, de lo contrario se produciría la llamada incongruencia fáctica, es 
decir, la patología de la decisión desde la óptica del material fáctico del proceso. Aunque la doctrina se ha 
encargado de señalar que el mal tratamiento de los hechos en el proceso puede terminar en un supuesto de 
arbitrariedad por tomar decisiones sin valorar prueba decisiva, por dejar de lado prueba que puede cambiar el 
resultado de la decisión, entre otras situaciones que veremos más adelante. 
 
 
3.  La importancia de los hechos en diversos  tópicos: 
 
Los hechos en el proceso tienen vinculación con el principio dispositivo, ya que sólo las partes tienen la 
facultad de presentar la demanda (y la contradicción), en la cual se postula la pretensión procesal y ésta a su 
vez se encuentra constituida por hechos (causa petendi), hechos que sustentan la pretensión señala nuestro 
ordenamiento procesal (aportación).  
 
Sobre la actividad de las partes respecto de los hechos Taruffo ha señalado que éstas construyen o narran 
sus historias con un fin muy preciso: justificar su versión de los hechos de forma que induzca al juez a acoger 
sus demandas y a satisfacer sus pretensiones. Las historias narradas por las partes no necesitan ser 
verdaderas: tienden a ser convincentes, y si lo son pueden considerarse “buenas”. 11 
 
Al ser las partes las que introducen los hechos al proceso, el juez no puede modificarlos, dejarlos de lado o 
darles un tratamiento erróneo, por lo cual el juez debe resolver con los hechos que fueron introducidos en el 
proceso sin desnaturalizarlos ni modificarlos, la tarea del juez es resolver el conflicto en base a los hechos 
que postularon las partes y la prueba que haya recaído sobre ellos. 12 
 
Las partes tienen ciertas limitaciones en cuanto a los hechos, puesto, que una vez lanzadas las afirmaciones 
que sustentan sus pretensiones, no podrán modificarla o negarlas, puesto que la conducta procesal –si lo 
hicieren- puede ser considerada en su contra.  
 
                                                           
10  Montero Aroca, Juan. Gómez Colomer, Luis. Montón Redondo, Alberto. Barona Vilar, Silvia. El nuevo proceso civil. 
Editorial Tirant lo Blanch. Valencia 2000. Pág. 194. 
11  Taruffo, Michele. Simplemente la verdad, el juez y la construcción de los hechos. Editorial Marcial Pons. Madrid, Barcelona, 
buenos Aires 2010. Pág. 232. 
12  El juez se encuentra en situación completamente diferente: no debe persuadir a nadie y no cuenta con ninguna tesis pre 
constituida que demostrar. El juez debe justificar su decisión, aunque ésta sigue siendo ampliamente discrecional, y la motivación de 
la sentencia no tiene una función persuasiva. Además esperamos que no construya cualquier narración de los hechos del caso, sino 
que construya una narración verdadera. Taruffo, Michele. Simplemente la verdad. Op. Citada. Pág. 232. 
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De otro lado, tenemos entendido que los hechos pueden ser estudiados igualmente en el proceso al 
encontrarse vinculados con el silogismo jurídico conocida como operación subsuntiva, en donde la premisa 
mayor es la norma jurídica aplicable y la premisa menor o llamada premisa fáctica constituye un supuesto de 
hecho de norma que cuadra con el hecho que se viene desarrollando en el proceso. El trabajo subsuntivo 
consistirá en establecer si el caso concreto a través de los hechos corresponde al fijado como supuesto de 
hecho en la premisa fáctica de la norma. 
 
Asimismo, la doctrina considera a los hechos en el estudio de la tesis del contexto de descubrimiento y el 
contexto de justificación. 13  Esto es, a la forma cómo se deben conocer (conocimiento) los hechos y  cómo se 
deben motivar o justificar. 14 Este tema acerca mucho más los hechos a la prueba. Los hechos se encuentran 
relacionados con la prueba, pues, como sabemos en el proceso se prueban hechos, los hechos 
controvertidos. Aun que algunos han señalado que en el proceso no se prueban hechos sino los “enunciados 
de los hechos”. 
 
Conforme al Diccionario de Filosofía Científica y Filosofía, se llama contexto de justificación a las distintas 
pruebas, datos o demostraciones que el científico aporta para la justificación y defensa de la verdad de sus 
hipótesis ante la comunidad científica. En este contexto se incluyen los elementos y factores más propiamente 
científicos y racionales de la investigación científica. Y el contexto del descubrimiento se refiere a los factores 
que influyen en la creación de una teoría científica. En el contexto del descubrimiento hay que incluir 
elementos no estrictamente racionales o no estrictamente científicos (como los psicológicos, filosóficos, 
culturales, políticos, etc.) que pueden influir en el éxito de una teoría ante la comunidad científica. 
En el primero contexto se descubre una teoría en el segundo contexto se justifica ésta. En la primera se 
determina el cómo se llegó a establecer la teoría; en la segunda se busca contrastar los hechos para 
establecer la validez de la teoría. 
 
La tesis del contexto del descubrimiento y de justificación como sabemos nace como un tópico de estudio de 
la filosofía para explicar el conocimiento científico; pero,  también son considerados actualmente como 
sustento de corrientes de la argumentación jurídica, concretamente sirven para explicar la teoría estándar de 
la argumentación jurídica. 
 
Afirma Atienza que una cosa es el procedimiento mediante el cual se llega establecer una premisa o 
conclusión, y otra cosa el procedimiento que consiste en justificar dicha premisa o conclusión. Agrega 
 
                                                           
13  Sobre este tema en filosofía se ha escrito mucho, así tenemos que Barcenas ha señalado que “la distinción entre contexto 
de descubrimiento y el contexto de justificación fue trazada por H. Reichenbach, para distinguir entre otras cosas, la manera cómo 
realizan los descubrimientos en ciencia y la manera en que se justifican y aceptan. Tradicionalmente se ha argumentado (Popper, 
Reichenbach, Hempel, etc.) que sólo el contexto de justificación es filosóficamente importante porque en él se abordan cuestiones 
metodológicas y epistémicas. Según Reichenbach, en el contexto de descubrimiento se aluden a cuestiones relacionadas con la forma 
en que generamos nuevas ideas o hipótesis en ciencia; mientras que el contexto de justificación tiene que ver con el tipo de criterios 
que dichas hipótesis deben satisfacer para ser aceptadas en el corpus científico. Barcenas, Ramón. “El contexto de descubrimiento y 
contexto de justificación: un problema filosófico en la investigación científica. En www.redalyc.uaemex.mx. 
14  En el  “(…) contexto de descubrimiento, la prueba hace referencia al iter que conduce a la formulación de enunciados 
asertivos como verdaderos (o al proceso de verificación de enunciados asertivos previamente formulados); por consiguiente, al 
descubrimiento o conocimiento de los hechos que hacen verdaderos a esos enunciados. Probar un enunciado sobre hechos significa 
aquí conocer  los hechos que lo hacen verdadero. En el segundo (contexto de justificación), la prueba hace referencia a la justificación 
de esos enunciados; es decir, a las razones que permiten mantener que esos enunciados son verdaderos. Probar un enunciado sobre 
hechos significa aquí justificarlo. En suma, el término “prueba” se usa tanto en el sentido de que se conoce o descubren los hechos (o 
se formulan o verifican los enunciados que los describen) cuanto en el sentido de que se justifican los enunciados sobre hechos. 
Gascón Abellán, Marina. Los hechos en el derecho, bases argumentales de la prueba. Editorial Marcial Pons. Tercera Edición. Madrid, 
Barcelona y Buenos Aires 2010. Pág. 76-77. 
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 que la distinción entre contexto de descubrimiento y contexto de justificación nos permite, a su vez distinguir 
dos perspectiva de análisis de las argumentaciones. Por un lado está la perspectiva de determinadas ciencias 
sociales, como la psicología social, que han diseñado diversos modelos para explicar el proceso de toma de 
decisiones al que se llega, en parte, por medio de argumentos.  Por otro lado, está la perspectiva de otras 
disciplinas que estudian bajo qué condiciones un argumento puede considerarse justificado. Aquí, a su vez, 
cabría hablar de una justificación formal de los argumentos (cuando un argumento es formalmente correcto) y 
de una justificación material (cuando puede considerarse que un argumento, en un campo determinado, 
resulta aceptable). La teoría estándar de la argumentación jurídica se sitúa precisamente en esta segunda 
perspectiva, esto es, en el contexto de justificación de los argumentos y, en general, suele tener pretensiones 
tanto descriptivas como prescriptivas. 15  
 
Trasladando estos dos contexto al proceso, tendremos que en el contexto de descubrimiento a partir de las 
afirmaciones de hechos de las partes y las hipótesis que proponen y que ayudan a determinar una posible 
solución del caso se elige una y se descubre cómo resolverlo, se toma la decisión, se llega a una conclusión; 
por su parte en el contexto del justificación como su nombre lo indica se justifica la decisión a partir de la 
prueba con una adecuada motivación. Se determina en esta etapa la validez de la decisión con la 
justificación, sirve para validar la conclusión. 
 
La motivación es un género de la justificación plasmada en el documento de la sentencia. Pero en qué haya 
de consistir esa motivación depende de cómo se conciban las relaciones entre descubrimiento y justificación. 
En el discurso sobre la prueba, el descubrimiento es el iter intelectivo que ha conducido al juez a formular 
como verdaderas aserciones sobre hechos controvertidos; la justificación hacer referencia a las razones por 
las que se esas aserciones puede entenderse verdaderas. 16 
Señala  Linares San Román que en el contexto de descubrimiento  aparecen las motivaciones de orden 
psicológico o sociológico que han condicionado un conocimiento científico,  una resolución judicial o una 
argumentación jurídica. En el contexto de justificación encontramos razones, en sede de argumentación 
jurídica es el conjunto de razones que se aportan para apoyar la decisión resultante. En este contexto se 
justifica. 17 
La motivación de las decisiones judiciales –afirma Morales Godo al referirse a estos dos contextos-  
constituye uno de los elementos fundamentales de un Estado Democrático como conquista frente a las 
arbitrariedades  que  pudiera incurrir el intérprete juzgador. Ahora, motivar no es expresar móviles íntimos 
psicológicos. Por ejemplo, decir que Carla mató a Otelo motivado por los celos, los celos explican la  acción 
asesina; pero no la justifican. Igualmente, a la teoría de la argumentación estándar no le interesan los motivos 
del juez para dictar una  determinada sentencia (ideología, fobias, problemas personales, etc.) cuanto las 
razones jurídicas que fundamentan esa sentencia.  Se entiende por razones jurídicas no  sólo la exposición 
de  razones fundadas  en leyes positivas  (textos escritos), sino también las sustentadas en principios 
constitucionales y en tests de  razonabilidad y proporcionalidad. Vale decir, que no es suficiente que una 
decisión judicial esté ajustada a lo prescrito por el texto de una ley para considerarse justificada y 
satisfactoriamente argumentada, sino que también deberá pasar el test de razonabilidad, bajo pena de ser 
tachada de irrazonable, ergo arbitraria, aunque ésta sea legalmente pulcra. 18   
                                                           
15  Atienza, Manuel. Las razones del derecho. Teorías de la argumentación jurídica. Editorial Palestra. Lima 2004. Pág. 32 a 
34. 
16  Gascón Abellán, Marina y García Figueroa, Alfonso. La argumentación…Op. Citada. Pág. 397. 
17  Linares San Román, Juan José. “Enfoque epistemológico de la teoría estándar de la argumentación jurídica”. En 
www.justiciayderecho.org. 
18  Morales Godo, Juan. “La función del juez en una sociedad democrática”. En www.revistas.pucp.edu.pe 
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Desde el contexto de justificación la decisión puede tener una justificación interna y una justificación externa.  
La justificación interna requiere de una concordancia entre la premisa mayor premisa menor y la conclusión. 
Está justificada la decisión si se presenta una adecuada conexión lógica entre las premisas y la conclusión. 
Lógicamente la decisión es aceptable, el trabajo deductivo es impecable. La justificación interna define la 
validez sólo formal de la decisión. 
La justificación externa es mucho más compleja, pues controla a la justificación interna, la validez de sus 
premisas, su labor es determinar la validez de estas premisas. La decisión puede tener problemas en la 
premisa fáctica o en la premisa normativa, las cuales serán objeto de control para verificar su validez.  
La premisa normativa puede presentar deficiencias de pertenencia19 (otros llaman problemas de relevancia),20 
es decir, porque la norma aplicada no resulta ser la correcta o que no norma resulta relevante para el caso; 
porque en el sistema jurídico se presentan situaciones de antinomias (contradicción entre reglas), o hay 
lagunas normativas. Porque la norma necesita ser interpretada (trabajo interpretativo) en determinado sentido 
al existir colisión entre regla y principio (usando test de ponderación en este último caso). 
El tema de los hechos y la prueba lo encontramos involucrado en la premisa fáctica, es que la situación a 
controlar puede estar relacionada a los hechos con calificación jurídica y a la prueba de los mismos, 21 de un 
lado porque pueden existir limitaciones establecidas por el legislador (limites normativos) para la prueba (sólo 
se acepta ofrecer determinados medios de prueba en el caso concreto, no todos), por el sistema de prueba 
que impera en el sistema jurídico (prueba tasado, libre valoración o sana critica), por los limites epistémicos 
que se tiene para conocer la verdad de los hechos postulados por las partes (prueba por presunciones, 
prueba prohibida, etc.), por la existencia de vaguedades o ambigüedad (lenguaje indeterminado o de textura 
abierta) de la norma que no permitan a partir de los hechos hacer una adecuada calificación jurídica de ellos, 
lo cual puede terminar en una incorrecta subsunción.  
La premisa fáctica o menor para estar justificada necesita un tratamiento adecuado de los hechos y las 
pruebas, sobre todo que no haya afectado el derecho a la prueba u otros derechos fundamentales de 
naturaleza procesal vinculados con ella. 
Otro aspecto del proceso en el que encontramos a los hechos como elemento central, es dentro de  la 
actividad probatoria. Los medios de prueba tienen relación con los hechos del proceso (claro está de aquellos 
hechos con calificación jurídica). A través de la prueba se busca establecer la verdad de los  
 
                                                           
19  Con carácter general –sostiene Rafael de Asís-, los criterios de justificación son herramientas que permiten justificar la 
utilización de un enunciado normativo en el ámbito de la decisión jurídica y por ende, la utilización de una norma. Dentro de ellos es 
posible diferenciar entre criterios de pertenencia y criterios de justificación en sentido estricto. Normalmente, en los Ordenamientos 
jurídicos modernos se tiende a subrayar la presencia de dos tipos de criterios de pertenencia que se proyectan en el razonamiento 
tanto en el ámbito del enunciado normativo cuanto en el de la norma: el formal (órgano y procedimiento establecido) y el material 
(contenido no contradictorio con el de norma o enunciados superiores). De Asís Roig, Rafael. El razonamiento judicial. Editorial Ara. 
Lima 2010. Pág. 168. 
20  Los problemas de la premisa normativa son los problemas de relevancia o interpretación. Los problemas de la premisa 
fáctica son de prueba y de calificación de los hechos. Gascón Abellán, Marina y García Figueroa, Alfonso. La argumentación en el 
Derecho, algunas cuestiones fundamentales. Editorial Palestra. Lima 2003. Pág. 168. 
21  El problema de la prueba de los hechos es ilustrado por MacCormick a través del caso Voisin. Probar algo significa 
desarrollar el test de coherencia narrativa entre un enunciado del pasado como “se cometió el acto x” y una serie de enunciados sobre 
el presente que son congruentes con el primer enunciado. Gascón Abellán, Marina y García Figueroa, Alfonso. La 
argumentación…Op. Citada. Pág. 171. 
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hechos involucrados en el proceso, a determinar su veracidad. La posición de la doctrina que sustenta esta 
posición señala que averiguar la verdad es la tarea central de la actividad probatoria. 
De forma más o menos clara –acota Taruffo- los medios de prueba se conectan con los hechos en litigio a 
través de una relación instrumental: “medio de prueba” es cualquier elemento que pueda ser usado para 
establecer la verdad acerca de los hechos de la causa. 22 
 
Jordi Ferri señala que la prueba como actividad tendría la función de comprobar la producción de los hechos 
condicionantes a los que el derecho vincula consecuencias jurídicas o, lo que es lo mismo, determinar el valor 
de verdad de las proposiciones que describen la ocurrencia de estos hechos condicionantes. Y el éxito de la 
institución probatoria se produce cuando las proposiciones sobre los hechos que se declaran probados son 
verdaderas. 
 
Desde la perspectiva de la motivación Taruffo nos ilustra sosteniendo la tesis del principio de completitud de 
la motivación el cual presenta dos aspectos que interesan a la prueba y al juicio sobre los hechos. La primera 
implicancia es que una motivación completa debe incluir tanto la llamada justificación interna, que atiende a la 
conexión lógica entre premisa de Derecho y premisa de hecho (la llamada subsunción del hecho en la norma) 
que sustenta la decisión final, como la llamada justificación externa, es decir, la justificación de las elecciones 
de las premisas de las que se deriva la decisión final. La justificación externa de la premisa de hecho de la 
decisión concierne a las razones por las cuales el juez ha reconstruido y determinado de una manera dada los 
hechos de la causa: estas razones se refieren, en esencia, a las pruebas de las que el juez se ha servido para 
decidir acerca de la verdad o falsedad de los hechos. Entonces: la justificación externa de la determinación de 
los hechos implica que el juez debe suministrar argumentos racionales relativos a cómo ha valorado las 
pruebas, y las inferencias lógicas por medio de las cuales ha llegado a determinadas conclusiones sobre los 
hechos de la causa. En otras palabras: la determinación de los hechos está o no justificada según las pruebas 
en las que se sustente, y según la racionalidad de los argumentos que vinculan el resultado de las pruebas 
del juicio sobre los hechos. 23  
 
 
4. Definición de hecho: 
 
Como hecho, se puede entender a todo acontecimiento o suceso acaecido en la realidad, todo lo que es posible 
de ocurrir, por situaciones de la naturaleza o por actos del hombre, éstos últimos de forma voluntaria o 
involuntaria, con sujeción al ordenamiento jurídico  o antijurídico. Son vinculados generalmente a los llamados 
hechos históricos.  
 
Para el profesor de la Universidad de Pavia, Michele Taruffo es “hecho” todo y solamente aquello que se refiere 
a la verificación de la verdad o falsedad de los hechos empíricos relevantes, salvo lo concerniente a la aplicación 
de normas relativas a la admisibilidad y a la asunción de las pruebas, o de las normas de prueba legal.24 Capitan 
denomina al  hecho “como aquella cuestión que pone en juego la existencia de un hecho a probar”. 
 
En sentido jurídico se entiende por hechos: a) todo lo que puede representar una conducta humana, los sucesos 
o acontecimientos, hechos o actos humanos, voluntarios o involuntarios, individuales o colectivos, que sean 
perceptibles, incluso las simples palabras pronunciadas, sus circunstancias de  
 
                                                           
22  Taruffo, Michele. La prueba. Editorial Marcial Pons. Madrid, Barcelona, Buenos Aires 2008. Pág. 15. 
23  Taruffo, Michele. Páginas sobre justicia civil. Editorial Marcial Pons. Madrid-Barcelona-Buenos Aires 2009. Pág. 536. 
24  Taruffo, Michele. El vértice ambiguo, ensayos sobre la casación civil. Editorial Palestra. Biblioteca de Derecho Procesal No. 
02 Lima, 2006. Pág.168.  
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tiempo, modo, lugar; y en el juicio o calificación que de ellos se tenga; b) los hechos de la naturaleza en los que 
no interviene actividad humana; c) las cosas o los objetos materiales, cualquier aspecto de la realidad material, 
sean o no productos del hombre, incluyendo los documentos: d) la persona física humana, su existencia y 
características, estado de salud, etc.; e) los estados y hechos psíquicos o internos del hombre, incluyendo el 
conocimiento de algo, cierta intención o voluntad y el consentimiento tácito o la conformidad (el expreso se 
traduce en hechos externos: palabras o documentos), siempre que no implique una conducta humana apreciable 
en razón de hechos externos, porque entonces correspondería al primer grupo. 25 
 
Para el proceso no todo hecho resulta relevante, sólo tendrá la condición de hecho para resolver la litis “todo lo 
que pertenece a la tipicidad de los preceptos jurídicos aplicables y forma la proposición menor del silogismo 
judicial: son los acontecimientos y circunstancias concretos, determinados en el espacio y el tiempo, pasados o 
presentes, del mundo exterior y de la vida anímica humana que el derecho objetivo ha convertido en 
presupuesto de un efecto jurídico”. 26 
 
En sentido contrario, se entiende por derecho –para los fines aquí propuestos- la norma jurídica o dispositivo 
legal que describe conductas humanas y otros hechos de forma general y abstracta. Sostiene Carnelutti27 que 
toda norma jurídica, representa un mandato hipotético: supone determinada situación (precisamente 
determinado conflicto de intereses) y manda respecto de ella. Para individualizarla, hace falta comprobar una 
situación idéntica a la situación supuesta y manda de idéntico modo respecto a ella; el mandato hipotético se 
convierte así un mandato real. La comprobación de la identidad (o de la diferencia) de la situación supuesta por 
la norma y de la situación supuesta en el pleito (“causa”) es el fin del proceso y el objeto del juicio. 
 
 Para Taruffo28 es “derecho” todo aquello que concierne a la aplicación de normas, es decir, particularmente: b1) 
la selección de la norma aplicable al caso; b2) la interpretación de tal norma; b3) la calificación jurídica de los 
hechos y la subsunción de ellos en el “supuesto de hecho (fattispecie) abstracto”; b4) la determinación de las 
consecuencias jurídicas previstas por la norma y que están referidas al caso concreto.  
 
En el proceso sólo se prueban los hechos no el derecho; pero, ambos elementos, hecho y derecho, resultan 
fundamentales en el proceso, sin ellos, no se puede estructurar y resolver correctamente un proceso, existiendo 
entre ambos una relación de reciprocidad, los hechos corresponde a la esfera de las partes y el derecho es 
manejado por el juez. Separados o aislados no se entienden, por el contrario, ambas son  caras de una misma 
moneda, metafóricamente se ha sostenido que son como el cuerpo humano, no se entiende sin hueso y carne. 
 
Si bien las partes aportan el hecho, buscando que se aplique determinada norma jurídica (en la cual califique 
jurídicamente este hecho o conjunto de hechos), es igualmente cierto que, el juez puede aplicar el principio de 
iura novit curia cuando las partes yerran en invocar la norma jurídica aplicable al caso en concreto; pese a 
ello, el juez debe mantener el respeto de los hechos aportados por las partes, no puede desnaturalizarlos. La 
actividad del juez en estos casos es de reconducción, de adecuación, aplica la norma jurídica que 
corresponde a los hechos probados en el proceso. Aquí se sigue el adagio da mihi factum dabo tibi jus, dame 





                                                           
25  Devis Echandia,  Hernando. Teoría general del proceso. Editorial Temis. Quinta edición. Tomo I. Bogotá 2002. Pág. 150-
151. 
26  Rosenberg, Leo. Tratado de derecho procesal civil. Editorial Ara. Tomo II. Quinta edición. Lima 2007. Pág. 223. 
27  Carnelutti, Francesco. La prueba civil. Editorial Ediciones Arayú. Buenos Aires. Pág. 04.  
28  Taruffo, Michele. El vértice ambiguo, ensayos sobre la casación civil. Op. Citada. Pág. 168-169. 
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Silguero hace una diferencia entre hecho y cuestión de hecho, al precisar que las llamadas cuestiones de 
hecho no agotan todas las hipótesis que pueden plantearse en el tratamiento de los hechos. Es más, tampoco 
desde el punto de vista terminológico pueden estimarse coincidentes; en sentido estricto, hecho es todo 
suceso o fenómeno acontecido en la realidad, en cambio cuestión de hecho es el que versa sobre la 
verificación del hecho en el proceso. Por ello preferimos generalizar incluyendo dentro del control de los 
hechos en casación, todos los aspectos relativos a los mismos que se origina, someten o derivan de la 
actividad del órgano casacional. En este sentido, aunque la verificación de los hechos es llevada a cabo por el 
órgano jurisdiccional de instancia, ello no impide ni excluye el control de los mismo en sede casacional, 
siquiera sea dentro de la pecualiares características que conforman esta vía de impugnación.29 
Ezquiaga expresa sobre los materiales fácticos y jurídicos las siguientes afirmaciones: i) tanto en los escritos 
del proceso como en la sentencia deben separarse los elementos de hecho de los de Derecho; ii) los hechos 
alegados y probados en el proceso vinculan al Juez y debe limitar a ellos en su sentencia; iii) el principio iura 
novit curia expresa los poderes del Juez en relación únicamente con los materiales jurídicos, no en relación 
con los hechos; iv) los hechos alegados deben ser probados para que surtan efecto en la sentencia, mientras 
que el Derecho es aplicado por el Juez independientemente de su alegación por las partes y no requieren de 
pruebas; v) el Juez en su sentencia se encuentra vinculado por la causa petendi, en los asuntos civiles, y por 
la acusación en los penales; vi) la causa petendi y la acusación están formadas por hechos calificados 
jurídicamente; vii) el juez es completamente libre para seleccionar, interpretar y aplicar las normas que 
considere más adecuadas para resolver el asunto. 30 
 
 
5. Clasificación de los hechos: 
 
 
5.1. Los hechos puros y los hechos con calificación jurídica:  
 
Los hechos que interesan al proceso –básicamente- son los hechos que se encuentran conectados con el 
supuesto de hecho de la norma que se deba aplicar al caso. Estos hechos son los que califican como 







                                                           
29  Silguero Estagnan, Joaquín. El control de los hechos en el Tribunal Supremo (su aplicación en el recurso de casación 
civil). Editorial Dikinson, Madrid 1997. Pág. 120-121. 
30  Ezquiaga Ganuzas, Francisco Javier. Iura novit curia y aplicación judicial del derecho. Editorial Lex Nova. Valladolid 2000. Pág.64 a 65. 
31  Nuestra Corte Suprema se ha referido al tema en la Casación No. 1382-2007-Lima  a partir de la verdad jurídica objetiva,” como 
uno de los sustentos de una sentencia justa, es una figura que se construye a partir de tres elementos: a) verdad, que es la que expresan las partes 
respecto de los hechos ‐procurando su demostración en el curso del proceso‐ y, fundamentalmente, la que el Juez hace prevalecer en el mismo 
proceso. Como valor, la verdad debe ser el sustento axiológico de la conducta de las partes al alegar los hechos, y debe formar parte del contenido de 
la decisión razonablemente justa que emita el juez al final del proceso; b) jurídica, pues la veracidad de los hechos establecidos en el proceso tendrá 
su connotación jurídica en tanto, tales hechos sean idénticos o similares a los supuestos fácticos de la norma jurídica, es decir, los hechos tendrán 
significación o trascendencia jurídica siempre que constituyan supuestos de los cuales se deriven consecuencias jurídicas; c) objetiva, pues los hechos 
probados con trascendencia jurídica deben ser verificables por cualquier operador jurídico, pues no es suficiente que tales hechos y su comprobación 
existan en la mente del Juez (ámbito subjetivo), sino que deben ser hechos que se puedan constatar, esto significa que sean comprobables a través de 
los medios probatorios destinados para tal fin. En  tal sentido, una sentencia no puede sustentarse en apreciaciones subjetivas, si es que no existen 
elementos objetivos para su constatación. El Juez sólo alcanzará la certeza en un juicio jurisdiccional, cuando su decisión se sustente en hechos 
verificables con pruebas o elementos de convicción general que puedan ser constatados por cualquier operador jurídico”.  
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A estos hechos que presentan un reflejo con la norma jurídica son los hechos que explota el juez para 
resolver la controversia. Son todos aquellos hechos que forman parte de la pretensión procesal, pero, que 
tienen referencia en la norma jurídica (son supuestos de hecho) cuya aplicación se pide. 
 
Sobre los hechos con calificación jurídica Leo Rosenberg ha sostenido que si bien el procedimiento de 
sentencia se dirige a establecer la existencia o inexistencia de derechos y relaciones jurídicas, no son éstos 
sin embargo objeto de prueba; porque la existencia de un derecho o relación jurídica no es elemento del 
mundo exterior corporal, y se sustrae a la percepción sensible; pero lo son los hechos que forman la tipicidad 
del precepto jurídico; más exactamente: las afirmaciones sobre los hechos que motivan o permiten reconocer 
los caracteres particulares de la tipicidad; pues sólo a través de ellos se establece, mediante aplicación de las 
normas jurídicas, la existencia o inexistencia de los derechos. 32 
 
Los otros hechos que circundan el proceso, que complementan la parte fáctica de las pretensiones de los 
litigantes se les llama hechos puros, también se les conoce como hechos secundarios o accesorios, pueden 
constituir el complemento de la narración de las partes respecto de sus pretensiones, pero, no tienen 
significancia decisiva para el juez al resolver la controversia, por no estar integrados en el supuesto de hecho 
de la norma aplicada para resolver la litis. 
 
Muñoz Sabaté prefiere llamarles hecho principal y hecho secundario. El primero, es el hecho que permite 
operar a la norma jurídica. De ahí también para algunos autores (Alf Ross, por ejemplo) lo signifiquen como 
hecho operativo. Se trata del supuesto fáctico que contiene la norma. Para saber si un hecho es principal 
tenemos que remontarnos siempre al precepto jurídico, cuyo presupuesto consiste en ese hecho. La correcta 
identificación del hecho principal permite el debido centraje del thema probandi y la consiguiente atribución del 
onus probandi. El segundo, es aquel hecho que sin ser sustancialmente constitutivo, extintivo o impeditivo de 
la relación jurídica pueden, sin embargo, directa o indirectamente afectar a la existencia o inexistencia de la 
misma. Se trata de hechos que pueden llegar a tonificar o vigorizar la afirmación o negación del hecho jurídico 
principal. 
 
Una clasificación que se vincula con el tema en discusión es la de hechos institucionales y hechos brutos, “los 
hechos brutos deben distinguirse de los “hechos institucionales” y que los primeros no existen en los dominios 
jurídicos, donde solo los hechos institucionales son pertinentes en el contexto de la toma de decisiones 
judiciales. Aunque Taruffo señala que el derecho define y selecciona los hechos que pueden ser considerado 
“en litigio” en todo caso que sea objeto de disputa. En cierto sentido, entonces, los “hechos en litigio”, son 
siempre institucionales, pues se definen y determinan por medio de la aplicación de normas jurídicas. Pero 
esto no implica que los “hechos brutos” no puedan llegar a considerarse en el contexto judicial. 33 
 
Acertadamente Enderle expresa que los límites en el campo litigioso en torno al cual el juez congruentemente 
deberá fallar estará enmarcado, esencialmente, por las alegaciones que invoque o formulen oportuna y 
expresamente las partes –afirmando o negando la existencia de un hecho principal o jurídico (no el 
secundario o accesorio)- en apoyo de una petición. El hecho secundario queda fuera de aquella frontera y 
podrá –si es probado- ser ameritado por el juez no obstante su falta de alegación. 34 
 
 
5.2 Hechos controvertidos y hechos admitidos por las partes: 
 
                                                           
32  Rosemberg, Leo. Op. Citada. Pág. 223. 
33  Taruffo, Michele. La prueba. Op. Citada. Pág. 17. 
34  Enderle, Guillermo Jorge. Op. Citada. Pág. 102. 
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Si la premisa general es que en el proceso sólo se prueban hechos y fundamentalmente los hechos 
controvertidos, es decir aquellos propuestos por una parte y negado por la otra, entonces tendremos que si un 
hecho del proceso fue admitido por la parte contraria a la que lo propuso, como un hecho que existió y se 
produjo en la realidad y en determinado tiempo, entonces ya no habrá discusión sobre ese particular, se debe 
sostener por tanto que sobre este hecho las partes no ha manifestado objeción alguna. 35  
Cabe hacer una precisión sobre el particular, en tal sentido, señalaremos que hay hechos en el proceso, que 
no obstante de ser controvertidos (es decir sobre los cuales no hay consenso de las partes) no requieren de 
prueba, tal es el caso de los hechos presumidos por ley y los hechos notorios. 
Entonces tenemos que hecho admitido es aquel sobre el cual las partes no tienen ninguna discrepancia y en 
consecuencia no será objeto de prueba36, pues es innecesaria esta actividad, se encuentra desterrada toda 
posibilidad de actividad probatoria sobre un hecho no controvertido. “La necesidad de probar surge en juicio 
siempre que un hecho presentado como base de la demanda o de la excepción, se contradice por la otra 
parte”: Ricci. 
Las partes sólo necesitarán probar los hechos alegados por aquellas que estén en contradicción con la 
posición asumida por su contraria. Los hechos en los que las partes estén de acuerdo no sólo no necesitan 
probarse sino que la ley prohíbe su prueba. Por tanto, los hechos admitidos no pueden ser objeto de prueba. 
Ello no significa que estos hechos (no controvertidos)  no sean mencionados por el juez en la sentencia, de 
seguro lo hará, no obstante, sobre ellos no habrá actividad probatoria. 37 La sentencia no es nula si el juez 
invoca hechos admitidos para sustentar su decisión. En cambio, la sentencia si será nula si el juez emite 
pronunciamiento basado en hechos no afirmados por las partes. 
Nuestra legislación ha precisado la improcedencia de actividad probatoria (ofrecimiento de medios de prueba) 
cuando se trate de hechos que fueron afirmados por una de las partes y admitidos por la otra en la 
contestación de demanda, de la reconvención o en la fijación de puntos controvertidos (Art. 190 inciso 2), sin 
embargo da la oportunidad al juez de realizar actividad probatoria en este supuesto, cuando existen indicios 
de fraude procesal o se trate de derechos indisponibles. 
Ahora bien, los hechos admitidos por las partes pueden ser de dos clases: hechos admitidos de forma 
expresa y los admitidos de manera tácita.38  
                                                           
35  El demandado se limita a negar los hechos alegados por el demandante, sin introducir ninguno nuevo. La negación 
convierte los hechos en controvertidos y, por ende, necesitados de prueba. La ausencia de negación expresa de los hechos puede ser 
considerada como admisión implícita, al igual que las respuestas evasivas pueden ser estimadas como admisión de  hechos en la 
sentencia. Armenta Deu, Teresa. Op. Citada. Pág. 166-167. 
36  Así si en el proceso de desalojo por vencimiento de contrato la parte demandante sostuvo que celebró con el demandado 
un contrato de arrendamiento sobre el inmueble “X”, con fecha “Z” y por una renta “R” y el demandado al ejercitar el contradictorio 
admite estos argumentos fácticos, entonces diremos que el hecho fue aceptado por el demandado, siendo así será un hecho admitido, 
sin oportunidad de convertirse en controvertido, en consecuencia sin necesidad de actividad probatoria. 
37  En virtud al sistema dispositivo que informa a los procesos que versa sobre derechos transigibles, tales hechos quedan 
definitivamente fijados y de ellos ha de partir el juez para dictar la sentencia. De ahí que la prueba que se produzca sobre hechos 
expresamente admitidos en materias disponibles no precisa valoración, por absolutamente superflua. Estigarribia de Midón, Gladis. 
Recurso de casación, control del juicio de hecho. Editorial Rubinzal Culzoni. Santa Fe 2001. Pág. 213. 
38  La admisión puede ser expresa o tácita: la primera torna innecesaria la prueba, excepto en ciertos procesos donde, por 





En cuanto a la admisión expresa, ella implica la declaración de voluntad de una de las partes para aceptar 
de forma explícita uno o varios hechos propuestos por su parte contraria, en este caso no debe haber lugar a 
duda, respecto a su admisión, es por ello que se requiere que sea expresa y no implícita. Así tendremos que 
si la parte demandante propone como cierto y real el hecho N y la parte demandada admite que en la realidad 
este hecho N se produjo, entonces estaremos frente a una admisión expresa, no cabe duda de su aceptación 
o admisión. Hay también admisión expresa en caso de reconocimiento de la demanda, conforme lo expresa el 
numeral 330 del nuestro CPC, pues en este supuesto habrá no sólo aceptación de la pretensión, sino la 
admisión de la veracidad de los hechos expuestos en la demanda y la fundamentos jurídicos de ésta. 
En cambio, podemos mencionar como posibilidad de una admisión tácita de un hecho del proceso, cuando 
la parte demandada al contestar la demanda omite pronunciamiento expreso sobre el mismo, es decir no 
hace ningún tipo de referencia a este hecho en el contradictorio, dejando abierta la posibilidad de su admisión 
implícita, se puede deducir que la omisión de pronunciamiento expreso de un hecho determinado muestra una 
conducta de admisión del mismo. Sobre el particular nuestro legislador es enfático al precisar los alcances del 
hecho admitido tácitamente, señalando en el numeral 442 inciso 2 como un deber de las partes al contestar la 
demanda de emitir pronunciamiento de cada uno de los hechos expuestos en la demanda. Precisando como 
efecto jurídico de su silencio, respuesta evasiva o la negativa genérica, que estos pueden ser apreciados por 
el juez como reconocimiento de verdad de los hechos alegados. 
Queda claro que los hechos que no merecen prueba son los hechos admitidos de manera expresa por la 
partes, en tanto que la admisión tácita, debe ser evaluada por el juez, en el contexto del caso concreto, para 
definir su sometimiento o no a la prueba.  
En los supuestos de rebeldía también se pueden mencionar a los hechos admitidos, pues el rebelde en un 
proceso es aquel que no ejercita por su propia y libre decisión su derecho de defensa, pudiendo y teniendo la 
oportunidad de hacerlo, esta conducta puede ser equiparada como una aceptación de la pretensión y los 
hechos que la sustentan. Es por ello, que acorde a nuestra legislación (artículo 461) el estado de rebeldía 
genera una presunción relativa sobre la verdad de los hechos expuestos en la demanda. Aunque esta regla 
tiene excepciones como la existencia de varios demandados y uno de ellos contesta la demanda, en caso de 
derechos indisponibles, falta de documento que acredita documentalmente la pretensión o cuando al juez no 
lo produce convicción la sola declaración de rebeldía. 
 
Los hechos que no cumplen con el perfil expresado para los hechos admitidos y que más bien aparecen 
encontrados por falta de acuerdo o discrepancia entre las partes, se constituyen como hechos controvertidos. 
Los mismos que son base para la actividad probatoria.  
 
Aun sustentando la tesis de la afirmación Muñoz Sabaté se acerca a la propuesta del hecho controvertido, 
al sostener que la afirmación hace que el hecho ocupe su lugar de combate. Esta metáfora nos permite 
percibir todo el conjunto de afirmaciones  como una línea de ataque o de resistencia dispuesta a penetrar en 
las afirmaciones adversas destruyendo su antagónica y paralela  
 
 
                                                                                                                                                                                 
 en los divorcios contenciosos, por ejemplo, donde la admisión pasar a ser un medio de prueba que el considerará en la sentencia 






pretensión de certeza o a resistir el embate de los mismos manteniendo la declaración de certeza de las 
suyas propias. Puesto que el hecho, ontológicamente sólo puede ser uno, pero existen dos afirmaciones 
antagónicas acerca del mismo, el hecho se convierte procesalmente en hecho controvertido planteando la 
subsiguiente necesidad de su prueba. Ya tenemos, pues, –agrega- una primera consecuencia. La afirmación 
controvertida es la determinante de la necesidad de prueba del hecho en el proceso. 39  
 
 
5.3. Hechos notorios: 
 
La doctrina y derecho comparado coinciden en la posición de que no es necesario realizar actividad judicial 
para probar hechos que resultan notorios. Notorio viene del latín notorĭus, que significa público y sabido por 
todos. 
 
Hay hechos que no es necesario probar por su notoriedad pública. La máxima del derecho canónico –notoria 
non agent probatione- es aplicable en nuestro medio, aun cuando no haya disposición legal que la consagre 
expresamente. No obstante, se ha decidido que hay hechos notorios que puede ser tenidos en cuenta sin 
prueba cuando de ellos se extrae una consideración de carácter general; pero, en cambio, requieren prueba 
cuando debe determinarse en qué cantidad concreta inciden en la sentencia de condena.40 
 Es notorio un hecho, cuando no hay duda que este hecho es conocido por todos, sin que exista ninguna duda 
de su conocimiento por alguna persona. Su conocimiento por todos lo convierte en un hecho evidentemente 
público y que se trata de un hecho aceptado así por todos. Es un hecho no oculto sino más bien público. “El 
hecho notorio es conocido por el juez fuera del proceso, pero se trata de afirmaciones consideradas como 
verdad indiscutible por una colectividad”: Calamandrei. 
 Sin embargo, esta definición será parcial e impráctica, sino hacemos la objeción de que el hecho es 
considerado notorio, así sea ignorado por un gran grupo de persona. Por ejemplo hay grupos de personas 
alejadas de la civilización que ignorar el uso de La Internet y de la posibilidad de comunicarse fácilmente a 
través de ella, la ignorancia de este grupo de persona no hace que este hecho sea notorio. Este conocimiento 
igualmente tiene carácter relativo y no absoluto, pues se llega a su conocimiento a través de fáciles 
mecanismos de información. Así es notoria la existencia del País de Serbia y Montenegro   de lo que algún 
día fue la República Federativa de Yugoslavia y notoria es la reciente separación de Montenegro y la 
declaración de independencia y soberanía de cada uno de ellos, a este conocimiento podemos llegar por un 
simple mecanismo de consulta de fuentes de información. Tampoco se requiere que todos los integrantes de 
un grupo social determinado tengan conocimiento efectivo del hecho (conocimiento directo), para considerarlo 
como notorio. 
Es por ello que compartimos lo expresado por Couture cuando señala que el concepto de notorio no puede 
tomarse como concepto de generalidad, tampoco equivale a conocimiento absoluto, tampoco a conocimiento 
efectivo o real, tampoco debe interpretarse en un sentido tendiente a abarcar el conocimiento por todos los 
hombres de un mismo país o de un mismo lugar. Por ello es que citando a Calamandrei señala como hechos 
notorios aquellos que entran naturalmente en el conocimiento, en la  
                                                           
39  Muñoz Sabaté, Lluís. Fundamentos de la prueba civil. Op. Citada. Pág. 126. 
40  Arazi, Roland. Op. Citada. Pág. 67. 
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cultura o en la información normal de los individuos, con relación a un lugar o a un círculo social y a un 
momento determinado, en el momento en que ocurre la decisión.41 
Palacio se mueve en la misma línea de pensamiento al señalar que en el estudio del hecho notorio se deben 
excluir las siguientes características: generalidad, no es necesario que el hecho sea conocido por todo el 
mundo, pues la notoriedad se halla referida necesariamente a un determinado circulo social; conocimiento 
absoluto, basta pues, el conocimiento relativo, o sea la posibilidad de verificar la existencia del hecho de que 
se trate mediante el auxilio de una simple información; conocimiento efectivo, no se requiere la percepción 
directa del hecho, pues basa su difusión en el medio respectivo.42 
Gómez de Liaño citando a Prieto Castro llama a los hechos notorios como de “fama pública”, por pertenecer a 
la ciencia y al arte, al a vida social, a la historia y en general a la nociones que se manejan en el trato social  
de la gente, distinguiéndose entre la notoriedad en general, notoriedad local y notoriedad del tribunal, que son 
aquellos que conoce el juez por su función.43 
Debemos diferenciar el hecho como acontecimiento ocurrido en la realidad de su notoriedad, ésta última  
exonera al hecho de la prueba. Bastará que el juez conozca de la notoriedad del hecho para eximir a la parte 
que lo propuso la prueba de la existencia del hecho, pues en este caso no habrá duda alguna de que el hecho 
se produjo en determinado momento. Esto quiere decir que basta que la notoriedad le conste al juez, aun que 
la parte en contra de quien se hace valer el hecho notorio se encuentra habilitada para negar la naturaleza del 
hecho, ello en virtud al irrestricto derecho de contradicción. Sin embargo esta discusión resulta improductiva, 
pues la finalidad de la prueba es crear convicción, certeza en el juez respecto de la existencia de un hecho 
vinculado al proceso, sin embargo en el hecho notorio el juez ya tiene conocimiento de su existencia, por lo 
cual recalcamos resultaría estéril cualquier debate sobre el mismo. 
Por la propia naturaleza de los hechos notorios, hace que no se encuentren sujetos a prueba, pues ésta no 
nos llevaría a ningún lugar, resultaría ocioso probar algo que es conocido por todos. Así también lo expresa 
nuestra norma procesal que señala en su artículo 190 inciso 1 del CPC que no es procedente actividad 
probatoria cuando se trata de hechos que sean notorios. 
El hecho notorio44 debe ser incorporado en juicio por el juez, cuando es afirmado por una de las partes, sin 
exigir su demostración. No es admisible admitir actividad probatoria para desvirtuar un hecho notorio, porque 
esa actividad resultará inútil. Es admisible que en la sentencia el juez invoque un hecho notorio vinculado a la 
litis para sustentar su decisión, sin exigir que el mismo se haya probado. 
                                                           
41  Couture,  Eduardo J. Fundamentos de Derecho Procesal Civil. Editorial IB de F. Montevideo-Buenos Aires 2005. 4ta. 
Edición. Pág. 192 y 193. 
42  Palacio, Lino Enrique. Manual de Derecho Procesal Civil.  Editorial LexisNexis Abeledo-Perrot. 17ma. Edición. Buenos 
Aires 2003. Pág. 394. 
43  Gómez de Liaño Gonzáles, Fernando. Derecho Procesal Civil. Editorial Forum. Oviedo 2001.Tomo I. Pág. 392. 
44  “Si dicha notoriedad es conocida por el Juez, no merece ser probado el hecho o dicha calidad, contrario sensu, en caso de 
ser desconocida por el juzgador será suficiente acreditar la notoriedad más no la producción del hecho. En ese orden de ideas el 
hecho notorio no necesita ser acreditado porque no hay duda acerca de su existencia; más aún en el caso de ser negado, deberá la 





En doctrina se ponen como ejemplo de hechos notorios: el conocimiento que tenemos de que el año está 
formado por meses, los meses por semanas y las semanas por días. El conocimiento que tenemos que existe 
día y noche. Que el ser humano es producto de la concepción natural o de la intervención del hombre a través 
de medios científicos. De acontecimientos históricos como las Guerras Mundiales y acontecimientos 
transcendentales para la humanidad como la llegada a la luna y la clonación. La existencia de los accidentes 
geográficos. El uso de la computadora y de la Internet en el mundo. Fue un hecho notorio que todo el sistema 
de telefonía en el Perú se encontraba a cargo de la empresa Compañía Peruana de Teléfonos, cuando 
ejercía el monopolio en este rubro y que en su tiempo la empresa ENAFER Perú era propietaria de todo el 
sistema ferroviario de nuestro País.  
 
5.2 Hechos evidentes: 
 
De acuerdo al Diccionario de la Real Academia lo evidente es lo cierto, claro, patente, indudable. Será un 
hecho evidente lo que se configura de esa forma a los sentidos y a la experiencia del juez, por lo cual la 
evidencia que rodea al hecho lo convierte en un hecho que no requiere de prueba, ya que el juez no necesita 
de ninguna actividad probatoria que le dé convicción de la existencia o inexistencia del hecho. Evidente –
expresa Arazi- es aquello claro, patente, que no ofrece la menor duda. 
 
Para entender el hecho evidente proponemos los siguientes ejemplos: el impacto frontal entre un vehículo 
pesado y un automóvil ligero mostrará como resultado evidente un daño extremo en este último. El impacto 
de un vehículo a 120 Km/h en contra de una persona mostrará como resultado evidente la muerte de  esta 
última. Es evidente la imposibilidad de detener a un vehículo que se desplaza a más de 120 km/h en un corto 
espacio. La explosión de una planta nuclear contaminara con radioactividad a las personas que vivan en 
lugares cercanos a ella. Resulta evidente que la población que vive en inmediaciones de la actividad minera 
se encuentre afectada por enfermedades neumológicas que a mediano plazo les producirán la muerte. Es 
igualmente evidente que el clima a nivel mundial está cambiando, que existe un calentamiento de la tierra. 
Como es evidente que en invierno en la Ciudad de Lima tenga un clima de muy bajas temperaturas y de 
mucha humedad. Cualquier vehículo motorizado es más rápido que el ser humano. O que la lluvia trae 
precipitaciones de agua, etc. 
La luz del sol facilita la visibilidad de las cosas que nos rodean y la oscuridad hace más difícil esta tarea, o 
que los efectos de la luz llegan primero a los sentidos del ser humano que los del sonido (Couture). 
Por la propia naturaleza de los hechos evidentes, hace que no se encuentren sujetos a prueba, pues ésta no 
nos llevaría a ningún lugar, resultaría ocioso probar algo que es evidente al conocimiento y experiencia del 
juez, es por ello que nuestra norma procesal señala en su artículo 190 inciso 1 del CPC que no es procedente 
actividad probatoria cuando se trata de hechos que sean públicamente evidentes. Cuando en el proceso se 
invocan hechos evidentes es necesario recurrir al conocimiento que tiene el juez del mismo y de la 
experiencia que cuenta sobre el particular, pues del análisis y decisión que tome definirá si se requiere de 
actividad probatoria, si de la experiencia que tiene el juez  puede definir que es un hecho evidente, entonces, 




5.3 Hechos imposibles: 
 
Un hecho imposible es un hecho que no se pudo producir en la realidad bajo ninguna circunstancia, es por su 
propia naturaleza imposible de existir.  
Los hechos que son materia de prueba en el proceso no sólo deben estar referidos a la controversia, que no 
hayan sido admitidos por la contraria, sino que deben tener necesariamente la posibilidad de existir. Si su 
imposibilidad es manifiesta entonces no tiene razón de ser que se someta a prueba. 
En la calificación del hecho imposible toma partida el conocimiento y experiencia del juez, será este sujeto del 
proceso quien califique la existencia de un hecho imposible y en consecuencia de la innecesaria actividad 
para probar lo que nunca pudo existir. En caso de duda deberá propiciar la admisión de medios de prueba 
ofrecidos por las partes y no hacer un rechazo in limine de la prueba, que puede afectar el derecho a probar 
de las partes. 
Los hechos imposibles están referidos concretamente a los hechos que tuvieron imposibilidad material de 
existir, esta precisión la hacemos pues existen situaciones conocidas como imposibles jurídicos, es decir 
aquellas que existen en la realidad pero que por contravenir el ordenamiento jurídico no producen ningún 
efecto jurídico. Lo que quiere decir que dentro de hecho imposible no resulta admisible el criterio de 
imposibilidad jurídica, sí la de imposibilidad material o fáctica.  
Es necesario tomar en cuenta para la calificación de estos hechos el contexto y momento histórico en el que 
se producen, ya que la calificación de “imposible” está vinculado en muchos casos a situaciones que por 
avances de la ciencia, pueden pasar de hechos imposibles a materialmente posibles, por ejemplo en el siglo 
pasado no era ni siquiera pensada la clonación de seres humanos, en cambio hoy en día es un hecho más 
que cotidiano en la ciencia. 
 A continuación precisamos algunos supuestos de hechos imposibles, tomando en cuenta para ello que por la 
naturaleza de las cosas nunca pudieron existir, tomando en cuenta igualmente el momento histórico en el que 
vivimos: No se requerirá de actividad probatoria cuando el comprador ha negado haber firmado un contrato de 
compraventa, si demuestra que desde su nacimiento carece de miembros superiores. Será un hecho 
imposible que este comprador haya firmado directamente el contrato, en la realidad materialmente es 
imposible que ello hubiera ocurrido. Será un hecho imposible que se le impute la paternidad de un hijo a una 
persona que durante la época de la concepción estuvo inconsciente en cuidados intensivos de un centro 
médico por haber sufrido un accidente de tránsito, porque no tuvo la posibilidad de sostener relaciones 
sexuales (salvo que le hayan sustraído material genético para esa finalidad, lo cual si es posible). Será 
imposible que una mujer conciba un hijo si después de una operación quirúrgica le fue extirpado el útero por 
una enfermedad oncológica. Será imposible que una persona fallecida haya producido un accidente de 
tránsito o que haya celebrado un acto jurídico.  
 
5.4 Hechos presumidos por ley: 
 
Cuando se mencionan a los hechos presumidos por ley que no requieren de prueba, es evidente que nos 
referimos a aquellos hechos que por disposición expresa de la ley se encuentran presumidos sin admitir 
prueba en contrario, es decir que la ley contiene una presunción iure et de iure, llamada también presunción 
absoluta, por no admitir prueba en contrario. 
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Cuando la ley prohíbe la actividad probatoria en situaciones determinadas, lo que hace es dar por ciertos e 
incontrovertibles los hechos que presume, aun en los casos que exista imposibilidad material sobre el 
particular. Aquí no se discute la imposibilidad material del hecho, si es posible que se haya producido o no, la 
ley presume que el hecho ocurrió como lo describe y no hay forma de probar lo contrario. 
Si la propia ley prohíbe la prueba en casos de hechos pre establecidos en la misma como presunciones iure 
et de iure, entonces éstos no se encuentren sujetos a prueba, si se actúa en forma contrario se estaría 
vulnerando la misma ley. La prohibición de actividad probatoria en este tipo de presunciones se encuentra 
reconocida por nuestra legislación, concretamente en el contenido del artículo 190 inciso 3 del CPC que 
señala la improcedencia de actividad probatoria cuando se trata de hechos que la ley presume sin admitir 
prueba en contrario. 
En estos casos la prueba referida al hecho presumido por la ley o lo que busque demostrar lo contrario será 
una prueba inútil, impráctica, pues la propia ley ha señalado determinados hechos como si en la realidad se 
produjeran, sobre el cual no es admisible discusión alguna.  
En lo que se refiere a la presunción de derechos, la parte que se vea favorecida por ella, no tiene que alegar 
ni probar el hecho constitutivo de la relación jurídica o de la situación jurídica presumida.45  
La típica presunción que no admite prueba en contrario en nuestro sistema jurídico, es aquella por la cual la 
ley presume que todos sin excepción conocemos la exactitud de todo lo que existe inscrito en los Registros 
Públicos.46 Aquí aunque resulta materialmente imposible  que una persona conozca todos los registros 
existentes en esta institución, la ley lo da por cierto, es más sin admitir afirmación y en consecuencia, prueba 
alguna tendiente a demostrar lo contrario.  
El sistema jurídico admite igualmente el conocimiento de la ley, no se puede alegar ignorancia de la misma, 
pues se entiende que todos la conocen. Al igual que un padre no puede alegar la falta de conocimiento de sus 
obligaciones y deberes de padre frente a su hijo. Como el cónyuge no puede alegar desconocimiento de tener 
el deber de fidelidad con relación al otro cónyuge.  
 
5.6. Los hechos constitutivos, modificativos, extintivos y excluyentes: 
 
Se trata de la vieja clasificación de Chiovenda que involucraba a los hechos jurídicos como constitutivos, 
modificativos, impeditivos y extintivos, para diferenciarlos de los hechos simples o secundarios. 
 
Los hechos en los que se encuentra sustentada la pretensión se llaman hechos constitutivos, son la base 
de la pretensión. Son los hechos que dan nacimiento y vigencia al derecho o interés que se ejercita como 
pretensión en el proceso, se trata de hechos anteriores a la traba de litis. En la fórmula tradicional 
corresponderá al actor alegarlos y probarlos. En el proceso de filiación el hecho constitutivo que debe 
probarse son las relaciones sexuales extramatrimoniales entre el padre y la madre del menor. En una 
obligación de dar suma de dinero que exista una obligación cierta, expresa y exigible. 
 
                                                           
45  Gimeno Sendra, Vicente. Op. Citada. Pág. 210.  
46  Artículo 2012 del CC: “Se presume, sin admitirse, prueba en contrario, que toda persona tiene conocimiento del contenido 
de las inscripciones”. 
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Cuando los hechos constitutivos no producen sus efectos jurídicos hablamos de la existencia de otros hechos  
que existen coetáneamente a éstos, que los neutralizan, estos se llaman hechos impeditivos. Se les llama 
también hechos concomitantes porque son hechos que se presentan durante el desarrollo de la relación 
sustantiva o posterior a ella, pero, antes de la litis. Se trata de hechos configurados como supuesto de hecho 
de una norma jurídica que impide que los hechos constitutivos desplieguen normalmente sus efectos. Se 
demanda el pago de una suma de dinero a un fiador y éste se encuentra protegido por el beneficio de 
excusión  o el heredero respecto de la facción de inventarios. Cuando el deudor alega la novación de la 
obligación. 
 
Los  hechos posteriores a los hechos constitutivos y que han extinguido la eficacia de éstos, son los hechos 
extintivos. Se demanda el pago de una suma de dinero y se opone el hecho extintivo porque se produjo el 
pago total o parcial de la misma, se produjo la prescripción, nulidad de la obligación, la cosa juzgada, 
transacción, conciliación, entre otros. 
 
Los hechos excluyentes le otorgan el derecho al demandado para destruir o enervar la pretensión postulada 
en la demanda. El demandante postula la reivindicación de un bien y el actor sostiene que es propietario por 
prescripción adquisitiva. El actor postula la condición de propietario del bien sub litis y  el demandado alega la 
misma condición, su posición es excluyente respecto de la posición del actor. 
 
Con lo cual tenemos que en el proceso los hechos constitutivos son planteados por el actor, en tanto que los 
hechos impeditivos, extintivos y excluyentes son postulados por la parte demandada.  
 
Esto significa que el actor postula los hechos que correspondan a su pretensión y la parte demandada al 
ejercitar el contradictorio los puede negar (hechos controvertidos) o reconocerlos (hechos admitidos), pero, 
además puede introducir otros hechos: los impeditivos, los extintivos y los excluyentes. Por ello, la doctrina los 
reconoce como hechos nuevos postulados por el demandado. 
 
Resalta aquí la diferencia entre los hechos del proceso que existen antes de postular la pretensión, hechos 
del pasado y los hechos que se pueden haber producido coetáneamente a éstos o con posterioridad a la 
postulación, a éstos últimos la doctrina los conoce como hechos nuevos.  
 
 
5.7 Hechos procesales y hechos sustanciales: 
 
Dependiendo si el hecho sustenta la pretensión o alguno aspecto procesal, se pueden clasificar los hechos 
como sustanciales o procesales. 
 
Sostiene Silguero que dentro de la categoría de hechos jurídicos cabe distinguir entre hechos jurídicos 
procesales, o sea los acontecimientos en virtud de los cuales las relaciones procesales surgen, se mantienen 
y terminan, y los hechos jurídicos que sustentan la pretensión en cuanto al derecho e interés legítimo que se 
hacen valer en juicio, cumpliendo una función identificadora de la relación jurídica material. Esta distinción, ya 
puesta de manifiesto al hacer referencia a los diferentes motivos de casación, presenta un notable interés en 
este ámbito pues justifica el tratamiento diverso que el Tribunal Supremo dispensa a unos y otros supuestos. 
Sin embargo, no es menos cierto que el componente fáctico de los hechos jurídicos procesal resulta 
subestimado cuando se alude simplemente a los actos procesales, olvidando que como ya pusiera de 
manifiesto SAVIGNY, las  
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declaraciones de voluntad contenidas en los actos jurídicos no constituyen sino una especie, quizá la más 
importante, de los hechos jurídicos. 47 
 
5.8.  Hechos no afirmados o no alegados por las partes: 
 
Los hechos no afirmados, son aquellos que no existen en el proceso, ello si partimos de la idea que sólo las 
partes afirman o aportan los hechos. Esto significa que en él sólo deben aparecer los hechos que fueron 
afirmados por las partes, no se pueden inventar hechos,  menos se pueden valorar hechos que no se 
incorporaron al proceso. 
 
Sólo los hechos afirmados por las partes y que se consideran controvertidos por la defensa opuesta de las 
partes son lo que deben considerarse en la sentencia.  
 
Si se consideran y valoran hechos no afirmados por las partes, nos podríamos enfrentar a lo que doctrina 
reconoce como una incongruencia fáctica extra petita o aun supuesto de decisión arbitraria. 
 
Esta situación fue ya advertida por Carnelutti quien sostiene que el juez no pueda poner en la sentencia un 
hecho no afirmado por una de las partes, significa que para él el hecho (no afirmado) no existe; no existe en 
este punto respecto del hecho no afirmado incertidumbre alguna y, por tanto, no puede surgir de él el 
problema embarazoso que se presenta ante el hecho afirmado y no probado: este puede ser o no ser, aquel 
no es. 48 
 
Aunque conviene expresar que la doctrina ha precisado la existencia de algunos hechos que deben 
apreciarse aún cuando no fueron alegados, se dan en los siguientes casos de: hechos base de los 
presupuestos procesales, hechos secundarios, implícitos o contextuales, hechos constitutivos, modificativos o 
extintivos. 
  
6. Fijación y valoración de los hechos:  
 
A esta etapa se llega en el proceso civil cuando ha concluido la formulación o propuesta de los hechos por las 
partes, son éstas las que se encargan de llevar los hechos de la realidad al proceso a través de sus 
afirmaciones y  los medios de prueba, esto en doctrina se conoce como la etapa de traslación. 49 
 
El actor se encarga de afirmar los hechos que sustentan su pretensión, por su parte, el demandado contradice 
estos hechos sustentando su defensa, de esta actividad nacen los llamados hechos controvertidos (los que 
nacen del trabajo comparativo que hace el juez a raíz de los hechos postulados por las partes). Hechos que 
se contraponen, que no coinciden que son contrarios entre sí a partir de la actividad de las partes. A esta 
etapa la doctrina le llama fase de comparación.  
 
Esta actividad jurisdiccional se relaciona con la tarea que ejerce el órgano jurisdiccional para depurar, para 
filtrar, para discriminar a partir de la actividad de las partes los hechos que son necesarios para  
                                                           
47  Silguero Estagnan, Joaquín. Op. Citada. Pág. 132. 
48  Carnelutti, Francesco. La prueba civil. Traducción Alcalá-Zamora y Castillo. Editorial Ediciones Arayú. Buenos Aires. Pág. 
13. 
49  Sostiene Nieva Fenoll que Serra Dominguez distingue entre el periodo de  conversión y el periodo de comparación. El 
primero de los dos se dividiría en la fase de traslación y la fase de fijación. En la primera de dichas fases, a través de los medios de 
prueba, se trasladarían los hechos de la realidad al proceso, para que el juez pueda considerarlos. En la segunda, el juez valoraría el 
resultado de los medios de prueba a través de las máximas de experiencia. Nieva Fenoll, Jordi. La valoración de la prueba. Editorial Marcial 
Pons. Madrid 2010. Pág. 27. 
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resolver la controversia, fijándolos;50 es decir, determinándolos, estableciéndolos, para proceder luego a 
verificar a partir de la prueba la verdad o falsedad de aquellas afirmaciones. En esta etapa de comprobación o 
verificación el juez a través de la apreciación o valoración de estos hechos es que define sobre aquellos que 
aparecen probados y aquellos que no. 
 
Por ello es que se entiende que en ambas etapas se hace fijación de hechos: en la primera el juez se encarga 
de fijar los hechos a partir de la información proporcionada por las partes, extrayendo los hechos 
controvertidos (con la cual esta es una forma concreta de fijar hechos sujetos a prueba) y en la segunda el 
juez fija los hechos que a partir de las afirmaciones de las partes aparecen probados o no, en esta segunda 




6.1  Fijación de los hechos en el proceso 
 
Ya hemos señalado, en el proceso aparecen sólo los hechos afirmados por las partes, los cuales no 
necesariamente son el reflejo de lo que ocurrió en la realidad (porque pueden estar contaminados, 
tergiversados, recortados, formulados a conveniencia, etc.), es decir, que con estos hechos el juez debe 
buscar la verdad. Por tanto, la verdad en el proceso se encuentra con los hechos afirmados o negándolos y 
no con otros que sean extraños a estas afirmaciones o negaciones. 
 
Por lo cual, cuando el juez hace la tarea de fijación de los hechos debe realizarlo a partir de la afirmaciones 
efectuadas por las partes sobre estos hechos, para luego contrastarlos con el material probatorio. Se trata de 
una tarea “selección de hechos”, pero de una selección de hechos impuestos por la ley, no de cualquier 
hecho sino aquellos considerados en la norma jurídica. Discriminando aquellos hechos que fueron postulados 
de la forma más conveniente al interés de las partes.  
 
En la fase de fijación –sostiene Guash- el juez aprecia las afirmaciones instrumentales. La constatación y 
calificación jurídica de los hechos probados implica necesariamente la apreciación de la prueba. El órgano 
jurisdiccional se enfrenta con un complejo conjunto de afirmaciones instrumentales que para apoyar sus 
afirmaciones iniciales se aporte de manera interesada. Se trata por tanto, de destilar esas afirmaciones y de 
fijas su contenido. 51 
 
El juez antes de resolver un proceso debe necesariamente delimitar el elemento fáctico del proceso. Esto 
significa establecer o fijar los hechos que le servirán de base para resolver la litis. Esta fijación de hechos 
aportados por las partes llevan al juez a estructurar un conjunto de hipótesis sobre la verdad o falsedad de los 
hechos que son jurídicamente relevantes, las cuales se podrán contrastar con el desarrollo de la segunda 
etapa, es decir, con la apreciación o valoración de la prueba de estos hechos. 
 
Los hechos que sirvan de base para la decisión deben nacer de la propuesta y actuación de la prueba 
aportada por las partes, las cuales pueden “permitir conformar un conjunto de elementos de juicio que apoyen 
o refuten las distintas hipótesis sobre los hechos del caso” (Jordi Ferrer). 
 
                                                           
50  “(…) de los fundamentos del recurso resulta que la impugnante, en esencia no denuncia la ilegalidad de la decisión, sino lo 
que pretende es cuestionar los hechos establecidos en el proceso con relación al tiempo de separación de hecho que ha mediado 
entre las partes del proceso y la actividad probatoria desplegada en las instancias de mérito, propósito, que como se ha sostenido este 
Colegiado en reiteradas ocasiones, resulta contrario a la naturaleza y fines del recurso extraordinario de casación”. Casación No. 
4131-2008-Lima, publicada el 30 de junio de 2010. 
51  Guash Fernández, Sergi. El hecho y el derecho en la casación civil. Editorial Bosch. Barcelona 1998. Pág. 257.  
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Los hechos que debe fijar son necesariamente los hechos principales o de calificación jurídica52 (no los 
hechos en bruto ni los hechos secundarios), es decir, aquellos que se encuentran configurados como 
supuestos de hecho de la norma que solucionará el caso. Si esta calificación jurídica no la proponen las 
partes (fundamentación jurídica) “le corresponde al juez establecer cuáles son los hechos jurídicos que deben 
ser probados con base en una hipótesis o propuesta de subsunción de los hechos en las normas que parecen 
ser aplicables al caso concreto”. 53 
 
¿De dónde debe extraer el juez los hechos que le servirán de base para resolver el caso? Podremos decir 
que éstos en definitiva aparecen de los aportados por las partes, los que se contraponen con el 
contradictorio54 y del resultado de la actividad probatoria.  
 
Entonces, tenemos que primero se fijan los hechos controvertidos y los aceptados o admitidos. Los que serán 
objeto de prueba son los primeros; se procede a actuar el material de prueba admitido que se relacione con el 
objeto del proceso, luego se valoran o aprecian las pruebas, aquí viene otra etapa de fijación de hechos, pero 
no lo que se serán objeto de prueba, sino que aparecen los hechos probados y los no probados. Vendrá luego 
la calificación jurídica de estos hechos.  
 
Por lo cual decimos a priori que hay dos momentos en los que se fijan hechos: la primera: al contrastar los 
hechos postulados por las partes en la etapa de iniciación (hechos controvertidos con calificación jurídica) y la 
segunda al momento de valorar las pruebas (los hechos probados o no probados). 
 
El juez tiene el trabajo de identificar la norma procesal cuya aplicación se pide (en su defecto elegir la norma 
que considere aplicable: iura novit curia) 55, extraer de ella o de ellas si fueran varias, el supuesto de hecho 
contenido para saber con precisión qué hechos aparecen regulados de forma hipotética y comprobar si éstos 
se han producido al interior del proceso. 
 
Los hechos en el expediente los vamos a encontrar en la iniciación del proceso, estos estarán contenidos en 
el conjunto de afirmaciones efectuadas por las partes en la demanda y contestación, los cuales requieren ser 
canalizados adecuadamente para que lleguen a conocimiento del juez. Aunque no todos serán considerados 
por el juez, sólo aquellos que tienen calificación jurídica. 
 
                                                           
52  Al referirse Guash a esta etapa de la actividad probatoria señala que a través de la fijación de los elementos fácticos, la 
norma jurídica se va moldeando al caso concreto. El juicio de hecho revela ya un trabajo de discriminación y selección por parte del 
órgano jurisdiccional sobre los diferentes elementos alegados que reducen progresivamente el campo de la hipótesis legal aplicable 
hasta la decisión. Guash Fernández, Sergi. Op. citada. Pág. 255. 
53  Taruffo, Michele. La motivación de la sentencia civil. Editado por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 
México 2006. Pág. 220.  
54  Según la opinión de Taruffo el contradictorio tiene una doble naturaleza; de un lado constituye justamente una 
especificación operativa de la garantía fundamental de la defensa, puesto que a través del contradictorio que las partes pueden 
desarrollar sus argumentaciones y sus actividades defensivas a lo largo de todo el proceso. Del otro lado, y en lo que tiene que ver 
con la determinación de los hechos sobre la base de las pruebas, constituye también una necesaria regla de método: es mediante la 
dialéctica continua de las partes que se lleva a cabo con deducciones y contradeducciones probatorias, y con la participación activa en 
la práctica de la prueba, un procedimiento de trial and error idóneo para asegurar un grado elevado de racionalidad y de control 
intersubjetivo en la formación y adquisición de los elementos que servirán al juez para fundar su decisión sobre los hechos. Taruffo, 
Michele. Páginas sobre justicia civil. Editorial Marcial Pons. Madrid-Barcelona-Buenos Aires 2009. Pág. 270. 
55  El órgano jurisdiccional no se halla encorsetado al fundamenta jurídicamente su sentencia, por las normas cuyos supuestos 
fácticos coincidan con el que las partes introdujeron en sus alegaciones. No rige en este ámbito el principio de que el órgano debe 
fallar secundm allegata et probata o sea aquel que, por regla, resulta vinculado por los hechos cuya aportación hicieron las partes, por 
lo que se impone distinguir la pretensión-oposición –cuestión litigiosa- con una simple alegación o argumento jurídico, que exponen las 
partes para fundamentarla. Esta distinción resulta trascendente para advertir si el tribunal prescinde en la respuesta decisoria de una u 
otra, para verificar la congruencia. Enderle, Guillermo Jorge. Op. Citada. Pág 238. 
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De los medios y fuentes de prueba aportados al proceso se podrá comprobar si los hechos (con calificación 
jurídica) 56 del proceso que se relacionan con el supuesto de hecho de la norma se encuentran probados o 
no, de ello dependerá el resultado final del proceso.  
 
Esta actividad del juez se ha identificado –también-  con la doctrina del silogismo jurídico que propone en la 
premisa menor los hechos, que  es el elemento fáctico para realizar el trabajo deductivo. 
 
Para Gascón Abellán la premisa menor o “premisa fáctica” establece que un supuesto de hecho concreto 
constituye un caso particular del supuesto de hecho abstracto de una norma jurídica. Esta premisa fáctica no 
es un simple enunciado descriptivo de un acontecimiento. Es el resultado de una operación judicial mediante 
la cual se califican unos hechos, en el sentido de determinar que constituyen un caso concreto del supuesto 
de hecho abstracto en que se han de subsumir; y esa operación de calificación jurídica de los hechos tiene 
naturaleza normativa. 57 
 
La premisa menor del silogismo judicial (identificada con la denominada questio facti) -sostiene Ezquiaga-  
consiste en una afirmación acerca de la existencia de los hechos previstos en el supuesto de hecho de la 
norma jurídica consideraba aplicable (premisa mayor identificada habitualmente con la questio iuris). Por 
tanto, su fijación suele considerar un simple problema de prueba, de comprobación de la existencia de los 
hechos alegados por las partes. Establecida ésta se trataría únicamente de comparar los hechos probados 
con los definidos en el supuesto de hecho y, si hay identidad entre unos y otros, aplicarles la consecuencia 
jurídica prevista en la norma jurídica seleccionada como premisa mayor del silogismo. Sin embargo, la 
presencia del Derecho en la determinación de los hechos del caso es muy importante. Además el supuesto de 
hecho normativo condiciona los hechos jurídicamente relevantes, es decir, su calificación jurídica. 58 
 
No debemos perder de vista en esta parte del trabajo que resolver los casos judiciales con simples silogismos 
tiene sus reparos en la doctrina, por lo cual, comprendemos que no es la única forma para hacerlo. Por ello se 
dice que sirve para resolver casos fáciles, ya que en los difíciles el silogismo simplemente no es suficiente 
para resolver por lo que se debe hacer uso de otros mecanismos como interpretación, ponderación, entre 
otros. Lo que buscamos con esta referencia es identificar en que etapa y cómo el juez fija los hechos. 
 
Entonces, se entiende por fijación de hecho a la actividad que realiza el juez para identificar los hechos que 
servirán de base para la solución del caso a partir de la elección de la norma jurídica que resolverá el litigio, 
tiene como propósito aislar los hechos controvertidos con calificación jurídica (separándolos de los hechos 
puros) que se relacionan con la norma jurídica que debe resolver el conflicto. Luego vendrá la actividad de 
prueba, concretamente la admisión, actuación y valoración de la prueba, en esta última etapa aparece la 
valoración de estos hechos a la luz de la prueba aportada al proceso de forma regular,  esta tarea ayuda a 
determinar si los hechos primarios, considerados como supuestos de hecho de forma abstracta en la norma 
jurídica se encuentran probados o no,59 para luego  encasillarlos en determinada norma jurídica en el que 
aparecen descritos de forma abstracta (subsunción). 60 
                                                           
56  Expresa Taruffo que ante todo cabe señalar que muchos de los juicios de valor que se quieren aplicar en la verificación del 
hecho tiene que ver, en realidad, con la calificación jurídica del hecho mismo, es decir, con la fase en la cual el juez extrapola el hecho 
a la previsión de las normas que pretende aplicar. Agrega que la calificación jurídica de los hechos de la causa dentro de un 
determinado modelo de decisión constituye, por lo tanto, el resultado de un complejo procedimiento de decisión que, mediante 
transformaciones orientadas dialécticamente de las proposiciones de hecho y de los criterios normativos de juicio, llega a establecer 
una especie de correspondencia semántica entre la situación de hechos concreta y una de las situaciones abstractas que resultan de 
la interpretación de las normas. Taruffo, Michele. La motivación. Op. Citada. Pág. 222 y 229.. 
57  Gascón Abellán, Marina. Op. Citada. Pág. 45-46. 
58  Ezquiaga Ganozas, Francisco Javier. Op. Citada. Pág. 78. 
59  “(…) por tal razón, la corte suprema puede en determinadas situaciones (cuando se fijan, por ejemplo, de manera 
equivocada los hechos por valoración equivocada de la prueba) revisar la razonabilidad de la apreciación del a prueba sin que 




Lo que es materia de prueba son los hechos afirmados por las partes nunca las normas jurídicas (aunque 
estén relacionados directamente), de allí la importancia de que el juez fije adecuadamente los hechos.   
 
Montesano nos brinda la secuencia  de los actos que se deben realizar en esta actividad: i) una vez admitidas 
la demanda y contestación  el juez cuenta con afirmaciones de las partes respecto de hechos. En un primer 
momento el juez valora esas afirmaciones y fija los hechos que no necesitan medios de prueba, y lo que sí 
necesitan medios de prueba; ii) hay que probar los hechos pertinentes que sean controvertidos. Quedarán 
fuera de la prueba los hechos notorios. Para fijar los hechos a probar el juez trabaja con las afirmaciones de 
las partes, interpretándolas; iii) fijados los hechos a probar se admiten todos o algunos de los medios de 
prueba propuestos por las partes. Producida la prueba el juez la valora, para determinar la veracidad de la 
misma y fija los hechos que entiende que quedaron probados; iv) una vez que el juez fijó los hechos, 
interpreta el derecho y se lo aplica a los hechos asignándoles una consecuencia jurídica. 61 
 
 
6.2  Interpretación y apreciación de los hechos en el proceso 
 
La actividad del juez no sólo consiste en fijar los hechos, los cuales una vez fijados pueden ser declarados 
probados o no (con la actividad de valoración de la prueba), además pueden ser interpretados de una u otra 
forma por el juez. Con lo cual tenemos que el trabajo probatorio del juez consiste también en interpretar los 
hechos objeto de valoración a partir de la prueba.62 
 
La interpretación y apreciación de los hechos es la actividad que realiza el juez, el primero  para darles un 
sentido determinado a los hechos del proceso a partir de la prueba (declaración de parte, testigos, pericias, 




                                                                                                                                                                                 
judicial probatoria. No es que esta suprema sala se haya arrogado un  derecho que no le corresponde pues conforme a lo precisado 
en los considerandos precedentes y siguiendo en este razonamiento a Morello, la Corte Suprema en sede casatoria puede en 
contados casos ejercer una actividad correctora cuando las instancias de mérito al pretender buscar una solución jurídica al caso 
concreto se apoyan en insostenibles resultados probatorios que entrañan una arbitrariedad manifiesta al momento de revisar 
los hechos”. Casación 515-2008-Cajamarca. 
60  La operación procesal y decisional en la que más claramente se pone de manifiesto la interrelación entre los hechos del 
caso y el supuesto de hecho normativos es la “calificación jurídica” de los primeros, en definitiva su subsunción en una norma jurídica. 
Esta operación consiste en determinar si los hechos del caso coinciden con los definidos en el supuesto de hecho normativo. A 
primera vista puede pensarse que, suficientemente determinados ambos elementos (fijados y probados los hechos del caso 
relevantes; y decidida la norma a aplicar por medio de la interpretación de la disposición seleccionada) esa operación es meramente 
mecánica. Y es cierto que el nudo de la cuestión está compuesto por la fijación de las premisas del silogismo decisional, pero también 
cabe realizar algunas consideraciones acerca de su puesta en conexión. Ezquiaga Ganozas, Francisco Javier. Op. Citada. Pág. 71 
61  Montesano,  Luis. “límites de la posible configuración de un recurso ante los Tribunales Supremos”. En el recurso de 
casación civil. José Bonet (Director) y José Martín Pastor (coordinador). Editorial Aranzadi y Thomson Reuters. Navarra 2010. Pág. 
284. 
62  La interpretación consiste en asignar el verdadero sentido y alcance a la prueba (interpretación histórica) o al derecho 
aplicable (interpretación jurídica). Se trata por medio de la interpretación histórica de llegar a entender lo que el testigo afirmó, lo que 
dice el dictamen pericial, lo que del documento se deduce. A través de la interpretación jurídica se intenta comprender que dispone el 
derecho aplicable. Agrega cuando un testigo afirma al juez que vio un cierto hecho desenvolverse de determinada manera, al juez le 
pueden surgir dudas por dos motivos: a) por no haber comprendido qué cosa el testigo ha querido decir en su declaración; b) por no 
tener la certeza de que el juicio subjetivo del testigo se corresponda con la real existencia objetiva del hecho a juzgar. Para resolver 
estas dos incertezas el juez interpreta y valora la prueba. Por la primera el juez establece qué dijo respecto de los hechos el testigo. 
Por la segunda determina si las afirmaciones (ya interpretadas) se corresponden con la realidad de los hechos. Es decir, por la 
valoración histórica fija el juez los hechos a juzgar. Montesano,  Luis. Op. Citada. Pág. 285. 
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 determinar qué hechos del proceso aparecen probados o no, y con el resultado de ésta se podrá decidir la 
controversia.  
 
Se parte muchas veces de las interpretaciones que hacen las partes de los hechos afirmados, la contradicción 
de posiciones interpretativas de los hechos primarios del procesos dan lugar a un trabajo interpretativo propio 
del juez. El juez debe tener la capacidad de comprender el alcance de los hechos y darles el sentido 
correspondiente. 
 
La actividad de apreciación o valoración que realiza el juez la realiza a partir de la determinación del conjunto 
de elementos de juicio que se han establecido en el proceso (fijación de hechos), los cuales deben valorarse. 
Es el segundo momento en el trabajo probatorio que realiza el juez.  
 
Entonces, propiamente en este segundo momento nos encontramos en el trabajo de valoración de la prueba 
la cual se define como “la actividad de percepción por parte del juez de los resultados de la actividad 
probatoria que se realiza en el proceso y en la percepción queda incluido, como actividades conjuntas, tanto 
la extracción de esos resultados como el juicio racional del juez sobre dicha percepción, que es consustancial 
a la misma, y que es lo que tradicionalmente se ha definido como valoración de la prueba”. 63 
 
Esta valoración se hace tomando en cuenta el sistema de prueba en la que se encuentre el juez, nos 
referimos a un régimen de prueba tasada o de libre valoración, también al sistema de presunciones que 
emergen del sistema jurídico, haciendo uso de las máximas de experiencia e  igualmente recurriendo a la 
gama de hechos que el sistema no considera necesario probar (notorios, evidentes, etc.) o la aplicación de la 
prueba por indicios. 
 
El juez usa su experiencia anterior para realizar este trabajo, es decir usa las máximas de experiencia 
acopiadas (no el conocimiento propio, que está vedado), según la doctrina estas máximas no ayudan a 
conocer el hecho sino a calificarlo para su subsunción.  
 
El juez también conoce los usos y costumbres en el área en el que se produjo el hecho u otros elementos que 
le ayuden a entender  los hechos. Aunque el juez debe dejar de lado una interpretación limitada, condicionada 
a ciertas subjetividades, o cualquier otro factor que lo distorsione. 
 
No se debe perder de vista la exigencia que tiene el juez de valorar los hechos (objeto de la actividad 
probatoria) en forma conjunta, contextual y sistemática.  
 
Este trabajo ayudará al juez en la decisión a establecer la confirmación de las hipótesis planteadas con 
relación a los hechos. 
 
 
8. El error de hecho o error factico:  
 
En el desarrollo de la doctrina sobre casación se establece normalmente que los errores de hecho quedan 
excluidos de este recurso aunque hay posiciones que sostienen una tesis contraria al permite el control de 
este error cuando es manifiesto, 64 el desencuentro de posiciones convierte en necesario  
                                                           
63  Nieva Fenoll,  Jordi. La valoración de la prueba. Op. Citada. Pág. 34.. 
64  La Corte Constitucional de Colombia  el 16 de agosto de 2000 al resolver el proceso de inconstitucionalidad contra el 
artículo 386 inciso 1 del Código de Procedimiento Civil que permite la casación por error de hecho manifiesto en la apreciación de la 
demanda, de su contestación o de determinada prueba manifestó: “(…) la exigencia de que el error de hecho sea manifiesto, en 
principio se justifica por cuanto, como se ha insistido, el tribunal de casación no es un juez de instancia ni un cuerpo para corregir 
todos los eventuales errores cometidos en los procesos. Por ende es legítimo que por razones de seguridad jurídica, deba presumirse 
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realizar un breve desarrollo de este tema y para analizarlo con mayor prolijidad más adelante. Siendo además 
el tema central del presente trabajo. 
 
En tanto señalaremos que se considera como error de hecho al error que comete el juez en el manejo del 
material fáctico. Se entiende que el juez incurre en error al fijar los hechos o al interpretarlos a partir de la 
actividad probatoria. 65 Por lo cual podemos entender la existencia del error de hecho en el proceso a partir de 
una errónea apreciación de la prueba. 66 
 
A partir de las sentencias de la Corte Suprema de Colombia se ha sostenido que “(…) el Código de 
Procedimientos Civil  establece que una de las causales de casación es que la sentencia sea violatoria de una 
norma de derecho sustancial, y señala los dos caminos por los cuales puede ocurrir esa infracción. De un 
lado existe la llamada violación directa que, como ha señalado la Corte Suprema de Justicia, “implica de suyo 
la exclusión de todo reparo sobre la apreciación de pruebas y, por lo tanto, la impugnación se concreta 
derechamente en la imputación al fallo de quebrantamiento de la ley sustancial que se considera inaplicada, 
indebidamente actuada o mal interpretada por el juzgador frente a un cuadro fáctico bien visto a través de la 
evidencia disponible en el proceso. La segunda es la llamada violación indirecta, que “parte de la existencia 
errores probatorios de hecho o de derecho atribuibles a la sentencia y determinantes de la infracción de 
normas de derecho sustancial por falta de aplicación o por aplicación indebida. A su vez, esa misma 
Corporación ha distinguido con claridad los errores de hecho y derecho, pues ha indicado que “se incurre en 
error de hecho cuando se desacierta en la contemplación objetiva de la prueba, mientras que el error de 
derecho se traduce en la equivocada contemplación jurídica de ella, cotejada, desde luego, con las 
disposiciones de disciplina probatoria” (resaltado nuestro). 67 
 
En tal sentido, se incurre en este yerro fáctico cuando el juez incurre en error en la fijación y apreciación de 
los hechos trascedentes del proceso: omitiéndolos, dándoles el peso que no tienen, aislándolos sin 
sistematizarlos, extrayendo conclusiones diferentes a su contenido,68 entre otros supuestos (que explicaremos 





                                                                                                                                                                                 
que la sentencia de instancia ha acertado, pues las controversias judiciales deben tener un final. Esas sentencias llegan entonces la 
casación amparadas por una presunción de acierto y legalidad, como lo ha dicho en incontables oportunidades la Corte Suprema de 
Justicia, por lo cual, bien puede la ley determinar que sólo aquellos errores fácticos que tengan la entidad suficiente para romper esa 
presunción de acierto del juez de instancia, y que hayan implicado una violación de la ley, son susceptibles de hacer prosperar este 
recurso extraordinario”. Expediente D-2799, actor Sebastián Felipe A Barlobanto. Magistrado ponente Alejandro Martínez Caballero. 
65  “(…) el error de hecho se da, cuando el juzgador  supone una prueba que no obra en el proceso o ignora la existencia de 
una prueba que si está en él. También puede ser que a ese medio probatorio lo desfigure adicionando hecho o cercenándolos”. 
Casación No. 78-2004 del 17.08.04. Jurisprudencia de Guatemala. 
66  “(…) el error de hecho en la apreciación de la prueba puede configurarse cuando se omite el análisis de prueba o se 
tergiversa su contenido y que es decisiva en la resolución de la controversia. El error se deduce del simple cotejo de la prueba 
cuestionada que demuestre de modo evidente la equivocación del juzgador…al hacer el examen comparativo correspondiente de las 
pruebas atacadas de error con el fallo dictado por el Tribunal de Segunda Instancia, se arriba a la conclusión que la sentencia se 
encuentra ajustada a derecho y a las constancias procesales, sin que se haya omitido la apreciación de la prueba a que se ha hecho 
referencia”. Casación No. 48-2005 del 01.08.05. Jurisprudencia de Guatemala. 
67  Ver Fundamento 4 de la sentencia de la Corte Constitucional de Colombia  del 16 de agosto de 2000,  Expediente D-2799. 
68  “La doctrina admite la virtualidad de la prueba pericial como fundamentación de la pretensión de modificación del apartado 
fáctico de una sentencia, cuando: a) existiendo un solo dictamen o varios absolutamente coincidentes y no disponiendo la Audiencia 
de otras pruebas sobre los mismos elementos fácticos, el Tribunal haya estimado el dictamen o dictámenes coincidentes como base 
única de los hechos declarados probados, pero incorporándolos de un modo incompleto, fragmentario, mutilado o contradictorio; b) 
cuando contando solamente con dicho dictamen o dictámenes coincidentes y no concurriendo otras pruebas sobre el mismo punto 
fáctico, el Tribunal de instancia haya llegado a conclusiones divergentes con las de los citados informes, sin expresar razones que lo 
justifique”. Sentencia No. 1559/2002 de TS, Sala 2ª, de los Penal, 23 de septiembre de 2002. Jurisprudencia española. 
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pues los hechos fijados y apreciados sirven de  base para aplicar la norma jurídica que resuelva el conflicto. 
 
La Jurisprudencia española se ha referido al error de hecho expresando que “la doctrina de esta Sala 
condiciona la apreciación del error de hecho invocado al cumplimiento de los siguientes requisitos: 1º) 
equivocación evidente del juzgador al establecer dentro del relato fáctico algo que no ha ocurrido; 2º) que el 
error se desprenda de un escrito con virtualidad documental a afectos casacionales que obre en los autos y 
haya sido aducido por el recurrente; 3º) que tal equivocación documentalmente demostrada no aparezca 
desvirtuada por otra u otras pruebas” (Sentencia No. 562/1999 de TS. Sala 2ª, de lo Penal, 08 de abril de 
1999). 
 
Siguiendo las enseñanzas del maestro Falcón se puede dividir en etapas el manejo de los hechos en el 
proceso para llegar a un decisión adecuada que solucione el conflicto en: a) solamente se prueban los hechos 
alegados en tiempo y forma; b) los “hechos” a probar deben ser controvertidos; c) corresponde aplicar primero 
las reglas de la prueba tasada, sean tales o provengan de la prueba legal; d) es necesario ordenar los medios 
de prueba en una graduación estática que nos presenta a los que son más fiables que otros y que tienen que 
ser más certeros: documental, informativa, confesional, pericial, testimonial; e) en función de hechos de la 
causa hay que buscar, por medio de la faz dinámica de la prueba, los medios idóneos correspondientes a 
cada hecho; f) para tener una comprensión final del conflicto, hay que examinar los medios en su conjunto y 
coordinarlos con los hechos a fin de obtener una solución única; g) cuando los restantes elementos no sean 
suficientes hay que aplicar las presunciones; h) cómo última vía para determinar los hechos resulta útiles las 
reglas de la carga de la prueba; i) finalmente habrá que narrar el desarrollo de la investigación y de las 
conclusiones sobre el conflicto de modo que el relato demuestre que se ha adquirido certeza en virtud de un 
procedimiento racional controlable, donde también se podrá utilizar como elemento corroborante la conducta 
de las partes en el proceso. 69 
 
Por su parte Jordi Ferri sostiene que la actividad probatoria en el derecho se da en tres momentos, los cuales 
son lógicamente distintos y sucesivos, pero, que pueden presentase entrelazados: a) la conformación del 
conjunto de elementos de juicio sobre cuya base se adoptará la decisión; b) la valoración de esos elementos y 
c) propiamente, la adopción de la decisión. 70  
 
Con lo cual podemos decir que la actividad probatorios del juez con relación al aspecto fáctico tiene dos 
momentos; el primero, puede entenderse como el trabajo que hace el juez de los hechos del caso, tomando 
en cuenta los alegados, los hechos controvertidos, ordenándolos y fijándolos a partir del supuesto de hecho 
de la norma a aplicar, utilizar el adecuado medio de prueba para comprobar las afirmaciones sobre esos 
hechos, valorarlos y determinar cuáles fueron probados o y cuáles no; el segundo momento estará 
concentrado en expresar de forma racional, coherente, congruente y comprobable cómo realizó esta labor. El 
primer momento me parece pertenece al ámbito de la valoración de la prueba como elemento esencial del 
derecho a la prueba y el segundo el derecho a la motivación de resoluciones judiciales, con este segundo 




9.  La arbitrariedad: 
 
Se puede entender por arbitrariedad en sentido general como injusticia, ligereza, capricho. La decisión 
 
                                                           
69  Falcón, Enrique. Tratado de la prueba, civil, comercial, laboral, penal, administrativa. Editorial Astrea. Buenos Aires 2003. 
Pág. 587. 
70  Ferri I Beltrán, Jordi. Op. Citada. Pág. 71. 
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 que no se basa en la razón, en la lógica ni en la justicia. Conforme al contenido del Diccionario Espasa-Calpe 
2005 arbitrariedad es la forma de actuar contrario a la justicia, la razón o las leyes, dictadas por la voluntad o 
el capricho. 
 
Por ello, cuando el juez resuelve un proceso se encuentra obligado a dar las razones necesarias que lo llevan 
decidir el caso en determinado sentido, estas razones deben respetar el derecho a la motivación judicial 
(las que provienen del ordenamiento jurídico ya que no puede ser arbitrario en la interpretación y aplicación 
del derecho y de los hechos probados en el proceso, sin ampararla en subjetividades o  inconsistencias en la 
valoración de los hechos) y el derecho a la prueba (dando el derecho a las partes a ofrecer, admitir, actuar y 
sobre todo el derecho de valorar los medios de prueba válidamente incorporados al proceso). 71 
 
En el derecho la arbitrariedad está vinculada a la actividad jurisdiccional, tópico concretamente reservado 
para las decisiones judiciales, pues, se puede tildar a una decisión judicial de nula, incongruente, inmotivada y 
también de arbitraria. 
 
Entonces, la arbitrariedad aparece entendida como un estado irregular, anómalo, anormal de la decisión 
judicial. La decisión es arbitraria si no parte del contenido de las pruebas a partir de los hechos, lo cual se 
identifica con una decisión poco reflexiva del material probatorio o cuando se resuelve contra las pruebas 
admitidas y actuadas regularmente en el proceso. Aunque la decisión igualmente es arbitraria si se decide 
haciendo una aplicación o interpretación caprichosa y poco seria del ordenamiento jurídico. 
 
Para asegurar la rescisión de la decisión por arbitrariedad, no sólo se requiere que ésta anomalía tenga 
relación directa con ésta, sino que quien la denuncie la identifique plenamente, exponiendo con claridad en 
qué consiste este error. 72 
 
En el derecho argentino es donde más acogida tiene la tesis de la arbitrariedad, en el que se le conoce como 
doctrina pretoriana de la arbitrariedad, por haber nacido como otras instituciones de la creación de sus jueces 
al resolver casos concretos. 73 
                                                           
71  “La valoración que ha realizado el juzgador de la prueba, que es el sustento del hecho probado, debe expresarlo en su 
resolución para que pueda ser objeto de control por el órgano que revisa la misma, discurso valorativo que debe necesariamente 
ajustarse a las reglas del pensamiento lógico, de la razón y del recto criterio, en definitiva la argumentación que manifiesta el Tribunal 
en su sentencia sobre la valoración de la prueba practicada con la inmediación debida, debe ser racional, razonable, lógica y 
razonada, dándose vida de esa forma a los preceptos citados y posibilitando el control casacional…”. Muñoz Cuesta, Javier. “El 
principio de inmediación, la valoración racional de la prueba y el recurso de casación”. En www.aranzadi.es. 
72  “(…) con el estudio del presente submotivo (error de hecho en la apreciación de la prueba) se arriba a la conclusión de que 
la tesis sustentada por la recurrente adolece de falta de precisión y claridad, puesto que dentro de este subcaso de procedencia 
invocado omite concretar o identificar con la debida precisión los documento o actos auténticos que no fueron analizados o 
examinados y exponer en qué consiste el error aludido en cada uno de ellos, lo cual es necesario consignar con toda claridad de 
conformidad con la técnica de la casación para que pueda efectuar el estudio comparativo que implica este recurso ”. Casación No. 
68-2001 del 18.06.03. Jurisprudencia de Guatemala. 
73  Sentencia del caso ROHRER, LUIS MARTIN c/ CUESTA, CARLOS PEDRO s/ Cobro de Pesos - RECURSO DE 
INAPLICABILIDAD DE LEY”. Expte. Nº 3173-Concordia, Sala del Trabajo, Cámara de Apelaciones (Jdo. Del Trabajo Nº 4): “ IV.1.- En 
primer lugar y en orden a la endilgada violación por el fallo de los artículos arts. 31 inc. 4º); 160, incs. 5º) y 6º) del CPCC; art. 102 inc. 
c) del CPL; art. 3986 del Código Civil y artículos 1 y 2 de la ley nº 25.323; emerge diáfano que el embate casatorio conduce 
indefectiblemente al análisis de cuestiones de índole fáctica y probatoria; tal, la determinación e interpretación de los términos en 
que fueron remitidas las misivas de fs. 92 y 94 a los fines de establecer si las mismas produjeron efectos suspensivos del plazo 
prescriptivo respecto de los incrementos indemnizatorios de los arts. 1 y 2 de la ley 25.323. Va de suyo que tales cuestiones resultan -
por regla- ajenas al ámbito cognoscitivo del recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, cuya finalidad es el control de legalidad de 
las sentencias de cámara a los fines de asegurar la correcta aplicación de la ley a los hechos definitivamente juzgados por los 
tribunales de mérito. Sólo de modo excepcional, y por conducto de la doctrina pretoriana de la arbitrariedad, es posible abrir la 
instancia casatoria a la consideración de cuestiones de dicha índole y siempre que el recurrente satisfaga la carga procesal 
de la debida invocación y demostración de alguna hipótesis de arbitrariedad o absurdidad que impida calificar al fallo como 




Nuestro Tribunal Constitucional en el caso Llamoja Hilares aborda la figura de la interdicción de la 
arbitrariedad (es decir cómo evitarla) a partir de la motivación de las resoluciones judiciales, sosteniendo que  
“El derecho a la motivación debida constituye una garantía fundamental en los supuestos en que con la 
decisión emitida se afecta de manera negativa la esfera o situación jurídica de las personas. Así, toda 
decisión que carezca de una motivación adecuada, suficiente y congruente, constituirá una decisión 
arbitraria y, en consecuencia, será inconstitucional”, STC No. 00728-2008-HC/TC (resultado nuestro), 
significando con ello que la motivación inadecuada, insuficiente e incongruente generan una decisión 
arbitraria. 
 
El Tribunal Constitucional en la misma sentencia ha señalado además que “la arbitrariedad en tanto es 
irrazonable implica inconstitucionalidad. Por tanto, toda sentencia que sea caprichosa; que sea más bien fruto 
del decisionismo que de la aplicación del derecho; que esté más próxima a la voluntad que a la justicia o a la 
razón; que sus conclusiones sean ajenas a la lógica, será obviamente una sentencia arbitraria, injusta y, por 
lo tanto, inconstitucional.  Lo expuesto se fundamenta además en el principio de interdicción o prohibición de 
la arbitrariedad, el cual surge del Estado Democrático de Derecho (artículo 3º y 43º de la Constitución 
Política), y tiene un doble significado: a) En un sentido clásico y genérico, la arbitrariedad aparece como el 
reverso de la justicia y el derecho; y, b) En un sentido moderno y concreto, la arbitrariedad aparece como 
lo carente de fundamentación objetiva; como lo incongruente y contradictorio con la realidad que ha 
de servir de base a toda decisión. Es decir, como aquello desprendido o ajeno a toda razón de explicarlo 
((Exp. N.° 0090-2004-AA/TC. FJ 12).  A lo dicho, debe agregarse que constituye deber primordial del Estado 
peruano garantizar la plena vigencia y eficacia de los derechos fundamentales, interdictando o prohibiendo 
cualquier forma de arbitrariedad (artículo 44º, de la Norma Fundamental)”, resaltado nuestro. 
 
 
La doctrina reconoce como categorías de la arbitrariedad:  
 
Arbitrariedad normativa: En la sentencia se produce cuando no es una derivación razonada de las normas 
vigentes.  
 
Arbitrariedad Fáctica: Cuando se evalúa inadecuadamente los hechos y las pruebas. Esta tipo de 
arbitrariedad se focaliza en un inadecuado manejo de los hechos del proceso y las pruebas, por lo cual, se 
entiende que contraviene el derecho a la prueba en su extremo que las partes tienen el derecho a una 
adecuada valoración de la prueba.  
 
Arbitrariedad concurrente: Se dan ambas.  
 
Morello citando Olsen Ghirardi y a Vigo sostiene que se puede distinguir diversos ámbitos en los que discurre 
la arbitrariedad: i) arbitrariedad normativa; ii) arbitrariedad fáctica; iii) arbitrariedad axiológica y iii) arbitrariedad 
lógica. La arbitrariedad normativa tiene que ver con el apartamiento de la solución consagrada por el 
ordenamiento jurídico (infracción a la ley). La segunda se produce se ignorar o deforman los hechos 
relevantes y probados. La arbitrariedad axiológica supone haber realizado el juez una opción, dentro del 
marco de posibilidades con que él contaba, grave y notoriamente injusta y la arbitrariedad lógica es cuando la 
estructura formal que exhibe el razonamiento del juez no se concilia con las leyes del pensar concreto.74 
 
                                                                                                                                                                                 
  
74  Morello, Augusto M. La Casación, un modelo intermedio eficiente. Editorial Librería Editora Platense-Abeledo Perrot. La 
Plata-Buenos Aires 1993. Pág. 260. 
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Conforme lo sostiene Lorenzetti,75 la sentencia arbitraria en sentido fáctico, implica el desconocimiento de los 
hechos por el juez, sea porque ignora los que fueron probados o que tenga por probados los no lo 
fueron (arbitrariedad fáctica).  
 
Por su parte Néstor Sagüés nos informa que la jurisprudencia argentina para el recurso extraordinario ha 
perfilado la sentencia arbitraria, la cual tiene los siguientes caracteres: a) apartamiento inequívoco de la 
solución normativa prevista para el caso; b) decisiva carencia de fundamentación; c) fallos que menoscaban 
la garantía de defensa en juicio, o la regla del debido proceso, o frustran el derecho federal; d)  fallos que se 
dictan sobre las base de la mera voluntad de los jueces; e) fallos que importan violación de la esencia del 
orden constitucional, cuyo primer enunciado es afianzar la justicia; f) fallos que no significan una derivación 
razonada del derecho vigente, con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa; g) sentencias 
que exceden los límites propios de la razonabilidad; h) fallos que padecen de omisiones y desaciertos de 
gravedad extrema, que los invalidan como actos judiciales, o  de groseros errores jurídicos. i) sentencias que 
contravienen un adecuado servicio de justicia.76 Como vemos la doctrina de la sentencia arbitraria para la 
Corte Suprema argentina tiene diversas y variadas aristas. 
 
Para  que la arbitrariedad haga caer la decisión debe ser decisiva y debe tener incidencia directa sobre ella, 
no se debe tratar de una simple discrepancia valorativa., no se trata de discrepar solamente de la valoración 
buscando hacer primar los argumentos del impugnante 77 Si se denuncia arbitrariedad de la decisión por algún  
motivo – los que se desarrollaran más adelante- éste tiene que tener incidencia directa con el fallo. 
 
Las decisiones arbitrarias vinculadas a la actividad probatoria ponen en evidencia la existencia de error del 
juez en el manejo de los hechos y su valoración. Por ello se sostenido que los errores en los que incurre un 
juez dan muestra de que su labor no es infalible. Como en realidad lo es, pues no se puede afirmar lo 
contrario ya que la labor de un juez siempre admite la posibilidad de incurrir en errores de diversa naturaleza. 
 
Si admitimos  la posibilidad de errores en la decisión por supuestos de arbitrariedad, entonces debe abrir la 
posibilidad también para controlar estos errores en casación y evitar que la cosa juzgada se genere aun 
sabiendo de la existencia de errores en la valoración de la prueba. Por ello desde aquí podemos lanzar como 
afirmación que la casación si puede constituirse para controlar este tipo de errores que consideramos se da 
en el trabajo probatorio del juez. 
 
 
9.1 Manifestación de la arbitrariedad: 
 
La doctrina ha desarrollado un conjunto de supuestos en los cuales las decisiones pueden ser consideradas 
arbitrarias78 a partir del manejo inadecuado del material fáctico, en tal caso los supuestos  
 
 
                                                           
75  Lorenzetti, Ricardo Luís. Razonamiento Judicial. Fundamentos de derecho privado. Editorial Instituto de derecho privado 
latinoamericano y Grijley. Lima 2006. 
76  Sagüés, Néstor Pedro. Derecho procesal constitucional. Tomo II. Editorial Astrea. Buenos Aires 1992. Pág. 194. 
77  “(…) la simple discrepancia valorativa no alcanza para sustentar un recurso extraordinario de inconstitucionalidad. El juez 
es soberano para decidir y definir cuáles elementos de juicio apoyan la decisión, según el principio de la sana crítica racional y el juego 
de las libres convicciones. Sólo le está vedado apoyarse en las íntimas convicciones. Valoración arbitraria significa evaluar la prueba 
con ilogicidad, en contra de la experiencia o del sentido común. Arbitrariedad es absurdidad, contraria a la razón, desprovisto de 
elementos objetivos y apoyados sólo en la voluntad de los jueces”. Expediente No. 95165-LNS. En J23.213/51.290. LNSC/JS y otros. 
07 de octubre de 2010. 
78  Han trabajado con esta categoría los argentinos Marcelo S. Midón y Gladis E. de Midón. “La valoración de la prueba”. En 
Tratado de la prueba. Editorial Librería de la Paz. Resistencia-Chaco 2007. Pág.205 a 249. También Estigarribia de Midón, Gladis. 
Recurso de casación, control del juicio de hecho. Editorial Rubinzal Culzoni. Santa Fe 2001. Entre otros tratadistas argentinos. 
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se aproximan a la clara afectación al derecho a una adecuada valoración de la prueba como parte esencial 
del derecho a probar y por ende como elemento trascendente para la vulneración del derecho a un debido 
proceso. 
 
En este capítulo las manifestaciones de la arbitrariedad serán abordadas de forma sucinta, teniendo un mayor 
desarrollo teórico y jurisprudencial en el capítulo sobre el tratamiento de la actividad probatoria en casación. 
 
 
9.1.1. Por omisión de apreciación de prueba fundamental: 
 
Este suele ser uno de los principales errores que pueden ser invocados en casación para destruir la sentencia 
que resuelve la controversia, pero, dejando de valorar una prueba decisiva, fundamental, necesaria para el 
resultado adecuado del proceso. 
 
9.1.2 Por apreciación aislada de la prueba: 
 
Se contraviene el derecho a probar de las partes si el conflicto se resuelve aislando una prueba y a partir de 
su contenido se diga si la pretensión postulada, recibe criterio de fundabilidad o infundabilidad. Ello es un 
error que afecta el derecho a la valoración integral y lógico del material probatorio. 
 
Aunque es posible admitir que siempre encontramos en el proceso una prueba que tiene mayor “peso” que 
otra, sin embargo, ello no nos puede apartar de la realización de una valoración conjunta de toda la prueba. 
 
 
9.1.3  Por apreciación basada en prueba inexistente: 
 
El juez sólo valora las pruebas que por el principio de adquisición se integraron al proceso, no es admisible 
que el juez valor pruebas que no aparecen en el proceso. 
 
Si lo que está en el proceso es lo que cuenta y más si estas fueron incorporadas válidamente, la actividad 
probatoria del juez se restringe a este material probatorio. Si se invoca una prueba que no aparece en el 
proceso o que hay referencias de su existencia, pero, que es extraña al contenido del proceso el juez no la 
puede valorar. 
 
9.1.4. Por indebido reparto de la carga de la prueba: 
 
La carga de la prueba o el llamado onus probandi, hace que la carga de probar se distribuya entre las partes, 
de tal manera que existirán hechos que los debe probar el actor y otros que debe probar el demandado, en 
otros casos quien esté en mejor condición de probar. 
 
Se puede establecer en el ordenamiento jurídico la carga de la prueba común  (quien afirma un hecho debe 
probarlo), igualmente es posible regular por alguna razón jurídica de trascendencia que la carga de la prueba 










parte se encarga de destruir lo afirmado), igualmente es posible que se admita la posibilidad de una carga 
probatoria dinámica (prueba quien se encuentra en mejor posición de probar). 
 
Si las reglas de la carga de la prueba aparecen claras en el ordenamiento procesal, no es posible que el juez 
resuelva el conflicto haciendo caer esta “carga” sobre una de las partes del proceso que no debe soportarla. 
 
 
9.1.5. Por valoración de una prueba no admitida formalmente: 
 
En nuestro sistema procesal los medios de prueba se deben ofrecer y admitir en una determinada etapa, con 
la preclusión de esta ya no es posible admitir otras pruebas, salvo que se trate de hechos nuevos o 
situaciones especiales que se encuentren debidamente admitidas por el ordenamiento procesal. 
 
De tal manera que el juez sólo debe sustentar su decisión en la valoración de los medios de prueba admitidos 
formalmente en el proceso, no de aquellos presentados en autos y que no han recibido una expresa decisión 
de ser incorporados como medios probatorios para resolver la litis. 
 
 
9.1.6. Apreciación de prueba ilícita 
 
En la prueba el juez se encuentra prohibido de admitir y valorar una prueba que se haya obtenido afectando 
derechos fundamentales, es decir, admitir, actuar y valorar medios de prueba con manifiesta ilicitud. 
 
La prueba ilícita o prueba prohibida se encuentra vedada en el proceso para sustentar las decisiones, ello es 




9.1.7. Por infracción a las reglas de la prueba: 
 
La prueba está sujeta a reglas a las que se debe someter el juez sin poder apartarse de ellas, de lo contrario 
incurrirá en error.  
 
Si el ordenamiento procesal señala que no se debe probar el derecho, ni los hechos notorios o que se debe 
adecuar la decisión a determinada presunción sin admitir prueba en contrario, o que se debe valorar 
determinado medio de prueba en determinado sentido (prueba tasada) o dejando al juez la libertad de valorar 
(libre valoración), entre otras situaciones. El juez debe atenerse a estas reglas.  
 
 
9.1.8  Apreciación contradictoria 
 
La valoración del material probatorio debe ser coherente, si la valoración se hace en sentido integral, el 
resultado del mismo no contradiga su contenido. 
 
No se puede apreciar la prueba en un sentido para probar algún hecho y darle un sentido diferente para 







9.1.9. Por emisión de decisiones meramente dogmáticas 
 
La decisión debe contener un análisis probatorio adecuado para su validez, la valoración adecuada de la 
prueba debe dar una respuesta satisfactoria a las partes sobre la solución del caso. 
 
Ello no se logra si la decisión se basa solamente en posiciones dogmáticas o referidas a puntos de vista de la 
doctrina sobre el tema central de la controversia. Estos argumentos deben servir de complemento a la 
valoración de la prueba para robustecer la decisión, no para sustentarla. 
 
 
9.1.10 Por  invocar fuente de las que no extraen las consecuencias que sustentan el fundamento de 
la sentencia 
 
Al valorar la prueba el juez debe extraer de cada una de ellas las consecuencias que realmente se aprecian 
de ellas y no otras.  
  
Si se extraen de la prueba consecuencias que no están contenidas en la prueba se incurre en error, con lo 
cual se está distorsionando el verdadero alcance de determinada prueba en la solución del caso. 
 
 
6.  Lo absurdo en una sentencia: 
 
Lo absurdo debemos entenderlo genéricamente como sinónimo de ilógico. 79 Se entiende por absurdos 
aquellos fenómenos que carezcan de toda explicación racional y que por tanto puedan ser considerados 
como absurdos. 80  
 
La decisión absurda  es una decisión en que la no es posible hacer el trabajo de comprobación lógica, es 
decir en la que el juez se habría apartado de las reglas lógicas del buen pensar y no haya respetado las 
reglas de la experiencia, generando una decisión absurda. 
 
Según la doctrina, el absurdo81 puede ser: formal: cuando se han violentado las reglas de la lógica; 82 y 
material: error en la apreciación de las normas de la prueba.  
 
Sobre el tesis del absurdo Morello opina: “El absurdo se radica en la construcción ilógica del raciocinio –hilo 
conductor del pensamiento- cuyos vicios o fallas desembocan en un resultado sentencial desacertado, 
insostenible como obra judicial válida. (…) Es al cabo, una exteriorización del  
                                                           
79  “(…) el absurdo en la apreciación de la prueba sólo ocurre cuando la operación intelectual cumplida por el juez sobre la 
base de resultado de la misma, lejos de ser coherente, lo lleva a premisas y conclusiones contradictorias entre sí. Por notorio absurdo, 
en suma, se entiende lo que es contrario a la razón y a los principios formales de la lógica, lo es impensable e inconcebible y no puede 
ser, por resultar al margen del debido razonar”. Expediente No. 47643. Fiscal y actor Civil Ghilardi Orlando Antonio. Apoderamiento 
ilegítimo. 21 de junio de 1991. 
80  “(…) la sentencia absurda no se configura por meros errores de juicio, sino cuando proposición distinta se excluyen entre si 
recíprocamente, lo cual importa decir que no constituye absurdo, la valoración equivocada, discutible, objetable o poco convincente de 
la prueba”. Expediente No. 33605. Roscio Sara Meneghini Viuda de Juan L. 25 de septiembre de 1975. 
81  “El cargo en la omisión en la apreciación de la prueba para ser admitido requiere que el recurrente demuestre la 
arbitrariedad en la apreciación de la prueba y como supuesta prueba admitida y no apreciada podría modificar la relación de hecho, lo 
que no cumple el recurrente, pues la sentencia de vista se sustenta en la prueba admitida…”. Casación No. 1234-2000-Arequipa 
15.06.00. 
82  “(…) la evaluación de los elementos de juicio tenidos en cuenta por el Tribunal “a quo” y la fundamentación de sus 
conclusiones, es lógica y razonable, de manera que no puede atribuirse al fallo carencia o defectos fundamentales en la motivación ni 




“razonamiento por el absurdo”; de carencia de un sólido fundamento susceptible de producir lógica fuerza de 
convicción (certeza o verdad) sobre la específica hipótesis examinada, razonada y juzgada (afirmaciones, 
hechos, prueba, interpretación, aplicación discrecional de una facultad propia del juez, divorcio o 
incompatibilidad con la experiencia técnica y humana).83  
 
Al parecer la doctrina vincula la tesis de la arbitrariedad a las decisiones absurdas (la jurisprudencia argentina 
no hace esta diferenciación)84, aunque entiendo que éstas últimas, se refieren al error de valoración que 
arrojan resultados ilógicos o que quebrantan las máximas de experiencia. 85  
 
El error en la decisión absurda aparece cuando la valoración quebranta los parámetros de logicidad o desafía 
el decurso natural de las cosas. 86  
                                                           
83  Morello, Augusto M. Morello, Augusto M. La Casación, un modelo intermedio eficiente. Editorial Librería Editora Platense-
Abeledo Perrot. La Plata-Buenos Aires 1993.Pág. 355 y 357. 
84  “Valoración arbitraria significa evaluar la prueba con ilogicidad, en contra de la experiencia o del sentido común. 
Arbitrariedad es absurdidad, contraria a la razón, desprovisto de elementos objetivo y apoyados sólo en la voluntad de los jueces”. 
Expediente No. 93441- Donoso Raúl Abel en J 30.290/Moustache SRL y otros, 29 de abril de 2009. 
85  “(…) los términos “arbitrariedad” y “absurdidad” no son conceptualmente equivalente y por lo tanto, la alegación de uno 
esos vicios no importa la invocación del otro”. Expediente No. 33271. Cuervo Carlos Alberto con el Banco de Mendoza acción 
resarcitoria. 21 de octubre de 1974. “(…) el vicio de absurdidad para abrir la vía extraordinaria de la casación siempre se debe revelar 
como una violación a los principios lógicos del pensamiento judicial dentro del contexto fáctico y probatorio del respectivo 
pronunciamiento. De esta manera se puede distinguir la sentencia absurda de la que arbitrariamente omite la asunción de prueba 
decisiva, en cuyo supuesto se configura un desconocimiento de la garantía constitucional de defensa en juicio que abre la vía del 
recurso extraordinario de inconstitucionalidad”. Expediente No. 36795. Olmedo Carlos Zoilo y Casetti SRL. 10 de octubre de 2010. 
86  “(…) la arbitrariedad equivale a ilogicidad, absurdidad, irrazonabilidad del pronunciamiento judicial. Esta debe ser de tal 
entidad, que lógicamente lesione el sentido común, que ataque la razonabilidad del derecho, de modo tal que el fundamento esgrimido 
aparezca como una afirmación dogmática, como una mera voluntad de los jueces, huérfano de todo apoyo probatorio”. Expediente 
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TABULACIÒN DE DATOS 
CUESTIONARIO: CONTRO DEHECHOS  EN  CASACIÒN 
 
Cuadro Nº 01 
 
PREGUNTAS 
MAGISTRADOS ABOGADOS MAESTRISTAS DOCENTES UNIV 
10= 100% 20= 100% 40= 100% 10= 100% 
1 
SI 9 12 30 5 
NO 1 8 10 5 
2 
SI 8 9 12 7 
NO 1 11 27 1 
NO RESPONDE 1 0 1 2 
3 
SI 8 14 25 8 
NO 2 5 10 1 
NO RESPONDE 0 1 5 1 
4 
SI 6 13 28 3 
NO 4 7 11 7 
NO RESPONDE 0 0 1 0 
5 
SI 2 5 8 3 
NO 8 14 25 7 
NO RESPONDE 0 1 7 0 
6 
A 0 1 7 0 
B 3 1 10 2 
C 1 12 15 5 
D 4 3 7 2 
E 2 3 1 1 
T 
FUENTE: PROYECTO DE INVESTIGACIÒN “CONTROL DE LOS HECHOS EN CASACIÒN ATAQUE FRONTAL A 




















TABULACIÒN DEL CUESTIONARIO A LOS MAGISTRADOS 
 
 




















































































Conviene con la doctrina m
cuestiones de hecho ni hacer 
De la muestra total de Magistrado
la doctrina mayoritaria que el recu
ni hacer una revaloración de la pru
 






SI 9 90% 
 1 10% 











ayoritaria que el recurso de casación civil no per
una revaloración de la prueba 
s encuestados el 90% afirma que si efectivamente, c
rso de casación civil no permite revisar las cuestion
eba, y sòlo el 10% afirma que no. 
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RO DE 
mite revisar las 
onviene con 





































Conoce usted la tesis de las senten
De la muestra total de Magistrad






SI 8 80% 
 1 10% 












cias arbitrarias y de las sentencias absurdas 
os encuestados el 80% afirma que si conoce la 
tencias absurdas, el 10% no conoce y el 10% no res
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Según lo que usted conoce de la ca
sentencias absurdas, arbitrarias o q
que ello implique una revaluación de
De la muestra total de Magistrados en
recurso de casación contra sentencias a






SI 8 80% 
 2 20% 











sación civil considera como posible la formulación de recurso d
ue quiebren las reglas de la actividad probatoria que afecten el
 la prueba 
cuestados el 80% afirma que si considera como posible la 
bsurdas, arbitrarias o que quiebren las reglas de la actividad 
plique una revaluación de la prueba, el 20% considera que no 
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e casación contra 








































Considera usted que realizar el c
extraordinario y además por ello ge
excepcional de la Corte Suprema en
De la muestra total de Magistrados encu
la casación civil la desnaturalizaría por s
o de lo contrario ésta podría tratarse de






SI 6 60% 
 4 40% 











ontrol de hechos en la casación civil la desnaturalizaría p
neraría una tercera instancia o de lo contrario ésta podría tra
 determinados casos. 
estados el 60% afirma que si considera que realizar el contro
er un recurso extraordinario y además por ello generaría una te
 una tarea excepcional de la Corte Suprema en determinados
300 
or ser un recurso 
tarse de una tarea 
l de hechos en 
rcera instancia 








































Según su punto de vista considera 
temas de control de hechos en casa
De la muestra total de Magistrados en
correcto el tratamiento que le viene dand






SI 2 20% 
 8 80% 











si es correcto o no  el tratamiento que le viene dando nuestra C
ción. 
cuestados el 20% afirma que si, según su punto de vista c
o nuestra Corte Suprema a los temas de control de hechos en
301 
orte Suprema a los 
onsidera si es 






































Si fuere posible el control fáctico e
permitiría que la Sala ingrese a
MATERIAL;B) POR INFRACCION N
AMBAS; D) NINGUNA PORQUE NO
De la muestra total de Magistrados e
DERECHO MATERIAL ; el 10% POR IN
PUEDEN UTILIZARSE AMBAS ; el  20%






A 2 20% 
B 1 10% 
C 1 10% 
D 2 20% 
E 4 40% 
 
10 100% 





n la casación cuál considera usted podría ser la causal de c
 este análisis: A) INFRACCION NORMATIVA DE NORM
ORMATIVA DE NORMA DE DERECHO PROCESAL; C) PU
 ES POSIBLE EL CONTROL FACTICO y E) NO CONTESTO
ncuestados el 20% afirma INFRACCION NORMATIVA DE
FRACCION NORMATIVA DE NORMA DE DERECHO PROC




asación óptima que 
A DE DERECHO 
EDEN UTILIZARSE 
 
 NORMA DE 
ESAL; el 10% 
TICO y el 40% 
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TABULACIÒN DEL CUESTIONARIO A LOS ABOGADOS 
 
 




















































































Conviene con la doctrina m
cuestiones de hecho ni hacer 
De la muestra total de Abogados
la doctrina mayoritaria que el recu
ni hacer una revaloración de la pru
 






SI 12 60% 
 8 40% 
ONDE 0 0% 










ayoritaria que el recurso de casación civil no per
una revaloración de la prueba 
 encuestados el 60% afirma que si efectivamente, c
rso de casación civil no permite revisar las cuestion
eba, y sòlo el 40% afirma que no. 
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O DE 
mite revisar las 
onviene con 




































Conoce usted la tesis de las senten
De la muestra total de Abogado






SI 9 45% 
 11 55% 
ONDE 0 0% 











cias arbitrarias y de las sentencias absurdas 
s encuestados el 45% afirma que si conoce la 
tencias absurdas, el 55% no conoce y el 0% no resp
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Según lo que usted conoce de la ca
sentencias absurdas, arbitrarias o q
que ello implique una revaluación de
De la muestra total de Abogados encues
de casación contra sentencias absurdas







SI 14 70% 
 5 25% 
ONDE 1 5% 
  20 100% 
 
 






sación civil considera como posible la formulación de recurso d
ue quiebren las reglas de la actividad probatoria que afecten el
 la prueba 
tados el 70% afirma que si considera como posible la formulac
, arbitrarias o que quiebren las reglas de la actividad probatoria
a revaluación de la prueba, el 25% considera que no es posi
306 
e casación contra 
 debido proceso sin 
ión de recurso 
 que afecten el 





































Considera usted que realizar el c
extraordinario y además por ello ge
excepcional de la Corte Suprema en
De la muestra total de Abogados encues
casación civil la desnaturalizaría por ser 
de lo contrario ésta podría tratarse de u






SI 13 65% 
 7 35% 
ONDE 0 0% 
  20 100% 
 
 






ontrol de hechos en la casación civil la desnaturalizaría p
neraría una tercera instancia o de lo contrario ésta podría tra
 determinados casos. 
tados el 65% afirma que si considera que realizar el control d
un recurso extraordinario y además por ello generaría una terc
na tarea excepcional de la Corte Suprema en determinados 
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or ser un recurso 
tarse de una tarea 
e hechos en la 
era instancia o 





































Según su punto de vista considera 
temas de control de hechos en casa
De la muestra total de Abogados encues
el tratamiento que le viene dando nues






SI 5 25% 
 14 70% 
ONDE 1 5% 
  20 100% 
 
 






si es correcto o no  el tratamiento que le viene dando nuestra C
ción. 
tados el 25% afirma que si, según su punto de vista considera
tra Corte Suprema a los temas de control de hechos en cas
responde. 
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orte Suprema a los 
 si es correcto 





































Si fuere posible el control fáctico e
permitiría que la Sala ingrese a
MATERIAL;B) POR INFRACCION N
AMBAS; D) NINGUNA PORQUE NO
De la muestra total de Abogados encue
MATERIAL; el 5% POR INFRACCION
UTILIZARSE AMBAS ; el  15%  NING






A 1 5% 
B 1 5% 
C 12 60% 
D 3 15% 
E 3 15% 
 
20 100% 





n la casación cuál considera usted podría ser la causal de c
 este análisis: A) INFRACCION NORMATIVA DE NORM
ORMATIVA DE NORMA DE DERECHO PROCESAL; C) PU
 ES POSIBLE EL CONTROL FACTICO y E) NO CONTESTO
stados el 5% afirma INFRACCION NORMATIVA DE NORMA 
 NORMATIVA DE NORMA DE DERECHO PROCESAL; el 
UNA PORQUE NO ES POSIBLE EL CONTROL FACTICO 
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asación óptima que 





y el 15% que 
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TABULACIÒN DEL CUESTIONARIO A LOS MAESTRISTAS 
 
 



















































































Conviene con la doctrina m
cuestiones de hecho ni hacer 
De la muestra total de Maestristas
la doctrina mayoritaria que el recu
ni hacer una revaloración de la pru
 






SI 30 75% 
 10 25% 
ONDE 0 0% 










ayoritaria que el recurso de casación civil no per
una revaloración de la prueba 
 encuestados el 75% afirma que si efectivamente, c
rso de casación civil no permite revisar las cuestion
eba, y sòlo el 25% afirma que no. 
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RO DE 
mite revisar las 
onviene con 


































Conoce usted la tesis de las senten
De la muestra total de Maestris






SI 12 30% 
 27 68% 
ONDE 1 2% 











cias arbitrarias y de las sentencias absurdas 
tas encuestados el 30% afirma que si conoce la 
tencias absurdas, el 68% no conoce y el 2% no resp
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Según lo que usted conoce de la ca
sentencias absurdas, arbitrarias o q
que ello implique una revaluación de
De la muestra total de Maestristas enc
recurso de casación contra sentencias a
afecten el debido proceso sin que ello im






SI 25 63% 
 10 25% 
ONDE 5 12% 
  40 100% 
 
 






sación civil considera como posible la formulación de recurso d
ue quiebren las reglas de la actividad probatoria que afecten el
 la prueba 
uestados el 63% afirma que si considera como posible la 
bsurdas, arbitrarias o que quiebren las reglas de la actividad 
plique una revaluación de la prueba, el 25% considera que no
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e casación contra 
 debido proceso sin 
formulación de 
probatoria que 




































Considera usted que realizar el c
extraordinario y además por ello ge
excepcional de la Corte Suprema en
De la muestra total de Maestristas encue
casación civil la desnaturalizaría por ser 
de lo contrario ésta podría tratarse de u






SI 28 70% 
 11 28% 
ONDE 1 2% 
  40 100% 
 
 






ontrol de hechos en la casación civil la desnaturalizaría p
neraría una tercera instancia o de lo contrario ésta podría tra
 determinados casos. 
stados el 70% afirma que si considera que realizar el control d
un recurso extraordinario y además por ello generaría una terc
na tarea excepcional de la Corte Suprema en determinados 
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or ser un recurso 
tarse de una tarea 
e hechos en la 
era instancia o 




































Según su punto de vista considera 
temas de control de hechos en casa
De la muestra total de Maestristas encue
el tratamiento que le viene dando nues






SI 8 20% 
 25 63% 
ONDE 7 17% 
  40 100% 
 
 






si es correcto o no  el tratamiento que le viene dando nuestra C
ción. 
stados el 20% afirma que si, según su punto de vista considera
tra Corte Suprema a los temas de control de hechos en cas
 responde. 
315 
orte Suprema a los 
 si es correcto 





































Si fuere posible el control fáctico e
permitiría que la Sala ingrese a
MATERIAL;B) POR INFRACCION N
AMBAS; D) NINGUNA PORQUE NO
De la muestra total de Maestristas e
DERECHO MATERIAL; el 25% POR IN
PUEDEN UTILIZARSE AMBAS ; el  17






A 7 18% 
B 10 25% 
C 15 38% 
D 7 17% 
E 1 2% 
 
40 100% 






n la casación cuál considera usted podría ser la causal de c
 este análisis: A) INFRACCION NORMATIVA DE NORM
ORMATIVA DE NORMA DE DERECHO PROCESAL; C) PU
 ES POSIBLE EL CONTROL FACTICO y E) NO CONTESTO
ncuestados el 18% afirma INFRACCION NORMATIVA DE
FRACCION NORMATIVA DE NORMA DE DERECHO PROC




asación óptima que 
A DE DERECHO 
EDEN UTILIZARSE 
 
 NORMA DE 
ESAL; el 38% 
TICO y el 2% 
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TABULACIÒN DEL CUESTIONARIO A LOS DOCENTES UNIVESITARIOS 
 
 



















































































Conviene con la doctrina m
cuestiones de hecho ni hacer 
De la muestra total de Docentes 
la doctrina mayoritaria que el recu
ni hacer una revaloración de la pru
 
NARIO A LOS DOCENTES UNIVERSITARIOS SEG





SI 5 50% 
 5 50% 
ONDE 0 0% 









ayoritaria que el recurso de casación civil no per
una revaloración de la prueba 
 encuestados el 50% afirma que si efectivamente, c
rso de casación civil no permite revisar las cuestion
eba, y sòlo el 50% afirma que no. 
318 
ÙN EL 
mite revisar las 
onviene con 

































Conoce usted la tesis de las senten
De la muestra total de Docente






SI 7 70% 
 1 10% 
ONDE 2 20% 











cias arbitrarias y de las sentencias absurdas 
s encuestados el 70% afirma que si conoce la 
tencias absurdas, el 10% no conoce y el 20% no res
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Según lo que usted conoce de la ca
sentencias absurdas, arbitrarias o q
que ello implique una revaluación de
De la muestra total de Docentes encues
de casación contra sentencias absurdas







SI 8 80% 
 1 10% 
ONDE 1 10% 
  10 100% 
 
 






sación civil considera como posible la formulación de recurso d
ue quiebren las reglas de la actividad probatoria que afecten el
 la prueba 
tados el 80% afirma que si considera como posible la formulac
, arbitrarias o que quiebren las reglas de la actividad probatoria
a revaluación de la prueba, el 10% considera que no es posib
320 
e casación contra 
 debido proceso sin 
ión de recurso 
 que afecten el 




































Considera usted que realizar el c
extraordinario y además por ello ge
excepcional de la Corte Suprema en
De la muestra total de Docentes encues
casación civil la desnaturalizaría por ser 
de lo contrario ésta podría tratarse de u






SI 3 30% 
 7 70% 
ONDE 0 0% 
  10 100% 
 
 






ontrol de hechos en la casación civil la desnaturalizaría p
neraría una tercera instancia o de lo contrario ésta podría tra
 determinados casos. 
tados el 30% afirma que si considera que realizar el control d
un recurso extraordinario y además por ello generaría una terc
na tarea excepcional de la Corte Suprema en determinados 
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or ser un recurso 
tarse de una tarea 
e hechos en la 
era instancia o 




































Según su punto de vista considera 
temas de control de hechos en casa
De la muestra total de Docentes encues
el tratamiento que le viene dando nues






SI 3 30% 
 7 70% 
ONDE 0 0% 
  10 100% 
 
 






si es correcto o no  el tratamiento que le viene dando nuestra C
ción. 
tados el 30% afirma que si, según su punto de vista considera
tra Corte Suprema a los temas de control de hechos en cas
responde. 
322 
orte Suprema a los 
 si es correcto 


































Si fuere posible el control fáctico e
permitiría que la Sala ingrese a
MATERIAL;B) POR INFRACCION N
AMBAS; D) NINGUNA PORQUE NO
De la muestra total de Docentes encues
MATERIAL; el 20% POR INFRACCION
UTILIZARSE AMBAS ; el  20%  NING






A 0 0% 
B 2 20% 
C 5 50% 
D 2 20% 










n la casación cuál considera usted podría ser la causal de c
 este análisis: A) INFRACCION NORMATIVA DE NORM
ORMATIVA DE NORMA DE DERECHO PROCESAL; C) PU
 ES POSIBLE EL CONTROL FACTICO y E) NO CONTESTO
tados el 0% afirma INFRACCION NORMATIVA DE NORMA 
 NORMATIVA DE NORMA DE DERECHO PROCESAL; el 
UNA PORQUE NO ES POSIBLE EL CONTROL FACTICO 
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asación óptima que 





y el 10% que 
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CUADRO COSOLIDADO POR PORCENTAJES DEL CUESTIONARIO AL TOTAL DE LA 
POBLACIÒN MUESTRAL (80= 400%) 
 




MAGISTRADOS ABOGADOS MAESTRISTAS DOCENTES UNIV TOTAL MUESTRA 
PREGUNTAS 100% 100% 100% 100% 400% 
1 
SI 90 60 75 50 275 
NO 10 40 25 50 125 
2 
SI 80 45 30 70 225 
NO 10 55 68 10 143 
NO 
RESPONDE 
10 0 2 20 32 
3 
SI 80 70 63 80 293 
NO 20 25 25 10 80 
NO 
RESPONDE 
0 5 12 10 27 
4 
SI 60 65 70 30 225 
NO 40 35 28 70 173 
NO 
RESPONDE 
0 0 2 0 2 
5 
SI 20 25 20 30 95 
NO 80 70 63 70 283 
NO 
RESPONDE 
0 5 17 0 22 
6 
A 20 5 18 0 43 
B 10 5 25 20 60 
C 10 60 38 50 158 
D 20 15 17 20 72 
E 40 15 2 10 67 
 




















































Conviene con la doctrina m
cuestiones de hecho ni hacer 
De la muestra total encuestados
mayoritaria que el recurso de cas
una revaloración de la prueba, y s
 




1 EN % 
SI 275 69% 
 125 31% 
ONDE 0 0% 










ayoritaria que el recurso de casación civil no per
una revaloración de la prueba 
 el 69% afirma que si efectivamente, conviene con
ación civil no permite revisar las cuestiones de hec
òlo el 31% afirma que no. 
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RAL 
mite revisar las 
 la doctrina 





































Conoce usted la tesis de las senten
De la muestra total encuestados e





2 EN % 
SI 225 56% 
 143 36% 
ONDE 32 8% 
  400 100% 
 
 






cias arbitrarias y de las sentencias absurdas 
l 56% afirma que si conoce la tesis de las sentencia







































Según lo que usted conoce de la ca
sentencias absurdas, arbitrarias o q
que ello implique una revaluación de
De la muestra total encuestados el 73%
contra sentencias absurdas, arbitrarias 





3 EN % 
SI 293 73% 
 80 20% 
ONDE 27 7% 
  400 100% 
 
 






sación civil considera como posible la formulación de recurso d
ue quiebren las reglas de la actividad probatoria que afecten el
 la prueba 
 afirma que si considera como posible la formulación de recurs
o que quiebren las reglas de la actividad probatoria que afe
ción de la prueba, el 20% considera que no es posible  y el 7%
327 
e casación contra 
 debido proceso sin 
o de casación 
cten el debido 





































Considera usted que realizar el c
extraordinario y además por ello ge
excepcional de la Corte Suprema en
De la muestra total encuestados el 56%
la desnaturalizaría por ser un recurso 
contrario ésta podría tratarse de una 





4 EN % 
SI 225 56% 
 173 43% 
ONDE 2 1% 
  400 100% 
 
 






ontrol de hechos en la casación civil la desnaturalizaría p
neraría una tercera instancia o de lo contrario ésta podría tra
 determinados casos. 
 afirma que si considera que realizar el control de hechos en la
extraordinario y además por ello generaría una tercera ins
tarea excepcional de la Corte Suprema en determinados c
328 
or ser un recurso 
tarse de una tarea 
 casación civil 
tancia o de lo 


































Según su punto de vista considera 
temas de control de hechos en casa
De la muestra total de Magistrados en
correcto el tratamiento que le viene dan





1 EN % 
SI 95 24% 
 283 71% 
ONDE 22 5% 
  400 100% 
 
 






si es correcto o no  el tratamiento que le viene dando nuestra C
ción. 
cuestados el 24% afirma que si, según su punto de vista c
do nuestra Corte Suprema a los temas de control de hechos e
 no responde. 
329 
orte Suprema a los 
onsidera si es 





































Si fuere posible el control fáctico e
permitiría que la Sala ingrese a
MATERIAL;B) POR INFRACCION N
AMBAS; D) NINGUNA PORQUE NO
De la muestra total de la población el11
el 15% POR INFRACCION NORMATIV
AMBAS ; el  18%  NINGUNA PORQU






A 43 11% 
B 60 15% 
C 158 39% 
D 72 18% 










n la casación cuál considera usted podría ser la causal de c
 este análisis: A) INFRACCION NORMATIVA DE NORM
ORMATIVA DE NORMA DE DERECHO PROCESAL; C) PU
 ES POSIBLE EL CONTROL FACTICO y E) NO CONTESTO
% afirma INFRACCION NORMATIVA DE NORMA DE DERECH
A DE NORMA DE DERECHO PROCESAL; el 39% PUEDEN
E NO ES POSIBLE EL CONTROL FACTICO y el 17% que
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asación óptima que 














Gràfico Nº 31 
 
GRÀFICO COSOLIDADO POR PORCENTAJES DEL CUESTIONARIO AL TOTAL DE LA POBLACIÒN MUESTRAL (80) 
  
 































PREGUNTA No. 01: Conviene con la doctrina mayoritaria que el recurso de 
casación civil no permite revisar las cuestiones de hecho ni hacer una 
revaloración de la prueba.
MAGISTRADOS 
Cuadro Nº 1 
 
PREGUNTA No. 01: Conviene con la doctrina mayoritaria que el recurso de casación civil no permite 
revisar las cuestiones de hecho ni hacer una revaloración de la prueba. 
 





Válidos SI 9 90,0 90,0 90,0 
NO 1 10,0 10,0 100,0 
Total 10 100,0 100,0   
 
 



































PREGUNTA No. 01: Conviene con la doctrina mayoritaria que el recurso de casación civil no permite revisar 

















- Si, dado el carácter nomofiláctico y la diferencia con el recurso de apelación, según el cuadro Nº 1, el  90% de los 
magistrados afirmaron que si conviene con la doctrina mayoritaria que el recurso de casación civil no permite revisar las 
cuestiones de hecho ni hacer una revaloración de la prueba. 
  
- El RC no se trata de una tercera instancia sino prevista para la adecuada aplicación del derecho objetivo y la 
uniformidad de la jurisprudencia, al respecto el cuadro Nº 2, nos permite afirmar que la mayoría de los magistrados 
afirmaron que si es conveniente la doctrina mayoritaria, este resultado es observable en la moda (1 = si). 
 
- De los resultados del cuadro Nº 2, nos permitimos afirmar, que los magistrados en su mayoría (moda 1= si) opinan, que 
si se detecta la infracción normativa se debe devolver a la instancia para un nuevo pronunciamiento. 
 
- El cuadro Nº 2, nos permite afirmar que, más del 50% (mediana 1=si) de los magistrados opinan que si consideramos el 
criterio de valoración, volver a revisarlo va en contra de los fines del proceso, por esta vía se regresa al viejo RN, al 
respecto. 
  
- Los magistrados en su mayoría (Moda 1=si) según el cuadro Nº 2, opinaron que la casación no controla la “justicia” de 
la decisión, la que lleva a una errónea determinación de los hechos en el caso concreto.  
 
- La opinión del 90% de los magistrados gráfico Nº 1, es que el RC sirve para determinar la “adecuada” aplicación del 
derecho a los hechos, bien o mal determinados no importa. 
 
- En su mayoría según el cuadro Nº 2, los magistrados opinaron que, el RC en seda nacional está pensado para la 
protección del ius constitutionis no del ius litigatoris. 
 
-Asimismo podemos afirmar según los resultados del cuadro Nº 2. La mayoría de los Magistrados opinaron que, si la 
Corte de Casación conoce de hecho ya estaremos ante una institución distinta no una de casación. 
 
- E n su mayoría según el cuadro Nº 2, los magistrados opinaron que si conviene la doctrina mayoritaria para que el 
recurso de casación civil no permite  las cuestiones de hecho ni hacer un revaloración de la prueba, aunque se admite 




El 10% de los magistrados respondieron  que el recurso de casación  civil no permite revisar las cuestiones de hecho ni  
hacer una revaloración de la prueba a través de la doctrina mayoritaria porque ello sólo se puede utilizar 




Cuadro Nº 3 
 
  
PREGUNTA No. 02: Conoce usted la tesis de las sentencias arbitrarias y de las sentencias absurdas: 
 





Válidos SI 8 80,0 80,0 80,0 
NO 1 10,0 10,0 90,0 
NO RESPONDE 1 10,0 10,0 100,0 


























































Cuadro Nº 4 
 
 
PREGUNTA No. 02: Conoce usted la tesis de las sentencias arbitrarias y de las sentencias absurdas:  







• Los resultados del cuadro Nº 3, el 80% de los magistrados afirmaron conocer las sentencias arbitrarias, que 
son aquellas emitidas sin adecuada motivación o se desestimaron pruebas que debieron estimarse. 
• La mayoría de los Magistrados, en el cuadro Nº 4 (moda 1=si) afirmaron conocer las sentencias Absurdas, 
sustentadas en ilogicidades, se interpreto medios de prueba contraria a la ley o a las reglas de la actividad 
probatoria. 
• Asimismo más del 50% de los magistrados según el cuadro Nº 4 respondieron conocer las sentencias 
Arbitrarias por que contiene fallos con inadecuada e incongruente motivación entre el derecho y los hechos. 
• Según el gráfico Nº 2, el 80% de los Magistrados afirmaron conocer las sentencias arbitrarias, porque son 


















PREGUNTA No. 03: Según lo que usted conoce de la casación civil considera 
como posible la formulación de recurso de casación contra sentencias 
absurdas, arbitrarias o que quiebren las reglas de la actividad probatoria que 
afecten el debido proceso sin que
• En su mayoría, según la moda cuadro Nº 4, los magistrados afirmaron que la sentencia absurda, es la que se 
dicta contra la lógica, tiene decisión descabellada. 
• También los magistrados en su mayoría (80%), afirmaron que las sentencias arbitrarias, son creadas por la 
Corte Suprema Argentina. 
• Del cuadro Nº 4, nos permitimos afirmar que los magistrados en más del 50% ( mediana 1=si), conocen las 
sentencias arbitrarias, como aquellas cuyo fallo carece de justificación racional (premisas erradas)  
• Los magistrado en un 80%, afirmaron que la sentencia absurda es aquella cuyo fallo no es la consecuencia 
lógica de las premisas. 
• Asimismo el cuadro Nº 4, nos permite afirmar que los magistrados en su mayoría opinan que la sentencia 
arbitraria y absurda tienen una diferencia sutil, por la cual se puede entender una por la otra. 
• Finalmente el cuadro Nº 4, también nos permite afirmar que la mayoría de los magistrados afirmaron conocer la 
sentencia arbitraria, porque cuando tenga defectos de motivación, toda decisión deber ser la consecuencia 




No tiene ningún criterio 






Cuadro Nº 5 
 
 
PREGUNTA No. 03: Según lo que usted conoce de la casación civil considera como posible la 
formulación de recurso de casación contra sentencias absurdas, arbitrarias o que quiebren las reglas 
de la actividad probatoria que afecten el debido proceso sin que ello implique una revaluación de la 
prueba. 
 





Válidos SI 8 80,0 80,0 80,0 
NO 2 20,0 20,0 100,0 
Total 10 100,0 100,0   
 
 


























Cuadro Nº 6 
 
PREGUNTA No. 03: Según lo que usted conoce de la casación civil considera como posible la formulación de 
recurso de casación contra sentencias absurdas, arbitrarias o que quiebren las reglas de la actividad 
probatoria que afecten el debido proceso sin que ello implique una revaluación de la prueba. 
 








• Según el gráfico Nº 3, el 80% de los magistrados afirmaron que sí, la casación civil considera como posible la 
formulación de recursos de casación contra sentencias absurdas, arbitrarias o que quiebren las reglas de la 
actividad probatoria que afecten el debido proceso sin que ello implique una revaluación de la prueba, porque 
no implica una nueva apreciación sobre el valor de determinados hechos y pruebas dentro del margen de la 
lógica y reglas aceptables de la actividad probatoria, sino anular sentencias que objetivamente vulneran el 
debido proceso en su vertiente del derecho a probar. 
 
• Según el cuadro Nº 6, podemos afirmar que en su mayoría (moda, 1=si) los magistrados afirmaron que la 
casación civil considera como posible la formulación de recursos de casación contra sentencias absurdas, 
arbitrarias o que quiebren las reglas de la actividad probatoria que afecten el debido proceso sin que ello 
implique una revaluación de la prueba, porque la sentencia arbitraria se encuentra dentro de un supuesto 
de infracción normativa que incide directamente sobre la decisión. 
 
• Asimismo el cuadro Nº 6, nos permite observar que más del 50%  (mediana, 1=si) de los magistrados afirmaron 
que una sentencia que no cumple las reglas de la lógica tiene problemas de estructura interna, en su 
motivación, que sin duda cabe es cuestionable por afectar el debido proceso. 
 
• La opinión de 8 de los 10 magistrados entrevistados, observados en el cuadro Nº 5, nos permite afirmar que la 
casación civil considera como posible la formulación de recursos de casación contra sentencias absurdas, 
arbitrarias o que quiebren las reglas de la actividad probatoria que afecten el debido proceso sin que ello 
implique una revaluación de la prueba, por que se hace invocando la violación del debido proceso.  
 
• En su mayoría los magistrados a la pregunta respectiva respondieron que la casación civil considera como 
posible la formulación de recursos de casación contra sentencias absurdas, arbitrarias o que quiebren las 
reglas de la actividad probatoria que afecten el debido proceso sin que ello implique una revaluación de la 
prueba porque no se pide una reevaluación de la prueba sino un control de logicidad. 
 
• El 80% de los 10 magistrados, según el gráfico Nº 3, consideran que la casación civil considera como posible la 
formulación de recursos de casación contra sentencias absurdas, arbitrarias o que quiebren las reglas de la 
actividad probatoria que afecten el debido proceso sin que ello implique una revaluación de la prueba, Si 
en la medida que se constituya una infracción normativa que incida sobre la decisión contenida en la resolución 
impugnada. 
• La mayoría de los magistrados opinaron que la decisión arbitraria es inconstitucional por ser violatoria al debido 




















PREGUNTA No. 04: Considera usted que realizar el control de hechos en la 
casación civil la desnaturalizaría por ser un recurso extraordinario y además 
por ello generaría una tercera instancia o de lo contrario ésta podría tratarse 
de una tarea excepcional
 
• El cuadro Nº 5, nos permite afirmar que el 80% de los magistrados  opinaron que la casación civil considera 
como posible la formulación de recursos de casación contra sentencias absurdas, arbitrarias o que quiebren 
las reglas de la actividad probatoria que afecten el debido proceso sin que ello implique una revaluación de la 
prueba,  porque sólo es posible cuestionar las decisiones arbitrarias en tanto en ella se aplicó indebidamente la 
ley o se inaplicó. 
 
CRITERIOS NO: 
• Del gráfico Nº 3, se afirma que el 10% de los magistrados tienen una opinión negativa a que la casación civil 
considera como posible la formulación de recursos de casación contra sentencias absurdas, arbitrarias o que 
quiebren las reglas de la actividad probatoria que afecten el debido proceso sin que ello implique una 
revaluación de la prueba porque es difícil analizar en casación el quiebre de las reglas de la actividad 
probatoria que afecten el debido proceso sin que ello no implique una revaluación de la prueba. 
 
• 2 de los 10 magistrados, según el cuadro Nº5 opinaron que no es posible que la casación civil considera como 
posible la formulación de recursos de casación contra sentencias absurdas, arbitrarias o que quiebren las 
reglas de la actividad probatoria que afecten el debido proceso sin que ello implique una revaluación de la 
prueba puesto que la actividad probatoria es eminentemente fáctica y su revisión implicará volver a examinar y 
evaluar las pruebas. 
• Asimismo la minoría de los magistrados 10% según gráfico Nº 3, mencionan que no es posible que la casación 
civil considera como posible la formulación de recursos de casación contra sentencias absurdas, arbitrarias o 
que quiebren las reglas de la actividad probatoria que afecten el debido proceso sin que ello implique una 




   
PREGUNTA No. 04: Considera usted que realizar el control de hechos en la casación civil la 
desnaturalizaría por ser un recurso extraordinario y además por ello generaría una tercera instancia o 
de lo contrario ésta podría tratarse de una tarea excepcional. 
 
Cuadro Nº 7 
 





Válidos SI 6 60,0 60,0 60,0 
NO 4 40,0 40,0 100,0 
Total 10 100,0 100,0   
 
 


















Cuadro Nº 8 
 
PREGUNTA No. 04: Considera usted que realizar el control de hechos en la casación civil la desnaturalizaría 
por ser un recurso extraordinario y además por ello generaría una tercera instancia o de lo contrario ésta 
podría tratarse de una tarea excepcional  










• Del cuadro Nº 7, se afirma que 6 de los 10 magistrados opinaron que si se realiza el control de hechos en la 
casación civil la desnaturalizaría por ser un recurso extraordinario y además por ello generaría una tercera 
instancia o de lo contrario ésta podría tratarse de una tarea excepcional porque  ya no habría diferencia con la 
apelación. 
 
• El gráfico Nº 4, nos permite observar que el 60% de los magistrados afirmaron que si se realiza el control de 
hechos en la casación civil la desnaturalizaría por ser un recurso extraordinario y además por ello generaría 
una tercera instancia o de lo contrario ésta podría tratarse de una tarea excepcional  por lo que se convertiría 
en tercera instancia y no debe olvidarse los fines de la casación. 
 
• La mayoría de los magistrados cuadro Nº 8 (moda 1=si), nos permite afirmar que si se realiza el control de 
hechos en la casación civil la desnaturalizaría por ser un recurso extraordinario y además por ello generaría 
una tercera instancia o de lo contrario ésta podría tratarse de una tarea excepcional porque si bien puede 
darse como excepción, en nuestra realidad se puede dar de manera regular. 
 
• Más del 50% de los magistrados cuadro Nº 8 (mediana 1=si) opinaron que si se realiza el control de hechos en 
la casación civil la desnaturalizaría por ser un recurso extraordinario y además por ello generaría una tercera 




• Del gráfico Nº 5, se afirma que el 40% de los magistrados opinaron que de realizarse el control de hechos en la 
casación civil no la desnaturalizaría por ser un recurso extraordinario y además no por ello generaría una 
tercera instancia  y tampoco ésta podría tratarse de una tarea excepcional porque lo extraordinario de la 
casación no debe afectar el valor de la justicia, por ello debe ser excepcional.  
 
• Del cuadro Nº 7, se puede afirmar que 4 de los 10 magistrados opinaron que de realizarse el  control de hechos 
en la casación civil no la desnaturalizaría por ser un recurso extraordinario y además no por ello generaría una 
tercera instancia y no necesariamente podría tratarse de una tarea excepcional puesto que todo es cuestión de 
política legislativa. 
 
• La opinión de la minoría de los magistrados nos permite afirmar que realizar el control de hechos en la 
casación civil no la desnaturalizaría porque el TC hace de tercera instancia y aun así hace control 
nomofiláctico. 
•   Asimismo el 40% de los magistrados afirmaron que de realizarse el control de hechos en la casación civil no 
la desnaturalizaría porque no debe valorarse nuevamente, la revisión debe ser de la estructura lógica, los 
hechos en esa instancia deben ser los relacionados con la motivación y por excepción cabría respecto de la 


















PREGUNTA No. 05: Según su punto de vista considera si es correcto o no  el 
tratamiento que le viene dando nuestra Corte Suprema a los temas de control 
de hechos en casación.
Estadísticos 
 
Cuadro Nº 9 
 
PREGUNTA No. 05: Según su punto de vista considera si es correcto o no  el tratamiento que le viene 
dando nuestra Corte Suprema a los temas de control de hechos en casación. 
 





Válidos SI 2 20,0 20,0 20,0 
NO 8 80,0 80,0 100,0 
Total 10 100,0 100,0   
 
 





























Cuadro Nº 10 
 
PREGUNTA No. 05: Según su punto de vista considera si es correcto o no  el tratamiento que le viene dando 
nuestra Corte Suprema a los temas de control de hechos en casación.  
 












• Del gráfico Nº 5, se afirma que sólo el 20% de los 10 magistrados opinaron de que el tratamiento que le viene 
dando nuestra Corte Suprema a los temas de control de hechos en casación es correcto porque  este tema se 
ha tratado a través de la motivación. 
 
CRITERIOS NO: 
• Del gráfico Nº 5, se informa la opinión del 80% de los magistrados de que el tratamiento  que le viene dando 
nuestra corte suprema a los temas de control de hechos en casación no es correcto porque en casi la totalidad 
de los casos en los que se centre el debate en hechos  el RC fue declarado improcedente, pero, omite 
pronunciamiento sobre  sentencias absurdas y/o arbitrarias. 
 
• La mayoría de los magistrados cuadro Nº 10, (moda, 2=no) opinaron que no es correcto el tratamiento  que le 
viene dando nuestra corte suprema a los temas de control de hechos en casación porque en ciertos casos se 
ha convertido en tercera instancia y la motivación es contradictoria. 
 
• El hecho de que más del 50% de los magistrados según el cuadro Nº 10 (mediana, 2=no), afirmen que no es 
correcto el tratamiento  que le viene dando nuestra corte suprema a los temas de control de hechos en 
casación se debe a que la Corte Suprema no tiene posición “fija” sobre el tema y además se hace 
indirectamente cuando se alegan por el abogado defectos en la motivación. 
 
• Asimismo podemos afirmar según los resultados del cuadro Nº 9, que en su mayoría 8 de los 10 magistrados 
opinan que no es correcto el tratamiento  que le viene dando nuestra corte suprema a los temas de control de 
hechos en casación porque las salas en algunos casos hacen función dikelógica, justicia al caso concreto 
(Casación No. 3441-2000-Moquegua), pero, esa no es una función de la casación y en consecuencia los 
pronunciamientos no tienen uniformidad y más bien es errática, siendo impredecible el criterio de la Corte 
Suprema y en algunos casos ingresa a analizar los hechos y la prueba, en los casos en los que parece 




Cuadro Nº 11 
 
   
PREGUNTA No. 06: Si fuere posible el control fáctico en la casación cuál considera usted podría ser la causal 
de casación óptima que permitiría que la Sala ingrese a este análisis. 
 






NORMATIVA DE NORMA 
DE DERECHO MATERIAL 
1 10,0 10,0 10,0 
POR INFRACCION 
NORMATIVA DE NORMA 
DE DERECHO 
PROCESAL 
2 20,0 20,0 30,0 
PUEDEN UTILIZARSE 
AMBAS 4 40,0 40,0 70,0 
NINGUNA PORQUE NO 
ES POSIBLE EL 
CONTROL FACTICO 
2 20,0 20,0 90,0 
NO CONTESTO 1 10,0 10,0 100,0 




NO CONTESTONINGUNA PORQUE NO 























PREGUNTA No. 06: Si fuere posible el control fáctico en la casación cuál 
considera usted podría ser la causal de casación óptima que permitiría que la 
Sala ingrese a este análisis.
NO CONTESTONINGUNA PORQUE 































PREGUNTA No. 06: Si fuere posible el control fáctico en la casación cuál 
considera usted podría ser la causal de casación óptima que permitiría que la 














































PREGUNTA No. 06: Si fuere posible el control fáctico en la casación cuál considera usted podría ser la causal 
de casación óptima que permitiría que la Sala ingrese a este análisis.  















• Del cuadro Nº 11, obtenemos la información de que las ideas son compartidas pero 2 de los 10 magistrados 
afirmaron que si fuere posible el control fáctico en la casación la causal sería ninguna porque no es posible el 
control fáctico, porque no se trata de poner una causal sino de repensar que tipo de casación concebimos caso 
contrario repensar si retornamos al recurso de nulidad. 
 
• Del gráfico Nº 6, nos permitimos afirmar que el 20% de los  magistrados opinan que si fuere posible el control 
fáctico en la casación la causal de casación óptima que permitiría que la Sala ingrese a este análisis 
sería por infracción normativa de norma de derecho procesal sin embargo no se debe olvidar que la 
infracción normativa de una norma de prueba puede determinar una violación procesal o material pasible de 
RC, el carácter híbrido de la norma de prueba así lo permite.  
 
• Finalmente del gráfico Nº 6, podemos mencionar que la opinión del 40% de los 10 magistrados la causal  para 
que fuere posible el control fáctico en la casación óptima que permitiría que la Sala ingrese a este 
análisis, serían por infracción normativa de norma de derecho material y por infracción normativa de 
norma de derecho procesal, vale decir ambas la cual permitiría discutir la valoración judicial de alguno de 






Cuadro Nº 13 
 
PREGUNTA No. 01: Conviene con la doctrina mayoritaria que el recurso de casación civil no permite revisar las 
cuestiones de hecho ni hacer una revaloración de la prueba. 
 
  





Válidos SI 12 60,0 60,0 60,0 
NO 8 40,0 40,0 100,0 
Total 20 100,0 100,0   
 
Cuadro Nº 14 
 
PREGUNTA No. 01: Conviene con la doctrina mayoritaria que el recurso de casación civil no permite revisar 
las cuestiones de hecho ni hacer una revaloración de la prueba.  














• Del cuadro Nº 13, se afirma que el 60% de los abogados opinaron que la doctrina mayoritaria que el recurso de 
casación civil no permite revisar las cuestiones de hecho ni hacer una revaloración de la prueba, por no ser 
instancia. 
 
• 12 de los 20 abogados según el cuadro Nº 13,  afirman que la doctrina mayoritaria que el recurso de casación 
civil no permite revisar las cuestiones de hecho ni hacer una revaloración de la prueba porque se convierte en  
tercera instancia y en consecuencia con la decisión de la Sala Superior la exigencia de doble instancia queda 
satisfecha, no se requiere otra instancia posterior. 
 
• La mayoría de los abogados según el cuadro Nº 14 (moda 1=si), piensan que con la doctrina mayoritaria que el 
recurso de casación civil no permite revisar las cuestiones de hecho ni hacer una revaloración de la prueba 
porque es un límite por ser un recurso extraordinario, en cual no hay posibilidad que la Corte revise y evalúe 




• Del cuadro Nº 13, se obtiene la información que el 40% de los abogados opinan de que no es posible que con 
la doctrina mayoritaria el recurso de casación civil no permite revisar las cuestiones de hecho ni hacer una 
revaloración de la prueba porque ello  permitiría el verdadero análisis de la valoración de pruebas realizada. 
 
• El cuadro Nº 13 nos permite afirmar que el 40% de los abogados afirman que no conviene que con la doctrina 
mayoritaria que el recurso de casación civil no permite revisar las cuestiones de hecho ni hacer una 
revaloración de la prueba porque no se puede separar el hecho del derecho, la Corte actúa como sede de 
instancia. 
 
• 8 de 12 abogados responden que no conviene que con la doctrina mayoritaria que el recurso de casación civil 
no permite revisar las cuestiones de hecho ni hacer una revaloración de la prueba porque la Sala siempre 
requiere de los hechos del proceso, sin ellos no se podría contrastar la norma, asimismo la revaloración es 
posible cuando el juez inferior erró en esta tarea y finalmente la revaloración debe ser excepcional si el juez de 
grado cometió alguna infracción. 
 
• El 40% de los abogados, según el cuadro Nº 13 dicen que no conviene que con la doctrina mayoritaria que el 
recurso de casación civil no permite revisar las cuestiones de hecho ni hacer una revaloración de la prueba ello 
se debe a que los jueces revisan necesariamente los hechos para resolver el caso y si no es así es posible por 
el fin dikelógico de la casación apartándose de los fines clásicos de la casación.  
 
• Menos del 50% de los abogados opinaron que no es posible que con la doctrina mayoritaria que el recurso de 
casación civil no permite revisar las cuestiones de hecho ni hacer una revaloración de la prueba, esto se hace 
posible cuando el defecto de la resolución es por motivación (insuficiente, aparente, falta motivación interna o 
externa, incongruente o sin justificación de las premisas, por lo tanto se hace necesario en nuestro medio que 




Cuadro Nº 15 
 


























PREGUNTA No. 02: Conoce usted la tesis de las sentencias arbitrarias y de 
las sentencias absurdas:





Válidos SI 9 45,0 45,0 45,0 
NO 11 55,0 55,0 100,0 
Total 20 100,0 100,0   
 





























Cuadro Nº 16 
 
PREGUNTA No. 02: Conoce usted la tesis de las sentencias arbitrarias y de las sentencias absurdas:  













• Del gráfico Nº 7, afirmamos que sólo el 45% de los abogados conocen tesis de las sentencias arbitrarias y de 
las sentencias absurdas, sin embargo admite no conocer a fondo el instituto. 
• Del gráfico Nº 7, nos permitimos afirmar que menos del 50% de los abogados conocen la tesis de las 
sentencias arbitrarias y de las sentencias absurdas por lo que mencionan que la decisión absurda se trata de 
un defecto de motivación que pone en evidencia error en el proceso lógico, asimismo la sentencias arbitrarias 


















PREGUNTA No. 03: Según lo que usted conoce de la casación civil considera 
como posible la formulación de recurso de casación contra sentencias 
absurdas, arbitrarias o que quiebren las reglas de la actividad probatoria que 
afecten el debido proceso sin que
• El 45% de los abogados entrevistados admitieron que si conocen la tesis de las sentencias arbitrarias y de las 
sentencias absurdas y afirman que la arbitraria es la que no valora de manera suficiente las pruebas y las 
normas no se analizan con profundidad y ello permite defectos graves, con apartamiento de la solución 
normativa o carece de fundamentación, en tanto definen la sentencia absurda con graves errores de 
interpretación incoherente, insostenible o contradictoria. 
• 9 de 20 abogados entrevistados según el cuadro Nº 15 afirman conocer la tesis de las sentencias arbitrarias y 
de las sentencias absurdas porque la sentencia arbitraria evalúa inadecuadamente los hechos (fáctica) 
Deforma u omite el derecho (normativa) y mientras que las sentencias absurdas contravienen las reglas de la 
lógica (formal) o incurren en error en la apreciación de las normas de la prueba (material). 
 
CRITERIOS NO: 
• En su mayoría según cuadro N º 16 (moda 2=no), los abogados no conocen la tesis de las sentencias 





PREGUNTA No. 03: Según lo que usted conoce de la casación civil considera como posible la formulación de recurso 
de casación contra sentencias absurdas, arbitrarias o que quiebren las reglas de la actividad probatoria que afecten el 
debido proceso sin que ello implique una revaluación de la prueba. 
 
Cuadro Nº 17 
 





Válidos SI 14 70,0 70,0 70,0 
  NO 5 25,0 25,0 95,0 
  NO CONTESTÓ  1 5,0 5,0 100,0 
  Total 20 100,0 100,0   
 






























PREGUNTA No. 03: Según lo que usted conoce de la casación civil considera como posible la formulación de 
recurso de casación contra sentencias absurdas, arbitrarias o que quiebren las reglas de la actividad 
probatoria que afecten el debido proceso sin que implique una revaluación de la prueba. 
 
 













• Del gráfico Nº 8, afirmamos que el 70%  de los 20 abogados dijeron que si, la casación civil considera como 
posible la formulación de recurso de casación contra sentencias absurdas, arbitrarias o que quiebren las reglas 
de la actividad probatoria que afecten el debido proceso sin que ello implique una revaluación de la prueba. 
pero siempre en cuando cumpla con los requisitos de admisión del RC ya que la omisión de análisis o 
actuación de medio probatorio afecta el derecho al debido proceso (derecho defensa) 
 
• Según el cuadro Nº 18, se afirma que la mayoría (moda 1=si) de los abogados entrevistados en el cuestionario 
respectivo dicen que si, la casación civil considera como posible la formulación de recurso de casación contra 
sentencias absurdas, arbitrarias o que quiebren las reglas de la actividad probatoria que afecten el debido 
proceso sin que ello implique una revaluación de la prueba, siempre que la valoración de la prueba no se haya 
hecho correctamente o si es que el juez no valoró adecuadamente la prueba, ello se puede hacer a través del 
control de logicidad de la sentencias, si el juez no ha respetado las reglas de la lógica. 
 
• Afirmamos según el cuadro Nº 18, que más del 50% (mediana 1=si) de los abogados contestaron que si, la 
casación civil considera como posible la formulación de recurso de casación contra sentencias absurdas, 
arbitrarias o que quiebren las reglas de la actividad probatoria que afecten el debido proceso sin que ello 
implique una revaluación de la prueba.  - Si porque una sentencia absurda vulnera la debida motivación de las 
resoluciones judiciales porque la sentencia debe estar sustentada en un razonamiento válido y lo arbitrario o 
absurdo siempre genera una inadecuada aplicación del derecho objetivo la cual es causal de afectación al 
debido proceso. 
• Finalmente afirmamos según el gráfico N º 8, que el 70% de los abogados dicen que si es posible que la 
casación civil considera como posible la formulación de recurso de casación contra sentencias absurdas, 
arbitrarias o que quiebren las reglas de la actividad probatoria que afecten el debido proceso sin que ello 
implique una revaluación de la prueba porque cuando las sentencias presente graves defectos de motivación 
que afecten el debido proceso, pero no para reevaluar la prueba sino para determinar defectos en la actividad 


















PREGUNTA No. 04: Considera usted que realizar el control de hechos en la 
casación civil la desnaturalizaría por ser un recurso extraordinario y además 
por ello generaría una tercera instancia o de lo contrario ésta podría tratarse 
de una tarea excepcional
 
CRITERIOS NO: 
• De acuerdo al gráfico Nº 8, se afirma que apenas el 25% de los abogados dicen que no es posible que la 
casación civil considera como posible la formulación de recurso de casación contra sentencias absurdas, 
arbitrarias o que quiebren las reglas de la actividad probatoria que afecten el debido proceso sin que ello 
implique una revaluación de la prueba porque la Sala solo debe ver fundamentalmente cuestiones de derecho 
ya que en estos casos no se aprecia ninguna afectación al debido proceso:1) acceso a la tutela jurisdiccional, 
2) independencia del juez, 3) imparcialidad de juez, 4) juez natural, 5) derecho de defensa, 6) motivación de las 






Cuadro Nº 19 
 
 
PREGUNTA No. 04: Considera usted que realizar el control de hechos en la casación civil la desnaturalizaría por ser un 
recurso extraordinario y además por ello generaría una tercera instancia o de lo contrario ésta podría tratarse de una 
tarea excepcional de la Corte Suprema en determinados casos. 
 
 





Válidos SI 13 65,0 65,0 65,0 
NO 7 35,0 35,0 100,0 
Total 20 100,0 100,0   
 
 






























Cuadro Nº 20 
 
 
PREGUNTA No. 04: Considera usted que realizar el control de hechos en la casación civil la desnaturalizaría 
por ser un recurso extraordinario y además por ello generaría una tercera instancia o de lo contrario ésta 
podría tratarse de una tarea excepcional  
 












• Del cuadro Nº  19, se afirma que 13 de los 20 abogados opinaron que realizar el control de hechos en la 
casación civil  si desnaturalizaría por ser un recurso extraordinario y además por ello generaría una tercera 
instancia o de lo contrario ésta podría tratarse de una tarea excepcional de la Corte Suprema en determinados 
casos ya que los hechos se controlan por el juez de fallo y de revisión y en consecuencia esta puede ser una 
tarea excepcional de la Corte Suprema, pero, se requiere de una modificación normativa y es sabido que la 
tarea del RC es el control normativo, si hubiera posibilidad debe modificarse la norma procesal. 
• Del gráfico Nº 9, nos permitimos asegurar que realizar el control de hechos en la casación civil  si 
desnaturalizara por ser excepcional sólo cuando se trate  de un asunto altamente controvertido cuya 
interpretación coadyuve de gran manera a la correcta aplicación de la ley, de lo contrario no se puede, ya que 
la casación no es instancia y sólo será posible (excepcionalmente) para revisar la razonabilidad de la 
apreciación de la prueba si hubiera arbitrariedad manifiesta, de lo contrario la convertiríamos en tercera 
instancia. 
 
• La mayoría de los abogados cuadro Nº 20 (moda 1=si) afirman que de realizarse el control de hechos en la 
casación civil si desnaturalizaría porque los jueces supremos no tienen ya que merituar la prueba aportada por 
las partes ni las conclusiones a las que ha llegado el inferior al analizarlas (salvo los excepcionales casos 
basados en la teoría del absurdo y la arbitrariedad, como por ejemplo, cuando el juez al analizar un documento 
dice que contiene un contrato cuando en realidad contiene un testamento. 
 
• Asimismo del cuadro Nº 20 se afirma que más del 50% (mediana 1=si) de los abogados opinaron que si se 
realiza el control de hechos en la casación civil si desnaturalizaría, si se permite con ligereza la posibilidad de 




• Del cuadro Nº 19, se afirma que 7 de los 20 abogados dicen que realizar el control de hechos en la casación 
civil no desnaturalizaría ya que esta debe ser una función excepcional, ya que el hecho y el derecho son dos 
cuestiones indisolubles. 
• Del gráfico Nº 9, se informa que el 35% de los abogados entrevistados dicen que de realizar el control de 







hechos y lo puede hacer cuando hay error puesto que el control de hechos se daría para determinar una 
correcta aplicación de la ley. 
• Menos del 50% de los abogados dicen que no desnaturaliza el recurso ni lo convierte en tercera instancia, si no 
que le brinda a la Corte Suprema una forma excepcional de otorgar TJE, porque existen aspectos fácticos que 
harían que se privilegie la justicia al caso concreto antes que los fines clásicos de la casación. 
• Asimismo el 35% de los abogados dicen que de realizar el control de hechos en la casación civil  no 
desnaturaliza porque se puede hacer cuando se hubiera violado el derecho a la debida motivación de la 
decisión y ello se debe hacer sin convertir a la Suprema en tercera instancia. 
• Finalmente de acuerdo al cuadro Nº 20, la minoría de los abogados dicen que de realizar el control de hechos 
en la casación civil no desnaturalizaría porque no cabe la revisión de todos los hechos sino de aquellos en los 
que se ha incurrido en error 
Estadísticos 
 
PREGUNTA No. 05: Según su punto de vista considera si es correcto o no  el tratamiento que le viene dando nuestra 
Corte Suprema a los temas de control de hechos en casación. 
 
Cuadro Nº 21 
 





Válidos SI 5 25,0 25,0 25,0 
  NO 14 70,0 70,0 95,0 
  NO CONTESTO 1 5,0 5,0 100,0 
  Total 20 100,0 100,0   
 
















PREGUNTA No. 05: Según su punto de vista considera si es correcto o no  el 
tratamiento que le viene dando nuestra Corte Suprema a los temas de control 






Cuadro Nº 22 
 
PREGUNTA No. 05: Según su punto de vista considera si es correcto o no  el tratamiento que le viene dando 
nuestra Corte Suprema a los temas de control de hechos en casación.  
 











• Del cuadro Nº 21, sólo 5 de los 20 abogados consideran que el tratamiento que le viene dando nuestra corte 
suprema a los temas de control en los hechos de casación es correcto cuando sólo se deben limitar a los 
hechos probados. 
 
• Del gráfico Nº 10, se afirma que según el punto de vista de los abogados sólo el 25% considera que si es 
correcto el tratamiento que le viene dando nuestra corte suprema a los temas de control en los hechos de 
casación ya que no es posible el control de hecho y prueba, pero si se hace control de logicidad por lo tanto 
sólo se debe evaluar la infracción normativa de derecho material y procesal. 
• El 25% de los abogados opinan que el tratamiento que le viene dando nuestra corte suprema a los temas de 
control en los hechos de casación son correctos porque  hay casos en los que la Corte Suprema se ha 
convertido en tercera instancia (Ver Casación No. 75-20008-Cajamarca) y entonces la Corte Suprema ha 




• En su mayoría cuadro Nº 22, el punto de vista de los abogados  es que el tratamiento que le viene dando 
nuestra corte suprema a los temas de control en los hechos de casación no son correctos porque no hay 
información adecuada sobre el tema, en consecuencia no hay criterio uniforme sobre el tema en la Corte 
Suprema. 
• Los abogados en su mayoría es decir 70% de los 20, opinan que no es correcto el tratamiento que le viene 
dando nuestra corte suprema a los temas de control en los hechos de casación y ello se debe a la falta de 
difusión sobre el tema que es novedoso es así que la misma Corte Suprema ante hechos iguales contenidos 
en casos diferentes resuelve de forma disímil. 
• De acuerdo al punto de vista de los abogados en más del 50%  afirman que no es correcto el tratamiento que 
le viene dando nuestra corte suprema a los temas de control en los hechos de casación porque la Corte 
Suprema viene señalando que están proscritos los hechos en casación, sin embargo no se debe perder de 
vista que no existen zonas exentas de control constitucional, por tanto de preferir el criterio de la Suprema 
estaríamos haciendo prevalecer sentencias incongruentes, absurdas, arbitrarias en detrimento de una decisión 
justa. 
• Asimismo podemos afirmar que el 70% de loa abogados opinan que no es correcto el tratamiento que le viene 
dando nuestra corte suprema a los temas de control en los hechos de casación porque el sustento de las 
decisiones judiciales de la Suprema es muy pobre y además la tesis no tiene aceptación  en las decisiones de 
la Corte Suprema, por ello se requiere criterios más objetivos de la máxima autoridad judicial para determinar si 
es posible usar esta situación como excepcional, ya que el sólo análisis de normas no permite determinar si las 









Cuadro Nº 23 
 
PREGUNTA No. 06: Si fuere posible el control fáctico en la casación cuál considera usted podría ser la causal de 
casación óptima que permitiría que la Sala ingrese a este análisis. 
 
  






NORMATIVA DE NORMA 
DE DERECHO MATERIAL 
1 5,0 5,0 5,0 
POR INFRACCION 
NORMATIVA DE NORMA 
DE DERECHO 
PROCESAL 
1 5,0 5,0 10,0 
PUEDEN UTILIZARSE 
AMBAS 12 60,0 60,0 70,0 
NINGUNA PORQUE NO 
ES POSIBLE EL 
CONTROL FACTICO 
3 15,0 15,0 85,0 
NO CONTESTO 3 15,0 15,0 100,0 
Total 20 100,0 100,0   
 
Gráfico Nº 11 
 
NO CONTESTONINGUNA PORQUE 





























PREGUNTA No. 06: Si fuere posible el control fáctico en la casación cuál 
considera usted podría ser la causal de casación óptima que permitiría que la 












PREGUNTA No. 06: Si fuere posible el control fáctico en la casación cuál considera usted podría ser la causal 
de casación óptima que permitiría que la Sala ingrese a este análisis.  










De acuerdo a l gráfico Nº 11, la mayoría (60%) de los abogados opinan que si fuere posible fuere posible el control 
fáctico en la casación consideran como causal de casación óptima que permitiría que la Sala ingrese a este análisis, son 
ambas es decir, infracción normativa de norma de derecho material o infracción normativa de norma de derecho 























Cuadro Nº 25 
 
PREGUNTA No. 01: Conviene con la doctrina mayoritaria que el recurso de casación civil no permite revisar las 
cuestiones de hecho ni hacer una revaloración de la prueba. 
 
  





Válidos SI 5 50,0 50,0 50,0 
NO 5 50,0 50,0 100,0 
Total 10 100,0 100,0   
 
 

















PREGUNTA No. 01: Conviene con la doctrina mayoritaria que el recurso de 
casación civil no permite revisar las cuestiones de hecho ni hacer una 
















Cuadro Nº 26 
 
PREGUNTA No. 01: Conviene con la doctrina mayoritaria que el recurso de casación civil no permite revisar 
las cuestiones de hecho ni hacer una revaloración de la prueba.  





Percentiles 25 1,00 
50 1,50 
75 2,00 
a  Existen varias modas. Se mostrará el menor de los valores. 
 
CRITERIOS SI: 
• De los 10 docentes entrevistados, según el gráfico N 12,  el 50% opinan que si conviene que con la doctrina 
mayoritaria que el recurso de casacón civil no permita revisar las cuestiones de hecho ni hacer una 
revaloración de la prueba porque si se revisa aspectos normativos (interpretación de una determinada norma) 
el efecto es general y su fin es público, en cambio si se revisan hechos el efecto es particular y no es posible 
hacer una enseñanza genérica, esta es la razón para no entrar a los hechos. 
• El punto de vista del 50% de los entrevistados en la presente investigación es que si conviene que con la 
doctrina mayoritaria que el recurso de casacón civil no permita revisar las cuestiones de hecho ni hacer una 
revaloración de la prueba puesto que bastan dos instancias para definir la situación fáctica, cumpliendo con la 
instancia plural y además su finalidad es la correcta aplicación de la ley y la unificación de la jurisprudencia. 
• De acuerdo al cuadro Nº  26, se afirma que la opinión de la mayoría de los docentes opinan que si conviene 
que con la doctrina mayoritaria que el recurso de casacón civil no permita revisar las cuestiones de hecho ni 
hacer una revaloración de la prueba porque el tema de los hechos y la valoración de la prueba corresponde a 




• El 50% de los docentes, opinan que no conviene que con la doctrina mayoritaria que el recurso de casacón civil 
no permita revisar las cuestiones de hecho ni hacer una revaloración de la prueba porque sería la oportunidad 
para otorga TJ de manera más efectiva en casos excepcionales y en consecuencia sólo se debe determina la 
norma jurídica aplicable 
• También el 50% de los profesionales piensa que no conviene que con la doctrina mayoritaria que el recurso de 
casacón civil no permita revisar las cuestiones de hecho ni hacer una revaloración de la prueba porque esta 
sería una quimera eso de no analizar pruebas en casación, porque al resolver el fondo lo hace, lo que no 
puede hacer es introducir nuevos medios de prueba por lo tanto se debe tener en cuenta los hechos al revisar 
la adecuada interpretación y aplicación de las normas jurídicas y los precedentes, no se puede analizar una 
norma jurídica sin que se concretice el supuesto hipotético, lo que obliga a valorar cómo acaecieron los 











Cuadro Nº 27 
 
PREGUNTA No. 02: Conoce usted la tesis de las sentencias arbitrarias y de las sentencias absurdas: 
 





Válidos SI 7 70,0 70,0 70,0 
NO 1 10,0 10,0 80,0 
NO RESPONDE 2 20,0 20,0 100,0 
Total 10 100,0 100,0   
 




















Cuadro Nº 28 
 
PREGUNTA No. 02: Conoce usted la tesis de las sentencias arbitrarias y de las sentencias absurdas:  













• El 70% de los docentes entrevistados afirman conocer la tesis de las sentencias arbitrarias y absurdas como 
una categoría del derecho procesal. 
• La mayoría de los docentes opinan que si conocen la tesis de las sentencias arbitrarias porque viola los 
presupuestos de un procedimiento válido y por extensión a la TJE. Una sentencia que afecta el principio de 
congruencia es arbitraria porque desborda el límite lógico y ético del pronunciamiento. 
• Más del 50% de los docentes entrevistados piensa que la sentencia de la tesis absurda afecta el debido 
proceso sustantivo, en tanto no es consecuencia del desarrollo lógico (razonable o siquiera racional) que 
conduzca la decisión, asimismo por que se sustentan en ilogicidades o vulneran las reglas de la actividad 
probatoria.no tiene coherencia lógica. 
• También se puede afirmar que la mayoría de los docentes opinan que la tesis de las sentencias arbitrarias y 
absurdas no es una calificación que tenga reconocimiento científico, es una calificación débil y derrotable, por 




Sólo el 10% de los docentes nos dicen no conocer la tesis de las sentencias arbitrarias y absurdas porque en 
argumentación jurídica se reconoce como arbitrarias aquellas que carecen de justificación y/o razonabilidad y absurdas 




PREGUNTA No. 03: Según lo que usted conoce de la casación civil considera como posible la formulación de recurso 
de casación contra sentencias absurdas, arbitrarias o que quiebren las reglas de la actividad probatoria que afecten el 
debido proceso sin que ello implique una revaluación de la prueba. 
 
Cuadro Nº 29 
 
 





Válidos SI 8 80,0 80,0 80,0 
  NO 1 10,0 10,0 90,0 
  NO 
CONTESTO 
(3) 
1 10,0 10,0 100,0 
  Total 10 100,0 100,0   
 















PREGUNTA No. 03: Según lo que usted conoce de la casación civil considera 
como posible la formulación de recurso de casación contra sentencias 
absurdas, arbitrarias o que quiebren las reglas de la actividad probatoria que 
afecten el debido proceso sin que
 




PREGUNTA No. 03: Según lo que usted conoce de la casación civil considera como posible la formulación de 
recurso de casación contra sentencias absurdas, arbitrarias o que quiebren las reglas de la actividad 
probatoria que afecten el debido proceso sin que  










• De los resultados del cuadro Nº 29, se afirma que 8 (80%) de los docentes que según lo que conocen de la 
casación civil  si es posible  la formulación de la casación contra sentencias absurda, arbitrarias o que quiebren 
las reglas de la actividad probatoria siempre en cuando el recurrente no está en condiciones de identificar el 
vicio normativo y su incidencia en la decisión el recurso debe ser declarado improcedente, la cual es materia 
de casación siempre que haya una norma violada y una incidencia directa con la decisión. 
• De acuerdo al gráfico Nº 14 , se observa que el punto de vista del 80% de los docentes que según lo que 
conocen de la casación civil  si es posible  la formulación de la casación contra sentencias absurda, arbitrarias 
o que quiebren las reglas de la actividad probatoria porque la sentencia debe contener una motivación 
congruente y lógica y no se debe permitir al juez actuar con arbitrariedad sino con razonabilidad. 
• La mayoría de los docentes partícipes de la presente investigación opinan que según lo que conocen de la 
casación civil  si es posible  la formulación de la casación contra sentencias absurda, arbitrarias o que quiebren 
las reglas de la actividad probatoria pero en la medida que la respuesta judicial al conflicto no es la adecuada y 
porque afecta el debido proceso y asimismo cuadra con la causal de infracción normativa, finalmente porque 
se trata de una afectación al debido proceso sustantivo lo cual obliga a la razonabilidad del fallo, tanto en la 




• Los resultados del gráfico Nº 14, nos permite informar el punto de vista de que según lo que conocen de la 
casación civil  no es posible  la formulación de la casación contra sentencias absurda, arbitrarias o que 






Cuadro Nº 31 
 
PREGUNTA No. 04: Considera usted que realizar el control de hechos en la casación civil la desnaturalizaría por ser un 
recurso extraordinario y además por ello generaría una tercera instancia o de lo contrario ésta podría tratarse de una 















Válidos SI 3 30,0 30,0 30,0 
NO 7 70,0 70,0 100,0 
Total 10 100,0 100,0   
 
















PREGUNTA No. 04: Considera usted que realizar el control de hechos en la 
casación civil la desnaturalizaría por ser un recurso extraordinario y además 
por ello generaría una tercera instancia o de lo contrario ésta podría tratarse 
de una tarea excepcional
 
Cuadro Nº 32 
 
PREGUNTA No. 04: Considera usted que realizar el control de hechos en la casación civil la desnaturalizaría 
por ser un recurso extraordinario y además por ello generaría una tercera instancia o de lo contrario ésta 
podría tratarse de una tarea excepcional  









 CRITERIOS SI: 
• De los resultados obtenidos en el cuadro Nº 31, sólo 3 de los 10 docentes entrevistados opinan que si de 
realizar el control de hechos en la casación si la desnaturalizaría por la función nomofiláctica que desarrolla la 
Corte de Casación y opinan que sólo se debe dedicar a examinar la norma jurídica pertinente. 
 
• Del gráfico Nº 15, nos permitimos afirmar que sólo el 30% de los docentes opinan que de realizar el control de 






• Según los resultados del cuadro Nº 32, se afirma que la mayoría de los docentes opinan que de realizar el 
control de hechos en la casación no la no desnaturalizaría  porque se desvirtuaría su esencia, la Corte de 
Casación no puede actuar de Chapulín Colorado y asimismo la Corte de Casación hace lo que la legislación le 
permita, salvo que intervenga de manera protagónica en los problemas sociales y políticos de la comunidad en 
su vertiente jurídica. 
• Del cuadro N º 32, se afirma que más del 50% (mediana 2=no), de los docentes opinan que de realizar el 
control de hechos en la casación no la desnaturalizaría porque aceptar la irrevisabilidad del aspecto fáctico 
llevaría al absurdo de compulsar normas y sus interpretaciones aun cuando no tengamos la convicción de su 
pertinencia a la luz de los hechos prefijados y lo que se hace es un examen de validez de la argumentación 
jurídica. 
• El punto de vista del 70% de los docentes es que de realizar el control de hechos en la casación no la 
desnaturalizaría porque el carácter extraordinario del RC no enerva el hecho de buscar el valor justicia, por ello 




Cuadro Nº 33 
 
PREGUNTA No. 05: Según su punto de vista considera si es correcto o no  el tratamiento que le viene dando nuestra 
Corte Suprema a los temas de control de hechos en casación. 
 





Válidos SI 3 30,0 30,0 30,0 
NO 7 70,0 70,0 100,0 
Total 10 100,0 100,0   
 
















PREGUNTA No. 05: Según su punto de vista considera si es correcto o no  el 
tratamiento que le viene dando nuestra Corte Suprema a los temas de control 












Cuadro Nº 34 
 
PREGUNTA No. 05: Según su punto de vista considera si es correcto o no  el tratamiento que le viene dando 
nuestra Corte Suprema a los temas de control de hechos en casación.  










El punto de vista de solo 3 (30%) docentes de los 10 entrevistados es que si es correcto el tratamiento que le viene 
dando nuestra Corte Suprema a los temas de control de hechos en casación ya que conforme a las decisiones 
emitidas no hay lugar a pronunciamiento de hechos sin embargo de manera indirecta se hace examen de hechos en 
determinas decisiones en RC 
 
CRITERIOS NO: 
• El mayor porcentaje 70% de los docentes opinan que no es correcto el tratamiento que le viene dando nuestra 
Corte Suprema a los temas de control de hechos en casación porque no hay criterios precisos  debido a los 
innumerables casos que resuelve al año y porque los miembros de la Corte Suprema tienden a romper los 
límites del RC para hacer justicia y frenar las “barbaridades” de las decisiones de provincias. 
• La mayoría de los docentes opinaron que no es correcto el tratamiento que le viene dando nuestra Corte 
Suprema a los temas de control de hechos en casación ello lo justifican al hecho de que hay casos en los que 
si se pronuncian sobre hechos a pesar de la limitación que se imponen de no hacerlo y además la Suprema 
actúa arbitrariamente en alguno casos lo hace y en otros no, no teniendo coherencia sus decisiones, la misma 




Cuadro Nº 35 
 
PREGUNTA No. 06: Si fuere posible el control fáctico en la casación cuál considera usted podría ser la causal de 



















NORMATIVA DE NORMA 
DE DERECHO MATERIAL 
1 10,0 10,0 10,0 
POR INFRACCION 
NORMATIVA DE NORMA 
DE DERECHO 
PROCESAL 
2 20,0 20,0 30,0 
PUEDEN UTILIZARSE 
AMBAS 4 40,0 40,0 70,0 
NINGUNA PORQUE NO 
ES POSIBLE EL 
CONTROL FACTICO 
2 20,0 20,0 90,0 
NO CONTESTO 1 10,0 10,0 100,0 
Total 10 100,0 100,0   
Gráfico Nº 16 
 
NO CONTESTONINGUNA PORQUE 































PREGUNTA No. 06: Si fuere posible el control fáctico en la casación cuál 
considera usted podría ser la causal de casación óptima que permitiría que la 




Cuadro Nº 36 
 
PREGUNTA No. 06: Si fuere posible el control fáctico en la casación cuál considera usted podría ser la causal 


















• El mayor porcentaje de docentes según el gráfico Nº 16, 40% opinan que si fuera posible el control fáctico en la 
casación la causal sería ambas es decir, infracción normativa de norma de derecho material y procesal. 
• Pero el 20% de los docentes opinaron que si fuera posible el control fáctico en la casación la causal sería 
ninguna porque no se trata de poner una causal sino de repensar que tipo da casación concebimos o si no  
repensar si retornamos al recurso de nulidad. 
• Asimismo se puede afirmar que el punto de vista del 20% de los docentes es que si fuera posible el control 
fáctico en la casación la causal sería ninguna porque no se debe olvidar que la infracción normativa de una 
norma de prueba puede determinar una violación procesal o material pasible de RC, el carácter híbrido de la 
norma de prueba así lo permite.  
 
ALUMNOS DE MAESTRIA 
Estadísticos 
Cuadro Nº 37 
 
PREGUNTA No. 01: Conviene con la doctrina mayoritaria que el recurso de casación civil no permite revisar 
las cuestiones de hecho ni hacer una revaloración de la prueba. 
 





Válidos SI 30 75,0 75,0 75,0 
NO 10 25,0 25,0 100,0 




































PREGUNTA No. 01: Conviene con la doctrina mayoritaria que el recurso de 
casación civil no permite revisar las cuestiones de hecho ni hacer una 
revaloración de la prueba.
 
 
Cuadro Nº 38 
 
PREGUNTA No. 01: Conviene con la doctrina mayoritaria que el recurso de casación civil no permite revisar 
las cuestiones de hecho ni hacer una revaloración de la prueba.  










• La opinión de los 30 alumnos de maestría de los 40 entrevistados, si conviene que con la doctrina mayoritaria 
que el recurso de casación civil no permite revisar las cuestiones de hecho porque la casación es un recurso 
extraordinario, además ello permitiría el retorno al antiguo recurso de nulidad. 
• El punto de vista del 75% de los entrevistados es que si conviene que con la doctrina mayoritaria que el 
recurso de casación civil no permite revisar las cuestiones de hecho porque no es posible una revaloración de 
la prueba y en todo caso es otra instancia la que valora la prueba. 
 
CRITERIOS NO 
• El 25% de los alumnos entrevistados piensan que no conviene que con la doctrina mayoritaria que el recurso 
de casación civil no permite revisar las cuestiones de hecho porque generaría una revisión general del proceso 
y la Corte Suprema está autorizada para pronunciarse sobre todo el proceso. 
• La minoría de los alumnos opinan que no conviene que con la doctrina mayoritaria que el recurso de casación 
no permite revisar las cuestiones de hecho y ello es posible en casos en que la Sala Superior no haya resuelto 









Cuadro Nº 39 
 
PREGUNTA No. 02: Conoce usted la tesis de las sentencias arbitrarias y de las sentencias absurdas: 
 





Válidos SI 12 30,0 30,0 30,0 
NO 27 67,5 67,5 97,5 
NO RESPONDE 1 2,5 2,5 100,0 
Total 40 100,0 100,0   
 























Cuadro Nº 40 
 
PREGUNTA No. 02: Conoce usted la tesis de las sentencias arbitrarias y de las sentencias absurdas:  












• De acuerdo al gráfico Nº 18, solo el 30% de los alumnos afirman conocer la tesis de las sentencias 
arbitrarias y de las sentencias absurdas y los definen las arbitrarias como aquellas que violan el principio 
de legalidad y debido proceso, no tratan las cuestiones oportunamente planteadas, omite la prueba decisiva y 
las absurdas lo entienden como la  falta de conexión entre el petitorio y el razonamiento del juez vale decir 
carece de contenido lógico ya que manifiesta errores de derecho o de motivación incoherente. 
 
• Asimismo se deduce que la mayoría de los alumnos de maestría 67,5% no conocen la tesis de las 
sentencias arbitrarias y de las sentencias absurdas  
 
Cuadro Nº 41 
 
PREGUNTA No. 03: Según lo que usted conoce de la casación civil considera como posible la formulación de recurso 
de casación contra sentencias absurdas, arbitrarias o que quiebren las reglas de la actividad probatoria que afecten el 
debido proceso sin que ello implique una revaluación de la prueba. 
 





Válidos SI 25 62,5 62,5 62,5 
NO 10 25,0 25,0 87,5 
3 5 12,5 12,5 100,0 
Total 40 100,0 100,0   
 



















PREGUNTA No. 03: Según lo que usted conoce de la casación civil considera 
como posible la formulación de recurso de casación contra sentencias 
absurdas, arbitrarias o que quiebren las reglas de la actividad probatoria que 
afecten el debido proceso sin que
 
 Estadísticos 




PREGUNTA No. 03: Según lo que usted conoce de la casación civil considera como posible la formulación de 
recurso de casación contra sentencias absurdas, arbitrarias o que quiebren las reglas de la actividad 
probatoria que afecten el debido proceso sin que  











• El 62,5% de los alumnos piensan que si es posible la formulación de recurso de casación contra sentencias 
absurdas, arbitrarias o que quiebren las reglas de la actividad probatoria que afecten el debido proceso sin que 
ello implique una revaluación de la prueba porque el A-quo no explica el por qué llegó a la decisión en los 
casos en que haya falta de motivación e incoherencia de la decisión y también es necesario cuando se afecta 
el debido proceso, principio de congruencia y la actividad probatoria. 
• La mayoría de los alumnos entrevistados consideran que si es posible la formulación de recurso de casación 
contra sentencias absurdas, arbitrarias o que quiebren las reglas de la actividad probatoria que afecten el 
debido proceso sin que ello implique una revaluación de la prueba debido a que se requiere revaluar la prueba 
para generar un nuevo punto de vista de los resueltos y además la sentencia arbitraria quiebra la actividad 





• Sólo el 25% de los alumnos afirmaron que no es posible la formulación de recurso de casación contra 
sentencias absurdas, arbitrarias o que quiebren las reglas de la actividad probatoria que afecten el debido 
proceso sin que ello implique una revaluación de la prueba porque generaría más carga procesal, la cual 
implicaría un control sobre la valoración de la prueba. 
• Asimismo la minoría opina que no es posible la formulación de recurso de casación contra sentencias 
absurdas, arbitrarias o que quiebren las reglas de la actividad probatoria que afecten el debido proceso sin que 
ello implique una revaluación de la prueba porque estas sentencias no se adecuan al marco jurídico actual de 




Cuadro Nº 43 
 
 
PREGUNTA No. 04: Considera usted que realizar el control de hechos en la casación civil la desnaturalizaría por ser un 
recurso extraordinario y además por ello generaría una tercera instancia o de lo contrario ésta podría tratarse de una 














Válidos SI 28 70,0 70,0 70,0 
  NO 11 27,5 27,5 97,5 
  NO RESPONDE (3) 1 2,5 2,5 100,0 
  Total 40 100,0 100,0   
 


















PREGUNTA No. 04: Considera usted que realizar el control de hechos en la 
casación civil la desnaturalizaría por ser un recurso extraordinario y además 
por ello generaría una tercera instancia o de lo contrario ésta podría tratarse 





Cuadro Nº 44 
 
PREGUNTA No. 04: Considera usted que realizar el control de hechos en la casación civil la desnaturalizaría 
por ser un recurso extraordinario y además por ello generaría una tercera instancia o de lo contrario ésta 
podría tratarse de una tarea excepcional  














• De los resultados obtenidos en el cuadro Nº 43, se deduce que el 70% de los alumnos piensan que la casación 
no es una instancia y no debe revisar las cuestiones de hecho y por lo tanto esto si la desnaturalizaría. 
• Del gráfico Nº 20, se afirma que el 70% de los alumnos entrevistados opinan que de realizarse el control de 
hechos en la casación si desnaturalizaría porque genera un reexamen de todo el proceso (revaluación de la 
prueba) y dejaría de ser un recurso extraordinario por lo tanto sólo se debe controlar una sentencia conforme al 
ordenamiento jurídico. 
• La mayoría de los alumnos opinaron que realiza el control de hechos en casación si la desnaturalizaría y no 
hay espacio para un debate probatorio, esto vulnera el derecho a la igualdad al mismo tiempo incrementaría la 




• Tan sólo el 27,5% de los alumnos, opinaron que de realizarse el control de hechos en casación no 
desnaturalizaría porque ello sirve para examinar la correcta aplicación de la ley procesal, por el contrario esta 
debe ser una tarea excepcional para que cumpla la finalidad dikelógica y finalmente lo que interesa es buscar 
la justicia al caso concreto. 
 
 
Cuadro Nº 45 
 
 
PREGUNTA No. 05: Según su punto de vista considera si es correcto o no  el tratamiento que le viene dando nuestra 
Corte Suprema a los temas de control de hechos en casación. 
 
  





Válidos SI 8 20,0 20,0 20,0 
NO 25 62,5 62,5 82,5 
3 7 17,5 17,5 100,0 










































PREGUNTA No. 05: Según su punto de vista considera si es correcto o no  el 
tratamiento que le viene dando nuestra Corte Suprema a los temas de control 




Cuadro Nº 46 
 
PREGUNTA No. 05: Según su punto de vista considera si es correcto o no  el tratamiento que le viene dando 
nuestra Corte Suprema a los temas de control de hechos en casación.  

















• Del cuadro Nº 45, se deduce que sólo el 20% de los alumnos que si es correcto el tratamiento que le viene 
dando nuestra Corte Suprema a los temas de control de hechos en casación y ello justifican afirmando que no 
se debe variar la concepción de que la Suprema no revalora pruebas ni hechos, sino ya no sería casación y se 
debe hacer control de hechos siempre que esté autorizado por ley y se entiende que la Suprema sólo debe 
aplicar correctamente la norma y su uniformidad. 
 
• La minoría de los alumnos opinaron que es correcta  el tratamiento que le viene dando nuestra corte Suprema 




• Del cuadro Nº 46, se deduce que la mayoría 62,5% de los alumnos opinaron que no es correcta el tratamiento 
que le viene dando nuestra Corte Suprema a los temas de control de hechos en casación debido a que no 
aplica el método ni la normativa debida, además no se toma en cuenta que la interpretación o análisis de las 
instancias inferiores de los hechos es equivocada por lo tanto se debe subsanar los errores de los jueces 
inferiores. 
• Asimismo se puede concluir que más del 50% de loa alumnos piensan que no es correcta el tratamiento que le 
viene dando nuestra Corte Suprema a los temas de control de hechos en casación debido a que no hay 
uniformidad en sus decisiones, contradicciones al resolver y finalmente en la realidad se excede el fin de a 
casación y muchas veces la misma Suprema actúa como tercera instancia y la Suprema aún no ha regulado  
correctamente esta función. 
 
 
CRITERIOS DEL NO RESPONDE: 





Cuadro Nº 47 
 
PREGUNTA No. 06: Si fuere posible el control fáctico en la casación cuál considera usted podría ser la causal de 
casación óptima que permitiría que la Sala ingrese a este análisis. 
 






NORMATIVA DE NORMA 
DE DERECHO MATERIAL 
7 17,5 17,5 17,5 
POR INFRACCION 
NORMATIVA DE NORMA 
DE DERECHO 
PROCESAL 
10 25,0 25,0 42,5 
PUEDEN UTILIZARSE 
AMBAS 15 37,5 37,5 80,0 
NINGUNA PORQUE NO 
ES POSIBLE EL 
CONTROL FACTICO 
7 17,5 17,5 97,5 
NO CONTESTO 1 2,5 2,5 100,0 












NO CONTESTONINGUNA PORQUE 































PREGUNTA No. 06: Si fuere posible el control fáctico en la casación cuál 
considera usted podría ser la causal de casación óptima que permitiría que la 




Cuadro Nº 48 
 
PREGUNTA No. 06: Si fuere posible el control fáctico en la casación cuál considera usted podría ser la causal 
de casación óptima que permitiría que la Sala ingrese a este análisis.  












• De acuerdo al punto de vista de la mayoría de los alumnos de maestría 37,5% a la pregunta si fuera posible el 
control fáctico en la casación las causales deben ser ambas tanto la infracción normativa de norma de derecho 
material y procesal. 
• Se observa en el gráfico Nº 22 que un buen porcentaje (25%) de los alumnos atribuyen la causal a la infracción 
normativa de norma de derecho procesal, si fuese posible el control fáctico. 
Asimismo se deduce que el 17,5% de los alumnos afirman que no hay ninguna causal porque no es posible el control 





INTERPRETACION Y CONTRASTACIÓN DE LAS HIPÒTESIS 
 
A partir del cuadro Nº 30 del trabajo estadístico en donde se ha generalizado la tendencia de los 4 segmentos 
de la población muestral, es que se deduce las siguientes inferencias, las cuales se complementan con el 
trabajo estadístico realizado respecto de los criterios utilizados al contestar las preguntas del cuestionario: 
 
1. La mayoría de la población muestral (69%) considera que el  recurso de casación civil no permite las 
cuestiones de hecho ni hacen una revaloración de la prueba. Ello valida la primera hipótesis de 
trabajo planteada: H1:   Son susceptibles de control casacional las sentencias absurdas,  
arbitrarias o  que quiebren las reglas de la prueba que afecten el debido proceso sin que ello 
implique una revaluación de la prueba. 
Cabe resaltar que los magistrados en un 90% desestimaron la tesis de permitir cuestiones de hecho 
y revaloración de la prueba en casación en tanto que los docentes consideraron el 50% para cada 
posición.  
 
Los criterios más importantes que respaldaron la opinión mayoritaria (69%) se sustentó en el 
carácter nomofiláctico (adecuada aplicación del derecho de la casación), el de evitar una tercera 
instancia, prevalece el ius constitutionis al ius litigatoris, si se conocen hechos la institución sería 
otra, creando una figura igual a la apelación. 
 
Por su parte los criterios más resaltantes que apoyaron la opinión minoritaria (31%) consideraron que 
la Sala de Casación siempre requiere de los hechos (no se puede separar el hechos del derecho), 
sin ellos no se puede contrastar la norma (no se puede analizar una norma jurídicia sin que se 
concretice el supuesto hipotético), es una quimera no analizar prueba en casación, dejar que se 
aplique el derecho dejando de lado la justicia (es posible aplicar el fin dikelogico apartando de los 
fines clásicos de la casación). 
    
La hipótesis con la que planteamos nuestro trabajo se cimentaba en señalar que no es posible 
revaloración de la prueba en casación con lo cual admitimos que el recurso de casación es 
extraordinario y que no debe admitirse ninguna posibilidad de revaloración de la prueba ; pero, 
respecto a los hechos consideramos que éstos pueden ser revisados en forma excepcional en sede 
casatoria, concretamente en tres situaciones: decisiones absurdas, decisiones arbitrarias y quiebre 
de las reglas de la prueba, todas ellas afectando el debido proceso. Aunque puede hacerse control 
de hechos cuando nos encontramos frente a la infracción normativa que se relaciona con la 
inaplicación de la norma con la que se solucionó el conflicto, en esta situación el juez no puede 
desconocer los hechos del proceso, tiene que trabajar con ellos. 
 
La posibilidad de ver hechos en casación quedó en un 31% en el resultado de la población muestral. 
Esto demuestra que los encuestados en su gran mayoría desconocen la posibilidad de hacer control 
de hechos en casación en la forma que se indica en el presente trabajo, aunque admiten conocer las 
decisiones que podrían dar pie a este motivo de casación.  
 
Es de apreciarse que la misma población al dar respuesta a la tercera pregunta admiten la 
posibilidad excepcional de hacerlo, lo que implica que se exponen respuestas en sentido 





2. Un significativo porcentaje de la población (56%) conoce la tesis de las sentencias arbitrarias y 
absurdas. Este resultado de las encuestas, en esta pregunta, contrasta la hipótesis: H1:   Son 
susceptibles de control casacional las sentencias absurdas,  arbitrarias o  que quiebren las reglas de 
la prueba que afecten el debido proceso sin que ello implique una revaluación de la prueba. 
 
Al contestar las unidades de análisis sobre el conocimiento de las sentencias arbitrarias y absurdas 
en forma mayoritaria (56%) pusieron en evidencia que esta categoría procesal poco usada en 
nuestro medio es reconocida tanto por magistrados (80%) y docentes (70%) en minoría los 
maestristas (30%) e intermedia en los abogados (45%). Siendo que esta categoría procesal es 
fundamental en el presente trabajo porque parte de la posición que si es posible hacer control de 
estas decisiones en casación. 
 
Alienta la investigación que las unidades muestrales conozcan la clasificación de sentencia arbitraria 
y absurda. Ubicando entre los criterios que sustentaron las respuestas que la decisión absurda 
cuadra con la decisión que carece de sentido lógico (toda decisión debe ser consecuencia lógica del 
razonamiento), las que carecen de coherencia lógica, es incoherente, insostenible, contradictoria. 
Asimismo que la decisión arbitraria se presenta cuando la sentencia tiene defectos de motivación, 
motivación de hechos irracionales e incongruentes, sin la debida motivación o desestimación 
indebida de prueba, sin justificación racional, es la que evalúa inadecuadamente los hechos. Se 
admitió una diferencia muy sutil entre ambas, se dejó constancia por algún docente que no es una 
clasificación aprovechable.  
 
3. El 73% de la población encuestada sostiene como posible la formulación de recurso de casación 
contra sentencias absurdas, arbitrarias o que quiebren las reglas de la actividad probatoria cuando 
afectan el debido proceso, sin que ello implique la revaluación de la prueba, con esta opinión se 
estará validando la hipótesis de trabajo H3: El control de hechos en casación constituye una 
actividad excepcional y sujeta a limitaciones que no permiten su uso en cualquier situación. 
 
Las respuestas a la pregunta 3 de la población nos arrojan datos que nos llevan a confirmar o validar 
la hipótesis H3 de las que se puede admitir la posibilidad de control de hechos en forma excepcional 
y sujeta a límites, la excepcionalidad recae en los supuestos ya indicados sentencia absurdas o 
arbitrarias o cuando el trabajo de los jueces de mérito respecto de la prueba no es el adecuado y los 
límites que impiden propiciar una tercera instancia o fomentar la revaluación de la prueba.  
 
Los criterios importantes a tomar en cuenta sobre las respuestas a esta pregunta es que es posible 
siempre que haya norma violada o exista incidencia directa con la decisión o en la medida que la 
respuesta al conflicto no sea la adecuada y afecte el debido proceso en la vertiente del derecho a 
probar. La sentencia arbitraria debe encontrarse en el supuesto de infracción normativa que incida 
directamente en la decisión. Una sentencia que no tiene una adecuada estructura lógica es 
cuestionable en casación porque afecta el debido proceso. Se debe hacer invocando la afectación al 
debido proceso.  
 
 
4. El 56% de la población encuestada sostiene que el control de hechos si desnaturalizaría la casación 
civil, es decir que con esta opinión  no se estaría en apariencia no  validando la 
339 
 
 siguiente hipótesis  de trabajo : H2: Es posible el control de hechos en casación sin que ello 
desnaturalice su esencia de recurso extraordinario y genere una tercera instancia. Sin embargo, ello 
no es así, porque la variables contenidas en las hipótesis lo extraordinario del recurso y no propiciar 
una tercera instancia es una posición que hemos asumido en el desarrollo teórico del presente 
trabajo, lo cual además es ratificado de forma unánime por la doctrina y la jurisprudencia, sin 
embargo, el control de hechos per se no desnaturaliza el recurso de casación, si se hace el control 
en los supuestos que ya hemos indicado, por lo cual, en ese sentido nuestra H2 se estaría 
confirmando. 
 
Los datos obtenidos nos grafican una respuesta de la población que se relaciona con las respuestas 
a la primera pregunta del cuestionario en la que se dijo sin objeción la imposibilidad de controlar 
cuestiones de hechos y en la cuarta pregunta las respuestas están orientadas a ratificar que el 
recurso de casación es extraordinario y no es posible generar una tercera instancia, con esta 
posición en nuestro trabajo estamos totalmente de acuerdo, por lo cual la H2 se estaría confirmando 
en este sentido. 
 
Sin embargo, debe observarse que las respuestas obtenidas a la pregunta 4 no concuerdan con las 
respuestas a la pregunta 3, en la cual si se admitió la procedencia del recurso de casación (73%)  
contra sentencias arbitrarias, absurdas o que quiebren las reglas de la actividad probatoria. 
Habiendo señalado la misma población en la respuesta a la pregunta 2 conocer (56%) la 
clasificación de sentencias arbitrarias y absurdas, atreviéndose inclusive a ensañar su concepto al 
expresar los criterios en esta pregunta. 
 
Aunque conviene precisar que los datos obtenidos en los criterios resultan más que interesantes en 
los que se arrojan respuestas que en su gran mayoría admiten la excepcionalidad de la procedencia 
del recurso de casación sin desnaturalizarlo, por ello contamos con un 43% de posiciones que 
alientan que el control de hechos no desnaturalizan el recurso. 
 
La validación de la H2 la podemos encontrar en los criterios utilizados para sustentar la respuesta: el 
control de hechos en casación no la desnaturaliza porque aceptar la irrevisabilidad del aspecto 
fáctico llevaría al absurdo de compulsar normas y sus interpretaciones aun cuando no tengamos 
convicción de su pertinencia a la luz de los hechos fijados, el carácter extraordinario del recurso de 
casación no enerva el hecho de buscar el valor justicia, por ello de manera excepcional debe 
admitirse el control de hechos.  
 
Del análisis  del trabajo estadístico (Ver cuadro 31) se puede observar que hay una ligera 
incongruencia con respecto a la respuesta de los docentes  universitarios al responder la  cuarta 
pregunta: Considera usted que realizar el control de hechos en la casación civil la desnaturalizaría 
por ser un recurso extraordinario y además por ello generaría una tercera instancia o de lo contrario 
ésta podría tratarse de una tarea excepcional de la Corte Suprema en determinados casos 
. 
Esta afirmación se deduce porque  la tendencia es de más menos y viceversa como se puede 
apreciar  en cada pregunta  y sus alternativas (el color morado que representa al segmento de los 
docentes universitarios en la pregunta 4 esta de menos a más a diferencia de las respuestas de los 
demás segmentos, esto podría explicarse porque los docentes tienen un punto de vista màs 
académico que práctico en acciones de casación civil, es decir que lo conceptúan con un criterio 






5. El 71% de la población muestral considera que no es correcto el tratamiento que viene dando la 
Corte Suprema a los temas de control de hechos en casación, con ello estaríamos validando la 
hipótesis: H4: Las decisiones de nuestra Corte Suprema en mayoría no admiten el control de 
hechos ni la revaloración de la prueba. 
 
Se sabe a partir de los datos de la población que nuestra Corte Suprema no tiene un adecuado 
tratamiento del tema en la emisión de sus jurisprudencias, ello lo ratificamos en el contenido teórico 
de nuestro trabajo y lo contrastamos con diversas decisiones emitidas por nuestra Corte de 
Casación. 
 
Pero sabemos igualmente que a partir de este mal tratamiento que tiene nuestra Corte Suprema del 
control de hechos en casación se evita con el pretexto de revaloración de la prueba conocer 
decisiones arbitrarias, absurdas o hacer el control de la actividad probatoria del juez. 
 
Los criterios utilizados para contestar esta pregunta que admite que nuestra Corte Suprema no tiene 
un tratamiento óptimo sobre el tema son: la falta de criterios precisos sobre el particular (propiciando 
criterios impredecibles) y la elevada carga procesal hace que los pronunciamientos de la Corte 
Suprema no sean uniformes y predecibles, más bien en algunos casos contradictorios. La Corte  
Suprema hace control de hechos de forma indirecta en determinadas decisiones quebrando los 
límites del recurso de casación (para frenar las “barbaridades” de los jueces de provincias), en 
algunos casos recurre a la finalidad dikelógica. La misma Corte Suprema en algunos casos ha 
ingresado a analizar los hechos y las pruebas, en los que ha considerado justificado hacerlo. Se 
limita a un pobre estudio de normas. Con las decisiones de improcedencia del recurso la Corte 
Suprema no permite hacer control de decisiones arbitrarias y absurdas. El no poder controlar hechos 
en casación (se usa como excusa) podría validar razonamientos fácticos absurdos o arbitrarios, 
afectando el valor justicia, evitando que el proceso cumpla con otorgar tutela judicial efectiva y 
agrediendo el debido proceso. 
 
6. Finalmente  un significativo porcentaje 39% que representa la mayoría de  la población muestral  
considera como causal de los recursos de casación si se permitiría el control de hechos: LA 
INFRACCION NORMATIVA DE NORMA DE DERECHO MATERIAL Y  POR INFRACCION 
NORMATIVA DE NORMA DE DERECHO PROCESAL. 
 
Esta situación pone en evidencia que existen caminos procesales para llegar al recurso de casación 
si hubiera posibilidad de control fáctico, lo cual coincide con nuestro trabajo teórico en el que hemos 
llegado a concluir que ambas causales infracción normativa sustantiva e infracción normativa 
procesal son el camino correcto para atacar las situaciones que se presentan para hacer viable un 
control de hechos y controlar la actividad probatoria del juez. 
 
Aunque debemos señalar como dato importante que el 18% consideraron que no se puede utilizar 
ninguna causal, debido a que no es admisible el control de hechos en casación, teniendo 





negó cualquier posibilidad de control de hechos, pero no con la tercera pregunta, en la que si se 
admitió en casos concretos hacerlo.   
 
En conclusión: 
Tenemos que en el presente trabajo a partir de los datos obtenidos en la realidad con las unidades 
muestrales, el contenido del trabajo teórico y análisis de la jurisprudencia utilizada se han confirmado o 
validado las hipótesis de trabajo. 
343 
 
VERIFICACION DE LAS PREGUNTAS DE INVESTIGACION 
Acorde con el proyecto de investigación, se formularon las siguientes preguntas de investigación: 
Pregunta General: 
¿Se puede recurrir en recurso de casación por afectación al debido proceso si la sentencia emitida por los 
jueces de mérito resulta arbitraria, contiene premisas absurdas o afecta las reglas de la prueba, sin que ello 
implique una reevaluación de la prueba? 
Pregunta Específicas: 
 
1. ¿Es admisible que la Sala de Casación controles los hechos cuando se formula recurso de casación, 
sin que ello genere una tercera instancia? 
 
2. ¿El control de hechos por la Corte de Casación deber ser considerada como atribución excepcional y 
con límites establecidos o procede en cualquier situación? 
 
3. ¿Qué tendencia y tratamiento recibe el control de hechos en casación en las decisiones emitida por 
nuestra Corte Suprema? 
 
DESARROLLO: 
Con relación a la pregunta principal  consideramos que con el trabajo teórico efectuado, los datos aportados 
de los cuestionarios procesados y la jurisprudencia analizada se ha podido dar una respuesta concreta a la 
misma. 
En ese sentido, consideramos que si es posible acceder a casación de forma excepcional, sin quebrar el 
carácter excepcional del recurso de casación, ni propiciar la revaluación de la prueba, ello será posible en 
situaciones en que se pueda apreciar la arbitrariedad o absurdo de la decisión impugnada o cuando ésta es 
producto de un trabajo probatorio inadecuado de los jueces de mérito.  
 
Aunque puede hacerse control de hechos cuando nos encontramos frente a la infracción normativa que se 
relaciona con la inaplicación de la norma con la que se solucionó el conflicto, en esta situación el juez no 
puede desconocer los hechos del proceso, tiene que trabajar con ellos. 
 
La causal en el primer caso debe ser la de infracción normativa procesal por  afectación al debido proceso, en 
el segundo caso podrá ser invocada la infracción normativa sustantiva por inaplicación de norma de derecho 
material. Por supuesto, siempre que se afecte directamente la decisión asumida. 
 
Con relación a las preguntas específicas tenemos que el controlar los hechos en casación no debe propiciar 
una tercera instancia (siendo la casación un recurso extraordinario) porque la actividad casatoria referida al 
control fáctico se debe dar sólo en los supuestos ya descritos, de forma absolutamente excepcional y limitada, 
restringida a lo ya expresado. 
 
Habiendo señalado con precisión que nuestra Corte Suprema no tiene un manejo adecuado del control de 
hechos, siendo que a veces se niega el recurso de casación pretextando una posible revaloración  
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de la prueba, pero, sin apreciar que existe un pedido para controlar la decisión por ser arbitraria o absurda o 
hacer el control de la actividad probatoria del juez. 
 
En consecuencia, en el desarrollo del presente trabajo se ha cumplido con dar respuesta expresa a las 
preguntas contenidas en el planteamiento del problema. 
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VERIFICACIÓN DE LOS OBJETIVOS DE INVESTIGACIÓN 
Acorde con el proyecto de investigación, se formularon los siguientes objetivos de investigación: 
Objetivos de la Investigación 
Objetivo General: 
• Establecer los lineamientos teóricos respecto a la posibilidad de la revisión de hechos en la casación 




• Determinar de qué forma se produce la afectación del derecho al debido proceso o tutela judicial 
efectiva por tratamiento inadecuado de los hechos. 
 
• Analizar la posibilidad de un control de hechos en casación y sus limitaciones. 
 
• Establecer una aproximación a nuestra realidad para determinar el tratamiento que le viene dando 
nuestra doctrina y la jurisprudencia nacional al control de hechos en la casación. 
 




Damos cuenta que los objetivos planteados en la presente investigación se han cumplido al concluir 
adecuadamente con el desarrollo del aspecto teórico de la tesis, el cual aparece complementado con los 
datos aportados de los cuestionarios procesados y de la jurisprudencia analizada. 
En ese sentido se ha podido establecer los lineamientos teóricos que implica la posibilidad de revisión de 
hechos en casación, haciendo una aproximación teórica del mismo. Para ello nos remitimos a los capítulos 
del marco teórico referidos a: la actividad probatoria en el proceso civil, los hechos en el proceso, cómo se 
controla la valoración de la prueba en casación, entre otros.  
Aunque hemos considerado que el control de hechos en casación es una actividad excepcional y no corriente, 
sometida a determinadas situaciones que ocurren en el proceso. 
Se enfrentó en la tesis la forma de cómo un manejo inadecuado de los hechos puede terminar afectando  el 
derecho a un debido proceso o tutela judicial efectiva. 
Se hizo igualmente un análisis teórico y práctico, acudiendo para ello a la doctrina en general (nacional y 
extranjera) y  a nuestra Jurisprudencia y de otros tribunales extranjeros para hacer un perfil de la forma cómo 
se viene tratando el control de hechos en casación, señalando que como regla general (como un dogma a 
veces) tanto la doctrina como la jurisprudencia señalan que en casación el control de hechos está 
absolutamente vedado en sede casatoria, aunque hemos encontrado en sentido minoritario la posibilidad de 
hacer flexible esta posibilidad en casos excepcionales.  
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El nivel de desarrollo que fueron alcanzando en la doctrina los temas de casación han permitido que cada vez 
el recurso de casación efectúe los fines originales para el cual fue creado en Francia, esto es, que cumpla 
solamente una  finalidad nomofiláctica y de uniformidad jurisprudencial, dedicándose estrictamente a realizar 
un control normativo, negándole la posibilidad de cumplir un rol moderno que se encuentra en el fin 
dikelógico, dentro del cual es admisible muchas veces alcanzar la justicia al caso concreto. 
Por su parte nuestra  jurisprudencia ha tenido algunas aproximaciones al tema, en nuestra Corte Suprema se 
admitió en algún momento de forma muy tímida el control de sentencias que se encuentren afectadas por 
arbitrariedad. Aunque de regular la Corte de Casación nuestra desestimar cualquier intento del impugnante de 
pretender hacer “una revaloración” de la prueba o hacer control fáctico. 
En consecuencia, tenemos que el presente trabajo ha cumplido estrictamente con los objetivos propuestos en 





I. Conclusiones teóricas: 
1. El recurso de casación es un recurso extraordinario para el control normativo que afecte 
directamente la decisión, no sirve para agotar una instancia más de las ya trasuntadas, por lo cual no 
se puede sustentar este recurso en una petición que implique la revaloración del material probatorio. 
2. La valoración del material probatorio y la revaloración del mismo, sólo es de competencia de los 
jueces de fallo, el recurso de casación no sirve para hacer una tarea de revaloración de la prueba. 
No es admisible en casación la reevaluación del material probatorio, pues ello desnaturaliza el 
recurso de casación y lo convierte en tercera instancia. 
3. La corte de casación se encuentra prohibida de modificar o cambiar los hechos que se han 
considerado probados por los jueces inferiores y sobre los cuales se ha efectuado una correcta 
valoración, porque ellos serán el insumo necesario para la calificación jurídica. De ahí la importancia 
de que se den como probados o improbados los hechos que ayudan a resolver el conflicto. 
4. Los hechos establecidos por los jueces de mérito sólo son revisables en casación cuando el juez al 
fijarlos o apreciarlos ha incurrido en supuestos de arbitrariedad. 
5. La corte de casación debe respetar los hechos declarados como probados por los jueces de fallo, 
siempre que a éstos se haya llegado a partir de una valoración adecuada del material probatorio. El 
juez de casación respetará los hechos fijados por los jueces de mérito siempre que ellos respondan 
a una correcta valoración del material probatorio. 
6. Si la labor de dar por probados o improbados determinados hechos se hizo correctamente por el 
juez de mérito, entonces, esta situación no puede volver a ser revisada ni corregida por la corte de 
casación, no podrá hacer una revaloración de lo que ya fue valorado. Pero, no podemos llegar al 
absurdo de que el juez de casación debe -a ultranza, sin posibilidad de cuestionamiento- respetar los 
hechos que los jueces dieron por probados o improbados, cuando se aprecia que las conclusiones 
probatorias son erradas, porque esta posición no acerca a un dogma. 
 
7. La causal de casación por sentencia arbitraria implica la inadecuada valoración del material 
probatorio por haberse omitido valorar pruebas decisivas, por valorar pruebas ilícitas, por sacar 
conclusiones deferentes a las que arrojan determinados medios de prueba, porque la valoración 
quiebra las reglas procesales pre establecidas sobre valoración, entre otros supuestos. 
 
8. El error en la valoración de la prueba para ser controlado en casación debe tener una gravedad e 
incidencia que afecte directamente en el resultado de la decisión. 
 
9. No es correcta la afirmación que señala que el juez de casación no se relaciona o no se vincula con 




 está aislado a los hechos del proceso. Los hechos del proceso son el insumo procesal para resolver, 
inclusive en sede casatoria. Para la calificación jurídica del caso el juez debe acercarse a los hechos 
del proceso, no puede prescindir de ellos. Los hechos siempre acceden a casación unidos al 
derecho. 
10. La fusión fáctica y jurídica se encuentra presente en el proceso ab initio y en cualquier fase del 
mismo, incluyendo la etapa de casación. Por lo cual, resulta poco serio señalar que la corte de 
casación no pueda ejercer control de hechos, lo hace más bien como parte de sus funciones al 
verificar si la aplicación del derecho es la correcta al caso concreto. 
11. En casación no se encuentran absolutamente vedados los temas probatorios. Aunque se debe 
indicar que se trata de una actividad excepcional, pues la prueba (concretamente su valoración para 
resolver el conflicto) está básicamente reservada para los jueces de instancia y por la naturaleza del 
recurso de casación. 
12. El juez de casación puede controlar la regularidad de la actividad probatoria realizada por los jueces 
de mérito, ya que es posible hablar de la falibilidad del juez al manejar los hechos, concretamente en 
la determinación de los hechos probados o no probados, a partir de la valoración de la prueba. 
13. El control de hechos en casación y revaloración de la prueba en casación, al parecer son dos caras 
de la misma moneda, apareciendo entre ambos un elemento común: los hechos del proceso. A su 
vez se presenta una situación problemática que no permite un adecuado entendimiento de la 
temática: la ilusa separación en el proceso del hecho y el derecho. 
14. No es absoluta ni rígida la regla de que el juez de casación no puede valorar los medios de prueba, 
lo puede hacer excepcionalmente, cuando destruye la decisión y le corresponde actuar “en sede de 
instancia”, lo que lo convierte sólo en este único supuesto como juez resolutor y no propiamente 
controlador de la buena aplicación el derecho.  
15. Las voces en el sentido de permitir control de la valoración de la prueba  son minoritarias, pero los 
argumentos que la sostienen resultan convincentes y a ellas no adherimos. Más si ha quedado 
demostrado que  en contra de lo que piensan los teóricos nuestras Salas de Casación normalmente 
resuelven controlando hechos y haciendo nueva valoración de la prueba y en algunos casos la 
misma Corte Suprema admitió la posibilidad de controlar la razonabilidad de la apreciación de la 
prueba. 
16. Para el trabajo de calificación jurídica de una Corte de Casación, cuando se denuncian las causales 
de infracción normativa sustantiva relacionada con una aplicación indebida de la norma que resuelve 
el proceso, el juez de casación tiene la obligación de hacer un control de los hechos fijados por el 
juez, su trabajo consistirá en verificar si se ajustan a aquellos que se encuentran contenidos como 
supuesto de hecho de la norma que debe necesariamente resolver el conflicto o si están 
desconectados con la norma que aplicó el juez al resolver. 
17. La invocación de una valoración errada o ilógica del juez respecto del material probatorio  no debe 
buscar que la Sala de Casación haga una (nueva) valoración del material probatorio como si fuera un 
juez de fallo o una revaloración de la misma a partir de la efectuada por los 
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 jueces de mérito, pues esta posibilidad la convertiría en una tercera instancia. Siendo entonces que 
esta tarea de la Corte de Casación resulta ser un control de la valoración probatoria en sentido 
excepcional. 
18. Se requiere la existencia de elementos suficientes de convencimiento –los cuales corren a cargo del 
impugnante- de que el juez no realizó un trabajo adecuado de apreciación o valoración del material 
probatorio, en consecuencia se debe deducir del recurso la presencia de problemas graves de 
motivación en la sentencia respecto del resultado de la valoración de la prueba del proceso (decisión 
absurda o con un atentado a elementales criterios lógicos). Por lo cual no bastará una simple 
alegación del recurrente de la misma sino que más bien, que ésta debe probarse, que la alegación 
sea objetiva y que el error de valoración sea grosero, en otras palabras que se trate de una 
arbitrariedad manifiesta. 
19. La imputación de incorrecta valoración de la prueba no debe buscar la imposición del criterio de 
valoración propia del impugnante, pues ésta suele estar sustentada en la defensa de intereses de 
quien recurre la decisión, en tanto la realizada por el juez es, por el contrario, desinteresada y 
neutral, por tanto debe primar.  
 
II. Conclusiones a partir de los datos obtenidos de la realidad y el trabajo estadístico: 
20.  La mayoría de la población muestral (69%) considera que el  recurso de casación civil no permite las 
cuestiones de hecho ni hacen una revaloración de la prueba. Ello valida la primera hipótesis de 
trabajo planteada: H1:   Son susceptibles de control casacional las sentencias absurdas,  
arbitrarias o  que quiebren las reglas de la prueba que afecten el debido proceso sin que ello 
implique una revaluación de la prueba. 
21. Un significativo porcentaje de la población (56%) conoce la calificación de sentencias arbitrarias y 
absurdas. Este resultado de las encuestas, en esta pregunta, contrasta la hipótesis: H1:   Son 
susceptibles de control casacional las sentencias absurdas,  arbitrarias o  que quiebren las reglas de 
la prueba que afecten el debido proceso sin que ello implique una revaluación de la prueba. 
 
22. El 73% de la población encuestada sostiene como posible la formulación de recurso de casación 
contra sentencias absurdas, arbitrarias o que quiebren las reglas de la actividad probatoria cuando 
afectan el debido proceso, sin que ello implique la revaluación de la prueba, con esta opinión se 
estará validando la hipótesis de trabajo H3: El control de hechos en casación constituye una 
actividad excepcional y sujeta a limitaciones que no permiten su uso en cualquier situación. 
 
23. El 56% de la población encuestada sostiene que el control de hechos si desnaturalizaría la casación 
civil, es decir que con esta opinión  no se estaría en apariencia no  validando la siguiente hipótesis  
de trabajo : H2: Es posible el control de hechos en casación sin que ello desnaturalice su esencia 
de recurso extraordinario y genere una tercera instancia. Sin embargo, ello no es así, porque la 
variables contenidas en las hipótesis lo extraordinario del recurso y no propiciar una tercera instancia 
es una posición que hemos asumido en el desarrollo teórico del presente trabajo, lo cual además es 




doctrina y la jurisprudencia, sin embargo, el control de hechos per se no desnaturaliza el recurso de 
casación, si se hace el control en los supuestos que ya hemos indicado, por lo cual, en ese sentido 
nuestra H2 se estaría confirmando. 
 
24. El 71% de la población muestral considera que no es correcto el tratamiento que viene dando la 
Corte Suprema a los temas de control de hechos en casación, con ello estaríamos validando la 
hipótesis: H4: Las decisiones de nuestra Corte Suprema en mayoría no admiten el control de 
hechos ni la revaloración de la prueba. 
 
25. un significativo porcentaje 39% que representa la mayoría de  la población muestral  considera como 
causal de los recursos de casación si se permitiría el control de hechos: La infracción normativa de 






1. Se debe erradicar el uso de dogma en la resolución de los conflictos judiciales. El uso de dogmas en la 
resolución de conflictos no es el más adecuado, menos cuando se trata de dar una respuesta 
adecuada al justiciable de su conflicto, por ello sostener en todos los casos que la Corte de Casación 
no puede hacer control de hechos, sin admitir una posibilidad excepcional, es difundir una dogma, es 
decir, una posición que no admite discusión alguna, por ser absoluta, lo cual  genera una posición 
incorrecta y que muchas veces es seguida sin el menor análisis. 
  
2. Se hace necesaria una adecuada capacitación a los magistrados que se vinculan y vincularan con la 
resolución de recursos de casación en nuestra Corte Suprema, en ello involucramos no solo Jueces 
Supremos Titulares o Provisionales en el cargo, sino de aquellos que en algún momento llegarán a la 
Corte Suprema a resolver recursos de casación civil, es decir a los Jueces Superiores que se perfilan 
en la carrera judicial para ascender a tan importante cargo. De igual forma la capacitación debe 
comprender a los auxiliares de justicia que desarrollan tareas de apoyo en la solución de casos en 
nuestra Corte Suprema, es decir, de los llamados en nuestro sistema judicial como Secretarios de 
Confianza. 
 
3. La tarea de capacitar a las personas indicadas en el punto precedente en los temas que se proponen 
en la presente tesis debe estar a cargo de la Academia de la Magistratura, con la participación de los 
más connotados procesalistas de nuestro medio, lo que incluye a Jueces Supremos que conocen de la 
materia y con la concurrencia de los más destacados cultores de la materia a nivel internacional.  
 
4. Se debe mejorar nuestra jurisprudencia en el sentido que normalmente se disfraza la improcedencia del 
recurso de casación en un pedido de revaloración de la prueba, ello para evitar la revisión de 
cuestiones que postula el impugnante respecto de decisiones arbitrarias o absurdas o que contienen un 
trabajo inadecuado trabajo probatorio.  
 
5. Se debe mejorar la jurisprudencia en dar respuesta adecuada a los recursos de casación, sobre todo 
cuando la Sala Suprema tiene como inalterables los hechos fijados por los jueces de mérito, sin 
considerar que la denuncia del impugnante radica más bien en cuestionar el trabajo probatorio del juez, 
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ANEXO: MATRIZ DE CONSITENCIA 




















¿Se puede recurrir en 
recurso de casación por 
afectación al debido proceso 
si la sentencia emitida por los 
jueces de mérito resulta 
arbitraria, contiene premisas 
absurdas o afecta las reglas 
de la prueba, sin que ello 






1. ¿Es admisible que la Sala 
de Casación controles los 
hechos cuando se formula 
recurso de casación, sin que 
ello genere una tercera 
instancia? 
 
2. ¿El control de hechos por 
la Corte de Casación deber 
ser considerada como 
atribución excepcional y con 
límites establecidos o 
procede en cualquier 
situación? 
 
3. ¿Qué tendencia y 
tratamiento recibe el control 
de hechos en casación en las 
decisiones emitida por 




1. Establecer los 
lineamientos teóricos 
respecto a la posibilidad de la 
revisión de hechos en la 





1. Determinar de qué forma 
se produce la afectación del 
derecho al debido proceso o 
tutela judicial efectiva por 
tratamiento inadecuado de 
los hechos. 
 
2. Analizar la posibilidad de 
un control de hechos en 
casación y sus limitaciones. 
 
3. Establecer una 
aproximación a nuestra 
realidad para determinar el 
tratamiento que le viene 
dando nuestra doctrina y la 
jurisprudencia nacional al 
control de hechos en la 
casación. 
  
4. Determinar el nivel de 
desarrollo teórico y 
jurisprudencial logrado en 
este aspecto por la 
procesalistica actual. 
H1 Son susceptibles de 
control casacional las 
sentencias absurdas, 
arbitrarias o que quiebren las 
reglas de la actividad 
probatoria que afecten el 
debido proceso sin que ello 




H2 Es posible el control de 
hechos en casación sin que 
ello desnaturalice su esencia 
de recurso extraordinario y 
genere una tercera instancia 
 
 
H3 El Control de hechos en 
casación constituye una 
actividad excepcional y sujeta 
a limitaciones que no 




H4 Las decisiones de nuestra 
Corte Suprema en mayoría 
no admiten el control de 





X1: Sentencia absurda  
X2: Sentencia arbitraria 
X3: Reglas de la prueba 
Y1: Control casacional   
Y2:Afectación al debido 
proceso 






X1 Control de hechos 
Y1 Tercera instancia 





X1 Control de hechos 
Y1 Excepcionalidad 





X1 Ejecutorias Supremas 
Y1 Inadmisión de control de 
hechos 
Y2Inadmisión de revaloración 
de la prueba 
 
 
1.-Antecedentes Históricos y Normativos: Los 
encontramos en la doctrina y legislación del Derecho 
francés y español. La legislación latinoamericana y su 
doctrina apuntan al control de hechos. 
 
2.-Indagaciones sobre Investigaciones Pre existentes: 
En nuestro medio no hemos encontrado tesis sobre el 
tema realizados por Bachilleres ni Post Grado, si existen 
ponencias de congreso y artículos en revistas 
especializadas. 
 
3.-Fundamentos Teóricos:   
- Casación 
- Sistemas Casatorios 
- Funciones del recurso de casación 
- el ius constitutionis y ius litigatoris 
- El hecho y el derecho 
- La tipología del error: error in indicando, error in 
procedendo, error in cogitando 
- El error de hecho y el error de derecho 
- La prueba 
- La valoración de la prueba 
- Los sistemas de valoración de la prueba 
- Sentencia 
- Sentencia arbitraria 
- Supuestos de la comisión del absurdo 
- El debido proceso y su afectación 
- Los principios lógicos (identidad, de no 
contradicción, de tercio excluido, de la razón 
suficiente, de coherencia) 
- El principio de congruencia procesal 




1.-Método: Se emplearan los 





2.-Tipo de Investigación: será 
de carácter descriptiva, 
explicativa y correlativa. 
 
3.-Universo:  
3.1-Físico: Esta investigación 
tiene una envergadura de 
carácter nacional tomando en 
cuenta que las decisiones de 
nuestra Corte Suprema en 
materia civil tienen ese efecto. 
3.2-Social: La población está 
formada por Jueces, Abogados, 
Alumnos de Maestría, 
Profesores Universitarios e 
Institucionalmente el Poder 
Judicial. 
3.3-Muestra:  
- Muestreo no 
probalistico. 
- Tipo de azar y 
estratificado. 




docentes y estudiantes 
post grado. 
I.-Recolección de Datos: 
1.- Cuestionarios. 
2.-Registro Documental. 
3.-Esudio de casos. 
4.-Fichaje. 
 
II.-Procesamiento de Datos: 
1.-Selección y representación por 
variable. 
2.-Matriz tripartita de datos. 




Cuestionario para Tesis de Maestría en Derecho Procesal: “Control de hechos en casación” 










2. Conoce usted la tesis de las sentencias arbitrarias y de las sentencias absurdas: 
a) Si 
b) No 







3. Según lo que usted conoce de la casación civil considera como posible la formulación de recurso de casación contra sentencias absurdas, 
arbitrarias o que quiebren las reglas de la actividad probatoria que afecten el debido proceso sin que ello implique una revaluación de la prueba. 
a) Si 
b) No 






4.  Considera usted que realizar el control de hechos en la casación civil la desnaturalizaría por ser un recurso extraordinario y además por ello 
generaría una tercera instancia o de lo contrario ésta podría tratarse de una tarea excepcional de la Corte Suprema en determinados casos: 
a) Si 
b) No 






5. Según su punto de vista considera si es correcto o no  el tratamiento que le viene dando nuestra Corte Suprema a los temas de control de 
hechos en casación 
a) Si 
b) No 





6. Si fuere posible el control fáctico en la casación cuál considera usted podría ser la causal de casación óptima que permitiría que la Sala ingrese a este análisis: 
a) Infracción normativa de norma de derecho material 
d) Por infracción normativa de norma derecho procesal, por error in procedendo (afectación al debido proceso) 
c) Pueden utilizarse ambas 
d) Ninguna, porque no es posible el control fáctico en casación. 
